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8) 


—Varios señores senadores solicitan se curse 
un pedido de informes con destino al Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería y, por su 
intermedio, a la Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland, relaciona- 
do con la empresa Pure Life. 


—La señora senadora Topolansky solicita se 
cursen los siguientes pedidos de informes: 


- con destino al Ministerio de Vivienda y Or- 
denamiento Territorial, relacionado con la 
morosidad de la Administración Nacional de 
las Obras Sanitarias del Estado desde el 14 de 
marzo del corriente al día de la fecha; 


- con destino al Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería, relacionado con la morosidad 
en la Administración Nacional de Usinas y 
Transmisiones Eléctricas del Estado desde el 
14 de marzo del corriente al día de la fecha. 


—El señor senador Sánchez solicita se cursen 
los siguientes pedidos de informes: 


- con destino al Ministerio de Educación y 
Cultura y, por su intermedio, a la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública y al 
Consejo de Educación Inicial y Primaria, re- 
lacionado con un convenio de la Facultad de 
Medicina. 


- con destino a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y a la Oficina Nacional del Ser- 
vicio Civil, referente a los funcionarios de las 
personas públicas no estatales que estén en 
régimen de pase en comisión. 


» Oportunamente fueron tramitados. 
Exposición €SCrit2.....omoommmmmmmmmssm9*s”*”«”*¡”... 


—El señor senador Sánchez solicita se curse 
una exposición escrita con destino al Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social, relacio- 
nada con las repercusiones que la emergencia 
sanitaria ha tenido en el sector de actividad 
de los servicios de fiestas y eventos. 


+ Se procederá de conformidad. 

Reiteración de pedido de informes.........o..o.o... 

+ A solicitud del señor senador Lozano, el Se- 
nado resuelve hacer suyo y reiterar un pedido 
de informes con destino al Ministerio del In- 


terior. 


Inasistencias anterioréeS......oommmommmmmmmmmmmmm*m*msms****.s 
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9) 


—Por Secretaría se da cuenta de las inasis- 
tencias registradas a las anteriores convo- 
catorias. 


Solicitudes de licencia e integración del 


—El Senado concede las licencias solicitadas 
por los señores senadores Astori, Rubio, Bo- 
nomi, Topolansky, Sartori y Kechichian. 


—Quedan convocados los señores senadores 
Ponte, Brenta, Caggiani, Meléndez, Straneo 
y Canon. 
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10) y 16) Régimen de trabajo........o.coooommmoo. 245 y 393 


11) 


12) 


13) 


—Por moción de los señores senadores Penadés, 
Carrera, Lozano y Lanz, el Senado resuelve 
declarar urgentes y considerar de inmediato 
las carpetas n.* 305/2020 y 343/2020; 


—Por moción de los señores senadores Pena- 
dés, Carrera, Lozano y Lanz, el Senado re- 
suelve declarar urgentes y considerar de in- 
mediato las carpetas n.” 380/2020; 381/2020; 
382/2020; 379/2020; 383/2020. 


Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Federativa del 
Brasil para eliminar la doble imposición en 
materia de impuestos sobre la renta y sobre 
el patrimonio y prevenir la evasión y elusión 
fiscal, y su Protocol0.....cmoommmmmmssmssmsm*ss9s***”**.. 


—Proyecto de ley por el que se lo aprueba. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y Japón para eliminar la doble 
imposición en materia de impuestos sobre la 
renta y prevenir la evasión y elusión fiscal, y 
su Protocol0.....ooommommsmsssmssmssssss9*9s*ss”. 


—Proyecto de ley por el que se lo aprueba. 
+ Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


Licencias para trabajadores en seguro de 
paro parcial.....oooonoononnosnnonncannnancanconcanocanonoccnnoss 


—Por moción de los señores senadores Pena- 
dés, Lozano y Lanz, el Senado resuelve de- 
clarar urgente y considerar de inmediato el 
proyecto de ley por el que se dispone la pos- 
tergación, hasta diciembre de 2021, del goce 
de la licencia generada durante 2019. 


245 


307 


360 
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+ Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecu- 
tivo. 


14) Proyecto presentado.....ocmonmommmssmsos*ssm9*s**”.. 384 


—Los señores senadores del Frente Amplio 
presentan un proyecto de ley por el que se 
adoptan medidas relativas a la salud pública 
con motivo de la emergencia sanitaria por co- 
vid-19. 


» Pasa a la Comisión de Salud Pública. 


17) Funcionamiento del Parlamento del 
ME A 393 


—Proyecto de ley por el que se aprueba la Deci- 
sión CMC n.* 09/20. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


18) Buque U. S. Coast Guard Cutter (USCGC) 
A 399 


—Proyecto de ley por el que se permite su visita 
al puerto de Montevideo, la bahía de Maldo- 
nado y otras partes de las aguas territoriales 
uruguayas a fines de enero de 2021. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 
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19) Comisión Operantar XXXIX ooooonccconconinnonnonoss 403 


—Proyecto de ley por el que se autoriza al navío 
polar Almirante Maximiano (H-41) y al na- 
vío de apoyo oceanográfico Ary Rongel (H- 
44) a visitar el puerto de Montevideo. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


20) y 22) Derecho de reunión consagrado 
en el artículo 38 de la Constitución de la 
República......omoococoonnononncnonnonoconcnoonconconooos 407 y 457 


—Proyecto de ley por el que se lo reglamenta. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


23) Grupo Asesor Científico Honorario............... 471 


+ Por moción de los señores senadores Asiaín, 
Manini Ríos, Lanz y Carrera, el Senado re- 
suelve expresar su agradecimiento al GACH, 
a las autoridades sanitarias, a quienes traba- 
jan en la salud, a los funcionarios policiales y 
militares y a funcionarios de Gobiernos de- 
partamentales y municipales. 


24) Levantamiento de la sesióN.......ooommoommmmmmmooo. 472 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
Montevideo, 16 de diciembre de 2020 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria el próximo viernes 18 de diciembre, a las 
09:30, a fin de hacer cesar el receso y dar cuenta de los 
asuntos entrados. 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario». 


José Pedro Montero 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Andrade, Asiaín, 
Bergara, Bianchi, Botana, Brenta, Caggiani, Camy, 
Canon, Carrera, Coutinho, Da Silva, Della Ventura, 
Domenech, Gandini, Lanz, Lazo, Lozano, Manini Ríos, 
Meléndez, Nane, Niffouri, Olesker, Penadés, Ponte, 
Sánchez, Sanguinetti, Straneo y Viera. 


FALTAN: con licencia los señores senadores Astori, 


Bonomi, Kechichian, Rubio, Sartori y Topolansky. 


3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 


SEÑORA PRESIDENTA. - Está abierto el acto. 


(Son las 09:39). 


—El Senado ha sido convocado a fin de levantar el rece- 


so y dar cuenta de los asuntos entrados. 


Se va a votar. 


(Se vota). 


20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:40). 


(Se incorpora la nómina de asuntos entrados remitida 
al Cuerpo de Taquigrafos por parte de la Secretaría del 
Senado). 


«La Presidencia de la Asamblea General destina men- 
sajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los siguien- 
tes proyectos de ley: 


» relacionado con la designación del Liceo n.” 57 del 
departamento de Montevideo con el nombre Dr. Rodolfo 
Tálice. 

A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


* Por el que se aprueba la Decisión n.* 09/20, Funciona- 
miento del Parlamento del Mercosur, aprobada por el Con- 
sejo del Mercado Común el día 4 de diciembre de 2020, 
entre la República Argentina, la República Federativa del 
Brasil, la República del Paraguay y la República Oriental 
del Uruguay. 

A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


» Por el que se permite al navío polar Almirante Maxi- 
miano (H-41) y al navío de apoyo oceanográfico Ary Ron- 
gel (H-44) visitar el puerto de Montevideo, fecha estimada 
el 20 de diciembre de 2020 y entre el 23 y 28 de marzo de 
2021, en el ámbito de la Comisión Operantar XXXIX; 


* por el que se permite al buque U. S. Coast Guard Cut- 
ter (USCGC) Stone, de la Guardia Costera de los Estados 
Unidos de América, visitar el puerto de Montevideo, la 
bahía de Maldonado (Punta del Este) y otras partes de las 
aguas territoriales uruguayas a fines de enero de 2021, con 
fechas aproximadas del 21 al 27 de enero de 2021. 

A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


* Por el que se reglamenta el derecho de reunión consa- 
grado en el artículo 38 de la Constitución de la república. 

A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


* por el que se modifica el régimen de plantación de 
bosques en suelos de prioridad forestal. 

A LA COMISIÓN DE GANADERÍA, AGRICULTU- 
RA Y PESCA. 


*» Por el que el Banco de Previsión Social priorizará 
el acceso a coberturas de prestaciones contributivas y no 
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contributivas, de acuerdo con la legislación vigente, para 
enfermos terminales en cuidados paliativos. 

A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


* Por el que se declara Día de las Luchas de las Perso- 
nas en Situación de Calle el 19 de agosto de cada año. 

A LA COMISIÓN DE POBLACIÓN, DESARROLLO 
E INCLUSIÓN. 


Asimismo, comunica que ha aprobado el proyecto de 
ley por el que se modifica la regulación sobre la residencia 
fiscal. 

AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍ- 
VESE. 


La Comisión de Asuntos Internacionales remite apro- 
bados los siguientes proyectos de ley: 


* por el que se aprueba el Convenio entre la República 
Oriental del Uruguay y Japón para eliminar la doble Im- 
posición en materia de impuestos sobre la renta y prevenir 
la evasión y elusión fiscal y su Protocolo, suscrito en la 
ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 
13 de setiembre de 2019; 


* por el que se aprueba el Convenio entre la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y la República Federativa de 
Brasil para eliminar la doble imposición en materia de 
impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio y prevenir 
la evasión y elusión fiscal y su Protocolo, suscrito en la 
ciudad de Brasilia, República Federativa de Brasil, el 7 de 
junio de 2019, 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
remite aprobado un proyecto de ley por el que se estable- 
cen normativas relativas al goce de licencia anual para tra- 
bajadores de la actividad privada. 

REPÁRTANSE E INCLÚYANSE EN EL ORDEN 
DEL DÍA DE UNA PRÓXIMA SESIÓN. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social remite 
respuesta a un pedido de informes presentado por el señor 
senador Juan Sartori, relacionado con solicitudes de au- 
diencias de conciliación unipersonales. (Asunto 148615). 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
SENADOR SARTORLI. 


El señor senador Raúl Lozano solicita, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 3.* de la Ley n.? 17673, de 
21 de julio de 2003, la reiteración de un pedido de infor- 
mes con destino al Ministerio del Interior, a los efectos de 
que el Cuerpo lo haga suyo, relacionado con la tenencia, 
porte, comercialización y tráfico de armas de fuego y mu- 
niciones. (Asunto: 147521). 

SE VA A VOTAR OPORTUNAMENTE». 
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5) PEDIDOS DE INFORMES ción de la república, se curse un pedido de informes con 


, . . dia destino al Ministerio de Salud Pública, relacionado con 
(Pedidos de informes consignados en la nómina de 


asuntos entrados). la capacidad de nuestro sistema de salud para realizar 


me Pe . t tomí ánicas. (Asunto: 149283). 
«El señor senador Carlos Camy solicita, de conformi- A 


dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 15 de diciembre de 2020 


Sra. Presidente del Senado 
Esc. Beatriz Argimón 


Presente - 


De mi mayor consideración: 


Por la presente me dirijo a Ud. a efectos de que, al amparo de las 
facultades previstas por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
remita el presente pedido de información dirigido al Ministerio de Salud Pública. 
El presente Pedido de informes se contextualiza en el análisis respecto a la 
capacidad de nuestro sistema de salud para la realización de trombectomias 
mecánicas, en el marco de una atención de calidad y basada en evidencia 
científica. 


1) En el marco del plan anunciado por el Ministerio de Salud Publica en 
referencia al plan de atención al ACV, cuántos y cuáles serán los Centros 
habilitados para la realización de las referidas técnicas en Uruguay? 


2) En qué criterios se basarán y quienes serán los especialistas que estén a 
cargo de esta habilitación por parte del Ministemio de Salud Pública? 


3) el tratamiento Endovascular no está regulado como Sub especialidad en 
nuestro país. Hecho que si ocurre en otros países. En este marco se pregunta, 
cómo se determina y en base a qué criterios que profesionales están 
capacitados para realizar una técnica como la trombectomia mecánica, para la 
cual, según organizaciones mundiales especializadas como la WSO, SVIN 
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MT2020 y otras, remarcan la importancia de que se debe tener experiencia en 
la aplicación de la técnica para que cumpla con el nivel de evidencia planteado 
enel1A. 


4) De los algoritmos también surge la necesidad de realización de técnicas de 
perfusión cerebral d emergencia para aquellos casos del * despertar * o los que 
superan las 6 hrs de inicio de los sintomas. Se pregunta en qué lugar del 
interior del país se ha realizado esta técnica de emergencia en el contexto de 
una patología cerebrovascular como el ACV hasta el día de hoy ? De existir, se 
solicita mencionar ejemplos concretos. 


5) En el algoritmo presentado, se plantea que en los casos de menos de 4, 5 
hrs de inicio de los sintomas se realice el rTPA, el que demora 
aproximadamente una hora en ser aplicado correctamente, y se supone que si 
tiene una oclusión proximal * luego * será trasladado a un centro donde se 
realice la técnica o se plantea realizar rTPA y no esperar a que pase la droga 
para seguir hacia una trombectomia si tuviera una oclusión proximal ? 


6) En conocimiento que el Ministerio de Salud Publica realizó un cuestionario a 
cargo de la ex Comisión Honoraria de ACV entre abril y mayo, enviados por 
DIGESA y DIGECOR a todos los angiografos del país, solicitando información 
sobre la cantidad de trombectomias mecánicas realizadas. Dicha solicitud de 
información fue analizada por la referida Comisión y escrita por el ex 
Presidente de la Sociedad de Radiología del Uruguay, entregada 
oportunamente a DIGESA. Se consulta concretamente, cuantos centros han 
realizado más de diez trombectomias en el Uruguay ? Cuántos de estos 
centros registran sus resultados en registros intemacionales como SITS o 
STAR? Se solicita respuesta concreta. 
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7) Cuantos de los angiografos que existen en el Uruguay cuentan en la 
actualidad con guardia permanente con enfermería, técnicos radiólogos, 
intervencionistas neurológicos y todo el back up de materiales para 
trombectomia con acceso de emergencia? 


8) Al final de la presentación del referido protocolo o proyecto, se hace 
referencia a un número de teléfono de contacto del Hospital de Clínicas. Se 
pregunta por el motivo de que el Hospital de Clínicas sea quien informa sobre 
un proyecto presentado por el programa de Salud Cerebral perteneciente a 
DIGESA, por ende Ministerio de Salud Pública. 


9) En respuesta a un pedido de informes realizado al MSP en el presente año, 
el Director del Programa de Salud Cerebral - firmada por el Sr. Ministro -, se 
afirma que las trombectomias mecánicas no superarán el 5 % del total de los 
ACV isquémicos. En el protocolo anunciado por el MSP se estima que será del 
10 % al 15 %. Que es lo que cambio para el mencionado Director, para en 
pocos meses duplicar o triplicar la cantidad de pacientes que potencialmente se 
podrán beneficiar con la aplicación de estas técnicas? 


Sin otro particular, lo saludo cordialmente. - 


Carlos D. Camy 
Senador de la República 
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«Los señores senadores Oscar Andrade, Gracie- 
la Barrera, Mario Bergara, Eduardo Brenta, Enrique 
Canon, Charles Carrera, Amanda Della Ventura, Gra- 
ciela García, Silvia Nane, Elena Ponte y Liliana Quei- 
jo solicitan, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 118 de la Constitución de la república, se curse 


un pedido de informes con destino al Ministerio de In- 
dustria, Energía y Minería y, por su intermedio, a la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland, relacionado con la empresa Pure Life. (Asun- 
to: 149295). 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


238-C.S. 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 15 de diciembre de 2020. 


Sra. Presidenta de la 


Cámara de Senadores. 


Esc. Beatriz Argimon. 


De nuestra mayor consideración: 


En atención a la información de prensa referida a la venta de del paquete accionario de Carboclor 
en poder del Grupo ANCAP, solicitamos se curse el siguiente pedido de informes - al amparo de 
lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la República- con destino al Ministerio de 
Industria y Energía y por su intermedio a ANCAP, a fin de que se sirvan informar: 


L. 


y 


y, 
12. 


¿Cómo y cuando surgió el interés de PURE LIFE para la compra de Carboclor? 

¿En qué fecha se establece el primer contacto de PURE LIFE con el Sr. Ministro de 
industria, Energía y Minería? 

¿Cuándo se establece el primer contacto con el presidente de ANCAP? 

¿Cuál fue la participación del Ministro de industria, Energía y Minería en este proceso? 
¿Qué medidas o mecanismos adoptaron ANCAP Y ANCSOL para analizar la propuesta? 
¿Qué medidas se adoptaron para el debido diligenciamiento y cumplimiento de las 
normas para el análisis de la propuesta y tomarla como una oferta válida? 

¿Puede indicar quienes son en la actualidad los directivos y principales gerentes de la 
empresa PURE LIFE? 

ANCAP resolvió hacer un proceso competitivo para recibir nuevas ofertas. ¿Este inicio del 
proceso fue una propuesta del Ministro de industria, Energía y Minería o fue a iniciativa 
de ANCAP? ¿Cuál fue la razón para el cambio de estrategia? 

¿Cuál fue el resultado del proceso competitivo? 


. ¿Hubo empresas invitadas a participar de ese proceso? 


¿Qué empresas se presentaron o mostraron interés? 
¿Cuáles fueron las condiciones y exigencias que le plantearon a las empresas para 


participar de ese proceso competitivo? 
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13. 


14. 
15. 


16. 


17. 


18. 


19. 


20. 
21. 


¿Las exigencias y condiciones fueron las mismas que las solicitadas a la empresa PURE 
LIFE? 

¿Cuáles fueron las empresas que mostraron interés en la compra de CARBOCLOR? 

¿Qué resoluciones tomó el Directorio de ANCAP y de ANCSOL y cuáles son las constancias 
de actas que se presentaron por parte de los directores, referidas a este asunto? 

¿La empresa PURE LIFE tiene soporte financiero para realizar la transacción por sí misma? 
¿PURE LIFE solicitó financiamiento de terceros para realizar la propuesta de compra de 
CARBOCLOR? En caso afirmativo, se solicita se indique de qué personas físicas o jurídicas 
se trata. 

¿ANCAP realizó estudios de antecedentes o mandó realizar estudios de antecedentes de 
PURE LIFE y de las posibles empresas que financiarian la operación? 

Si efectivamente se realizaron estudios de antecedentes ¿qué empresas fueron 
contratadas por ANCAP y /o ANCSOL para recabar la información y cuáles fueron las 
principales conclusiones obtenidas? 

¿Qué vinculación hay entre la empresa PURE LIFE y ADNOC? 

¿Si se pudo determinar el origen de los fondos para avanzar en el proceso de venta de 
CARBOCLOR? 


Sin otro particular, saludamos a la Sra. Presidenta muy atentamente 


Oscar Andrade, Graciela Barrera, Mario Bergara, Eduardo Brenta, 


Enrique Canon, Charles Carrera, Amanda Della Ventura, Graciela García, 


Silvia Nane, Elena Ponte y Liliana Queijo. Senadores. 
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6) EXPOSICIÓN ESCRITA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de una expo- 
sición escrita. 


(Se da de la siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- «El señor senador Alejandro Sánchez solicita, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 181 del 
Reglamento del Senado, se curse una exposición escrita 
con destino al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
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relacionada con las repercusiones que la emergencia sa- 
nitaria ha tenido en el sector de actividad de los servicios 
de fiestas y eventos». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha sido repartida. 
Se va a votar. 
(Se vota). 


22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Texto de la exposición escrita). 


Montevideo, 18 de diciembre de 2020. - 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente 


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 181 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, cúmpleme solicitar a usted se remita al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social la siguiente exposición escrita referida a las repercusiones 
que la emergencia sanitaria a tenido en el sector de actividad de los servicios 
de fiestas y eventos. 


Este grupo de trabajadores y trabajadoras se han vistos impedidos de desarrollar 
la actividad por un lapso que ya cumplió los 9 meses, siendo en su mayoría 
monotributistas, unipersonales y jornaleros y por tanto necesitan que el gobierno 
ponga especial atención a su situación y en las formas de como colaborar con 
ellos para hacer frente a la situación de emergencia. 


Este colectivo se ha nucleado en la Asociación de Servicios para Fiestas y Eventos 
del Uruguay (ASFEU) y me han hecho llegar una nota con varias medidas para 
tener en cuenta por el gobierno del Uruguay, a saber: 


Subsidio por Cese de Actividad 

Se plantea a semejanza con el definido para las y los artistas nacionales 
nucleados en SUA, AUDEM, ADDU, AGREMYARTE y SUDE! un subsidio para los 
y las trabajadoras del sector cuyo único ingreso provenga de esta actividad y que 
no hayan tenido facturación de abril a diciembre del corriente año. 


Exoneración de BPS 

Solictan incorporar a las empresas sin local comercial a lo dispuesto en el decreto 
309/2020. Solicitan que la medida sea retroactiva desde abril de este año y 
alcance al mes de julio del año próximo. 


Cabe destacar que en el debate parlamentario al momento de resolver la Ley 
19.913 valorábamos esto pertinente, y lo entendimos como incorporado al 
articulado y a la interpretación de la ley. 
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Decíamos al momento de fundar el voto “Señor presidemie: creo que el artículo 
sustitutivo al provecto de ley que oportumamente envío el Poder Ejecutivo y aprobó el 
Senado de la República mejorará sustantivamente el universo de las empresas y actividades 
conexas a los eventos, así como a los congresos, a las ferias internacionales y a la 
realización de fiestas. Originalmente, de alguna manera, esto se limitaba -con buena 
intención, por supuesto, por parte del Poder Ejecutivo- a las empresas propietarias de 
locales. Pero aquí estamos ampliando el universo a ese conjunto muy grande de empresas. 
inclusive de trabajadores -porque algunas son unipersonales-, que se dedican a todas las 
actividades conexas a una fiesta, es decir, desde el que proporciona la vajilla hasta el 
catering, pasando por todo lo relativo a lo audiovisual. Y esa ampliación del universo de 
actividades que no se pueden realizar debido a la pandemia, como los eventos masivos, 
mejora sustantivamente el artículo. Quería manifestar mi satisfacción, primero, con la 
iniciativa original del Poder Ejecutivo y. segundo, con lo que se logra concretar aquí, con 
este sustitutivo, que están acompañando todos los partidos políticos, a fin de llevar un poco 
de oxigeno a este universo. Sin dudas, es mucho más el oxígeno necesario y habrá que 
seguir trabajando en estas cosas, pero me parece que esta medida importa y es necesaria 
para esa cantidad enorme de personas que trabajan y están pasando por un momento muv 
dificil.” 


Sin lugar a duda nos dejó un saber amargo saber de qué el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social dio marcha atrás en ese acuerdo parlamentario con respecto a 
esto, en el momento de reglamentar la ley. 


Además, ASFEU plantea un grupo de medidas paliativas como ser: 

e Exoneración real del 100% del cargo fijo de agua, luz y teléfono, desde 
diciembre de 2020 y hasta la reactivación del sector, 

e Ampliación del decreto 224/020 de exoneración de DGI para Literal E y 
PYMES hasta la reactivación del sector. 

e Línea de Crédito post pandemia con tasa cero para colaborar con la 
reactivación del sector. 

Nos encontramos esperanzados en que desde el Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social se encuentre una solución a este reclamo de un sector 

importante de nuestra economía. 


Saludo a usted con mi mayor consideración. 


Alejandro Sanchez 
Senador 


18 de diciembre de 2020 


7) REITERACIÓN DE PEDIDO DE INFORMES 

SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde votar si el Se- 
nado hace suyo y reitera el pedido de informes del señor 
senador Lozano, que figura en la nómina de asuntos en- 
trados. 


(Se vota). 


28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


8) INASISTENCIAS ANTERIORES 

SEÑORA PRESIDENTA.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 49 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 

(Se da de lo siguiente). 

SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
En la sesión ordinaria del 15 de diciembre no se registra- 


ron inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 17 de diciembre faltó con aviso el señor senador Astori. 
9) SOLICITUDES DE LICENCIA E 

INTEGRACIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 17 de diciembre de 2020 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, por razones de prevención de salud, por el día 18 
de diciembre. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Danilo Astori. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 


22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Se comunica que el señor José Carlos Mahía ha pre- 
sentado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Elena Ponte, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 16 de diciembre de 2020 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo que me conceda 
licencia por el día 18 de diciembre del corriente año, 
al amparo de la Ley n.* 10618, literal A, por motivos 
de salud, ya que me encuentro dentro de la población 
de riesgo de acuerdo con las disposiciones del Minis- 
terio de Salud Pública ante la pandemia de covid-19. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Enrique Rubio. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

—21 en 22. Afirmativa. 

Se comunica que la señora Adriana Barros ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Eduardo Brenta, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 16 de diciembre de 2020 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo que me 
conceda licencia por el día 18 de diciembre por estar 
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incluido en los grupos de alto riesgo sanitario en la actual 
circunstancia. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 
Eduardo Bonomi. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Daniel Caggiani, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 17 de diciembre de 2020 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por este medio solicito a usted gestione ante el Cuerpo 
que preside una licencia para quien suscribe para el día 18 
de los corrientes por integrar uno de los grupos de más 
alto riesgo sanitario en la presente circunstancia. 


Sin otro particular, 
Lucía Topolansky. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—22 en 23. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Sebastián Sabini, Mar- 
cos Otheguy, Lucía Etcheverry, Eneida de León, Yamandú 
Orsi, Graciela Barrera, Aníbal Pereyra, Manuela Mutti y 
Gabriel Frugoni han presentado nota de desistimiento in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria a 
integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor 
Lauro Meléndez, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 17 de diciembre de 2020 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, por motivos personales, para el día 18 de diciem- 
bre de 2020, al amparo del artículo 1.* de la Ley n. 17827, 
de 14 de setiembre de 2004. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Juan Sartori. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

—24 en 26. Afirmativa. 

Se comunica que los señores Alem García y Rosina 
Piñeyro han presentado nota de desistimiento informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Juan Stra- 
neo, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Montevideo, 17 de diciembre de 2020 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Beatriz Argimón 
Presente 
De mi mayor consideración: 
Por la situación extraordinaria causada por la presencia 
de la covid-19 y atendiendo a las recomendaciones de mi 
médico tratante, solicito licencia por el día 18 de diciem- 
bre, amparándome en el artículo 1.” de la Ley n. 10618. 
Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 


Liliam Kechichian. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 


25 en 27. Afirmativa. 
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Se comunica que la señora Silvia Listur ha presenta- 
do nota de desistimiento informando que por esta vez no 
acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Eduardo Canon, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- En nombre de la bancada del 
Frente Amplio, solicito un cuarto intermedio de una hora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 

(Se vota). 

—27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por una hora. 
(Así se hace. Son las 09:46). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 

(Son las 10:50). 


SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Solicito un cuarto intermedio 
de treinta minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 

(Se vota). 

—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por treinta minutos. 
(Así se hace. Son las 10:50). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión 


(Son las 11:29). 
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10) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una moción de or- 
den llegada a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Mocionamos para que se declaren urgentes y se conside- 
ren de inmediato las siguientes carpetas: 


« n.* 305/2020, proyecto de ley por el que se aprueba 
el Convenio entre la República Oriental del Uruguay y 
la República Federativa de Brasil para eliminar la do- 
ble imposición en materia de impuestos sobre la renta y 
prevenir la evasión y elusión fiscal, suscrito en la ciudad 
de Brasilia, República Federativa de Brasil, el 7 de junio 
de 2019; 


» n.? 343/2020, proyecto de ley por el que se aprueba 
el Convenio entre la República Oriental del Uruguay y 
Japón para eliminar la doble imposición en materia de 
impuestos sobre la renta y prevenir la evasión y elusión 
fiscal, y su Protocolo, suscrito en la ciudad de Montevi- 
deo, República Oriental del Uruguay, el 13 de setiembre 
de 2019». (Firman los señores senadores Penadés, Loza- 
no, Carrera y Lanz). 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar. 
(Se vota). 


25 en 26. Afirmativa. 


11) CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA 
REPÚBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL 
PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 
EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE 
LA RENTA Y SOBRE EL PATRIMONIO 
Y PREVENIR LA EVASIÓN Y ELUSIÓN 
FISCAL, Y SU PROTOCOLO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el pri- 
mer asunto cuya urgencia acaba de ser votada: «Proyecto 
de ley por el que se aprueba el Convenio entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República Federativa de 
Brasil para eliminar la doble imposición en materia de 
impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio y prevenir 
la evasión y elusión fiscal, y su Protocolo, suscrito en la 
ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil, el 7 
de junio de 2019. (Carp. n.* 305/2020 - rep. n.* 231/2020)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 305/2020 - rep. n.? 231/2020 
PODER EJECUTIVO 


ASUNTO N” 201a/2020 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, D2 SEP 2020 


Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de 
dirigirse a la Asamblea General, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución de la República, a fin 
de reiterar el Mensaje de fecha 9 de septiembre de 2019, que se adjunta con el 
cual se somete a su consideración el Proyecto de Ley adjunto, por el cual se 
aprueba el Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República 
Federativa de Brasil para Eliminar la Doble Imposición en materia de Impuestos 
sobre la Renta y sobre el Patrimonio y Prevenir la Evasión y Elusión Fiscal 
suscrito en la ciudad de Brasilia, el 7 de junio de 2019. 


Al mantenerse vigentes los fundamentos que en su oportunidad dieron 
mérito al envío de aquel Mensaje, el Poder Ejecutivo se permite solicitar a ese 
Cuerpo la pronta aprobación del mismo. En atención a lo expuesto y 
destacando la conveniencia de este tipo de Acuerdos, el Poder Ejecutivo 
solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera a la señora Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más alta consideración. 
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Montevideo, 2 SEP 2020 


PROYECTO DE LEY 


ARTÍCULO ÚNICO. Apruébase el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Federativa de Brasil para Eliminar la Doble Imposición 
en materia de Impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio y Prevenir la 
Evasión y Elusión Fiscal suscrito en la ciudad de Brasilia, el 7 de junio de 2019. 


h—4— 
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Montevideo, 09 SEP 2019 


Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de 
conformidad con lo dispuesto por los Artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la 
Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el proyecto de Ley 
adjunto, mediante el cual se aprueba el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Federativa de Brasil para Eliminar la Doble Imposición en 
materia de Impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio y Prevenir la Evasión y 
Elusión Fiscal, suscrito en la ciudad de Brasilia, el 7 de junio de 2019. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La tendencia mundial en materia tributaria, particularmente en lo que se refiere 
a los impuestos sobre la renta, así como en lo que respecta a los impuestos al 
patrimonio está orientada a facilitar y favorecer la inversión y el comercio 
internacional. 

Es política de Estado auspiciar sus exportaciones. Por lo demás constituye un 
hecho cierto que los capitales van en busca de oportunidades donde quiera que éstas 
se encuentren. 

La globalización es un proceso irreversible y el Estado que pretenda dificultar 
las inversiones de sus contribuyentes en otros países perjudica, no sólo a esos 
contribuyentes sino en definitiva al propio Estado. 
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Asimismo, las administraciones tributarias de los diferentes países son 
conscientes que el comercio internacional puede ser fuente de evasión y fraude 
fiscales toda vez que, en ocasiones resulte dificil, por no decir imposible acceder a los 
libros y documentos que respaldan determinado negocio cuando estos se encuentran 
más allá de las fronteras del domicilio del contribuyente 

En dicho marco, los Tratados para evitar la doble imposición aspiran a tutelar 
los dos aspectos antes citados, por una parte que los contribuyentes al realizar 
negocios o efectuar inversiones en otros paises no resulten castigados a través de la 
doble tributación, esto es a tributar en el país donde se realiza la inversión, además 
de aquellos tributos que el contribuyente ha de pagar en el país donde se encuentran 
su domicilio fiscal y por la otra que los Estados contratantes tengan acceso a la 
información requerida para detectar la evasión y los fraudes fiscales que se 
produzcan eventualmente en virtud de negocios o inversiones realizados fuera del 
domicilio fiscal del contribuyente 

La República Oriental del Uruguay ha adoptado estándares internacionales en 
la materia en el marco de la Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económico (OCDE) e integra el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de 
Información Fiscal en Materia Tributaria de dicha Organización, desde su fundación 
en setiembre de 2009. 

En este contexto nuestro país cuenta hasta la fecha con veintiún convenios 
vigentes para evitar la doble imposición y prevenir la elusión y evasión fiscal 
(Hungria, Alemania, Finlandia, Corea del Sur, México, España, Portugal, Suiza, 
Liechtenstein, Luxemburgo, India, Malta, Ecuador, Singapur, Emiratos Arabes Unidos, 
Bélgica, Chile, Paraguay, Rumania, Vietnam, Reino Unido e Irlanda del Norte) asi 
como trece acuerdos de intercambio de información y la Convención Multilateral de 
Asistencia Administrativa Mutua en Asuntos Fiscales. 

En particular, este instrumento que se presenta a consideración del 
Parlamento, tiene por objeto eliminar los efectos provenientes de la doble imposición 
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con la finalidad de promover y proteger las relaciones económicas y comerciales y a 
su vez el de promover la cooperación internacional en materia tributaria a través del 
intercambio de información. 

Las negociaciones con el fin de suscribir un Convenio para Eliminar la Doble 
Imposición Tributaria con Brasil comenzaron en el año 2016. 

En el año 2017, se concretó la | Ronda de Negociaciones, seguida de la Il 
Ronda a finales de este año. 

En junio de 2019 en el marco de la Visita Oficial a Brasilia del Ministro de 
Relaciones Exteriores, señor Rodolío Nin Novoa el texto fue suscrito por ambos 
Cancilleres. 


TEXTO 

El ámbito de aplicación del Convenio de conformidad con lo estipulado en su 
artículo 1 son las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes 
Además se prevé especialmente el caso de las entidades fiscalmente transparentes, 
de conformidad con las últimas versiones de los Modelos de la OCDE y de la ONU 
(2017). 

En cuanto a los impuestos que son objeto del Convenio, para el caso de 
Uruguay, se encuentran detallados en el artículo 2, numeral 3 literal b), estos son el 
impuesto a las Renta de las Actividades Económicas (IRAE), el impuesto a las Rentas 
de las Personas Fisica (IRPF), el impuesto a las Rentas de los No Residentes (IRNR), 
el impuesto de Asistencia a la Seguridad Social (IASS) y el Impuesto de Patrimonio 
(IP). Sin perjuicio de ello, cabe mencionar que los efectos en los que respecta al 
Impuesto al Patrimonio permanecerán suspendidos, hasta tanto Brasil no implemente 
un impuesto de dichas características en su ordenamiento jurídico interno. 
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Asimismo, se definen algunos términos de mucha sensibilidad que se utilizan 
en el instrumento, a fin de darles un sentido único, conocer su alcance y reducir el 
riesgo de eventuales problemas de interpretación. 

También se definen las pautas que regirán la distribución de potestades 
tributarias entre ambos Estados, y se establecen los mecanismos que deberán 
utilizarse para eliminar la doble tributación. 

En el mismo instrumento, se establecen pautas para evitar el trato 
discriminatorio entre nacionales de ambos Estados en materia tributaria, el método de 
solución de controversias y un detallado mecanismo de limitación de beneficios en 
línea con los más recientes desarrollos doctrinarios y en el marco de los estándares 
internacionales que conducen a que se reduzcan los escenarios de doble tributación. 

Por último este Convenio suscrito con Brasil se integra de manera armónica 
con el compromiso asumido por la República en materia de cooperación fiscal 
internacional, previendo en su artículo 28 el intercambio de información fiscal entre los 
Estados contratantes, en línea con los modelos de Tratados vigentes en la materia. 

En cuanto al contenido de los estándares en materia de intercambio de 
información, en términos generales se refieren a: 

a) Intercambio previo requerimiento de la información fiscal que sea 
previsiblemente relevante para la administración y aplicación de los tributos 
del otro Estado Parte. 

b) Inexistencia de restricciones cuyo fundamento sea el secreto bancario o la 
falta de interés fiscal para el Estado que debe obtener o proporcionar la 
información. 

c) Disponibilidad de información confiable y de los medios para obtenerla. 

d) Manejo confidencial de la información proporcionada por cada Estado Parte. 

El Convenio consta de un preámbulo, 7 capitulos comprendiendo 32 artículos y 

un Protocolo. 
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Capítulo | — ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO 
Artículo 1 - PERSONAS COMPRENDIDAS 
Artículo 2 — IMPUESTOS COMPRENDIDOS 


Capítulo 1! - DEFINICIONES 

Artículo 3 — DEFINICIONES GENERALES 
Artículo 4 - RESIDENTE 

Artículo 5 - ESTABLECIMIENTO PERMANENTE 


Capítulo 111 — IMPOSICIÓN DE LAS RENTAS 

Artículo 6 — RENTAS INMOBILIARIAS 

Artículo 7 — UTILIDADES EMPRESARIALES 

Artículo 8 - NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AÉREA 

Artículo 9 - EMPRESAS ASOCIADAS 

Artículo 10 — DIVIDENDOS 

Artículo 11 - INTERESES 

Artículo 12 - REGALÍAS 

Artículo 13 - HONORARIOS POR SERVICIOS TÉCNICOS 
Articulo 14 - GANANCIAS DE CAPITAL 

Artículo 15 — SERVICIOS PERSONALES INDEPENDIENTES 
Artículo 16 — RENTA DEL TRABAJO DEPENDIENTE 
Artículo 17 - HONORARIOS DE DIRECTORES 

Artículo 18 — ARTISTAS Y DEPORTISTAS 

Artículo 19 - PENSIONES, ANUALIDADES Y PAGOS DE SEGURIDAD 
SOCIAL 

Artículo 20 — FUNCIONES PÚBLICAS 

Artículo 21 —- PROFESORES E INVESTIGADORES 

Artículo 22 - ESTUDIANTES 
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Artículos 23 - OTRAS RENTAS 
Capítulo IV. IMPOSICIÓN DEL PATRIMONIO 
Artículo 24 - PATRIMONIO 


Capítulo V - MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 
Artículo 25 — ELIMINACION DE LA DOBLE IMPOSICIÓN 


Capítulo VI - DISPOSICIONES ESPECIALES 
Artículo 26 — NO DISCRIMINACIÓN 

Artículo 27 - PROCEDIMIENTO AMISTOSO 

Artículo 28 — INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 

Artículo 29 - DERECHO A LOS BENEFICIOS 

Artículo 30 — MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y DE OFICINAS 


CONSULARES 


Capitulo VI! — DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 31 — ENTRADA EN VIGOR 
Artículo 32 — TERMINACIÓN 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de este tipo de 
Acuerdo, el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación 
parlamentaria. 

El poder ejecutivo reitera a la Señora Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más alta consideración. 
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Montevideo, 0 g SEP 2019 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO ÚNICO.- Apruébase el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Federativa del Brasil para Eliminar la Doble Imposición en 
materia de Impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio y Prevenir la Evasión y 
Elusión Fiscal, suscrito en la ciudad de Brasilia, el 7 de junio de 2019. 


* 
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Texto del convenio 


CONVENIO 
ENTRE 
LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y 
LA 


REPÚBLICA FEDERATIVA DE BRASIL 


PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 
EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y SOBRE EL 
PATRIMONIO Y PREVENIR LA EVASIÓN Y ELUSIÓN FISCAL 


La República Oriental del Uruguay y 
la República Federativa de Brasil 


Con el deseo de seguir desarrollando sus relaciones económicas y de reforzar su 
cooperación en materia tributaria, 


Con la intención de concluir un Convenio para eliminar la doble imposición en 
materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio sin generar 
oportunidades para la no imposición o para una imposición reducida mediante 
evasión o elusión fiscales (incluida la práctica de la búsqueda del convenio más 
favorable — treaty shopping - que persigue la obtención de los beneficios previstos 
en este Cónvenio para el beneficio indirecto de residentes de terceras 
jurisdicciones). 


Han acordado lo siguiente: 
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CAPÍTULO 1 
ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO 
Articulo 1 
PERSONAS COMPRENDIDAS 


, El presente Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de 
ambos Estados Contratantes. 


2. Alos efectos de este Convenio, las rentas obtenidas por o a través de una 
entidad o acuerdo considerado en su totalidad o en parte como fiscalmente 
transparente conforme a la legislación fiscal de cualquiera de los Estados 
Contratantes, serán consideradas rentas de un residente de un Estado 
Contratante, pero únicamente en la medida en que esas rentas se consideren, 
a los efectos de su imposición por ese Estado, como rentas de un residente de 
ese Estado. Las disposiciones de este apartado no se interpretarán en modo 
alguno en detrimento del derecho de un Estado Contratante a someter a 
imposición a sus propios residentes. 
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Artículo 2 
IMPUESTOS COMPRENDIDOS 


1. El presente Convenio se aplica a los impuestos sobre la renta y sobre el 
patrimonio exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, cualquiera que 
sea el sistema de exacción. 


2. Se consideran impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio los que 
gravan la totalidad de la renta o del patrimonio o cualquier parte de los mismos, 
incluidos los impuestos sobre las ganancias derivadas de la enajenación de la 
propiedad mobiliaria o inmobiliaria, los impuestos sobre los importes totales de 
los sueldos o salarios pagados por las empresas, asi como los impuestos sobre 
las plusvalías latentes. 


3. Los impuestos actuales a los que se aplica este Convenio son, en 
particular: 


a) en Brasil: 


(1) el Impuesto federal sobre la renta (Imposto Federal sobre a Renda); 
(ii) la contribución social sobre el beneficio neto (Contribuigáo Social 
sobre o Lucro Liquido); 


(en adelante denominados como "impuesto brasileño”); 
b) en Uruguay: 


(i) el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE); 
(ii) el Impuesto a las Rentas de las Personas Físicas (IRPF); 

(iii) el Impuesto a las Rentas de los No Residentes (IRNR); 

(iv) el Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social (IASS); y 

(v) el Impuesto al Patrimonio (IP); 


(en adelante denominados como “impuesto uruguayo”). 


4. El Convenio se aplicará igualmente a los impuestos de naturaleza idéntica 
o análoga que se establezcan con posterioridad a la fecha de “la firma del 
mismo, y que se añadan a los actuales o les sustituyan. Las autoridades 

_ competentes de los Estados Contratantes se comunicarán mutuamente las 
modificaciones significativas que se hayan introducido en sus respectivas 
legislaciones fiscales. 
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CAPÍTULO Il 
DEFINICIONES 
Artículo 3 
DEFINICIONES GENERALES 


1. Alos efectos del presente Convenio, a menos que de su contexto se 
infiera una interpretación diferente: 


a) El término "Brasil" significa la República Federativa de Brasil, y cuando 
se utilice en sentido geográfico significa el territorio de la República 
Federativa del Brasil, así como el área del lecho marino, su subsuelo y la 
columna de agua suprayacente adyacente al mar territorial, donde la 
República Federativa de Brasil ejerza derechos de soberanía o 
jurisdicción, de conformidad con el derecho internacional y la legislación 
nacional con el fin de explorar, explotar, conservar y gestionar los 
recursos naturales vivos y no vivos o para la producción dé energía de 
fuentes renovables; 


b) El término "Uruguay” significa la República Oriental del Uruguay, y 
cuando se utilice en sentido geográfico significa el territorio en el que se 
aplican las leyes impositivas, incluyendo el espacio aéreo, las áreas 
marítimas, bajo jurisdicción uruguaya o en las que se ejerzan derechos 
de soberanía, de acuerdo con el derecho internacional y la legislación 
nacional; 


c) las expresiones “un Estado Contratante” y "el otro Estado Contratante" 
significan Brasil o Uruguay, según el contexto; 


d) el término “persona” comprende las personas físicas, las sociedades y 
cualquier otra agrupación de personas; 


e) el término “sociedad” significa cualquier persona jurídica o cualquier 
entidad que se considere persona jurídica a efectos impositivos; 


f) el término “empresa” se aplica al ejercicio de toda actividad y negocio; 


g) las expresiones "empresa de un Estado Contratante" y "empresa del otro 
Estado Contratante” significan, respectivamente, una empresa explotada 
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por un residente de un Estado Contratante y una empresa explotada por 
un residente del otro Estado Contratante; 


la expresión “tráfico internacional” significa todo transporte efectuado por 
un buque o aeronave explotado por una empresa de un Estado 
Contratante, salvo cuando el buque o aeronave sea explotado 
únicamente entre puntos situados en el otro Estado Contratante; 

la expresión “autoridad competente” significa: 


(i) en Brasil, el Ministro de Economía, el Secretario Especial de la 
Receita Federal o sus representantes autorizados; 


(li) en Uruguay, el Ministerio de Economía y Fimanzas o su 
representante autorizado; 


el término "nacional", en relación con un Estado Contratante, significa: 


(i) toda persona fisica que posea la nacionalidad o ciudadanía de este 
Estado Contratante; y 


(ii) toda persona jurídica, sociedad de personas -partnership- o 
asociación, que tenga la calidad de tal de conformidad con la 
legislación vigente en ese Estado Contratante. 


Para la aplicación del Convenio por un Estado Contratante en un 


momento determinado, cualquier término o expresión no definida en el mismo 
tendrá, a menos que de su contexto se infiera una interpretación diferente, el 
significado que en ese momento le atribuya la legislación de ese Estado 
relativa a los impuestos que son objeto del Convenio, prevaleciendo el 
significado atribuido por esa legislación fiscal sobre el que resultaria de otras 
Leyes de ese Estado. 
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Artículo 4 
RESIDENTE 


1. Alos efectos de este Convenio, la expresión "residente de un Estado 
Contratante” significa toda persona que, en virtud de la legislación de ese 
Estado, esté sujeta a imposición en el mismo en razón de su domicilio, 
residencia, lugar de constitución, sede de dirección o cualquier otro criterio de 
naturaieza análoga, incluyendo también a ese Estado y a sus subdivisiones 
políticas o autoridades locales. Esta expresión no incluye, sin embargo, a las 
personas que estén sujetas a imposición en ese Estado exclusivamente por la 
renta que obtengan de fuentes situadas en el citado Estado o por el patrimonio 
situado en el mismo. 


2. Cuando, en virtud de las disposiciones del apartado 1, una persona física 
sea residente de ambos Estados Contratantes, su situación se resolverá de la 
siguiente manera: 


a) dicha persona será considerada residente solamente del Estado donde 
tenga una vivienda permanente a su disposición; si tuviera una vivienda 
permanente a su disposición en ambos Estados, se considerará 
residente solamente del Estado con el que mantenga relaciones 
personales y económicas más estrechas (centro de intereses vitales); 


b) si no pudiera determinarse el Estado en el que dicha persona tiene el 
centro de sus intereses vitales o si no tuviera una vivienda permanente a 
su disposición en ninguno de los Estados, se considerará residente 
solamente del Estado donde viva habitualmente; 


c) siviviera habitualmente en ambos Estados, o no lo hiciera en ninguno de 
ellos, se considerará residente solamente del Estado del que sea 
nacional; 


d) si fuera nacional de ambos Estados, o no lo fuera de ninguno de ellos, 
las autoridades competentes de los Estados Contratantes resolverán el 
caso de común acuerdo, 


3. Cuando en virtud de las disposiciones del apartado 1, una persona 
distinta de una persona fisica, sea residente de ambos Estados Contratantes, 
las autoridades competentes de los Estados Contratantes harán lo posible por 
determinar, mediante acuerdo amistoso, el Estado Contratante del cual dicha 
persona será considerada residente a los efectos del Convenio, teniendo en 
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cuenta su sede de dirección efectiva, el lugar de su constitución o de creación, 
y cualquier otro factor relevante. En ausencia de ese acuerdo, dicha persona 
no tendrá derecho a las desgravaciones o exenciones previstas en este 
Convenio, salvo en la medida y en la forma que puedan acordar las 
autoridades competentes de los Estados Contratantes. 
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Artículo 5 
ESTABLECIMIENTO PERMANENTE 


1. A efectos del presente Convenio, la expresión “establecimiento 
permanente” significa un lugar fijo de negocios mediante el cual una empresa 
realiza toda o parte de su actividad. 


2.  Laexpresión “establecimiento permanente” comprende, en especial: 


a) las sedes de dirección; 

b) las sucursales; 

c) las oficinas; 

d) las fábricas; 

e) lostalleres; y 

f) las minas, los pozos de petróleo o de gas, las canteras o cualquier otro 
lugar de extracción de recursos naturales. 


3.  Laexpresión “establecimiento permanente” comprende asimismo: 


a) una obra, o un proyecto de construcción o instalación o montaje o las 
actividades de supervisión relacionadas, pero solamente si su duración 
excede de seis meses; 


b) la prestación de servicios por parte de una empresa por intermedio de 
sus empleados u otro personal contratado por la empresa para dicho 
propósito, pero sólo en el caso de que las actividades de esa naturaleza 
prosigan en un Estado Contratante durante un periodo o periodos que 
en total excedan de 183 dias, dentro de un periodo cualquiera de doce 
meses; 


La duración de las actividades a las que se refiere este apartado se 
determinará agregando los períodos durante los cuales se desarrollan 
actividades en un Estado Contratante por empresas estrechamente 
vinculadas, siempre que las actividades de la empresa en ese Estado sean 
conexas o sustancialmente las mismas a las actividades desarrolladas en 
ese Estado por sus empresas estrechamente vinculadas. En todo caso, el 
período durante el cual dos o más empresas estrechamente vinculadas 
llevan a cabo actividades concurrentes será contado solo una vez. 


4. No obstante las disposiciones anteriores de este Artículo, se considera 
que la expresión “establecimiento permanente” no incluye: 
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la utilización de instalaciones con el único fin de almacenar o exponer 
bienes o mercancias pertenecientes a la empresa; 


el mantenimiento de un depósito de bienes o mercancías pertenecientes 
a la empresa con el único fin de almacenarlas o exponerlas; 


el mantenimiento de Un depósito de bienes o mercancías pertenecientes 
a la empresa con el único fin de que sean transformadas por otra 
empresa, 


el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de comprar 
bienes o mercancías o de recoger información para la empresa; 


el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de realizar 
para la empresa cualquier otra actividad; 


el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de realizar 
cualquier combinación de las actividades mencionadas en los 
subapartados a) a e), 


siempre que tal actividad o, en el caso del subapartado f), el conjunto de la 
actividad del lugar fijo de negocios, tenga un carácter auxiliar o preparatorio. 


4.1. 


El apartado 4 no será aplicable a un lugar fijo de negocios que sea 


usado o mantenido por una empresa, si la misma empresa o una empresa 
estrechamente vinculada realiza actividades empresariales en el mismo lugar o 
en otro lugar situado en el mismo Estado Contratante, y 


a) ese lugar u otro lugar constituye un establecimiento permanente para la 


empresa o para la empresa estrechamente vinculada, en virtud de lo 
dispuesto en el presente Artículo, o 


b) el conjunto de la actividad que resulia de la combinación de las 


actividades realizadas por las dos empresas en el mismo lugar, o por la 
misma empresa o empresas estrechamente vinculadas en los dos 
lugares, no sea de carácter auxiliar o preparatorio, 


siempre que las actividades empresariales realizadas por las dos empresas 
en el mismo lugar, o por la misma empresa o empresas estrechamente 
vinculadas en los dos lugares, constituyan funciones complementarias que 
sean parte de una operación empresaria) cohesionada. 
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5. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, pero sujeto a lo 
dispuesto en el apartado 7, cuando una persona actúe en un Estado 
Contratante por cuenta de una empresa y, en el marco de tales actividades, 
habitualmente concluya contratos, o habitualmente juegue el rol principal 
tendiente a la conclusión de contratos que son concluidos rutinariamente sin 
modificaciones materiales por parte de la empresa, y tales contratos se realizan 


a) en nombre de la empresa, o 


b) para la transferencia de la propiedad, o para otorgar el derecho al uso, de 
bienes cuya propietaria sea la empresa o que la empresa tenga el 
derecho a su uso, o 


C) para la prestación de servicios por parte de esa empresa, 


se considerará que esa empresa tiene un establecimiento permanente en 
ese Estado respecto de las actividades que dicha persona realice para la 
empresa, a no ser que las actividades de esa persona se limiten a las 
mencionadas en el apartado 4 y que, de haber sido realizadas por medio de 
un lugar fijo de negocios (distinto a un lugar fijo de negocios al que se le 
aplique el apartado 4.1), no hubieran determinado la consideración de dicho 
lugar fijo de negocios como un establecimiento permanente de acuerdo con 
las disposiciones de ese apartado. 


6. No obstante las disposiciones anteriores del presente Artículo, pero sujeto 
a lo dispuesto en el apartado 7, se considerará que una empresa aseguradora 
de un Estado Contratante tiene, salvo por lo que respecta a los reaseguros, un 
establecimiento permanente en el otro Estado Contratante si recauda primas 
en el territorio de ese Estado o si asegura contra riesgos situados en él por 
medio de otra persona. 


7. Los apartados 5 y 6 no serán aplicables cuando la persona que actúe en 
un Estado Contratante en nombre de una empresa del otro Estado Contratante, 
o en ejercicio de las actividades dispuestas en el apartado 6, realice 
actividades en el Estado mencionado en primer lugar como un agente 
independiente y actúe para la empresa dentro del marco ordinario de tales 
actividades. No obstante, cuando una persona actúe exclusiva o casi 
exclusivamente en nombre de una o más empresas a las que está 
estrechamente vinculada, esa persona no será considerada un agente 
independiente en el sentido del presente apartado con respecto a cualquiera de 
dichas empresas. 
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8. A los efectos del presente Artículo, una persona está estrechamente 
vinculada a una empresa si, teniendo en cuenta todos los hechos y 
circunstancias relevantes, una tiene el control de la otra o ambas están bajo el 
control de las mismas personas o empresas. En todo caso, se considerará que 
una persona está estrechamente vinculada a una empresa si una posee, 
directa o indirectamente, más del 50 por ciento de las participaciones en los 
beneficios de la otra (o, en el caso de una sociedad, más del 50 por ciento de la 
totalidad de los votos y del valor de sus acciones, o de las participaciones en 
los beneficios patrimoniales de la sociedad), o si otra persona posee, directa o 
indirectamente, más del 50 por ciento de las participaciones en los beneficios 
(o, en el caso de una sociedad, más del 50 por ciento de la totalidad de los 
votos y del valor de sus acciones, o de las participaciones en los beneficios 
patrimoniales de la sociedad) de la persona y de la empresa. 


9. El hecho de que una sociedad residente de un Estado Contratante 
controle o sea, controlada por una sociedad residente del otro Estado 
Contratante o que realice actividades empresariales en ese otro Estado (ya sea 
por medio de establecimiento permanente o de otra manera), no convierte por 
sí solo a cua!quiera de estas sociedades en establecimiento permanente de la 
otra. 
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CAPÍTULO Ill 
IMPOSICIÓN DE LAS RENTAS 
Artículo 6 
RENTAS INMOBILIARIAS 


1. Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga de la 
propiedad inmobiliaria (incluidas las rentas de explotaciones agrícolas o 
forestales) situada en el otro Estado Contratante pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado. 


2. La expresión “propiedad inmobiliaria” tendrá el significado que le atribuya 
el derecho del Estado Contratante en que la propiedad en cuestión esté 
situada. Dicha expresión comprende en todo caso la propiedad accesoria a la 
propiedad inmobiliaria, el ganado y el equipo utilizado en las explotaciones 
agrícolas (incluida la cría y el cultivo de peces) y forestales, los derechos a los 
que sean aplicables las disposiciones de derecho privado relativas a los bienes 
raíces, el usufructo de la propiedad inmobiliaria y el derecho a percibir pagos 
fijos o variables en contraprestación por la explotación, o la concesión de la 
expictación, de yacimientos minerales, fuentes y otros recursos naturales; los 
buques y aeronaves no tendrán la consideración de propiedad inmobiliaria. 


3. Las disposiciones del apartado 1 son aplicables a las rentas derivadas de 
la utilización directa, el arrendamiento o aparcería, así como de cualquier otra 
forma de explotación de la propiedad inmobiliaria. 


4, Cuando la propiedad de acciones u otras participaciones en una sociedad 
o fideicomiso le permitan al propietario de tales acciones o participaciones el 
disfrute de propiedad inmobiliaria detentada por la sociedad o fideicomiso, la 
renta por la utilización directa, el arrendamiento o el uso, así como de cualquier 
otra forma de explotación de tales derechos de disfrute, puede someterse a 
imposición en el Estado Contratante en que la propiedad en cuestión esté 
situada. 


5. Las disposiciones de los apartados 1, 3 y 4 se aplican igualmente a las 
rentas derivadas de la propiedad inmobiliaria de una empresa y a las rentas 
derivadas de la propiedad inmobiliaria utilizada para el ejercicio de servicios 
personales independientes. 
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Artículo 7 
UTILIDADES EMPRESARIALES 


1. Las utilidades de una empresa de un Estado Contratante solamente 
podrán someterse a imposición en ese Estado, a no ser que la empresa realice 
su actividad en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento 
permanente situado en él. Si la empresa realiza su actividad de dicha manera, 
las utilidades de la empresa pueden someterse a imposición en el otro Estado, 
pero sólo en la medida en que sean imputables a ese establecimiento 
permanente. 


2. Sin perjuicio de las disposiciones del apartado 3, cuando una empresa de 
un Estado Contratante realice actividades en el otro Estado Contratante por 
medio de un establecimiento permanente situado en él, en cada Estado 
Contratante se atribuirán a dicho establecimiento permanente las utilidades que 
hubiera podido obtener si fuera una empresa distinta y separada que realizase 
actividades idénticas o similares, en las mismas o análogas condiciones y 
tratase con total independencia con la empresa de la que es establecimiento 
permanente. 


o Para la determinación de las utilidades del establecimiento permanente, 
se permitirá la deducción de los gastos realizados para los fines del 
establecimiento permanente, incluyéndose los gastos de dirección y generales 
de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en 
que se encuentra el establecimiento permanente como en otra parte. 


4. A 'mlos efectos de los apartados anteriores, las utilidades imputables al 
establecimiento permanente se calcularán cada año utilizando el mismo 
método, a no ser que existan motivos válidos y suficientes para proceder de 
otra forma. 


5. Cuando las utilidades comprendan elementos de renta regulados 
separadamente en otros Articulos de este Convenio, las disposiciones de 
dichos artículos no quedarán afectadas por las del presente Artículo. 
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Artículo 8 
NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AÉREA 


1. Las utilidades de una empresa de un Estado Contratante procedentes de 
la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional podrán 
someterse a imposición solamente en ese Estado. 


2. Las disposiciones del apartado 1 son también aplicables a las utilidades 
procedentes de la participación en un consorcio -pool-, en una empresa mixta o 
en una agencia de explotación internacional, pero solo a la parte de las 
utilidades que sean imputables al participante en proporción a su participación 
en la operación conjunta. 
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Artículo 9 
EMPRESAS ASOCIADAS 
Cuando 


a) una empresa de un Estado Contratante participe directa o 
indirectamente en la dirección, el control o el capital de una empresa del 
otro Estado Contratante, o 


b) unas mismas personas participen directa o indirectamente en la 
dirección, el control o el capital de una empresa de un Estado 
Contratante y de una empresa del otro Estado Contratante, 


y, en uno y otro caso, las dos empresas estén, en sus relaciones 
comerciales o financieras, unidas por condiciones aceptadas o impuestas 
que difieran de las que serian acordadas por empresas independientes, las 
utilidades que habrían sido obtenidas por una de las empresas de no existir 
dichas condiciones, y que de hecho no se han realizado a causa de las 
mismas, podrán incluirse en las utilidades de esa empresa y someterse a 
imposición en consecuencia. 
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Artículo 10 
DIVIDENDOS 


1. Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado 
Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado. 


2. Sin embargo, dichos dividendos pueden someterse también a imposición 
en el Estado Contratante en que resida la sociedad que paga los dividendos y 
según la legislación de ese Estado, pero si el beneficiario efectivo de los 
dividendos es un residente del otro Estado Contratante, el impuesto así exigido 
no podrá exceder del: 


a) 10 por ciento del importe bruto de los dividendos si el' beneficiario 
efectivo es una sociedad que posea directamente al menos el 25 por 
ciento del capital de la sociedad que paga los dividendos, al menos en el 
periodo de 355 días anterior al día de pago de los dividendos; 


b) 15 por ciento del importe bruto de los dividendos en los demás casos. 


Este apartado no afecta a la imposición de la sociedad respecto de las 
ulilidades con cargo a las cuales se pagan los dividendos. 


3. El término “dividendos”, en el sentido de este Artículo, significa las rentas 
de las acciones, de las acciones o bonos de disfrute, de las participaciones 
mineras, de las partes de fundador u otros derechos, excepto los de crédito, 
que permitan participar en las utilidades, así como las rentas de otras 
participaciones sociales sujetas al mismo régimen fiscal que las rentas de las 
acciones por la legislación del Estado de residencia de la sociedad que hace la 
distribución. 


4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 no son aplicables si el 
beneficiario efectivo de los dividendos, residente de un Estado Contratante, 
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realiza en el otro Estado Contratante, del que es residente la sociedad que 
paga los dividendos, una actividad empresarial a través de un establecimiento 
permanente situado allí, o presta en ese otro Estado servicios personales 
independientes desde una base fija situada allí, y la participación que genera 
los dividendos está vinculada efectivamente a dicho establecimiento 
permanente o base fija. En tal caso son aplicables las disposiciones del Artículo 
7 o del Artículo 15, según corresponda. 


5. Cuando una sociedad residente de un Estado Contratante obtenga 
utilidades o rentas procedentes del otro Estado Contratante, ese otro Estado no 
podrá exigir impuesto alguno sobre los dividendos pagados por la sociedad, 
salvo en la medida en que esos dividendos se paguen a un residente de-ese 
otro Estado o la participación que genera los dividendos esté vinculada 
efectivamente a un establecimiento permanente o una base fija, situada en ese 
otro Estado, ni tampoco someter las utilidades no distribuidas de la sociedad a 
un impuesto sobre las mismas, aunque los dividendos pagados o las utilidades 
no distribuidas consistan, total o parcialmente, en utilidades o rentas 
procedentes de ese otro Estado. 


6. No obstante las restantes disposiciones de este Convenio, cuando una 
sociedad residente de un Estado Contratante tenga un establecimiento 
permanente en el otro Estado Contratante, las remesas de beneficios, o lo que 
se considere como tales, transferidas por el establecimiento permanente a la 
sociedad residente del Estado mencionado en primer lugar, se considerarán 
“dividendos” en el sentido de este Artículo. El Estado Contratante en que esté 
situado el establecimiento permanente puede someter a imposición estos 
“dividendos”, pero el impuesto así exigido no podrá exceder del 10 por ciento 
de su importe bruto. 
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Artículo 11 
INTERESES 


1. Los intereses procedentes de un Estado Contratante y pagados a un 
residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese 
otro Estado. 


2. Sin embargo, dichos intereses pueden someterse también a imposición 
en el Estado Contratante del que procedan y según la legislación de ese 
Estado, pero si el beneficiario efectivo de los intereses es un residente del otro 
Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del 15 por ciento 
del importe bruto de los intereses. 


3. El término "intereses”, en el sentido de este Artículo, significa las rentas 
de créditos de cualquier naturaleza, con o sin garantia hipotecaria o cláusula de 
participación en las utilidades del deudor, y en particular las rentas de valores 
públicos y las rentas de bonos y obligaciones, incluidas las primas y premios 
unidos a esos títulos, así como otras rentas asimiladas a rentas provenientes 
de préstamos de dinero por la legislación tributaria del Estado Contratante del 
que procedan las rentas, incluidas las penalizaciones por mora en el pago. 


4. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, 


a) los intereses procedentes de un Estado Contratante cuyo receptor y 
beneficiario efectivo sea el Gobierno del otro Estado Contratante, una de 
sus subdivisiones políticas o cualquier agencia (incluida una institución 
financiera) de propiedad exclusiva de ese Gobierno o una de sus 
subdivisiones políticas, sólo serán sometidos a imposición en ese otro 
Estado; 


b) sin perjuicio de lo dispuesto en el subapartado a), los intereses de 
valores, bonos u obligaciones emitidos por el Gobierno de un Estado 
Contratante, una de sus subdivisiones políticas o cualquier agencia 
(incluida una institución financiera) de propiedad exclusiva de ese 
Gobierno o una de sus subdivisiones politicas, solo serán sometidos a 
imposición en ese Estado. 


5. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 no son aplicables si el 
beneficiario efectivo de los intereses, residente de un Estado Contratante, 
realiza en el otro Estado Contratante, del que proceden los intereses, una 
actividad empresarial por medio de un establecimiento permanente situado allí, 
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o presta en ese otro Estado servicios personales independientes desde una 
base fija situada allí, y el crédito que genera los intereses está vinculado 
efectivamente a dicho establecimiento permanente o base fija. En tal caso son 
aplicabies las disposiciones del Artículo 7 o del Artículo 15, según corresponda. 


6. Los intereses se consideran procedentes de un Estado Contratante 
cuando el deudor sea un residente de ese Estado. Sin embargo, cuando el 
deudor de los intereses, sea o no residente de un Estado Contratante, tenga en 
un Estado Contratante un establecimiento permanente o una base fija en 
relación con el cual se haya contraído la deuda por la que se pagan los 
intereses, y estos últimos son soportados por el citado establecimiento 
permanente o base fija, dichos intereses se considerarán procedentes del 
Estado en que esté situado el susodicho establecimiento permanente o base 
fija. 


7. Cuando en razón de las relaciones especiales existentes entre el deudor y 
el beneficiario efectivo, o de las que uno y otro mantengan con terceros, el 
importe de los intereses, habida cuenta del crédito por el que se paguen, 
exceda del que hubieran convenido el deudor y el acreedor en ausencia de 
tales relaciones, las disposiciones de este Artículo no se aplicarán más que a 
este último importe. En tal caso la cuantía en exceso podrá someterse a 
imposición de acuerdo con la legislación de cada Estado Contratante, teniendo 
en cuenta las demás disposiciones del presente Convenio. 
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Artículo 12 
REGALÍAS 


1. Las regalías procedentes de un Estado Contratante y pagadas a un 
residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese 
otro Estado. 


2. Sin embargo, dichas regalías también pueden someterse a imposición en 
el Estado Contratante del que procedan y según la legislación de ese Estado, 
pero si el beneficiario efectivo de las regalias es residente del otro Estado 
Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del: 
a) por ciento del importe bruto de las regalías procedentes del uso o la 
concesión de uso de marcas. 
b) 10 por ciento del importe bruto de las regalías en los demás casos. 


3. El término “regalias”, en el sentido de este Artículo, significa las 
cantidades de cualquier clase pagadas por el uso, o la concesión de uso, de 
derechos de autor sobre obras literarias, artisticas o cientificas, incluidas las 
peliculas cinematográficas, o las peliculas o cintas para su difusión televisiva O 
radial, de patentes, marcas, diseños o modelos, planos, fórmulas O 
procedimientos secretos, o por el uso o el derecho al uso de equipos 
industriales, comerciales ou cientificos, o por informaciones relativas a 
experiencias industriales, comerciales o científicas. 


4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 no son aplicables si el 
beneficiario efectivo de las regalías, residente de un Estado Contratante, 
realiza en el otro Estado Contratante del que proceden las regalías, una 
actividad empresarial por medio de un establecimiento permanente situado allí, 
o presta en ese otro Estado servicios personales independientes desde una 
base fija situada allí, y el bien o el derecho por el que se pagan las regalías 
está vinculado efectivamente a dicho establecimiento permanente o base fija. 
En tal caso son aplicables las disposiciones del Articulo 7 o del Articulo 15, 
según corresponda. 


5. Las regalías se consideran procedentes de un Estado Contratante cuando 
el deudor sea un residente de ese Estado. Sin embargo, cuando el deudor de las 
regalías, sea o no residente de un Estado Contratante, tenga en un Estado 
Contratante un establecimiento permanente o base fija en relación con el cual se 
haya contraido la obligación del pago de las regalías, y tales regalías son 
soportadas por el citado establecimiento permanente o base fija, dichas regalías 
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se considerarán procedentes del Estado en que esté situado el susodicho 
establecimiento permanente o base fia. 


6. Cuando, por las relaciones especiales existentes entre el deudor y el 
beneficiario efectivo o por las que uno y otro mantengan con terceros, el 
importe de las regalías, habida cuenta del uso, derecho o infornración por las 
que se pagan, exceda del que habrian convenido el deudor y el beneficiario 
efectivo en ausencia de tales relaciones, las disposiciones de este Articulo no 
se aplicarán más que a este último importe. En tal caso la cuantía en exceso 
podrá someterse a imposición de acuerdo con la legislación de cada Estado 
Contratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones del presente 
Convenio. 
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Artículo 13 
HONORARIOS POR SERVICIOS TÉCNICOS 


pe Los honorarios por servicios técnicos procedentes de un Estado 
Contratante y pagados a un residente del otro Estado Contratante pueden 
someterse a imposición en ese otro Estado. 


2. Sin embargo, no obstante las disposiciones del Articulo 15 y sujeto a las 
disposiciones de los Articulos 8, 17 y 18, los honorarios por servicios técnicos 
que procedan de un Estado Contratante también pueden someterse a 
imposición en el Estado Contratante del que procedan y según la legislación de 
ese Estado, pero si el beneficiario efectivo de los honorarios es residente del 
otro Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del 10 por 
ciento del importe bruto de los honorarios. 


3. La expresión "honorarios por servicios técnicos”, en el sentido de este 
Artículo, significa cualquier pago en consideración por servicios de naturaleza 
gerencial, técnica o de consultoría, a menos que el pago se realice: 


a) a un empleado de la persona que efectúa el pago; 

b) para enseñanza en una institución educativa o para enseñanza por una 
institución educativa; o 

c) por una persona física para servicios para el uso personal de una 
persona física, 


4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 no son aplicables si el 
beneficiario efectivo de los honorarios por servicios técnicos, residente de un 
Estado Contratante, realiza en el otro Estado Contratante del que proceden los 
honorarios por servicios técnicos, actividades empresariales por medio de un 
establecimiento permanente situado allí, o presta en ese otro Estado servicios 
personales independientes desde una base fija situada alli, y los honorarios por 
servicios técnicos están vinculados efectivamente a dicho establecimiento 
permanente o base fija. En tales casos, son aplicables las disposiciones del 
Artículo 7 o del Artículo 15, según corresponda. 


5. A los efectos de este Artículo, sujeto al apartado 6, los honorarios por 
servicios técnicos se consideran procedentes de un Estado Contratante si el 
deudor es residente de ese Estado o si la persona deudora de los honorarios, 
sea o no residente de un Estado Contratante, tiene en un Estado Contratante 
un establecimiento permanente o base fija en relación con el cual se haya 
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contraido la obligación del pago de los honorarios, y dichos honorarios son 
soportados por el establecimiento permanente o la base fija. 


6. A los efectos de este Artículo, los honorarios por servicios técnicos no se 
consideran procedentes de un Estado Contratante si el deudor es residente de 
ese Estado y realiza actividades empresariales en el otro Estado Contratante o 
en un tercer Estado a través de un establecimiento permanente situado en ese 
otro Estado o en el tercer Estado, o presta servicios personales independientes 
desde una base fija situada en ese otro Estado o en el tercer Estado, y dichos 
honorarios son soportados por ese establecimiento permanente o base fija. 


7. Cuando, por las relaciones especiales existentes entre el deudor y el 
beneficiario efectivo de los honorarios por servicios técnicos o por las que uno y 
otro mantengan con terceros, el importe de los honorarios, habida cuenta de 
los servicios por los que se pagan, exceda del que habrian convenido el deudor 
y el beneficiario efectivo en ausencia de tales relaciones, las disposiciones de 
este Artículo no se aplicarán más que a este último importe. En tal caso la 
cuantía en exceso podrá someterse a imposición de acuerdo con, la legislación 
de cada Estado Contratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones del 
presente Convenio. 
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Artículo 14 
GANANCIAS DE CAPITAL 


1. Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga de la 
enajenación de propiedad inmobiliaria tal como se define en el Artículo 6, 
situada en el otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ese 
otro Estado. 


e Las ganancias derivadas de la enajenación de propiedad mobiliaria que 
forme parte del activo de un establecimiento permanente que una empresa de 
un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante, o de propiedad 
mobiliaria relacionada a una base fija disponible para un residente de un 
Estado Contratante en el otro Estado Contratante a fin de prestar servicios 
personales independientes, incluyendo las ganancias derivadas de la 
enajenación de dicho establecimiento permanente (solo o con el conjunto de la 
empresa) o de dicha base fija, pueden someterse a imposición en ese otro 
Estado. 


3. Las ganancias de una empresa de un Estado Contratante que explota 

buques o aeronaves en el tráfico internacional, derivadas de la enajenación de 

dichos buques o aeronaves, o de propiedad mobiliaria afectada a la explotación 

a dichos buques o aeronaves, solo pueden someterse a imposición en ese 
stado. 


4. — Las ganancias obtenidas por un residente de un Estado Contratante en la 
enajenación de acciones o de otros derechos comparables, tales como 
participaciones en una sociedad o un fideicomiso, pueden someterse a 
imposición en el otro Estado Contratante si, en cualquier momento durante los 
365 días anteriores a la enajenación, más del 50 por ciento del valor de tales 
acciones o derechos comparables procede, de forma directa o indirecta, de 
propiedad inmobiliaria en el sentido del Artículo 6, situada en ese otro Estado. 


5. Las ganancias derivadas de la enajenación de cualquier otro bien distinto 
de los mencionados en los apartados 1, 2, 3 y 4 procedentes del otro Estado 
Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 


18 de diciembre de 2020 CÁMARA DE SENADORES 279-C.S. 


Artículo 15 
SERVICIOS PERSONALES INDEPENDIENTES 


1. Las rentas obtenidas por un residente de un Estado Contratante con 
relación a servicios profesionales u otras actividades de carácter independiente 
podrán someterse a imposición solamente en ese Estado, excepto en las 
siguientes circunstancias, en que dichas rentas podrán también someterse a 
imposición en el otro Estado Contratante: 


3) si tiene una base fija disponible regularmente en el otro Estado 
Contratante con el propósito de realizar sus servicios o actividades; en 
tal caso, Únicamente la parte de las rentas que sea atribuible a dicha 
base fija puede someterse a imposición en este otro Estado 
Contratante; o 


b) si su permanencia en el otro Estado Contratante es por un periodo o 
períodos que en conjunto excedan 183 dias dentro de cualquier 
periodo de doce meses que comience o termine en «el año fiscal 
considerado; en tal caso, Únicamente la parte de las rentas derivadas 
de los servicios o actividades realizados en ese otro Estado pueden 
someterse a imposición en ese otro Estado. 


Le La expresión "servicios profesionales” incluye especialmente a las 
actividades independientes de carácter científico, literario, artístico, educativo o 
docente, así como las actividades independientes de médicos, abogados, 
ingenieros, arquitectos, dentistas y contadores. 
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Artículo 16 
RENTA DEL TRABAJO DEPENDIENTE 


1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los Articulos 17, 19 y 20 los sueldos, 
salarios y otras remuneraciones similares obtenidas por un residente de un 
Estado Contratante en razón de un trabajo dependiente sólo pueden someterse 
a imposición en ese Estado, a no ser que el trabajo dependiente se desarrolle 
en el otro Estado Contratante. Si el trabajo dependiente se ejerce de esa forma, 
las remuneraciones derivadas del mismo pueden someterse a imposición en 
ese otro Estado. 


2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, los sueldos, salarios y otras 
remuneraciones similares obtenidas por un residente de un Estado Contratante 
en razón de un trabajo dependiente realizado en el otro Estado Contratante 
solo puéden someterse a imposición en el Estado mencionado en primer lugar 


Sl 


a) el perceptor permanece en el otro Estado durante un período o periodos 
cuya duración no exceda, en conjunto, de 183 días en cualquier periodo 
de doce meses que comience o termine en el año fiscal considerado, y 


b) las remuneraciones son pagadas por, o en nombre de, un empleador 
que no sea residente del otro Estado, y 


c) las remuneraciones no son soportadas por un establecimiento 
permanente que el empleador tenga en el otro Estado. 


3. No obstante las disposiciones precedentes de este Artículo, las 
remuneraciones obtenidas por un residente de un Estado Contratante en razón 
de un trabajo dependiente realizado a bordo de un buque o aeronave explotado 
en tráfico internacional, por una empresa de un Estado Contratante, pueden 
someterse a imposición en ese Estado. 
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Artículo 17 
HONORARIOS DE DIRECTORES 


Los honorarios de directores y otras retribuciones similares que un 
residente de un Estado Contratante obtenga como miembro del directorio o del 
consejo de administración o de vigilancia o cualquier otro órgano similar de una 
sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado. 
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Artículo 18 
ARTISTAS Y DEPORTISTAS 


1. No obstante lo dispuesto en los Artículos 15 y 16, las rentas que un 
residente de un Estado Contratante obtenga del ejercicio de sus actividades 
personales en el otro Estado Contratante en calidad de artista del espectáculo, 
tal como actor de teatro, cine, radio o televisión o músico o como deportista, 
pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 


2. No obstante lo dispuesto en los Articulos 7, 15 y 16, cuando las rentas 
derivadas de las actividades personales de los artistas del espectácuio o los 
deportistas, en esa calidad, se atribuyan no ya al propio artista del espectáculo 
o deportista sino a otra persona, dichas rentas pueden someterse a imposición 
en el Estado Contratante donde se realicen las actividades del artista del 
espectáculo o del deportista. 
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Artículo 19 
PENSIONES; ANUALIDADES Y PAGOS DE SEGURIDAD SOCIAL 


1, Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 20, las pensiones y 
otra3 rermuneraciones similares por concepto de un trabajo dependiente 
aniericr, y las anualidades, pagadas a un residente de un Estado contratante 
solo pueden someterse a imposición en ese Estado. 


2. No obstante lo dispuesto en el “apartado 1, las pensiones pagadas y otros 
pagos efectuados en el marco de un régimen público que forme parte del 
sistema de seguridad social de un Estado Contratante o una de sus 
subdivisiones políticas o autoridades locales también pueden someterse a 
imposición en ese Estado. 


3. En el sentido de este Artículo: 


a) la expresión “pensiones y otras remuneraciones similares” significa los 
pagos periódicos efectuados después de la jubilación por concepto de un 
trabajo dependiente anterior o en forma de compensación por los daños 
sufridos en relación con un trabajo dependiente anterior; 


b) el término “anualidad” significa un importe determinado, abonado 
periódicamente por un tiempo establecido durante la vida, o durante un periodo 
de tiempo especificado o comprobable, bajo la obligación de hacer los pagos a 
cambio de una adecuada suma de dinero o equivalente (distinto de servicios 
prestados). 
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Artículo 20 
FUNCIONES PÚBLICAS 


%. a) Los sueldos, salarios y otras remuneraciones similares, pagadas por 
un Estado Centtatante”o por una de sus subdivisiones politicas -o 
autoridades locales a una persona física por los servicios prestados a 
ese Estado o a esa subdivisión o autoridad, sólo pueden someterse a 
imposición en ese Estado. 


b) Sin embargo, dichos sueldos, salarios y remuneraciones sólo pueden 
someterse a imposición en el otro Estado Contratante si los servicios 
se prestan en ese Estado y la persona fisica es un residente de ese 
Estado que: 


(i) es nacional de ese Estado, o 


(1) no ha adquirido la condición de residente de ese Estado 
solamente para prestar los servicios. 


2. a) No obstante lo dispuesto en ei apartado 1, las pensiones y otras 
remuneraciones similares pagadas por un Estado Contratante o por 
una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales, bien 
directamente o con cargo a fondos constituidos por ellos, a una 
persona física por los servicios prestados a ese Estado o a esa 
subdivisión o autoridad, sólo pueden someterse a imposición en ese 
Estado, 


b) Sin embargo, dichas pensiones y otras remuneraciones similares sólo 
pueden someterse a imposición en el otro Estado Contratante si la 
persona fisica es residente y nacional de ese Estado. 


3. Lo dispuesto en los artículos 16, 17, 18 y 19 se aplica a los sueldos, 
salarios, pensiones, y otras remuneraciones similares, pagados por los 
servicios prestados en el marco de una actividad o un negocio realizado por un 
Estado Contratante o por una de sus subdivisiones póbficas o autoridades 
locales. 


18 de diciembre de 2020 CÁMARA DE SENADORES 285-C.S. 


Artículo 21 


PROFESORES E INVESTIGADORES 


Una persona física que sea, o haya sido inmediatamente antes de visitar 
un Estado Contratante, residente del otro Estado Contratante y que, por una 
invitación del Gobierno del Estado mencionado en primer lugar o de una 
universidad, colegio, escuela, museo u otra institución cultural de ese Estado 
mencionado en primer lugar, o en virtud de un programa oficial de intercambio 
cultural, esté presente en ese Estado por un período que no exceda de dos 
años consecutivos con el único propósito de enseñar, dar conferencias o 
realizar investigaciones en dichas instituciones, estará exenta de impuestos en 
ese Estado sobre $us remuneraciones por dicha actividad, siempre que dichas 
remuneraciones procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado. 
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Artículo 22 
ESTUDIANTES 


Las cantidades que reciba para cubrir sus gastos de manutención, 
estudios o capacitación un estudiante o una persona en prácticas que sea, o 
haya sido inmediatamente antes de llegar a un Estado Contratante, residente 
del otro Estado Contratante y que se encuentre en el Estado mencionado en 
primer lugar con el único fin de proseguir sus estudios o capacitación, no 
pueden someterse a imposición en ese Estado siempre que procedan de 
fuentes situadas fuera de ese Estado, 
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Artículo 23 
OTRAS RENTAS 


1. Las rentas de un residente de un Estado Contratante, cualquiera que 
fuese su procedencia, no mencionadas en los anteriores Artículos del presente 
Convenio podrán someterse a imposición solamente en ese Estado. 


2. Lo dispuesto en el apartado 1 no es aplicable a las rentas, distintas de las 
derivadas de la propiedad inmobiliaria en el sentido del apartado 2 del Articulo 
6, cuando el beneficiario de dichas rentas, residente de un Estado Contratante, 
realice en el otro Estado Contratante una actividad empresarial por medio de 
- un establecimiento permanente situado en ese otro Estado, o preste en ese 
otro Estado servicios personales independientes desde una base fija situada 
allí, y el derecho o bien por el que se pagan las rentas esté vinculado 
efectivamente a dicho establecimiento permanente o base fija. En tal caso son 
aplicables las disposiciones del Artículo 7 o del Artículo 15, según corresponda. 


3. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, las rentas de un 
residente de un Estaco Contratante no mencionadas en los anteriores Artículos 
de este Convenio que procedan del otro Estado Contratante también pueden 
someterse a imposición en ese otro Estado. 
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CAPÍTULO IV 
IMPOSICIÓN DEL PATRIMONIO 
Artículo 24 
PATRIMONIO 


1. Los elementos patrimoniales de un residente de un Estado Contratante 
pueden someterse a imposición en ese Estado. 


2. Sin embargo, los elementos patrimoniales situados en el otro Estado 
Contratante también pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 


3. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, el patrimonio constituido 
por propiedad mobiliaria, que forme parte del activo de un establecimiento 
permanente que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro 
Estado Contratante, o por propiedad mobiliaria relacionada a una base fija 
disponible para un residente de un Estado Contratante en el otro Estado 
Contratante a fin de prestar servicios personales independientes, puede 
someterse a imposición en ese otro Estado. 


4. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, el patrimonio constituido 
por buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, y por propiedad 
mobiliaria afectada a la explotación de tales buques o aeronaves, puede 
someterse a imposición solamente en el Estado Contratante de residencia de la 
empresa propietaria de dichos bienes. 
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CAPÍTULO V 
MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 
Artículo 25 
ELIMINACIÓN DE LA DOBLE IMPOSICIÓN 


1. Cuando un residente de un Estado Contratante obtenga rentas o posea 
un patrimonio que pueda someterse a imposición en el otro Estado Contratante 
de conformidad con las disposiciones del presente Convenio (excepto en la 
medida en que estas disposiciones permitan la imposición de ese otro Estado 
únicamente porque las rentas son también rentas obtenidas por un residente 
de ese Estado, o porque el patrimonio es también patrimonio que posea un 
residente de ese Estado), el Estado mencionado en primer lugar permitirá: 


a) la deducción del impuesto sobre la renta de ese residente, de una cantidad 
igual al impuesto a la renta pagado en ese otro Estado; 


b) la deducción del impuesto sobre el patrimonio de ese residente, de una 
cantidad igual al impuesto al patrimonio pagado en ese otro Estado. 


Sin embargo, tal deducción no podrá exceder la parte del impuesto sobre la 
renta o sobre el patrimonio, calculado previo al otorgamiento de la misma, que 
sea imputable a las rentas o al patrimonio que pueda someterse á imposición 
en ese otro Estado, según corresponda. 


2. Cuando, de conformidad con cualquiera de las disposiciones de este 
Convenio, la renta obtenida por un residente de un Estado Contratante o el 
patrimonio que posea, estén exentos de impuestos en ese Estado, dicho 
Estado podrá, no obstante, tomar en consideración las rentas o el patrimonio 
exentos para calcular el impuesto sobre el resto de las rentas o el patrimonio 
de ese residente. 


290-C.S. CÁMARA DE SENADORES 18 de diciembre de 2020 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES ESPECIALES 
Artículo 26 
NO DISCRIMINACIÓN 


1. Los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos en el otro 
Estado Contratante a ningún impuesto u obligación relativa al mismo que no se 
exijan o que sean más gravosos que aquellos a los que estén o puedan estar 
sometidos los nacionales de ese otro Estado que se encuentren en las mismas 
condiciones, en particular con respecto a la residencia. 


2. Los establecimientos permanentes que una empresa de un Estado 
Contratante tenga en el otro Estado Contratante no serán sometidos a 
imposición en ese Estado de manera menos favorable que las empresas de 
ese otro Estado que realicen las mismas actividades. Esta disposición no podrá 
interpretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a conceder a los 
residentes del otro Estado Contratante las deducciones personales, 
desgravaciones y reducciones impositivas que otorgue a sus propios residentes 
en consideración a su estado civil o cargas familiares. 


3. A menos que se apliquen las disposiciones del Articulo 9, del apartado 7 
del Articulo 11, del apartado 6 del Artículo 12 o del apartado 7 del Artículo 13, 
los intereses, regalías, honorarios por servicios técnicos y demás gastos 
pagados por una empresa de un Estado Contratante a un residente del otro 
Estado Contratante serán deducibles para determinar las utilidades sujetas a 
imposición de dicha empresa, en las mismas condiciones que si se hubieran 
pagado a un residente del Estado mencionado en primer lugar. Igualmente, las 
deudas de una empresa de un Estado Contratante contraídas con un residente 
del otro Estado Contratante serán deducibles para la determinación del 
patrimonio imponible de dicha empresa en las mismas condiciones que si se 
hubieran contraido con un residente del Estado mencionado en primer lugar. 


4. Las empresas de un Estado Contratante cuyo capital esté, total o 
parcialmente, poseído o controlado, directa o indirectamente, por uno o varios 
residentes del otro Estado Contratante, no se someterán en el Estado 
mencionado en primer lugar a ningún impuesto u obligación relativa al mismo 
que no se exijan o que sean más gravosos que aquellos a los que estén o 
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puedan estar sometidas otras empresas similares del Estado mencionado en 
primer lugar, 


5. Las disposiciones del presente Artículo se aplicarán solamente a los 
impuestos comprendidos en este Convenio. 
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Artículo 27 
PROCEDIMIENTO AMISTOSO 


1, Cuando una persona considere que las medidas adoptadas por uno o por 
ambos Estados Contratantes implican o pueden implicar para ella una 
imposición que no esté conforme con las disposiciones del presente Convenio 
podrá, con independencia de los recursos previstos por el derecho interno de 
esos Estados, someter su caso a la autoridad competente de cualquiera de los 
Estados Contratantes. El caso deberá ser planteado dentro de los tres años 
siguientes a la primera notificación de la medida que implique una imposición 
no conforme a las disposiciones del Convenio. 


2. La autoridad competente, si la reclamación le parece fundada y si no 
puede por sí misma encontrar una solución satisfactoria, hará lo posible por 
resolver la cuestión por medio de un acuerdo amistoso con la autoridad 
competente del otro Estado Contratante, a fin de evitar una imposición que no 
se ajuste a este Convenio. El acuerdo será aplicable independientemente de 
los plazos previstos por el derecho interno de los Estados Contratantes. 


3. Las autoridades competentes de los Estados Contratantes harán lo 
posible por resolver las dificultades o las dudas que plantee la interpretación o 
aplicación del Convenio por medio de un acuerdo amistoso. También podrán 
ponerse de acuerdo para tratar de eliminar la doble imposición en los casos no 
previstos en el Convenio, 


4. A fin de llegar a un acuerdo en el sentido de los apartados anteriores, las 
autoridades competentes de los Estados Contratantes podrán comunicarse 
directamente. 


5.  Independientemente de la participación de los Estados Contratantes en el 
Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios o en cualquier otro acuerdo 
internacional, los asuntos tributarios con respecto a los impuestos 
comprendidos en el presente Convenio que surjan entre los Estados 
Contratantes se regirán únicamente por las disposiciones de este Convenio. 
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Artículo 28 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 


1. Las autoridades competentes de los Estados Contratantes intercambiarán 
la información previsiblemente pertinente para aplicar lo dispuesto en el 
presente Convenio o para administrar y exigir lo dispuesto en la legislación 
nacional de los Estados Contratantes relativa a los impuestos de toda clase y 
naturaleza percibidos por los Estados Contratantes, en la medida en que la 
imposición prevista en el mismo no sea contraria al Convenio. El intercambio 
de información no vendrá limitado por los Articulos 1 y 2. 


2. La información recibida por un Estado Contratante en virtud del apartado 
1 será mantenida secreta de la misma forma que la información obtenida en 
virtud del derecho interno de ese Estado y sólo se revelará a las personas o 
autoridades (incluidos los tribunales y órganos administrativos) encargadas de 
la liquidación o recaudación de los impuestos a los que hace referencia el 
apartado 1, de su aplicación efectiva o de la persecución del incumplimiento 
relativo a los mismos, de la resolución de los recursos en relación con los 
mismos o de la supervisión de las funciones anteriores. Dichas personas o 
autoridades sólo utilizarán esta información para estos fines. Podrán revelar la 
información en las audiencias públicas de los tribunales o en las sentencias 
judiciales. No obstante "lo anterior, la información recibida por un Estado 
Contratante puede ser usada para otros propósitos cuando dicha información 
pueda ser usada para esos otros propósitos conforme la legislación vigente de 
ambos Estados, y la autoridad competente del Estado que suministre la 
información autorice dicho uso. 


3. En ningún caso las disposiciones de los apartados 1 y 2 podrán 
interpretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a: 


a) adoptar medidas administrativas contrarias a su legislación o práctica 
administrativa, o a las del otro Estado Contratante; 


b) suministrar información que no se pueda obtener sobre la base de su 
propia legislación o en el ejercicio de su práctica administrativa normal, o 
de las del otro Estado Contratante; 


c) suministrar información que revele secretos comerciales, gerenciales, 
industriales o profesionales, procedimientos comerciales o informaciones 
cuya comunicación sea contraria al orden público. 
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4. Si un Estado Contratante solicita información conforme al presente 
Artículo, el otro Estado Contratante utilizará las medidas para recabar 
información de que disponga con el fin de obtener la información solicitada, aun 
cuando ese otro Estado pueda no necesitar dicha información para sus propios 
fines tributarios. La obligación precedente está limitada por lo dispuesto en el 
apartado 3 siempre y cuando este apartado no sea interpretado para impedir a 
un Estado Contratante proporcionar información exclusivamente por la 
ausencia de interés doméstico en la misma. 


5. En ningún caso las disposiciones del apartado 3 se interpretarán en el 
sentido de permitir a un Estado Contratante negarse a proporcionar información 
únicamente porque ésta obre en poder de bancos, otras instituciones 
financieras, o de cualquier persona que actúe en calidad representativa o 
fiduciaria o porque esa información haga referencia a la participación en la 
titularidad de una persona. 
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Artículo 29 
DERECHO A LOS BENEFICIOS 


la Salvo cuando se disponga de otro modo en este Artículo, un residente 
de un Estado Contratante no tendrá derecho a los beneficios que de otro modo 
hubiera concedido el Convenio (que no sean los beneficios previstos en el 
apartado 3 del Artículo 4 o en el Artículo 27), a menos que, en el momento en 
que se hubiera concedido el beneficio, dicho residente sea una "persona 
calificada” conforme a la definición dada en el apartado 2. 


2. Un residente de un Estado Contratante será una persona calificada en el 
momento en que el Convenio le hubiera otorgado un beneficio si, en ese 
momento el residente es: 


a) una persona fisica; 


b) ese Estado Contratante, o una de sus subdivisiones políticas o 
autoridades locales, o un organismo o agencia de dicho Estado, 
subdivisión política o autoridad local; 


Cc) una sociedad u otra entidad cuya clase principal de acciones se cotice 
regularmente en uno o más mercados de valores reconocidos; 


d) una persona, distinta de una persona física, que sea: 


i) una organización sin ánimo de lucro, establecida o mantenida en ese 
Estado exclusivamente por motivos religiosos, de caridad, educativos o 
científicos; 


ii) una entidad o un acuerdo establecido en ese Estado Contratante que la 
legislación fiscal de ese Estado Contratante considere como persona 
independiente y: 


A) cuya finalidad, tanto en su constitución como en su explotación, 
sea única o casi únicamente, administrar u ofrecer prestaciones por 
jubilación y beneficios complementarios o accesorios a personas 
fisicas y que esté regulada como tal por ese Estado Contratante, o 
por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales; o 
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B) cuya finalidad, tanto en su constitución como en su explotación, 
sea única o casi únicamente la inversión de fondos en beneficio de 
las entidades o acuerdos a que se refiere el subapartado A; 


e) una persona, distinta de una persona fisica, si, en ese momento o 
durante al menos la mitad de los dias de un periodo de doce meses que 
incluya ese momento, las personas residentes de ese Estado 
Contratante que tengan derecho a acogerse a los beneficios del 
Convenio en virtud de los subapartados a) a d) poseen, directa o 
indirectamente, al menos el 50 por ciento de las acciones de dicha 
persona. 


3. a) Un residente de un Estado Contratante tendrá derecho a acogerse a 
los beneficios del Convenio respecto de un elemento de renta procedente del 
otro Estado Contratante, con independencia de que sea o no una persona 
calificada, si el residente ejerce activamente una actividad económica en el 
Estado Contratante mencionado en primer lugar y la renta que proceda del otro 
Estado Contratante proviene de esa actividad económica o es accesoria a ella. 
A los efectos de este Artículo, el "ejercicio activo de una actividad económica” 
no incluye las siguientes actividades ni sus combinaciones: 


1) suexplotación como sociedad de tenencia de valores; 
li) supervisión general o servicios de gestión de un grupo societario; 


ii) actividades de financiación del grupo (incluida la centralización de 
tesorería); o 


iv) realización o gestión de inversiones, excepto cuando dichas actividades 
las realice un banco, una entidad de seguros o un agente de valores 
registrado, en el curso ordinario de su actividad como tal. 


b) Si un residente de un Estado Contratante obtiene un elemento de renta de 
una actividad económica efectuada por ese residente en el otro Estado 
Contratante, u obtiene un elemento de renta del otro Estado procedente de una 
persona relacionada, las condiciones descritas en el subapartado a) se 
considerarán satisfechas en relación con ese elemento de renta únicamente si 
la actividad económica desarrollada por el residente en el Estado Contratante 
mencionado en primer lugar, con el que se relaciona el elemento de renta, es 
sustancial respecto de la misma actividad económica o una actividad 
complementaria a ella, efectuada por el residente o por dicha persona 
relacionada en el otro Estado Contratante. Para determinar si una actividad 
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económica es sustancial a los efectos de este apartado se analizarán todos los 
hechos y circunstancias. 


c) A los efectos de la aplicación de este apartado, las actividades desarrolladas 
por personas relacionadas en relación con residentes de un Estado 
Contratante, se considerarán desarrolladas por dicho residente. 


4. Un residente de un Estado Contratante que no sea una persona 
calificada, tendrá sin embargo derecho a acogerse a los beneficios que en caso 
contrario se hubiesen acordado por este Convenio en relación con un elemento 
de renta si, en el momento en el que el beneficio se hubiera otorgado y durante 
al menos la mitad de los dias de un plazo de doce meses que incluya dicho 
momento, las personas que sean beneficiarios equivalentes poseen, directa O 
indirectamente, al menos el 75 por ciento de las acciones del residente. 


5. Si un residente de un Estado Contratante no fuera una persona 
calificada conforme a las disposiciones del apartado 2 de este Artículo, ni 
tuviera derecho a los beneficios en virtud de los apartados 3 o 4, la autoridad 
competente del Estado Contratante en el cual los beneficios sean negados en 
virtud de las disposiciones precedentes del presente Articulo podrá concederle 
no obstante los beneficios del Convenio, o beneficios relativos a un elemento 
de renta o patrimonio concreto, teniendo en cuenta el objeto y propósito del 
Convenio, pero únicamente si dicho residente demuestra satisfactoriamente a 
dicha autoridad competente que ni su constitución, adquisición o 
mantenimiento, ni su operativa, tuvieron como uno de sus principales 
propósitos la obtención de los beneficios del Convenio. La autoridad 
competente del Estado Contratante a quien se le haya planteado una solicitud 
al amparo de este apartado, por un residente del otro Estado, consultará con la 
autoridad competente de ese “otro Estado antes de aceptar o rechazar la 
solicitud. 


6. A los efectos de ésta y de las disposiciones precedentes de este 
Artículo: 


a) "mercado de valores reconocido” significa: 


i) un mercado de valores constituido y regulado como tal conforme a la 
legislación interna de cualquiera de los Estados Contratantes; y 


ii) cualquier otro mercado de valores acordado por las autoridades 
competentes de los Estados Contratantes; 
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b) en relación con las entidades que no sean sociedades, el término “acción” 
significa los derechos comparables a acciones; 


c) "clase principal de acciones” significa la clase o clases de acciones de una 
sociedad o entidad que representan la mayoria del derecho a voto y del 
valor total de la sociedad o entidad; 


d) dos personas serán "personas relacionadas” sí una de ellas posee directa o 
indirectamente, al menos el 50 por ciento del derecho de participación en la 
otra (o, en el caso de una sociedad, al menos el 50 por ciento del total del 
derecho a voto y del valor de las acciones de la sociedad) u otra persona 
posee, directa o indirectamente, al menos el 50 por ciento del derecho de 
participación (o, en el caso de una sociedad, al menos el 50 por ciento del 
total del derecho a voto y del valor de las acciones de la sociedad) en cada 
una de ellas. En todo caso, una persona estará relacionada con otra si, 
sobre la base de los hechos y circunstancias pertinentes, una tiene el 
control sobre la otra o ambas están bajo el control de una misma persona o 
personas. 


e) "beneficiario equivalente” significa una persona con derecho a los 
beneficios respecto de un elemento de renta concedidos por un Estado 
Contratante en virtud de su normativa interna, de este Convenio o de 
cualquier otro acuerdo internacional, que sean equivalentes o más 
favorables que los beneficios que se otorgarian a ese elemento de renta 
conforme al presente Convenio. A los efectos de determinar si una persona 
es un beneficiario equivalente en relación con un dividendo recibido por 
una sociedad, se considerará que la persona es una sociedad y posee el 
mismo capital de la sociedad que paga el dividendo, que el capital que 
posee la sociedad que reclama los beneficios respecto a los dividendos. 


Las autoridades competentes de los Estados Contratantes' establecerán 


de mutuo acuerdo las modalidades de aplicación de este Artículo. 


8. 


a) Cuando 


(i) una empresa de un Estado Contratante obtenga rentas procedentes del 
otro Estado Contratante y el Estado mencionado en primer lugar considere 
dichas rentas como atribuibles a un establecimiento permanente de la 
empresa situada en una tercera jurisdicción; y 


(ii) los beneficios atribuibles a dicho establecimiento permanente estén 
exentos de imposición en el Estado Contratante mencionado en primer lugar, 
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los beneficios del Convenio no se aplicarán a ningún elemento de renta 
sobre el que el impuesto en la tercera jurisdicción sea inferior al 60 por 
ciento del impuesto que se hubiera aplicado en el Estado Contratante 
mencionado en primer lugar sobre dicho elemento de renta en caso de que 
el establecimiento permanente estuviera situado en él. En tal caso, toda 
renta a la que sean aplicables las disposiciones de este apartado seguirá 
siendo gravable conforme a la normativa interna del otro Estado, con 
independencia de cualquier otra disposición del Convenio. 


b) Las disposiciones anteriores de este apartado no se aplicarán si la renta 
procedente del otro Estado Contratante proviene del ejercicio efectivo de una 
actividad económica a través del establecimiento permanente o es accesoria a 
ella (que no sea la inversión, gestión o simple tenencia de inversiones por 
cuenta de la empresa, a menos que se trate de una actividad de banca, 
seguros o valores efectuada por un banco, una compañía de seguros o un 
agente de valores registrado, respectivamente). 


c) En caso de que en virtud de las disposiciones anteriores de este apartado se 
denieguen los beneficios previstos en el presente Convenio respecto de un 
elemento de renta obtenido por un residente de un Estado Contratante, la 
autoridad competente del otro Estado Contratante podrá, no obstante, 
conceder dichos beneficios en relación con ese elemento de renta si, en 
respuesta a una solicitud planteada por dicho residente, dicha autoridad 
competente determina que la concesión de los beneficios está justificada a la 
vista de las razones por las que dicho residente no satisfizo los requisitos de 
este apartado (ta! como la existencia de pérdidas). La autoridad competente del 
Estado Contratante al que se presenta la solicitud a la que se refiere la frase 
anterior, consultará con la autoridad competente del otro Estado Contratante 
antes de aceptar o denegar la petición. 


9. No obstante las demás disposiciones de este Convenio, los beneficios 
concedidos en virtud del mismo no se otorgarán respecto de un elemento de 
renta o de patrimonio cuando sea razonable concluir, teniendo en cuenta todos 
los hechos y circunstancias pertinentes, que el acuerdo u operación que directa 
o indirectamente genera el derecho a percibir ese beneficio tiene entre sus 
objetivos principales la obtención del mismo, excepto cuando se determine que 
la concesión del beneficio en esas circunstancias es conforme con el objeto y 
propósito de las disposiciones pertinentes de este Convenio. 
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Artículo 30 
MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y DE OFICINAS CONSULARES 


Las disposiciones del presente Convenio no afectarán a los privilegios 
fiscales de que disfruten los miembros de las misiones diplomáticas o de las 
oficinas consulares de acuerdo con los principios generales del derecho 
internacional o en virtud de las disposiciones de acuerdos especiales. 
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CAPÍTULO Vil 
DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 31 
ENTRADA EN VIGOR 


1: Cada uno de los Estados Contratantes notificará al otro, por vía 
diplomática, que se han cumplido los requerimientos legales para la entrada en 
vigor del presente Convenio. 


2. El Convenio entrará en vigor quince días después de la fecha de 
recepción de la última notificación a que se refiere el apartado 1 y sus 
disposiciones suntirán efecto: 


a) respecto de los impuestos retenidos en la fuente, a las cantidades 
pagadas o acreditadas a partir del primer día de enero, inclusive, del año 
calendario siguiente a aquél en que entre en vigor el presente Convenio. 


b) respecto de los restantes impuestos, a los periodos impositivos que se 
inicien a partir del primer dia de enero, inclusive, del año calendario 
siguiente a aquél en que entre en vigor el presente Convenio. 


3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, las disposiciones del Artículo 
24 (Patrimonio) del presente Convenio no surtirán efecto a menos que los 
Estados Contratantes así lo acuerden mediante un intercambio de notas 
diplomáticas, en la fecha que sea especificada en dichas notas. 


4. El Acuerdo entre Brasil y Uruguay sobre servicios de transporte aéreo, 
firmado en Brasilia el 10 de marzo de 2009, no tendrá efecto con respecto a los 
impuestos comprendidos en este Convenio, siempre que este Convenio surta 
efecto. 
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Artículo 32 
TERMINACIÓN 


El presente Convenio permanecerá en vigor mientras no se termine por 
uno de los Estados Contratantes. Cualquiera de los Estados Contratantes 
puede terminar el Convenio por vía diplomática, comunicándolo con al menos 
seis meses de antelación al final de cualquier año calendario. En tal caso, el 
Convenio dejará de aplicarse: 


a) respecto de los impuestos retenidos en la fuente, a las cantidades 
pagadas o acreditadas a partir del primer día de enéro, inclusive, 
del año calendario siguiente a aquél en que se comunique la 
terminación; y 


b) respecto de los restantes impuestos, a los períodos impositivos 
que se inicien a partir del primer dia de enero, inclusive, del año 
calendario siguiente a aquél en que se comunique la terminación. 
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EN FE DE LO CUAL, los signatarios, debidamente autorizados a tales 
efectos, han firmado el presente Convenio. 


Hecho en Brasilia, el 7 de junio de 2019, por duplicado, en idiomas español 
y portugués, siendo todos los textos igualmente auténticos. 


Por la República Por la República 
Oriental del Uruguay Federativa de Brasil 


IST Villar 
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Texto del protocolo 


PROTOCOLO 


Al momento de la firma del Convenio entre la República Oriental del Uruguay y 
la República Federativa de Brasil para eliminar la doble imposición en materia 
de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio y prevenir la evasión y 
elusión fiscal, los signatarios, debidamente autorizados a tales efectos, han 
acordado que las siguientes disposiciones formarán parte integral del 
Convenio. 


1. Con referencia al Artículo 1 


El término *fiscalmente transparente” significa situaciones en las que, de 
conformidad con la legislación de un Estado Contratante, la renta o parte de la 
renta de una entidad o acuerdo no está sometida a imposición al nivel de la 
entidad o acuerdo, sino que al nivel de las personas que tienen una 
participación en esa entidad o acuerdo como si la renta o parte de la renta 
fuese directamente obtenida por tales personas al momento de la realización 
de esa renta o parte de esa renta, sea o no que la renta o parte de la renta se 
distribuya por la entidad o acuerdo a tales personas. 


2. Con referencia al Articulo 7 


Cuando de conformidad con el Artículo 7 de este Convenio, las utilidades de 
una empresa de un Estado Contratante no puedan someterse a imposición en 
el otro Estado, pero el Estado mencionado en primer lugar no someta 
efectivamente a imposición dichas utilidades, el último Estado mencionado 
podrá someter a imposición dichas utilidades, de acuerdo con su legislación 
interna. 


3. Con referencia al Artículo 11 


a) Se entiende que el término "intereses", tal como se define a los efectos del 
apartado 3 del Artículo 11, incluye comisiones y honorarios similares pagados 
por un residente de un Estado Contratante por servicios prestados por un 
banco u otra institución financiera, 


b) Se entiende que las disposiciones del subapariado a) del apartado 4 del 
Artículo 11 se aplicarán a los intereses pagados a una agencia (incluida una 
institución financiera) de propiedad exclusiva del Gobierno de un Estado 
Contratante o de una de sus subdivisiones políticas, solamente cuando dichos 
intereses sean recibidos por la agencia en relación con sus funciones de 
naturaleza pública. 
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4. Con referencia al Articulo 13 


Se entiende que las disposiciones del Artículo 13 se aplicarán a los pagos de 
cualquier naturaleza recibidos en contraprestación por la prestación de 
asistencia técnica. 


5. Con referencia al Artículo 26 


a) Se entiende que las disposiciones del apartado 6 del Articulo 10 no 
están en conflicto con las disposiciones del apartado 2 del Artículo 26. 


b) Se entiende que las disposiciones de la legislación fiscal de un Estado 
Contratante que no permiten que los pagos efectuados por un 
establecimiento permanente situado en el mismo, a un residente del otro 
Estado Contratante que realice negocios en el Estado mencionado en 
primer lugar a través de dicho establecimiento permanente, sean 
deducibles al momento de la determinación de la renta imponible del 
susodicho establecimiento permanente, no están en conflicto con las 
disposiciones de los apartados 2 y 3 del Artículo 26. 


c) Se entiende que las disposiciones del apartado 4 del Articulo 26 no se 
aplican a las obligaciones accesorias. 


6. Con referencia al Artículo 29 


Se entiende que las disposiciones del Convenio no impedirán que un Estado 
Contratante aplique su legislación interna destinada a contrarrestar la evasión y 
elusión fiscal, incluidas las disposiciones de su legislación fiscal en materia de 
capitalización delgada, o para evitar el diferimiento del pago del impuesto sobre 
la renta tal como la legislación sobre "compañías extranjeras controladas”, o 
cualquier otra legislación similar. 


7. Con referencia al Articulo 31 
Se entiende que el intercambio de notas a que refiere el apartado 3 solo tendrá 


lugar después del establecimiento de un impuesto al patrimonio en Brasil e 
incluirá dicho impuesto en el ámbito de aplicación del Artículo 2. 
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EN FE DE LO CUAL, los signatarios, debidamente autorizados a tales efectos, 
han firmado el presente Protocolo. 


Hecho en Brasilia, el 7 de junio de 2019, por duplicado, en idiomas español y 
portugués, siendo todos los textos igualmente auténticos. 


Por la República Por la República 
Oriental del Uruguay Federativa de Brasil 


Na 


Fan Flow 


Embajadora María dol Lujan Flores 
Directora de Tratados 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


SENOR BERGARA.-- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BERGARA.-- Señora presidenta: efectivamen- 
te, acaba de votarse la declaración de urgencia para la con- 
sideración de dos carpetas análogas, que corresponden a 
acuerdos para evitar la doble tributación, una con Brasil 
y otra con Japón. Estos convenios fueron firmados el año 
pasado y responden a las mejores prácticas de la nueva 
fiscalidad internacional, que justamente apunta a la trans- 
parencia de la información y al ordenamiento de los dere- 
chos y las responsabilidades tributarias de los residentes 
de ambas naciones, en cada caso. 


Por lo tanto, mediante esta aprobación estaríamos in- 
ternalizando la normativa de un acuerdo ya firmado, que 
responde —repito— a una práctica integral de la política tri- 
butaria y a lo recomendado por la nueva fiscalidad interna- 
cional de la que Uruguay claramente es parte. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«ARTÍCULO ÚNICO. Apruébase el Convenio entre la 
República Oriental del Uruguay y la República Federativa 
de Brasil para Eliminar la Doble Imposición en materia de 
Impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio y Prevenir 
la Evasión y Elusión Fiscal suscrito en la ciudad de Brasi- 
lia, el 7 de junio de 2019». 


SEÑORA PRESIDENTA .- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


12) CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y JAPÓN 
PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 
EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE 
LA RENTA Y PREVENIR LA EVASIÓN Y 
ELUSIÓN FISCAL, Y SU PROTOCOLO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el otro 
asunto cuya urgencia acaba de ser votada: «Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Convenio entre la Repuúbli- 
ca Oriental del Uruguay y Japón para eliminar la doble 
imposición en materia de impuestos sobre la renta y pre- 
venir la evasión y elusión fiscal, y su Protocolo, suscrito 
en la ciudad de Montevideo, República Oriental del Uru- 
guay, el 13 de setiembre de 2019. (Carp. n.* 343/2020 - rep. 
n. 230/2020)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.” 343/2020 - rep. n.” 230/2020 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Ka) ecóenderades de PA Dreparibilza 
niootial e 4 Pruguaz, en sesión de 
Horp, hz sarciomado Lriguiente 
Bogota de Loss 


Artículo único.- Apruébase el Convenio entre la República Oriental del Uruguay y 
Japón para Eliminar la Doble Imposición en materia de Impuestos sobre la Renta y 
Prevenir la Evasión y Elusión Fiscal, y su Protocolo, suscrito en la ciudad de Montevideo, 
el 13 de setiembre de 2019. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 10 de 
noviembre de 2020. 


FERNANDO RIPOLÉ FALCONE 
Secretario 
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PODER EJECUTIVO 


ASUNTO N? 551a/2019 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 2 DIC 2019 


Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad 
con lo dispuesto por los Articulos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución de 
la República, a fin de someter a su consideración el proyecto de Ley adjunto, mediante 
el cual se aprueba el Convenio entre la República Oriental del Uruguay y Japón para 
Eliminar la Doble Imposición en materia de Impuestos sobre la Renta y Prevenir la 
Evasión y Elusión Fiscal y su Protocolo, suscrito en la ciudad de Montevideo, el 13 de 
setiembre de 2019 . 


Antecedentes 


La tendencia mundial en materia tributaria, particularmente en lo que se refiere a los 
impuestos sobre la renta está orientada a facilitar y favorecer la inversión y el comercio 
internacionales. 


En dicho marco, los Tratados para evitar la doble imposición tutelan a los 
contribuyentes para que al realizar negocios o efectuar inversiones en otros países no 
resulten perjudicados a través de la doble tributación, esto es a tributar en el país 
donde se realiza la renta, así como en el país donde el contribuyente es residente, 


Por otra parte, la República Oriental del Uruguay ha adoptado estándares 
intemacionales en la materia en el marco de la Organización para la Cooperación y 
Desarrollo Económico (OCDE) e integra el Foro Global sobre Transparencia e 
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Intercambio de Información Fiscal en Materia Tributaria de dicha organización, desde 
su fundación en setiembre de 2009. 


inserto en este contexto, nuestro país cuenta hasta la fecha con 21 Convenios 
vigentes para Evitar la Doble Imposición y prevenir la elusión y evasión fiscal (Hungría, 
Alemania, Finlandia, Corea del Sur, México, España, Portugal, Suiza, Liechtenstein, 
Luxemburgo, India, Malta, Ecuador, Singapur, Emiratos Árabes Unidos, Bélgica, Chile, 
Paraguay, Rumania, Vietnam y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte), 
así como 13 Acuerdos de Intercambio de Información y la Convención Multilateral de 
Asistencia Administrativa Mutua en Asuntos Fiscales. 


En particular, este Instrumento que se presenta a consideración del Parlamento, tiene 
por objeto eliminar los efectos provenientes de la doble imposición con la finalidad de 
promover y proteger las relaciones económicas y comerciales y, a su vez, el de 
promover la cooperación internacional en materia tributaria a través del intercambio de 
información. 


Negociación 


Las negociaciones con el fin de suscribir un Convenio para Eliminar la Doble 
Imposición Tributaria con Japón comenzaron en junio de 2018. En dicha ocasión se 
celebró, en la Sede del Ministerio de Relaciones Exteriores de Uruguay, una reunión 
preliminar en la que se trabajó sobre la base del modelo OCDE. Finalizada la misma, 
se acordó celebrar la primera ronda de negociaciones en Tokio, entre los días 9 y 12 
de abril de 2019. 


En abril de 2019, Ministerio de Economía y Finanzas ya contaba con el texto derivado 
de la primera reunión de negociación realizada en Tokio, el cual había sido inicializado 
por las dos partes. 
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En los meses siguientes se llevó a cabo un trabajo conjunto, que involucró 
nuevamente a la Asesoría Tributaria del Ministerio de Economía y Finanzas, al 
Ministerio de Relaciones Exteriores, a la Embajada de Japón en Montevideo y a la 
Autoridad competente de Japón, a efectos de acordar los últimos ajustes y alcanzar la 
versión definitiva del texto en tres idiomas: español, japonés e inglés. 


La celebración de un convenio para evitar la doble Imposición con Japón, es de 
fundamental importancia para nuestro país, considerando que se trata de la tercera 
potencia mundial en materia económica y una de las primeras en lo que refiere a 
innovación tecnológica y comunicaciones. A su vez dicho país ya posee importantes 
inversiones en Uruguay y la región y se espera que a partir de la entrada en vigor del 
convenio dicha tendencia se incremente de manera sustancial. 


Contenido del convenio 


El ámbito de aplicación del Convenio, de conformidad con lo estipulado en su Artículo 
1, son las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes. Además se 
prevé especialmente el caso de las entidades fiscalmente transparentes, de 
conformidad con las últimas versiones de los Modelos de la OCDE y de la ONU 


(2017). 


En cuanto a los impuestos que son objeto del Convenio, para el caso de Uruguay, se 
encuentran detallados en el Artículo 2, inciso 3 literal b), estos son: el Impuesto a las 
Rentas de las Actividades Económicas (IRAE), el Impuesto a las Rentas de las 
Personas Físicas (IRPF), el Impuesto a las Rentas de los No Residentes (IRNR) y el 
Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social (IASS). 
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Asimismo, se definen algunos términos de marcada sensibilidad que se utilizan en el 
Instrumento, a fin de darles un sentido único, conocer su alcance y reducir el riesgo de 
eventuales problemas de interpretación. 


Por otra parte, se definen las pautas que regirán la distribución de potestades 
tributarias entre ambos Estados y se establecen los mecanismos que deberán 
utilizarse para eliminar la doble tributación. 


A su vez, también se establecen pautas para evitar el trato discriminatorio entre 
nacionales de ambos Estados en materia tributaria, el método de solución de 
controversias y un detallado mecanismo de limitación de beneficios en linea con los 
más recientes desarrollos doctrinarios y en el marco de los estándares internacionales 
que conducen a que se reduzcan los escenarios de doble no tributación. 


Por último, este Convenio suscrito con Japón se integra de manera armónica con el 
compromiso asumido por la República en materia de cooperación fiscal internacional, 
previendo en su Artículo 25 el intercambio de información fiscal entre los Estados 
contratantes, en línea con los modelos de Tratados vigentes en la materia. 


En cuanto al contenido de los estándares en materia de intercambio de información, 
en términos generales se refieren a: 


a) Intercambio de la información fiscal que sea previsiblemente relevante para la 
administración y aplicación de los tributos del otro Estado Parte. 

b) Consideración de secreta en los mismos términos que la obtenida en virtud del 
derecho interno de cada Estado. 

c) Condiciones para la solicitud de información entre Estados. 
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El Convenio consta de un preámbulo, 30 artículos y un Protocolo. 


Artículo 1 - PERSONAS COMPRENDIDAS 

Articulo 2 - IMPUESTOS COMPRENDIDOS 

Articulo 3 - DEFINICIONES GENERALES 

Artículo 4 - RESIDENTE 

Artículo 5 - ESTABLECIMIENTO PERMANENTE 

Artículo 6 - RENTAS INMOBILIARIAS 

Artículo 7 - UTILIDADES EMPRESARIALES 

Artículo 8 - NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AÉREA INTERNACIONAL 
Artículo 9 - EMPRESAS ASOCIADAS 

Artículo 10- DIVIDENDOS 

Artículo 11 - INTERESES 

Artículo 12 - REGALÍAS 

Artículo 13 - GANANCIAS DE CAPITAL 

Artículo 14 - RENTA DEL TRABAJO DEPENDIENTE 

Artículo 15 - HONORARIOS DE DIRECTORES 

Artículo 16 - ARTISTAS DEL ESPECTÁCULO Y DEPORTISTAS 
Artículo 17 - PENSIONES 

Artículo 18 - FUNCIONES PÚBLICAS 

Artículo 19 - ESTUDIANTES 

Artículo 20 - SOCIEDAD DE PERSONAS SILENCIOSA (SILENT PARTNERSHIP) 
Artículo 21 - OTRAS RENTAS 

Artículo 22 - ELIMINACIÓN DE LA DOBLE IMPOSICIÓN 
Artículo 23 - NO DISCRIMINACIÓN 

Artículo 24 - PROCEDIMIENTO AMISTOSO 

Artículo 25 - INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 
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Artículo 25 - ASISTENCIA EN LA RECAUDACIÓN DE IMPUESTOS 

Artículo 27 - MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y DE OFICINAS 
CONSULARES 

Artículo 28 - DERECHO A LOS BENEFICIOS 

Artículo 29 - ENTRADA EN VIGOR 

Artículo 30 - TERMINACIÓN 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de este tipo de 
Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera a la Señora Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 
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Montevideo, (2 DIC 2019 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO ÚNICO.- Apruébase el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y Japón para Eliminar la Doble Imposición en materia de Impuestos sobre la 
Renta y Prevenir la Evasión y Elusión Fiscal, y su Protocolo, suscrito en la ciudad de 
Montevideo, el 13 de setiembre de 2019. 
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Texto del convenio 


CONVENIO 
ENTRE 
LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y 
JAPÓN 


PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN EN MATERIA DE 
IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y PREVENIR 
LA EVASIÓN Y ELUSIÓN FISCAL 


La República Oriental del Uruguay y Japón 


Con «el deseo de seguir desarrollando sus relaciones 


económicas y de reforzar su cooperación en materia 
tributaria, 


Con la intención de concluir un convenio para eliminar 
la doble imposición en materia de impuestos sobre la renta 
sin generar oportunidades para la no imposición lo “para una 
imposición reducida mediante "evasión oO elusión fiscal 
(incluida la práctica de la búsqueda del convenio más 
favorable - treaty shopping - que persigue la obtención de 
los beneficios. previstos en este Convenio para el beneficio 
indirecto de residentes de terceros Estados). 


Hán acordado lo siguiente: 


Artículo 1 
PERSONAS COMPRENDIDAS 


1. El presente Convenio se aplica a las personas 
residentes de uno o de ambos Estados Contratantes. 


2. A los efectos de este Convenio, las rentas obtenidas 
por o a través'de una entidad o acuerdo considerado en su 
totalidad .o en parte como fiscalmente transparente conforme 
a la legislación fiscal de cualquiera de los Estados 
Contratantes, serán consideradas rentas de un residente de 
un Estado Contratante, pero-únicamente en la medida en que 
esas rentas se consideren, a. los efectos de su ¡imposición 
por ese Estádo Contratante, como rentas dé un re ¡Adente de 
ese Estádo Cóntratante. Las disposicionés de este : ¡ápartado, 
no se interpretaráh en modo alguno en dBLrá ento del 
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derecho de un Estado Contratante a someter a imposición a 
sus propios residentes. 


Artículo 2 
IMPUESTOS , COMPRENDIDOS 


1. El presente Convenio se aplica a los impuestos sobre 
la renta exigibles por cada uno de los Estados 
Contratantes, sus subdivisiones políticas o sus autoridades 
locales, cualquiera que sea el sistema de exacción. 

2. - Se consideran impuestos sobre la renta los que: gravan 
la totalidad de la renta o cualquier -parte de, la misma, 
incluidos los impuestos sobre las ganancias derivadas de la 
enajenación de cualquier propiedad, los impuestos "sobre los 
importes totales de los sueldos o salarios pagados por las 


empresas, así como los impuestos sobre las plusvalías 
latentes. 


3. Los impuestos actuales a los que se aplica este 
Convenio son: 


(a) en Japón: 
(i) el impuesto a la renta; 
(ii) el impuesto corporativo; 


(iii) el impuesto especial a la renta para la 
reconstrucción; 


(iv) el impuesto: corporativo local; y 
(v) los impuestos locales a los habitantes 


(en adelante denominados como “impuesto 
japonés”); y 


(b) en Uruguay: 


(i) el Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas; 


(11) el Impuesto a las Rentas de las Personas 
Físicas; 


(iii) el Impuesto a las Rentas de los No 
Residentes; y 
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(iv) el Impuesto de Asistencia a la Seguridad 
Sccial 


(en adelante denominados como “impuesto 
uruguayo”). 


4. El presente Convenio se aplicará igualmente a los 
impuestos de naturaleza idéntica O análoga que se 
establezcan con posterioridad a la fecha de la firma del 
mismo, y que se añadan a los actuales o les sustituyan. 
Las autoridades competentes de los Estados Contratantes se 
comunicarán mutuamente las modificaciones significativas 


que se hayan introducido.en sus respectivas legislaciones 
fiscales. 


Artículo 23 
DEFINICIONES GENERALES 


l. A los efectos del presente Convenio, a menos que de su 
contexto se infiera una interpretación diferente: 


(a) el término “Japón”, cuando se utilice en sentido 
geográfico significa todo el territorio de Japón, 
incluyendo su mar territorial, en el que están en 
vigor las leyes relativas al impuesto japonés, y 
toda el- área más allá de su mar territorial, 
incluidos el lecho marino y subsuelo del mismo, 
sobre los «cuales Japón ejerce derechos de 
soberanía, de acuerdo con el derecho 
internacional y en el que están en vigor las 
leyes relativas'al impuesto japonés; 


(b) el término “Uruguay” significa la República 
Oriental del Uruguay, y cuando se utilice en 
sentido geográfico significa el territbrio de la 
República Oriental del Uruguay en el qué se 
aplican sus leyes impositivas, incluyendo el 
espacio aéreo y las áreas marítimas, bajo su 
jurisdicción o en las que se ejerzan sus derechos 
de. soberanía, de acuerdo con. el derecho 
internacional y su legislación nacional sobre los 
cuales. sus leyes tributarias son aplicables; 


(c) las expresiones "un Estado Contratante” y "el 
otro Estadc Contratante” significan Japón o 
Uruguay, según el contexto; 


(d) el término “persona” comprende las personas 
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(e) 


(£) 


(9) 


(h) 


(1) 


(dd) 


(k) 
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físicas, las sociedades y cualquier otra 
agrupación de personas; 


el término “sociedad” significa cualquier persona 
jurídica .o cualquier. entidad que se considere 
persona jurídica a efectos impositivos; 


el término “empresa” se aplica al ejercicio de 
toda actividad o negocio; 


las expresiones “empresa de un Estado 
Contratante” y. “empresa .delz otro Estado 
Contratante” significan, respectivamente, una 
empresa explotada por 'un residente de¡ un' Estado 
Contratante y una empresa explotada por un 
residente, del otro Estado Contratante; 

la expresión “tráfico internacional” significa 
todo transporte efectuado por un buque O 
aeronave, salvo cuando el buque o aeronave sea 
explotado -únicamente entre puntos situados en un 
Estado Contratante y la empresa que explote el 


buque o aeronave no sea una empresa de 'ese Estado 
Contratante; 


la expresión “autoridad competente” significa: 


(i) en Japón, el Ministro de Finanzas oO su 
representante autorizado; y 


(ii) en Uruguay, el Ministro de Economía y 
Finanzas o-su representante autorizado; 


el término “nacional”, en relación con un Estado 
Contratante, significa: 


(1) toda persona física que posea la 
nacionalidad o ciudadania de este Estado 
Contratante; y 


(ii) toda persona jurídica, sociedad de personas 
-partnership- o asociación que; tenga la 
calidad de tal conforme a la . legislación 
vigente en este Estado Contratante. 


el término “negocio” incluye la realización de 
servicios.profesionales y otras actividades de 
carácter independiente; 
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(1) la expresión fondo de pensión reconocido” de un 
Estado Contratante significa una entidad oO 
acuerdo establecido conforme a Zas leyes de ese 
Estado Contratante, que es tratado * como- una 
persona separada conforme a la legislación fiscal 
de ese Estado Contratante y: 


(i) que es establecido y opera exclusiva, o casz 
exclusivamente, para administrar o proveer 
beneficios de retiro y beneficios auxiliares 
o accesorios  u: otras remuneraciones 
similares a personas físicas, ¡y que- es 
regulado como tal por ese Estado Contratante 
O por úna de sus' subdivisiones políticas o 
autoridades locales; o 


(ii) que es establecido y opera exclusiva, o casi 
exclusivamente, para invertir fondos en 
beneficios de otros fondos de pensión 
reconocidos de ese Estado Contratante. 


Cuando una entidad. o acuerdo establecido conforme 
a las leyes de un Estado Contratante, 
constituyera un “fondo de persión reconocido en 
virtud de la cláusula (i) o (ii) si se tratara 
como una persona separada conforhe a la 
legislación fiscal de ese Estado Contratante, sz 
considerará, a los efectos del Convenio, como una 
persona separada tratada como tal conforme a la 
legislación fiscal de ese Estado Contratante y 
todos los activos y rentas de la entídad 9 
acuerdo serán tratados como activos mantenidos y 
rentas obtenidas por esa persona separada y n9 
por otra persona. 


2. Para la aplicación de este Convenío por un Estaco 
Contratante en uñ momento determinado, cualquier término o 
exdresión no definida en el mismo tendrá, a menos que de su 
contexto -' se infiera una -: interpretación diferente, el 
significado que en ese momento le atribuya la legislación 
de ese Estadó Contratante relativa a los impuestos que son 
objeto del' Convenio, prevaleciendo el significado atribuido 
por esa legislación fiscal sobre el que resultaría de otras 
leyes de:ese Estado Contratante. 
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Artículo 4 
RESIDENTE 


1. A los efectos de este Convenio, la expresión 
“residente de un Estado Contratante” signifíca toda persona 
que, en virtud de la legislación de ese Estado Contratante, 
esté sujeta a imposición en el mismo ex” razón de su 
domicilio, “residencia; ' lugar: de su oficina central o 
principal, “"lugaz de constitución, sede de dirección o 
cuálguier otro criterio”de naturaleza análoga, incluyendo 
también a ese Estado Contratante y a sus subdivisiones 
políticas o autoridades locales, así como también a un 
fondo de pensión reconocido de ese Estado Contratante. 
Esta _expresión no incluye, sin embargo, a' las personas que 
estéñ, sujetas a imposición: en ese Estado Contratante 
exclusivamente por la renta que obtengan de fuentes 
situadas en ese Estado Contratante. 

2. “Cuando, en virtud de las disposiciones del apartado 1, 
una persona física sea residente “de .ambos Estados 


Contratantes, su situación se resolverá de la' siguiente 
manera: 


(a) dicha persona - será consicerada residente 
solamente del Estado Contratante donde tenga una 
vivienda permanente a su disposición; si tuviera 
una vivienda permanente a su disposición en ambos 
Estados Contratantes, se considerará residente 
solamente “del Estado Contratante con el que 
mantenga relaciones personales y económicas más 
estrechas '(centro de intereses vitales); 


(b) si no pudiera determinarse el Estado Contratante 
en el que dicha persona tiene el centro de sus 
intereses vitales o 'si'no tuviera una vivienda 
permanente a su disposición en ninguno de los 
Estados Contratantes, se considerará residente 
solamente del' Estado Contratante donde viva 
habitualmente; 


(Cc) si viviera habitualmente en ambos Estados 
Contratantes, o no lo hiciera en ninguno de 
ellos, se considerará residente solamente del 
Estado Contratante del que sea nacional; 


(d) si fuera nacional de ambos Estados Contratantes, 
o no lo :fuera de ninguno de, ellos, las 
autoridades competentes de los Estados 
Contratantes resolverán el cáso de común “acuerdo. 
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3. Cuando en: virtud de las disposiciones del apartado 1, 
una persona distinta de una persona física, sea,residente 
de ámbos' Estados Contratantes, las autoridades competentes 
de. los Estados Contratantes harán lo posible por 
determinar, mediante acuerdo amistoso, el Estado del cual 
dicha persona será considerada residente a los efectos de 
este Convenio, teniendo en cuenta el lugar de su oficina 
central o principal, sede de dirección efectiva, el lugar 
de :3u constitución o de creación, y cualquier otro factor 
relevante. En ausencia-:de: ese acuerdo, “dicha persona no 


tendrá derecho a las desgravaciones o exenciones previstas 
en el Convenio. 


Artículo 5 
ESTABLECIMIENTO PERMANENTE 


1. . A efectes del presente Convenio, la  expresién 
“establecimiento permanente” significa ur lugar fijo de 


negocios mediante el cual una empresa realiza toda o parte 
de 5u actividad. 


2. La expresión “establecimiento permanente” comprende, 
en especial: 


(a) las sedes de dirección; 

(b) las sucursales; 

(c) las oficinas; 

(d) las fábricas; 

(e) los talleres; y 

(£) las mínas,: los pozos de pétróleo o de gas, las 


canteras o cualquier ótro lugar de extracción de 
recursos haturales. 


3, La expresión “establecimiento permánente” comprende 
asimismo: 


(a) una obra, o un proyecto de construcción oO 
instalación o montaje o las actividades de 
supervisión relacionadas con ellos, pero solo si 
la duración de dicha obra, proyecto o actividád 
excede de seis meses; 
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(c) 
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la prestación de servicios por parte de una 
empresa por intermedio de sus empleados u otro 
personal contratado por la empresa para dicho 
propósito, pero sólo en el caso de que las 
actividades de esa naturaleza prosigan (en 
relación. con el mismo proyecto o con un proyecto 
conexo) en un Estado Contratante, «durante un 
periodo o periodos que en total excedan de 183 
días, dentro de un periodo cualquiera de doce 


meses que comience o termine en el año fiscal 
considerado; 


para una persona física, la prestación de 
servicios en un Estado Contratar.te por parte de 
esa persona física, pero solo er. el caso de que 
la estancia de la persona en ese. Estado 
Contratante sea por un período o veríodos que en 
total excedan de 183 días, en cualquier período 


de doce méses que comience o termine en el año 
fiscal considerado. 


4. No obstante las disposiciones anteriores de este 


Artículo, 


se considera que la expresión “establecimiento 


permanente” no incluye: 


(a) 


(b) 


(c) 


(d) 


(e) 


la utilización de instalaciones con el único fin 
de almacenar o exponer bienes o mercancías 
pertenecientes a la empresa; 


el mantenimiento de un depósito de bienes 0 
mercancías ' pertenecientes a la empresa con el 
único fin de almacenarlas o exponerlas; 


el mantenimiento de un depósito de bienes 0 
mercancías pertenecientes a la empresa con el 


único fin de que sean transformadas por “otra 
empresa; 


el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con 
el único fin de comprar bienes o mercancías o de 
recoger información para la empresa; 


el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con 
el único fin. de realizar para la empresa, 
cualquier actividad que no esté incluida en los 
subapartados (a) a  (d), siempre que esta 
actividad tenga un carácter auxiliar o 
preparatorio; o 
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(£) el mantenimiento de un lugar fijo de n2egocios con 
el único fin de realizar cualquier combinación de 
las actividades mencionadas en los subapartadcs 
(a) a (e), siempre que el conjunto de la 
actividad del lugar fijo de negccios que resulte 


de esta combinación, tenga un carácter auxiliar o 
preparatorio. 


s. El apartado 4 no será aplicable a un lugar fijo de 
negocios que sea usado o mantenido por una empresa, si la 
misma empresa o una empresa estrechaménte vinculada realiza 
actividades empresariales en el mismo lugar o en otro lugar 
situado en el mismo Estado Contratante, y 


la) ese men . 4 otro lugar constituye una 

establecimiento permanente para la em>bresa o para 
lá empresa estrechamente vinculada, en virtud ce 
lo dispuesto en el presente Artículo, o 


(b) el conjunto de la actividad que resulta de la 
combinación de las actividades realizadas por las 
dós empresas en el mismo lugar, o por la misra 
empresa o: empresas estrechamente vinculadas en 
los dos lugares, no sea de carácter auxiliar o 
preparatorio, 


siempre que las actividades empresariales realizadas por 
las dos empresas en el mismo lugar, o por la misma empresa 
o empresas estrechamente vinculadas en les dos lugares, 
constituyan funciones complementarias que sean parte de una 
operación empresarial cohesionada. 


6. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, pero 
sujeto a lo dispuesto en el apartado 7, cuando úna persona 
actúe en un Estado Contratante por cuenta de una empresa y, 
en. el marco de tales actividades, - habitualmente concluya 
contratos, . o habitualmente juegue el rol “principal 
tendiente a la conclusión de contratos que son concluidos 
rutináriamente sin modificaciones materiales por parte de 
la empresa, y tales contratos se realizan 


(a) en nombre de la empresa; o 


(b) para la transferencia de la prcpiedad, o para 
otorgar el derecho ¡al uso, de bilenes. cuya 


propietaria sea la empresa o-qle la empresa tenga 
el derecho a su uso; o 
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(c) para la prestación de servicios por parte de esa 
empresa, 


se «considerará que esa empresa tiene un establecimiento 
permánente en ese Estado Contratante respecto de las 
actividades que dicha persona realice para la empresa, a n9 
ser” que las actividades de esa persona se limiten a las 
mencionadas en el apartado 4 y que, de haber sido 
realizadas por medio de un lugar fijo de necocios (distinto 
a un «lugar fijo de negocios al que se. le aplicara el 
apartado 5), no hubieran determinado la consideración de 
dicho lugar fijo de negocios como un establecimiento 
permanente de acuerdo con' las disposicicnes del apartado 4. 


E El .apartado 6'no.será aplicable cuando la persona que 
actúe en 'un Estado Contratante en nombre de una empresa del 
Ei Estado Contratante, realice actividades en: el Estado 

encionado” en primer lugar como un agente ndependiente y 
AGtOO” para la empresa dentro del marco ordinario de tales 
actividades. No obstante, cuando una "persona actúe 
exclusiva. o. casi exclusivamente en nombre de una o más 
empresas a las que está estrechamente vinculada, esa 
persona no será considerada un-agente independiente en el 


sentido del presente apartado con -respecto a cualquiera de 
dichas empresas. 


8. El hecho de que una sociedad residénte de un Estado 
Cortratante controle o sea controlada por una sociedad 
residente del otro Estado Contratante o que realice 
actividades empresariales en ese otro Estado Contratante 
(ya sea por medio de establecimiento permanente o de otra 
manera), no convierte por sí solo a cualquiera de estas 
sociedades en establecimiento permanente de la otra. 


9. A los efectos del 'presente Artículo, una persona o 
empresa está estrechamente vinculada a una empresa si, 
teniendo en Cuenta todos los héchos y circunstancias 
relevantes, una tiene el control. de la otra o ambas están 
bajo el control de las mismas persoñas o empresa En todo 
caso, -.se considerará qué” una perscna O empresa está 
estrechamente vinculada a úna empresa si una posee, directa 
o indirectamente, más del 50. por siento de las 
participécióones en los berieficiós de la ótra (o, len el cas> 
de una sociedad, más del: 50 por ciento de la tatálidad de 
los votós y del valor de sus acciones, o de las 
participaciones en los benéficios patrimoniales de la 
sociedad), o si otra persona o empresá posee, directa 9 
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indirectamente, más del 50 por ciento de las 
participaciones en los, beneficios (o, en el caso de una 
socieda más del 50 “por ciento de la totalidad de. los 
votos y del- valor de sus acciones, o de las participaciones 
en "los beneficios patrimoniales de la sociedad) de la 
persona y de la empresa o de las dos empresas. 


Artículo 6 
RENTAS INMOBILIARIAS 


1. Las rentas que un residente de un'Estado Contratante 
obtenga de la propiedad inmobiliaria (inciuidas las rentas 
de explotaciones agrícolas o forestales) situada en el otro 
Estado Contratante pueden someterse a imposición 'en ese 
otro Estado-Contratante.. 

2 La expresión “propiedad inmcbiliaria” tendrá el 
significado que le atribuya el derecho del Estado 
Contratante en que la propiedad en cuestión esté situada. 
Dicha expresión comprende en todo caso la propiedad 
accesoria a la propiedad inmobiliaria, el ganado y el 
equipo .utilizado en las  explotaciones' agrícolas y 
forestales, los, derechos a, los que sean aplicables las 
disposiciones de derecho privado relativas a los bienes 
raíces, el usufructo de la propiedad inmobiliaria y el 
derecho .a percibir pagos fijos o variables en 
contraprestación por la explotación, o la concesión de la 
explotación, de yacimientos minerales, fuentes y otros 
recursos naturales: los buques y aeronaves no tendrán la 
consideración de propiedad inmobiliaria. 


Se Las disposiciones del apartado 1 son aplicables a las 
rentas derivadas: de la utilización directa, el 
arrendamiento o 'aparcería, así como de cualquier 'otra forra 
de:explotación de'la propiedad inmobiliaria. 


4, Cuando .un residente de un Estado Contratante poseá 
derechos que directa. o indirectamente le permitan al 
propietario de táles derechós el disfrute de la propiedad 
inmobiliaria situada en el otro Estado Contratante, la 
renta: obteniéa por ese residente por la utilización 
directa, el arrendamiento o el uso, asi como de cualquier 
otza forma “de explótación de «tales dezechos 'de: disfrute, 


puede  sometérse .á imposición en ese ozto Estado 
Contratante. 


S. Las disposiciones de los apartados 1, 3 y 4 se aplican 


igualmente a las rentas derivadas de la propiedad 
inmobiliaria de una empresa. 


18 de diciembre de 2020 CÁMARA DE SENADORES 327-C.S. 


Articulo 7 
UTILIDADES EMPRESARIALES 


1. Las utilidades de una empresa de un Estado Contratante 
solamente podrán someterse a imposición en ese Estado 
Contratante, a no 5er que la empresa realice su actividad 
en el otro Estado Contratante ¡por medio de un 
establecimiento permanente situado en él. En tal caso, 
dichas utilidades "podrán ser gravadas en el otro Estadc 
Contratante, pero solamente en. la parte "atribuible a ese 
estabiecimiento permanente de acuerdo con lo dispuesto en 
el apartado 2. 

2. A los efectos de lo dispuesto por este Artíkculo y por 
el Artículo 22, las utilidades que sean atribuibles en cada 
Estado Contratante al establecimiento permanente referido 
en el apartado 1 son las: utilidades que pudiera esperarse 
que - obtuvierá, en particular en sus acuerdes con otras 
partes de la empresa,. si fuera una empresa separada e 
independiente ' actuando en las mismas O - similares 
actividades bajo -las mismas "o similares . condiciones, 
teniendo en.cuenta las funciones desarrolladas, los activos 
utilizados y los, riesgos asumidos por la empresa através 


del establecimiento permanente y a través de otras partes 
de la empresa. 


3. Cuando de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2, 
un Estado Contratante ajuste las utilidades que sean 
atribuibles a un establecimiento permanente de una empresa 
de uno de los Estados Contratantes, y en consecuencia grave 
las 'utilidades que ya han "sido gravadas en el otro Estadc 
Contratante, el otro 'Estado Contratante practicará el 
ajuste correspondiente de la cuantía cel impuesto que ha 
percibido sobre esas utilidades; en la medida que sea 
necesario para eliminar la doble imposición :sobre Zas 
mismas. Para determinar dicho ajuste, las autoridades 


competentes «de los Estados Contratantes se consultarán en 
caso necesario. 


4. Cuando las utilidades comprendan elementos de renta 
regulados separadamente en otros Artículos de este 
Convenio, las disposicioñes de dichos artículos no quedarán 
afectadas por las del presente Artículo. 


5. Cuando una empresa de un Estado Contratante tenga un 
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establecimiento permanente en el otro Zstado Contratante, 
las utilidades atribuibles al establecimiento permanente 
podrán someteríie a imposición en ese otro Estado 
Cóntratante de conformidad con las leyes de ese otro Estado 
Contratante, cuandó las: utilidades sean remitidas a otras 
partes de la empresa fuera de ese otro Estado Contratante, 
pero:el impuesto así exigido no podrá- exceder del 5 por 
ciento del importe de las utilidades remitidas. 


Artículo 8 : 
NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AÉREA INTERNACIONAL 


1. Las utilidades de una empresa de un Estado Contratante 
procedentes de la explotación de bucues o'aeronáves en 
tráfico . internacional podrán someterse a imposición 
solamente en ese Estado Contratante. 


2: Na obstante lo dispuesto en el Artículo 2, una empresa 
de un: Estado Contratante estará exenta con respecto al 
desarrollo de su explotación de buques o aeronaves en 
tráfico internacional, «en el caso. de una empresa de 
Uruguay, .del impuesto empresarial -“enterprise tax”- de 
Japón, y en el caso de una empresa de Japón, de. cualquier 
impuesto similar al impuesto empresarial -"enterprise tax”- 


de Japón que sea establecido en Uruguay con posterioridad a 
la firma de este Convenio. 


3. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 son también 
aplicables 'a las utilidades procedentes de la participación 
en un consorcio -pool-, en una empresa mixta o en una 
agencia de explotación internacional. 


Artículo 9 
EMPRESAS ASOCIADAS 


d. Cuando 


(a) una empresa dé un Estado Contratante participe 
directa o indirectamente en la dirección, el 


control o el capital de una empresa del otro 
Estado Contratante, o 


(b) unas. mismas personas particizen directa 2 
indirectamente en la dirección, el control o el 
capital de una empresa de un Estado Contratante y 
de una empresa del otro Estado Contratañhnte; 


y, en uno y otro caso, las dos empresas esten, en sus 
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relaciones comerciales o financieras, unidas por 
condiciones aceptadas: o impuestas que difieran de las que 
serían acordadas por empresas independientes, las 
utilidades que- habrían sido obtenidas por una de. las 
empresas de no existir dichas condiciones, y cue de hecho 
no $e hán"realizado a"causa' de las mismas, podrán incluirse 
en las utilidades de esa empresa y someterse a imposición 
en consecuencia. 

2. Cuando un Estado Contratante incluya en las utilidades 
de una empresa de .ese Estado Contratante -y, en 
consecuencia, grave- las de una empresa del otro Estado 
Contratante que .ya han sido gravadas por este segundo 
zstado Contratante, y estas utilidades así incluidas son 
las que habrían sido realizadas'por la empresa del' Estado 
Contratante mencionado en primer lugar si las condiciones 
convenidas entre las dos empresas hubieran :. sido "las 
acordadas entre empresas independientes,” ese. otro Estado 
Contratante practicará el ajuste correspondiente de la 
cuantía del impuesto. que .ha- percibido sobre esas 
utilidades. . Para determinar dicho ajuste -se tendrán en 
cuenta las- demás disposiciones del presente Convenio y las 


autoridades competentes de los Estados Contratantes se 
consultarán .-en caso necesario. 


Artículo 10 
DIVIDENDOS 


1. Los dividendos pagados por uná sociedad residente de 
un Estado Contratante a un residente del otro Estado 


Contratante pueden someterse a imposición en ese otro 
Estado Contrátante. 


2, Sin embargo, los dividendos pagados por una sociedad 
residente de un Estado Contratante pueden sométerse también 
a imposición en ese Estado Contratante según la legislación 
de ese Estado Contratante, pero si el beneficiario efectivo 
de .los dividendos és..un residente del otro Estado 
Contratante, el impuesto. así exigido no podxá- exceder del: 


(a) 5 por ciento del importe bruto de los: dividendos 
si el beneficiario efectivo es una sociedad que 
ha póseído directamente, álurante un período de 
183 días qué comprenda la "fecha en :lá que: se 
detérmina el derecho a los dividéndos' (a fin de 
calcular dicho período no sé tendrán: en cuentá 
los cambios en la propiedad qué pudieran 
derivarse directamente de- una reorganización 
empresarial, como por ejemplo una fusión o 
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escisión, de la sociedad que es la >2eneficiaria 
efectiva de los dividendos o que paga los 
dividendos), al menos el 10 por ciento de: 


(i) en el caso de que la sociedad que paga los 
dividendos sea residente de Japón, el poder 
de voto de esa sociedad; o 


(i1) en el caso de que la sociedad que paga los 
dividendos sea “residente de Jrluguay, el 
capital de esa sociedad; 2 


(b) 10 por ciento del importe bruto de los dividendos 
en los demás casos. 


3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, los 
dividendos -que sean deducibles para el cálculo de la renta 
gravada de la sociedad que paga los dividendos en el Estado 
Contratante del que esa sociedad es residente, pueden 
someterse a imposición en ese Estado Contratante según la 
legislación de ese Estado Contratante, . pero si el 
beneficiario efectivo de los dividendos es un residente del 
otro Estado Contratante, él, impuésto así exigido no podrá 


exceder del 10 por ciento del importe bruto de los 
dividendos. 


4. Lo dispuesto en los apartados 2 y 3 no afecta a la 
imposición de la sociedad respecto de las utilidades con 
cargo a las cuales $e pagan los dividendos. 


S. El término “dividendos”, en el sentido de este 
Artículo, significa las rentas de las acciones u otros 
derechos, excepto los de crédito, que permitan 'participar 
en las utilidades, así como las rentas de otros derechos 
sujetos al mismo régimen fiscal que las rentas de las 
acciones por la legislación del Estado Contratante de 
residencia de la sociedad que hace la distribución. 


6. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 3 no son 
apiicables si el beneficiario efectivo de los dividendos, 
residente de un Estado "Contratante, realiza en el otro 
Estado Contratante, del que es' residente la sociedad que 
paga. los dividendos, una actividad empresarial al través de 
un establecimiento permanente situado alli, y la 
participación -que genera, los dividendos está: vinculada 
efectivamente a: dicho establecimiento permanente. En tal 
caso' son aplicables.las disposiciones cel Artículo 7. 


Cuando una sociedad residente de un Estado. €ontratante 
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obtenga utilidades o rentas procedentes del otro Estado 
Contratante, ese otro Estado Contratante no podrá exigir 
impuesto alguno sobre los dividendos pagados por la 
sociedad; salvo en la medida en que escs dividendos se 
paguen a un residente de ese otro Estado o la participación 
que genera los dividendos esté vinculada efectivamente a un 
establecimiento permanente situado en ese otro Estado 
Contratante, ni tampoco someter las utilidades no 
distribuidas de la sociedad a un impuesto sobre las mismas. 
aunque los dividendos pagados o las utilidades no 
distribuidas consistan, total o parcialmente, en utilidades 
o rentas procedentes de ese otro Estado Contratante. 


Artículo 11 
INTERESES 


1. Los intereses procedentes de un Estado Contratante y 
pagados a un residente del otro Estado Contratante puedan 
someterse a imposición en ese otro Estado Contratante. 


2. Sin embargo, los intereses procedentes de un Estado 
Contratante pueden someterse también a imposición en ese 
Estado. Contratante según. la legislación de ese Estado 
Contratante, pero si el beneficiario efectivo de los 
intereses es un residente del otro Estado Contratante, el 
impuesto así exigido no podrá exceder del 10 por ciento del 
importe bruto de los intereses. 


3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, los 
intereses procedentes de un Estado Contratante podrán 


someterse a imposición solamente en el otro Estado 
Contratante si: 


(a) el-beneficiario efectivo de los intereses es esa 
otro Estado Contratante, una de sus subdivisiones 
políticas o autoridades locales, el banco central 
de sé otro Estado Contratante co cualquier 
institución de: propiedad exclusiva de ese otro 
Estado Contratante o una de sus subdivisiones 
políticas o autoridades locales; 


(b)] el beneficiario efectivo de los intereses es un 
residente de ese otro Estado Contratante; con 
relación a créditos garantizadcs, asegurados o 
indirectamente financiados por ese otro Estado 
Contratante, una de sus subdivisiones políticas o 
autoridades locales, el banco central de ese, otro 
Estado Contratante o cualquiez institución de 
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propiedad exclusiva de ese otro Estado 
Contratante o una de. sus subdivisiones políticas 
o autoridades locales; o 


(c) el beneficiario efectivo de los ¿intereses es un 
residente de ese otro Estado Contratante que es 


una institución financiera, siempre que dicho 
interés sea pagado: 


(i) por una institución finarciera que sea 
residente del Estado Contratante mencionado 
en primer lugar; o 


(ii) con relación a créditos garantizados por un 
período de al menos tres años para la 
financiación de.proyectos de inversión. 


€; El término “intereses”, en. el sentido de este 
Artículo, significa las rentas de. créditos de cualquier 
naturaleza, con o sin garantía hipotecaria o cláusula de 
participación en las utilidades del: deudor, y en particular 
las rentas de valores públicos y las rentas. de bonos y 
obligaciones, incluidas las primas y pramios' unidos a esos 

títulos, así como cualquier otra renta que esté sujeta al 
mismo tratamiento tributario que las rentas provenientes de 
préstamos de dinero por la legislación del Estado 
Contratante del cual proceda la' renta. Las rentas tratadas 
en el artículo 10 y las penalizaciones >or mora en el paco 
no se consideran intereses a efectos del presente Artículc. 


S. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y. 3 no son 
aplicables si el beneficiario efectivo de los intereses, 
residente de un Estado Contratante, realiza en el otro 
Estado Contratante, del que proceden los intereses, una 
actividad empresarial por medio de un establecimiento 
pezmanente: sítuado allí, y el crédito que genera” los 
intereses: está vinculado efectivamente a dicho 
establecimiento permanente. En tal caso son aplicables las 
disposiciones del Artículo 7. 


6. Los intereses se consideran procedentes de 'un Estado 
Contratante' cuando el deudor sea un residente de- ese Estado 
Contratante. Sin .embargo, cuando el deudor de los 
intereses, sea. o no residente de un Estado Contratante, 
tenga en un Estado” Contratante un establecimiento 
permánente en relación con el cual se haya contraído la 
deuda por la que sé pagan los intereses, y estos últimos 
son soportados por el citado establecimiento permahente, 
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dichos intereses se considerarán procedentes del Estado 


Contratante en que esté situado el susodicho 
establecimiento permanente. 


Ye Cuando en razón de las relaciones especiales 
existentes entre el deudor y el beneficiario efectivo, o de 
las que uno y' otro mantengan con terceros, el importe de 
los intereses, habida .ccuenta del crédito por el que se 
paguen, exceda del que hubieran convenido el deudor y el 
acreedor en ausencia de tales relaciones, las disposicicnes 
de este Artículo no se aplicarán más que a este últimc 
imvorte.. En tal caso la cuantía en exceso pocrá: someterse 
a imposición dé acuerdo con la legislación de cada Estadc 


Contratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones del 
presente Convenio. 


Artículo 12 
RESALÍAS 


1. Las regalías procedentes de un Estado Contratante y 
pagadas a un residente del otro Estado Contratante pueder 
someterse,a' imposición en ese otro Estado Contratante. 


2. Sin embargo, las regalías procedentes de un Estado 
Contratante también pueden "someterse a imposición en ese 
Estado Contratante según la legislación de ese Estado 
Contratante, pero si el beneficiario efectivo de las 
regalías es residénte del otro Estado Contratante, el 
impuesto así exigido nó podrá exceder del 10 por ciento del 
importe bruto de las regalías. 


3. El. término “regalías”, en el sentido de este Artículo, 
significa las cantidades de cualquier clase pagadas por el 
uso, o la concesión de uso, de derechos de autor sobre 
obras literarias, artísticas o científicas, incluídas las 
películas cinematográficas y las pelícuias o cintas para su 
difusión radial o televisiva, o de patentes, marcas, 
diseños o modelos, planos, o fórmulas o procedimientos 
secretos, o por informaciones relativas a experiencias 
industriales, comerciales o científicas. 


4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 no son 
aplicablés si el beneficiario efectivo de las regalías, 
residente de un Estado Contratante, realiza en el otro 
Estado Contratante del que proceden las regalías, una 
actividad empresarial por medio dé un establecimiento 
permanente situado állí, y el bien o el derecho por. el que 
se pagañ las regalías está vinculadó efectivamente a. dicho 
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estabiecimiento permanente. En tal caso son aplicables las 
disposiciones del Artículo 7. 


5. Las regalías se consideran procedentes de un Estado 
Contratante cuando el deudor sea un residente de: ese Estado 
Coñtratante. Sin embarco, cuando el ceudor de las 
regálías; sea o no residente de un Estado Contratante, 
tenca en un Estado Contratante un establecimiento 
permanente en relación con el cual se haya contraído la 
obligación del pago de las regalías, y tales regalías son 
sóportadas por el citado establecimiento pezmanente, dichas 
regalías se considerarán procedentes del Estado Contratante 


en que esté situado el susodicho establecimiento 
permanente. 


6. Cuando, por las relaciones especiales existentes entre 
el deudor y' el beneficiario efectivo o por: las que uno y 
otro ¡mantengan con :terceros,' 'el importe de las: regalías, 
habida Cuenta del .uso, derecho o información por las que se 
pagar, ,exceda: del que habrían 'convenido el deúdor y. el 
beneficiario efectivo en ausencia de tales relaciones, las 
disposiciones de este Artículo'no' se aplicarán más que a 
este último importe. En tal caso la cuantía en exceso 
pod:á someterse a imposición de acuerdo con la legislación 
de cada' Estado Contratante, teniendo en cuenta las demás 
disposiciones del presente Convenio. 


Artículo 13 
GANANCIAS DE CAPITAL 


p Las ganancias que un residente de un Estado 
Contratante cbtenga de la enajenación de propiedad 
inmobiliaria tal como se define en el Artículo 6, situada 
en el otro Estado Contratante, pueden someterse a 
imposición en.ese otro Estado Contratante. 


2.  Las-.ganancias derivadas de la enajenación de cualquier 
propiedad, distinta a la propiedad inmobiliaria a que 
refiere el Artículo 6, que forme parte del activo de un 
establecimiento permanente que. una empresa de un Estado 
Contratante tenga en el otro "Estado Contratante, «incluyendo 
las ganancias dérívadas de la enajenación de dicho 
establecimiento pérmanente (sólo o con el «conjunto de la 


empresa), pueden someterse a imposición en ese otro Estado 
Contratante. 


3. Las ganancias de una empresa de un Estado Contratante 
que explote buques o aeronaves en tráfico internacional. 
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derivadas de la enajenación de dichos buques o aeronaves, O 
de cualquier propiedad, distinta a la propiedad 
inmobiliaria a que refiere el Artículo 6, afecta a la 
explotación de dichos buques o aeronaves, podrán someterse 
a impósición solamente en ese Estado Contratante. 
4. Las ganancias obtenidas por un residente de un Estado 
Cortratante:en.la enajenación de acciones de una sociedad o 
de otros derechos comparables, tales como pa:ticipaciones 
en 'una' sociedad de personas —partnership- o un fideicomiso, 
pueden someterse a imposición en el' otro Estado Contratan:e 
si; en cualquier momento durante los 3€5 días anteriores a 
la. enajenación, al menos el 50 por cierto del valor de 
tales acciones o' derechos comparables procede,: de forma 
iírecta o indirecta, de propiedad inmobiliaria en el 
sentido del “Artículo 6, situada én ese otro .Estado 
Contratante, a menos que dichas acciones o: derechos 
cornparables se negocien 'en una bolsa de valores reconocidz 
y el residente y las personas relacicnacas con ese 
residente posean en conjunto el 5 por cierto c menos de la 
clase de dichas acciones o derechos comparables. 


S. Las ganancias obtenidas por un residente deiun Estado 
Contratante derivadas de la enajenación de derechos cue, 
directa o indirectamente, le permitan al propietario de 
tales derechos el disfrute de propiedad inmobiliaria tal 
como*se define-en el Artículo 6, situada en el otro Estadc 


Contratante, pueden someterse a imposición en ese ctre 
Estado Contratante. 


6. Las ganancias derivadas de la enajenasión de cualquier 
otro bien distinto de los mencionados en los apartados 
anteriores de este Artículo, pueden someterse a imposición 
sólo en el Estado Contratante en que resida el enajenante. 


Artículo 14 
RENTA DEL TRABAJO DEPENDIENTE 


ds Sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos 15,. 17 
y 18 los sueldos, salarios y otras remuneraciones similares 
obtenidas por uh residente de un Estadó Contratante en 
razón «de un trabajo dependiente sólo pueden someterse a 
imposición en. ese Estado Contratante, a no ser que el 
trabajo. dependiente se desarrolle en el otro Estado 
Contratante. Si el trabajo'dependiente se desárrolla en 
este último Estado Contratante, as remuneraciones 


derivadas del mismo pueden someterse a inposición en ese 
otr3 Estado Contratante. 
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2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, las 
remuneraciones obtenidas por un residente de un Estaco 
Contratante en razón de un trabajo dependiente realizado en 
el otro Estado Contratante sólo pueden someterse a 
imposición en el Estado Contratante mencionado en primer 
lugar si: 

(a) el perceptor permanece en el otro  Estaco 
Contratante durante un período o períodos cuya 
duración no exceda, 'en conjunto,. de 183 días en 
cualquíer período de doce meses que comience o 
termine en el año fiscal considerado, y 


(b) las remuneraciones son pagadas pcr, o en nombre 


de, un empleador que no sea residente del otro 
Estado Contratante, y 


(c) las remuneraciones no. son soportadas por un 
establecimiento permanente que el empleador tenga 
en el otro Estado Contratante. 


3. No obstante las disposiciones precedentes de este 
Artículo,. las remuneraciones obtenidas por un residente de 
un Estado Contratante por un trabajc dependiente como 
miembro .de la dotación regular de un buque o aeronave, que 
es realizado a bordo de un buque o aeronave explotado en 
tráfico internacional, que no sea a bordo de un buque o 
aeronave explotado únicamente dentro del otro Estado 
Contratante, pueden someterse a imposición solamente en el 
Estado Contratante mencionado en primer lugar. 


Artículo 15 
HONORARIOS DE DIRECTORES 


Los honorarios de directores y otras retribuciones 
similares que un residente de un Estado Contratante obtenga 
como miembro del directorio o de un órgano similar, de una 
sociedad residente del otro Estado Contratante pueden 
someterse a imposición en ése otro Estado Contratante. 


Artículo 16 Ñ 
ARTISTAS DEL ESPECTÁCULO Y DEPORTISTAS 


1. No obstante lo dispuesto en el Artículo 14, "las rentas 
que Un residente de un Estado Contratante obtenga dél 
ejercicio de $us actividades personales en el otro Estadó 
Contratante en calidad de artista dél espectáculo, «tal como 
actor de teatro, cine, radio o televisión o músico. o comó 
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deportista, pueden someterse a imposición en ese otre 
Estado Contratante. 


2. No óbstante lo dispuesto en'el Artículo 14, cuando las 
rentas ¡derivadas de las actividades personales de los 
artistas del espectáculo o los deportistas, actuando en esa 
calidad, se atribuyan no ya al propio artista del 
espectáculo o deportista sino a otra persona, dichas rentas 
pueden someterse a imposición en el Estado Contratante 


donde se realicen las actividades del artista del 
espectáculo o del deportista. 


Artículo 17 
PENSIONES 


Sin perjuicio de. lo dispuesto en el apartado 2 del 
Artículo 18, las pensiones y demás remuneraciones similares 
cuyo. beneficiario efectivo.sea un .residente de .un Estado 


Contratante sólo pueden someterse a imposición en ese 
Estado Contratante. 


Artículo 18 
FUNCIONES PÚBLICAS 


1. (a) Los sueldos, salarios y otras remuneracior.es 
similares, pagadas por un Estado Contratante o 
por uúuna de sus subdivisiones políticas oO 
autoridades locales a una persona física por les 
servicios prestados a ese Estadc Contratante o a 
esa subdivisión política o autoridad local, sélo 


pueden someterse a imposición en ese Estado 
Contratante. 


(b) Sín embargo, dichos sueldos, salarios y 
remuneraciones sólo pueden someterse a “imposición 
en el otro Estado Contratante si los serviciós se 
prestan en ese otro Estado Contratante y la 
persona física es un residente de ese Estado 
Contratante que: 


(i) es nacional de ese otro ZIstado Contratante, 
o 


(ii) no ha adquirido la condición de residente de 
ese Estado  Contratan:te solamente para 
prestar los servicios. 


Za (a) No obstante lo dispuesto en el apaftadco 1, las 
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pensiones y otras remuneraciones similares 
pagadas por un Estado Contratante o por una de 
sus subdivisiones políticas o autoridades 
locales, bien directamente o ccn cargo a fondos 
que fueron constituidos por ellos o a los que 
hayan realizado contribuciones, a una persona 
física por -los servicios prestados a' ese Estado 
Contratante o a esa. subdivisión política o 
autoridad  locál, sólo pueden, someterse a 
imposición en ese Estado Contratante. 


(b) Sin embargo, dichas pensiones y otras 
remuneraciones similares sólo pueden someterse a 
imposición en el otro: Estado -Contratante si la 


persona física es residente y nacional de ese 
Estado Contratante. 


3. Lo dispuesto en los Artículos 14, 15%, 16, y 17 se 
aplica a : los sueldos, salarios, pensiones, y otras 
remuneraciones similares, pagados ¡por . los servicios 
prestados en el marco de una actividad o un negocio 
realizado por .un Estado Contratante o pó9r una de sus 
subdivisiones políticas o autoridades locales. 


Artículo 19 
ESTUDIANTES 


Las cantidades que reciba para cubrir sus gastos de 
manutención, estudios o capacitación un estudiante o una 
persona en prácticas' que sea, o haya sido inmediatamente 
antes de llegar a un Estado Contratante, residente del otro 
Estado. Contratante y que se encuentré en el Estado 
Contratante mencionado en primer lugar son el único fin de 
proseguir sus estudios o capacitación, no pueden someterse 
a imposición en ese Estado Contratante siénpre que procedan 
de fuentes situadas fuera de ese Estado Contratante. La 
exención prevista por este Artículo se aplicará a' una 
persona en prácticas solamente por un período que no exceda 
de un año a partir de la fecha en que comience su 
capacitación en ese Estado Contratante. 


Artículo 20 
SOCIEDAD DE PERSONAS SILENCIOSA 
(SILENT PARTNERSHIP) 


No obstánte cualquier otra disposición dél presente 
Convenió, cualquier renta obtenida por un socio 'silencioso 
que sea residente de un Estado Contratante con respecto a 
un contrato de suciedad silenciosa u otro contrato similar, 
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podíá someterse a imposición en el otro Estado Contratante 
de acuerdo con la le islación de ese otro Estado 
Contratante, siempre que dichas rentas procedan de ese otro 
Estadó' Cóntratante y sean deducibles al calcular las rentas 
gravadás del pagador en ese otro Estado Contratante. 


Artículo 21 
OTRAS RENTAS 


1. Las rentas cuyo beneficiario efectivo sea un residente 
de un Estado Contratante, cCualquieza que fuese su 
procedencia, no mencionadas en los anteriores Artículos del 


presente Convenio podrán someterse a imposición solamente 
en ese Estado: Contratante. 


2. Lo dispuesto en el apartado 1 no es aplicable a las 
rentas, distintas de las, derivadas de la propiedad 
inmobiliaria en el sentido del apartado, 2 del Artículo 6, 

cuando el beneficiario efectivo de' dichas rentas, residente 
de” un Estado Contratante, realice en “el otro Estado 
Contiatante una actividad o un negocio por medio de un 
establecimiento permanente .situado en el mismo, - y el 
derecho o- bién por el que se pagan las rentas esté 
vinculado: efectivamente a dicho establecimiento permanente. 
- tal: caso son aplicables las disposiciones del Artículo 


3. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, las 
rentas de un residente de un Estado Contratante no 
mencionadas en los anteriores Artículos de este -Convenio 
que procedan del otro Estado Contratante, pueden someterse 
a imposición en ese otro Estado Contratante. 


Artículo 22 
ELIMINACIÓN DE LA DOBLE IMPOSICIÓN 


1. En Japón, la doble imposición se eliminará de la 
manéra siguiente: 


Sujeto a las disposiciones de la legislación de Japón 
respecto .del otorgamiento de un “crédito contra el. impueszo 
japonés del impuesto a ser abonado en cualquier país que no 
sea Japón, cuando un residente de Japón obtenga rentas 
provenientes .de Uruguay que puedan someterse a ¡imposición 
en Uruguay de conformidad con las disposiciones. del 
presente «Convenio, el monto del impuesto uruguayo a ser 
abonado con relación a esa renta se reconocerá como ur 
crédito contra el imbuesto ¡avonés ablicable a ese 
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residente. Sir embargo, el monto del crédito no pcdrá 
exceder el impuesto japonés que corresponda a esa renta. 


Z. En "Uruguay, la doble imposición se eliminará de la 
manera siguiente: 


(a) los residentes de Uruguay que obtengan rentas 
que, conforme a la legislación japonesa y a las 
disposiciones del presente Convenio, hayan sidc 
sometidas a imposición en Japón, podrán acreditar 
el impuesto abonado en tal concepto contra 
cualquier impuesto uruguayo a ser abonado con 
relación a la misma renta, sujeto a las 
disposiciones aplicables de la legislación 
uruguaya. Sin embargo, tal deducción .no podrá 
exceder la. parte del impuesto uruguayo sobre la 
renta, calculado previo al otorgamiento de la 
misma. 

(b) Cuando de conformidad ccn cualquiera de las 
disposiciones de este Convenio, la renta obtenida 
por un residente de Uruguay esté exenta de 
impuestos en Uruguay, .Uruguay podrá, no'obstante, 
tomar en consideración ' las rentas exentas para 


calcular el impuesto sobre el resto de las rentas 
de ese residente. 


Artículo 23 
NO DISCRIMINACIÓN 


n A Los nacionales de un Estado Contratante no serén 
sometidos en el otro Estado Contratante a ningún impuesto u 
obligáción relátiva ál mismo que no se exijan o que sean 
más grávosos que aquellos a los que estén o puedan estar 
sometidos los nacionalés de ese otro Estado Contratante que 
se encuentren en las mismas condiciones, en particular con 
respecto a la residencia. No obstante lo dispuesto en el 
Artículó 1, las disposiciones de este apartado'son también 
aplicables a las personas que no sean residentes de uno o 
de nihguno de los Estados Contratantes. 


2. Los establecimiéntos permanentes que una empresa de un 
Estado Contratante tenga.-en-el otto Estado Contratante no 
seián sometidós «a imposición. en 'ese Estado Contratante ce 
manera menos favorable que lás empresas de ese otro Estado 
Contratante que: reálicen las mismas actividades. Las 
disposiciónes' de este apartado no podrán interpretarse en 
el sentido.de obligar a un Estado Contratánte a conceder a 
los residentes del otro Estado Contratante las déducciores 
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personales, desgravaciones y reducciones impositivas que 
otorgue a sus: propios residentes en consideración a su 
estádo civil o cargas familiares. 


3. A menos cue se apliquen las disposiciones del apartado 
1 del Artículo 9, del apartado 7 del Artículo 11 o del 
apartado 6 del Artículo 12, los intereses, regalías y demás 
gastos pagados por una empresa de un Estado ire Mir a 
un residente del otro Estado Contratante serár. deducibles 
para' determinar las utilidades sujetas a imposición de 
dicha empresa, en las mismas condiciones que si ge hubieran 


ps a un residente del Estado mencionado en primer 
ugar. 


4. Las empresas de un Estado Contratante cuyo capital 
esté, total o parcialmente, poseído o contrelado, directa o 
indirectamente, por úno o varios residentes del otro Estado 
Contratante, no se «someterán en el Estado Contratante 
mencionado en primer lugar a ningún impuesto u obligación 
relativa al mismo que no se exijan o que sean más gravosos 
que aquellos a los que .eestén o- puedan estar sometidas otras 


empresas similares del Estado Contratante mencionado en 
primer lugar. 


5. Nada en este Artículo podrá interpretarse en el 
sentido de impedir que cualquiera de los Estados 


Contratantes establezca un impuesto según se describe en el 
apartado 5 del Artículo 7. 


6. No obstante las disposiciones del Artículo 2, las 
disposiciones del presente Artículo son aplicables a tocdcs 
los impuestos, cualquiera que sea su naturaleza 0 
denominación, percibidos por un Estado Contratante o pcr 
sus subdivisiones políticas o autoridades lccales. 


Artículo 24 
PROCEDIMIENTO AMISTOSO 


Ll. Cuando una persona considere que las medidas adoptadas 
por uno o por ambos Estados Contratantes implican o pueden 
implicar para ella una- imposición que no esté conforme con 
las disposiciones del presente Convenio podrá, con 
independencia de los recursos previstos por el derecho 
interno de esos Estados Contratantes, someter su caso a la 
autoridad competente de cualquiera de .lo3 Estados 
Contratantes. El caso deberá ser planteado dentro de los 
tres años siguientes a la primera notificación de la medida 
que implique una imposición no conforme a las disposiciones 
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del Convenio. 


Ln La autoridad competente, si la reclamación le parece 
fundada y si no puede por sí misma encontrar una solución 
satisfactoria, hará lo posible por resolver la cuestión por 
medió de un acuerdo “amistoso con la autcridad competente 
del : otro Estado Contratante, a fin de evitar una imposición 
queno” se'ajuste a las oposiciones del presente Convenio. 
El acuerdo será aplicable independientemer.te de los plazos 


previstos por el derecho interno de los Estados 
Contratantes. 


3. Las autoridades competentes de los Estados 
Contratantes harán lo posible por resolver las dificultades 
o las dudas que plantee la interpretación o aplicación del 
presente Convenio por medio de un acuerdo amistoso. 
También podrán ponerse de acuerdo para tratar de eliminar 


la doble imposición en los casos no previstos en el 
Convenio. 


£. A fin de llegar a un acuerdo en el sentido de los 
apartados. anteriores, las autoridades competentes de los 
Estadós Contratantes podrán comunicarse directamente, 
incluso en el seno de una comisión mixta integrada yor 
ellas mismas o sus representantes. 


5, Cuando 


(a) en virtud del apartado 1, una persona ha 
presentado un caso a la autoridad competente de 
un Estado Contratante. alegando que las acciones 
de uno o ambos Estados Centratantes le han 
ocasionado una imposición nc conformé con las 
disposiciones del presente Convenio, y 


(b) 1á5 autoridades competentes nc logran álcanzar un 
ácuerdo para resolver ese cáso conforme a lo 
dispuesto en el apartado 2, en un plazo de dos 
años a partir de la fecha en que: toda la 
información requerida ¡por las autoridades 
competentes para resolver el caso se haya 
proporcionado a ambas autoridades competentes, 


todos los temas no resueltos que surjan del caso serán 
sometidós a arbitraje:si la persona así lo solicita per 
escrito y las autoridades competentes de los Estadcs 
Contratantes ásí lo acuerdan. Sin embargo, estos temas no 
resueltos no serán sometidos a arbitraje si ya existiera un 
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fallo expedido por una corte o tribunal administrativo /de 
cualquiera de los Estados Contratantes. A menós que una 
persona directamente afectada por el caso no acepte el 
acuerdo amistoso que implementa el fallo arbitral, dicho 
fallo'será vinculante para ambos Estados Contratantes y se 
implementará independientemente de los plazcs previstos por 
el' derecho interno de estos Estados. Contratantes. Las 
autoridades competentes de los Estados Contratantes 


establecerán de mutuo acuerdo el modo de aplicación de este 
apaztado. 


Artículo 25 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 


l. Las autoridades competentes de les Estados 
Contratantes intercambiarán la información previsiblemente 
pertinente para aplicar lo dispuestc en el presente 
Convenio o para administrar y exigir lo dispuesto en la 
legislación nacional de -los Estados Contratantes relativa a 
los impuestos de, toda clase y naturaleza percibidos por los 
Estados Contratantes, -sus subdivisiones o autoridades 
locales en la medida en que la imposición prevista en el 
mismo no “sea contraria al Convenio. El intercambio de 
información no vendrá limitado por los Artículos 1 y 2. 


La La información recibida por un Estado Contratante en 
virtud del apartado 1 será mantenida secreta de la misma 
formá que la información obtenida en virtud del derecho 
interno de ese Estado Contratante y sólo se cesvelará a las 
personas o autoridades (incluidos los tribunales y órganos 
administrativos) encargadas de la liquidación o recaudación 
de los impuestos -a los que hace referencia el apartado 1, 
de su aplicación efectiva o de la persecución del 
incumplimiento relativo a los mismos, de la resolución de 
los recursos en relación con los mismos.o de la supervisiór 
de las funciones anteriores. Dichas personas o autoridades 
sólo utilizarán esta información para estos fines. Podrán 
desvelar la información en las audiencias públicas de les 
tribunales o en las sentencias judiciales. No obstante lc 
anterior, la información recibida por un Estado Contratante 
puede ser usada para otros propósitos cuando dicha 
información pueda ser usada para esos otros 'propósites 
confórme la legislación vigente de  ambcs Estados 
Contratantes, y la autoridad competente del Estado 


Contratante que suministre la información autorice dicho 
uso. 


Se En: ningún caso las: disposiciones de los apartados 1 y 
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2 podrán interpretarse en el sentido: de obligar a un Estado 
Contratante a: 


la) adoptar medidas administrativas contrarias a su 
legislación o práctica administrativa, o a las 
del otro Estado Contratante; 


(b) suministrar información que no se pueda obtener 
sobre' la base de su propia legislación o en el 
ejercicio de su práctica administrativa normal, o 
de las' del otro Estado Contratante; 


(c) suministrar información que revele secretos 
comerciales, gerenciales, industriales o 
profesionales, procedimientos comerciales 0 


informaciones cuya comunicación .sea contraria al 
orden público. 


4. Si un Estado. Contratante solicita información conforme 
al presente Artículo, el otro Estado Cor.tratante utilizará 
las medidas para recabar 'información de que disponga con el 
fin de obtener. la información solicitada, aun' cuando ese 
otro Estado Contratante ' pueda. no necesitar dicha 
información para su3 propios fines tritutarios. La 
obligación precedente está limitada por lo dispuesto en el 
apartado. 3 siempre y' cuando este apaztado no sea 
intetpretado para impedir a un Estado Contratante 
proporcionar información exclusivamente por la ausencia de 
interés doméstico en' la misma. 


5. En ningún caso las disposiciones del apartado 3 se 
interpretarán en el sentido de permitir a un Estacc 
Contratante negarse a proporcionar información únicamente 
porque ésta obre en poder de bancos, otras instituciones 
financieras, o de. cualquier persona que, actúe en calidad 
representativa o fiduciaria o porque esa información haga 


referencia a la participación en la titularidad de una 
persona. 


Artículo 26 
ASISTENCIA EN LA RECAUDACIÓN DE IMPUESTOS 


1. Los Estádos Contratantes se prestarán ¿sistencia mutua 
en la .recaudación de sus créditos tributarios. Esta 
asistencia no está limitada por los Artículos 1.y 2. Las 
autoridades competentes de los Estados Contratantes. podrán 
establecer de mutuo acuerdo el modo dé aplicación Je" este 
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Artículo. 


Za La expresión “crédito tributario” en el sentido da 
este Artículo significa todo importe debido en concepto dea 
los siguientes impuestos, en la medida en que esta 
imposición no sea contraria al presente Convenio o a 
cualquier otro instrumento del que los Estados Contratantes 
sean parte; la expresión comprende igualmente los 
intereses, sanciones administrativas y costos de 


recaudación o de establecimiento de medidas cautelares 
relacionados con dicho importe: 


(a) en Japón: 


(1) los impuestos mencionados en las cláusulas 
(1) a (iv) del subapartado (a) del apartado 
3 del Artículo 2; 

(ii) el impuesto especial a las sociedades para 
la reconstrucción; 


(iii) el impuesto al consumo; 
(iv) el impuesto local al consumo; 
(v) el impuesto a las herencias; y 
(vi) el impuesto a las donaciones; 
(b) en Uruguay: 


(1) los impuestos mencionados en el subapartado 
(b) del apartado: 3 del Arzículo 2;, 

(11) el impuesto al consumo (Impuesto al Valor 
Agregado); y 


(iii) el impuesto al patrimonio: 


(c) cualquier otro impuesto que pueda acordarse de 
vez en cuando entre -los gobiernos de los Estados 
Contratantes: a través de un intezcambio de notas 
diplomáticas; 


(d) cualquier impuesto idéntico o sustancialmente 
similar-que se establezca después de la fecha de 
la firma del Convenio, que se añada o sustituya a 


los impuestos referidos en los subapartados la), 
(b) o (c). 
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3. Cuando un crédito tributario de un Estado Contratante 
sez exigible en virtud del Derecho de ese Estado 
Contratante y el deudor sea una persona que conforme al 
Derecho de ese Estado Contratante no pueda impedir en ese 
momento su recaudación, las autoridades competentes del 
otro Estado Contratante, a petición de las “autoridades 
competentes del primer Estado Contratante, ace>tarán dicho 
crédito tributario para los fines de su recaudación por ese 
otro Estado Contratante. Dicho otrc Estado Contratante 
recaudará el crédito tributario de acuerdo con lo dispuesto 
en su legislación relativa a la aplicación y recaudación de 
sus propios .impuestos como si se tratara de un crédito 
tributario propio que cumple: las condiciones que le 
permiten al otro Estado Contratante hacer una solicitud en 
virtud de. este apartado. 
4. Cuando un crédito tributario de un Estado Contratante 
sea de naturaleza tal que ese Estado Contratante pueda, en 
virtud de su Derecho interno, adoptar medidas cautelares 
que aseguren su recaudación, las autoridades competentes 
del otro Estado Contratante, a petición de las autoridades 
competentes del primer. Estado Contratan:e, aceptarán dicho 
crédito tributario para los fines de:adoptar tales medidas 
cautelares. Ese otro Estado Contratante. adoptará las 
medidas cautelares de acuerdo con lo dispuesto en su 
legislación como si' se tratara de un crédito tributario 
prcpio, aún cuando en el momento de aplicación de dichas 
medidas el crédito tributario no fuera exigible en el 
Estado Contratante mencionado en primer lugar: o su deudor 
fuera una persona con derecho a impedir su recaudación. 


5. No obstante lo dispuesto en los apartados ,3 y 4, un 
crédito tributario aceptado por la autoridad competente de 
un Estado Contratante a los efectos de dichos apartados, no 
estará sujeto en ese Estado Contratante a la prescripción 2 
prelación aplicables a los créditos tributarios conforme a 
su Derecho interno por razón de su naturaleza de crédito 
tributario. Asimismo, un crédito tributario aceptado por 
la autoridad competente de un Estado Contratante a los 
efectos de los apartados 3:o 4 no disfrutará en ese Estado 
Contratante de las prelaciones aplicables a los créditos 


tributarios en: virtud del Derecho del otro Estado 
Contratante. 


6. Los actos realizados por un Estadc Contratante en la 
recaudación de un crédito tributario aceptado por la 
autoridad competente de ese Estado- Contratante a Zlos 
efectos de..los apartados 3 o 4, que si fueran ejecutados 
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pox el otro Estado Contratante tendríar el efecto de 
suspender o interrumpir la prescripción aplicable al 
crédito tributario. de acuerdo con las leyes deese-.otro 
Estadó Contratante .tendrán tal efecto en virtud de las 
leyes de ese otro Estado Contratante. La autoridad 
competente del primer Estado Contratante bal informar a 
la autoridad competente del otro Estado Contratante el 
haber'irealizado tales actos. 


Us WVingún procedimiento relativo a la existencia, validez 
o cuahtía del crédito: tributario de un Estado Contratante 
podrá incoarse ante los tribunales u órganos 
administrativos del otro Estado Contratar.te. 


8. Cuando, en un momento posterior a la solicitud de 

recaudación realizada, por la autoridad competente de ur 

Estado Contratante en virtud de los apartados 3 o 4, y 

previo a su recaudación y remisión por el otro Estado 
Contratánte, el crédito tributario dejará de ser 

la) en el caso de una solicitud presentada en virtud 

del apartado 3, un crédito exigible conforme al 

Derecho interno del Estado Contratánte mencionado 

en primer lugar y cuyo'deudor.fueza una persor.a 

que en ese momento y según el Derecho de'ese 


Estado Contratante "no pudiera impedir su 
recaudación, o 


(b) en el caso de una solicitud presentada en virtud 
del apartado 4, un crédito tributario cor. 
respecto al cual, conforme al Derecho interno del 
Estado Contratante mencionado en primer lugar, 
pudieran adoptarse medidas cautelares para 
asegurar su recaudación 


la autoridad competente del Estado Contratante mencionado 
en primer lugar notificará sin dilación a. la autoridac 
competente del.otro Estado Contratante este hecho y, segúr. 
decida la autoridad competente de ese otro Estado 
Contratánte, la autoridad competente del Eszado Contratante 


mencionado en primer lugar suspenderá oO retirará su 
solicitud. 


9. En ningún caso. las disposiciones de este Artículo se 


interpretarán en el -sentido de obligar a úun Estado 
Contratante a: 


(a) adoptar: medidas administrativas contrarias a su 
legislación o práctica administrativá d a las del 
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otro Estado Contratante; 


(b) adoptar medidas contrarias al order público 
(ordre public); 


(c) suministrar asistencia cuando el otro Estado 
Contratante no haya aplicado, razonablemente, 
todas las medidas cautelares o para la 
recaudación, según el caso, Ce que disponga 
conforme a su legislación o práctica 
administrativa; 


(d) suministrar asistencia en aquellos casos en que 
la carga acministrativa para ese Estado 
Contratante esté claramente 4esproporcionada cor. 


respecto al beneficio que vaya a obtener el otro 
Estado Contratante. 


Artículo 27 


MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS 
Y DE OFICINAS CONSULARES 


Las disposiciones del presente Convenio no afectarán a 
los privilegios fiscales de que disfruten los miembros de 
las misiones diplomáticas o de. las 'oficinas consulares de 
acuerdo con los principios generales del derecho 


internacional o en virtud de las disposiciones de acuerdos 
especiales. 


Artículo 28 
DERECHO A LOS .-BENEFICIOS 


l. (a) Cuando 


(1) una empresa de un Estado Contratante obtenga 
rentas procedentes del otro Estado 
Contratante y el Estado mencionado en prirer 
lugar considere dichas rentas como 
atribuibles a un estableciriento permanente 
de la empresa situada en una  tercerz 
jurisdicción; y 


(ii) los beneficios atribuibles a dicho 
establecimiento permanente estén exentos de 
imposición en el Estado Contratante 
mencionado en primer lugar, 


los beneficios en virtud de este Convenio no se 
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aplicarán a ningún elemento de renta sobre el que 
el. impuesto en la tercera jurisdicción sea 
inferior al '60. por ciento: dal impuesto que se 
hubiéra “aplicado en “el ZIstado Contratante 
mencionado en primer lugar sobre dicho elemento 
de renta 'en "caso de que el establecimiento 
permanente estuviera situado en él. Zn tal caso, 
toda. renta a 'la"que sean aplicables las 
disposiciones' de, este apartado seguirá siendo 
gravable conforme a la normatíva interna del otro 
Estado : ' Contratante, con independencia de 
cualquier otra disposición dez Convenio. (b) 
Las disposiciones del susapartado (a) no se 
aplicarán si la renta procedente del otro' Estado 
Contratante descripto en ese subapartado, 
proviene del ejercicio efectivo de una actividad 
económica a través de un establecimiento 
permanente (que no sea la inversión, gestión o 
simple tenencia de inversiones por cuenta de la 
empresa, a menos que se trate de una actividad de 
banca, seguros o valores efectuada por'un banco, 
una compañía .de seguros o un agente de. valores 


+ MS respectivamente), o es incidental a 
ella. 


En caso de"que en virtud de las disposiciones del 
subapartado (a) se denieguen los beneficios 
previstos en el Convenio «respecto de un elemento 
de rénta obtenido por un residente de un Estado 
Contratante, la autoridad competente del otro 
Estado Contratante podrá, no orstante, conceder 
dichos beneficios en relación con ese elemento de 
renta si, en respuesta a una solicitud planteada 
por dicho residente,. dicha autcridad competente 
determina que la concesión de los beneficios está 
justificada a la vista de las razones por las que 
dicho residente no satisfizo los requisitos de 
los  subapartados (a) y  (b) (tal como la 
existencia de pérdidas). La autoridad competente 
del Estado Contratante al que se presenta la 
solicitud a la que se refiere la frase anterior 
por un residente del otro Estado Contratante, 
consultará con la autoridad competente de ese 
otro - Estado Contratante antes de aceptar 0 
denegar la petición. 


2. No obstante las demás disposiciones de este: Convenio, 
los beneficios concedidos en virtud del mísmo no se 
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otorgarán respecto de un elemento de renta cuando sea 
razonable concluir, teniendo en cuenta todos los hechos y 
circunstancias pertinentes, que el acuerdo: u operación que 
directa o indirectamente genera el derecho a-percibir ese 
beneficio. tiene. .entre sus objetivos principales la 
obtención del mismo, excepto cuando se determine que' la 
concesión del: beneficio en esas circunstancias es conforme 


con el objeto. y propósito de las disposiciones pertinentes 
del Convenio. 


Artículo 29 
ENTRADA EN VIGOR 


1. El presente Convenio será aprobado de conformidad con 
los procedimientos legales de cada uno de los Estados 
Contratantes y entrará en vigor treinta días después de la 


fecha de intercambio de las notas diplomáticas que indiquen 
dicha aprobación. 


Ze Este Convenio surtirá efecto: 


(a) con respecto a los impuestos recaudados sobre la 
base “de un año fiscal, para los impuestos de 
cualquier año. fiscal que comience en o después 
del 1 de enero'del año. calendario siguiente a 
aquél en que entre en vigor el Convenio; y 


(b) con respecto a los impuestos no recaudados sobre 
la base 'de un año fiscal, para los impuestos 
recaudados en o'a partir del 1 de enero del año 
calendario siguiente a aquél en que: entre en 
vigór el Convenio. 


3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, las 
disposiciones de los Artículos 25 y 26 surtirán efecto az 
partir de la fecha de entrada en v:gor del presente 
Convenio, independientemente de la fecha en que los 


impuestos sean recaudados o del año Ziscal al cual 
refieran. 


Artículo 30 
TERMINACIÓN 


El presente Convenio permanecerá en vigor mientras nc 
se termine por un Estado Contratante. Cualquiera de lo: 
Estádóos .. Contratantes . puede terminar el . Cónvenio, 
cómunicándolo  pór vía diplomática al otro Estadc 
Contratante ¿ón al menos seis meses de antelación al¡.fina] 
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de cualquier año calendario que comience luego de que 
transcurra un período de cinco años desde la fecha en la 


cual. entre en vigor el “Convenio. En tal caso, el Convenio 
dejará de surtir. efecto: 


(a) con respecto a los impuestos recaudados sobre la 
base de un año fiscal, para cs impuestos de 
cualquier año fiscal que comience en o después 
del 1 de enero del año calendario siguiente a 
aquél en que se haga la comunicación; y 

(b) con..respecto a los impuestos no recaudados sobre 
la base.de -un año fiscal, para los impuestos 
recaudados en o a partir del 1 de enero del año 
calendario siguiente a aquél en que se haga la 
comunicación. 


EN TE DE LO CUAL, los signatarios, debidamente 


autorizados a tales efectos por sus respectivos gobierncs, 
han firmado el presente Convenio. 


Hecho en duplicado en Montevideo el día 13 de 
septiembre de 2019 en idioma español, japonés e inglés, 
siendo todos los textos igualmente auténticos. En el casc 


de divergencias de interpretación, prevalecerá la versión 
en inglés. 


PAIN GA 


Por Japón 


del Uruguay 
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Texto del protocolo 


PROTOCOLO 


. Al “momento de la firma: del Convenio .entre República 
Oriental del Uruguay y Japón para eliminar la doble 
imposición en materia de impuestos sobre la renta y 
prevenir la evasión y elusión fiscal (en adelante 
denominado como "“el Convenio”), Japón y la República 
Oriental del Urúguay' han acordado que las siguientes 
disposiciones formarán parte integral del Converio. 


Le Con referencia al subapartado (c) del apartado 3 del. 
Artículo 11 del Convenio: 


la expresión “institución financiera” significa: 


la) una persona que está establecida y regulada por 
las leyes de Japón como: 


(1) un banco; 


(11) una compañía de seguros; 
(111) un agente de valores; o 


(iv) cualquier otra empresa, siempre que en los 
tres años: fiscales anteriores al año fiscal 
en el que los intereses son pagados, más del 
50 por ciento de sus deudas deriven de la 
emisión de bonos en los mercados financieros 
o de la captación de depósitos a intereses, 
y más del 50 por ciento de los activos de la 
empresa consistan en créditos contra 
personas que no están estrechamente 
vinculadas con la empresa de conformidad con 
las disposiciones del apartado Y del 
artículo 5 del Convenio; o 


(b) una persona que se: encuentra comprendida en .el 
Artículo 1 de la Ley' N* 15.322 de 17 ce 
septiembre de “1982 de Uruguay (que puede sex 
enmendada: de vez en cuando sin modificar el 
principio general en ella establecido). 


2.  Con.referencia-a la. cláusula (ii) Jel subapartado-"te) 
del apartado 3 del Artículo 11 del Convenio: 
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La. expresión “proyectos de inversión” «significa los 
proyectos: comprendidos en la Ley N* 16.906 de 7 de enero de 
1998- de Uruguay (que puede ser enmendada 'de vez en cuando 
sin. modificar el principio general en ella establecido). 


3, Con referencia al apartado 4 de. Artículo 13 del 
Cor.venio: 


La expresión “bolsa de valores reconocida” significa: 


(a) cualquier'bolsa de valores establecida y regulada 


de conformidad con las leyes de cualquiera de los 
Estados contratantes; y 


(b) cualquier otra bolsa de valores acordada por las 
autoricdades competentes de los Estados 
contratantes. 


4, Con referencia al Artículo 15 del Convenio: 


Se entiende que la expresión “un órgano similar” 
incluye un consejo.de administración o vigilancia de una 
sociedad que sea residente de Uruguay según lo dispuesto en 
el Artículo 397 de la Ley.N* 16.060, :de 4 de septiembre de 
1989 de Uruguay" (que puede 'ser enmendada "de vez en cuandc 
sin modificar el principio general en ella establecido). 


Ss. Con referencia al Artículo 20 del Convenio: 


Se entiende que, en el caso de Japón, la, expresión 
“sociedad silenciosa” significa: Tokumei Kumiai previsto en 
el Capítulo 4 de la Parte 2 de la Ley de Comercio (Ley N 
48 de 1899) de Japón (que puede ser enmendada de vez en 


cuando sin modificar el principio general en ella 
establecido). 


6. Con referencia al apartado 5 del Artículo 24 del 
Convenio: 


(a) (i) Cuando .la autoridad competente de un Estado 
Contratante haya suspendido el procedimiento 
para resolver un caso por medio de un 
acuerdo amistoso de conformidad con los 
apartados. 1 y 2 del Artículo 24 del Convenio 
(en adelante en este apartado denominado 
como - “procedimiento amistoso”) con: respecto 
a un caso, porque un caso con respecto 
o más de .los mismos temas esté pendiéhte. 
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ante una corte o tribunal acministrativo, el 
período prevísto en el subapartado (b) del 
apartado 5-del Artículo 24 del. Convenio 
dejará de computarse hasta que el caso 
pendiente ante la corte o el: tribunal 
administrativo haya sido suspendido o 
retirado. 

(11) Cuándo una persona que haya presentado un 
caso y la"autoridad competente ce un Estado 
Contratante haya acordado suspender el 
procedimiento amistoso, el perícdo previsto 
en el subapartado (b) del apartado 5 del 
Artículo 24 del Convenio dejará de 
computarse hasta que la suspensión haya sido 
levantada. 


(iii) Cuando las autoridades competentes de los 
Estados Contratantes acuerden que una 
persona directamente afectada por el caso no 
ha proporcionado oportunamente ninguna 
información material adicional solicitada 
por cualquiera de las autoridades 
competentes - después del: inicio del .período 
establecido en el  subapartado  (b) del 
apartado 5 del Artículo 24 del Convenio, ese 
período se ampliará por una extensión de 
tiempo equivalente ál período que comienza 
en la fecha en que se solicitó la 
información y finaliza en la fecha en que se 
proporcionó esa información. 


(b) (1) Las siguientes reglas regirán el 
nombramiento de los árbitros: 


(aa) Un panel de arbitraje estará compuesto 
por tres árbitros individuales  ccn 
pericia Oo experiencia en  asuntcs 
fiscales internacionales. 


(bb) Cada una de las autoridaces competentes 
de los Estados Contratantes nombrará un 
árbitro. Los dos árbitros así 
nombrados, nombrarán al tercer árbitro, 
que actuará como Presidente del panel 
de arbitraje. El Presidente no será un 
nacional o residente de ninguno de los 
Estados Contratantes. 

(cc) Cada árbitro deberá ser imparcial e 
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independiente de las autoridades 
competentes, las administraciones 
tributarias y los ministerios de 
finanzas de los Estados Contratantes. y 
de todas las personas directamente 
afectadas' por el caso ¡así como de sus 
asesores)' en el momento de aceptar un 
nombramiento, mantener su imparcialidad 
e “independencia durante todos los 
procedimientos de arbitraje, y evitar 
cualquier conducta durante un período 
de tiempo razonable posterior que pueda 
dañar la apariencia Je imparcialidad e 
independencia de los árbitros con 
respecto a los procedimientos de 
arbitraje. 


Las- autoridades competentes de los Estados 
Contratantes se asegurarár de que los 
árbitros y su personal acuerden por escrito, 
antes de actuar en los procedimientos de 
arbitraje, tratar cualquier información 
relacionada .con los procedimientos de 
arbitraje de conformidad con las 
obligaciones de confidencialidad y no 
divulgación previstas en. el: apartado 2 del 
Artículo 25 dél Convenio. 'y las leyes 
aplicables de. los Estados Contratarites. 


A los sólos efectos de la arlicación de las 
disposiciones de los Artículos 24 y 25 del 
Convenio y de las leyes nacionales de los 
Estados Contratantes relaciónadas con el 
intercambio de información, la 
confidencialidad y la asistencia 
administrativa, los árbitros y un máximo .de 
tres funcionarios por árbitro (y los 
posibles árbitros únicamente en la medida 
necesaria para verificar su capacidad para 
cumplir con los requisitos de los árbitros) 
se considerarán personas o autoridades a las 
que se, les puede desvelar inlormación. La 
información recibida por el panel de 
arditraje o los posibles árbitros y la 
información que las autoridades competentes 
de los Estados Contratantes reciban. del 
pánel . - de arbitraje se considerará 
información que se intercambia de 
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conformidad con las disposiciones del 
apartado 1 del Artículo 25 del Convenio. 
(c) (i) Una decisión -de arbitraje será definitiva. 


(ii) La.decisión de arbitraje no: será vinculante 
para -ambos Estados Contratantes, si una 
decisión. final'de los tribunales “de uno de 
los: Estados . Contratántes sostiene - que la 
decisión de arbitraje no es válida. En tal 
caso, la solicitud de arbitraje conforme al 
apartado 5 del Artículo 24 del Convenio se 
considerará como no realizada, y los 
procedimientos. de arbitraje se considerarán 
no realizados (excepto a los efectos de las 
cláusulas (ii) y (iii) del subafartado (hb), 
y del subapartado (f)). 


(111) Una decisión de arbitraje no tendrá valor 
como precedente. 


(ad) (1) Si una persona directamente afectada por el 
caso no acepta el acuerdo amistoso que 
implementa la decisión de arbitraje, el caso 
no podrá “ser elegible para Cualquier 
consideración adicional por las autoridades 
competentes de los Estados Contratantes. 


(11) El acuerdo amistoso que implemente a 
decisión de arbitraje sobre ell caso se 
considerará. que no ha sido aceptado por una 
persona directamente afectada por el caso, 
si cualquiera de las personas directamente 
afectadas por el caso, dentro de los 60 días 
siguientes a la fecha en que la notificación 
del acuerdo amistoso se envía a la persona, 
no retira todos los temas resueltos en el 
acuerdo amistoso que implementa la decisión 
de arbitraje, de la consideración de 
cualquier corte o tribunal administrativo o 
termine de cualquier otra manera,  tcdo 
proceso judicial o administrativo pendiente 
con respecto a dichos asuntos de manera 
consistente con ese acuerdo amistoso. 


(e) Rh los «efectos del Artículo 24 del Convenio y de 
este apartado, _el: procedimiento amistoso, así 
como los . procedimientos de arbitraje, con 
respecto a un: caso, terminaránrsi, en cualquier 
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momento después de que se haya realizado la 

solicitud de arbitraje y antes de que el panel de 

arbitraje haya remitido su decisión a las 
autoridades competentes de los Estados 

Contratantes: 

(1) las, Autoridades competentes de los Estados 
Contrátantes' llegan a un acuerda” amistoso 
pará "resolver el caso de conformidad'con el 
apartado 2 del Artículo 24 del Corivenio; 


(11) la persona que presentó el casc retira la 
solicitud de arbitraje o la sczicitud del 
procedimiento amistoso; o 


(iii) una decisión sobre los temas no resueltos 


que surjan del caso es emitida poz una corte 
o tribunal administrativo de uno de los 
Estados Contratantes. 


Cáda una de las autoridades competentes de los 


Estados Contratántes soportará sus propios gastos 
y los de su árbitro designado. A menos que las 
autoridades competentes de los Estádos 
Contratantes acuerden lo contrario, ez costo del 
Presidente del pañel de arbitraje y czros gastos 
asociados con la conducción de..lcs procedimientos 
de arbitraje serán soportados por las autoridades 
competentes de los "Estados Contratantes en partes 
iguales. 


Las disposiciones del apartadc 5 del Artículo 24 
del Convenio' y este apartado no se aplicarán a 
los casos comprendidos en el apartado 3 del 
Artículo 4 del Convenio. 


(i) Cuando, después de la fecha de la firma del 
Convenio, Uruguay concluya un acuerdo con 
una tercera jurisdicción que  contenca 
disposiciones para el arbitraje que sean 
aplicables únicamente a solicizud de la 
persona que presenta'un caso conforme .a las 
disposiciones de ese acuerdo que se 
correspondan con las disposiciones del 
apartado 1 'del Artículo 24 del Convenio, la 
primera frase del apartado 5 del Artículo 24 
del Convenio.se eliminará y se zeemplazará 
por la siguiente 'en lá-fecha en que entren 
en efecto las disposiciones para el 
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arbitraje de ese acuerdo: 


“Cuando, 

(a) en virtud del apartado 1,. una persona 
ha presentado un caso a la autoridad 
competente de un Estado Contratante 
alegando que las acciones de uno oO 
ambos -Estrados Contratantes le han 
ocasionado una imposición nob conforme 
con: “las disposicicnes del presente 
Convenio, y 


(b) las autoridades competentes no logran 
alcanzar un acuerdo para resolver esa 
caso- conforme a lo dispuesto en el 
apartado 2, en un plazo de dos años a 
partir de la fecha en que toda la 
información requerida por las 
autoridades competentes para resolver 
el caso se haya proporcionado a ambas 
autoridades competentes, 


todos los temas no resueltos que surjan del 
caso serán sometidos .a arbitraje si la 
persona así lo solicita por escrito.” 


La autoridad competente de Uruguay 
notificará esa fecha a la autoridad 
competente. de Japón, inmediatamente después 
de que la misma haya sido fijada. 


(ii) Las disposiciones del apartado 5 del 
Artículo 24 del Convenio, en su forma 
enmendada por las disposiciones de la 
cláusula (i), surtirán efecto a partir de la 
fecha mencionada en esa cláusula, 
independientemente de la fecha en que se 
presente un caso en virtud del apartado 1 
del Artículo 24 del Convenio. 


7. Con referencia al apartado 3 del Arzículo 25 del 
Convenio: 


Se entiende que, en ningún caso, las disposiciones de 
los apartados 1 y 2 de ese Artículo se interpretarán en el 
sentido de imponer a un Estado Contratante la obligación de 
obtener o suministrar información que pudiera revelar 
comunicaciones confidenciales entre un cliente y su 
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abogado, procurador u otro representante legal reconocido 
Siempre que tales comunicaciones se produzcan: 


la) con el propósito Je buscar o prestar asesoría 
legal; o 
(b) con el propósito de ser utilizadas en procesos 
legales existentes o previsibles. 


8. Se entiende que los títulos de los Artículos del 
presente Convenio se .insertan solo para facilitar la 
referencia' y no afectarán la interpretación del Convenio. 


EN FE DE LO CUAL, los signatarios, debidamente 
autorizados a tales efectos por sus respectivos gobiernos, 
han firmado el presente Protocolo. 


Hecho en duplicado en Montevideo el día 13 de 
septiembre de 2019 en idioma español, japonés e inglés, 
siendo todos los textos igualmente auténticcs. En el caso 


de divergencias. 'de interpretación, prevalecerá la versión 
en inglés. 


Por la República Oriental Por Japón: 
del. Uruguay 


Embajadora María del Lujan Flores 
Directora de Tratados 


ES COPIA FIA DEL SEXTO ORIGINAL 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DA SILVA.- Señora presidenta: en el mismo 
sentido de lo expuesto por el señor senador Bergara con 
relación al proyecto de ley anterior, también este es un 
acuerdo para eliminar la doble imposición y evitar la eva- 
sión fiscal, pero en este caso con Japón. 


Hay que recordar que en 2021 vamos a celebrar los 
cien años de relaciones comerciales con Japón, y desde 
la Cancillería nos anuncian que probablemente tengamos 
la ilustre visita del canciller japonés, de forma de poner la 
relación con ese país a la altura que se merece. Reitero: en 
2020 se cumplen cien años de relacionamiento bilateral. 


Actualmente, Japón es el mercado número treinta 
y cinco en materia de exportaciones y existen veintidós 
empresas de origen japonés con inversiones en Uruguay. 
Para ilustrar a los integrantes del Senado de la república, 
además de las empresas japonesas de carácter automotor 
y de autopartes que tienen vínculos con Uruguay, también 
están, entre otras, Agridiamond S. A. —empresa dedicada 
a la producción, procesamiento y exportación de arroz—, y 
BPU Meat, en Durazno, que hoy tiene capitales japoneses 
y es uno de los grandes jugadores a nivel internacional en 
el mercado de carnes. 


Entonces, es más que oportuno que el Senado apruebe 
este acuerdo, de forma de demostrar al canciller japonés la 
voluntad de nuestro país de afianzar las relaciones diplo- 
máticas y comerciales. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Léase el artículo 1.*. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Artículo único.- Apruébase el Convenio entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y Japón para Eliminar la Doble 
Imposición en materia de Impuestos sobre la Renta y Pre- 
venir la Evasión y Elusión Fiscal, y su Protocolo, suscrito 
en la ciudad de Montevideo, el 13 de setiembre de 2019». 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


13) LICENCIA PARA TRABAJADORES 
EN SEGURO DE PARO PARCIAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una moción de or- 
den llegada a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Mocionamos para que se declare urgente y se conside- 
re en esta sesión la carpeta n.? 374/2020, proyecto de ley 
por el que se establecen normativas relativas al goce de 
licencia anual para trabajadores de la actividad privada». 
(Firman los señores senadores Penadés, Lozano y Lanz). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 

(Se vota). 

—18 en 29. Afirmativa. 

Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia acaba de 
ser votada: «Proyecto de ley por el que se establecen nor- 
mativas relativas al goce de licencia anual por parte de 


trabajadores de la actividad privada. (Carp. n.* 374 / 2020 
- rep. n.* 238/2020)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 374/2020 - rep. n.* 238/2020 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámera de 
SA - cado de la Beepuitliica 
5 do taÉ, IS 3 1 Y, 09 HMÓM dle 
hc , PA daruiornade elriguiente 
Desgcota de Laa 


Artículo 1%.- Dispónese que en aquellos sectores de la actividad privada en los que, 
por razones fundadas, así lo autorice el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se 
podrá postergar -en toda o en parte- el goce de la licencia anual generada por los 
trabajadores durante el año 2019. hasta el mes de diciembre de 2021. 


Artículo 2?.- Durante el período que el trabajador perciba el subsidio especial por 
desempleo al amparo de las Resoluciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
N* 143/020, N* 163/020, modificativas y concordantes, se generará derecho a licencia 
anual remunerada en proporción al tiempo efectivamente trabajado. 


En el caso de los trabajadores en situación de suspensión parcial por reducción de 
días de trabajo mensual, sólo generarán derecho a licencia los dias efectivamente 
trabajados durante el periodo en que se percibió el subsidio. 


En el caso de los trabajadores en situación de suspensión parcial por reducción del 
total de las horas de su horario habitual, generarán derecho a licencia los días 
efectivamente trabajados durante el periodo en que se percibió el subsidio. El jornal de 
vacaciones por ese periodo, será el que correspondió a la jornada de trabajo reducida por 
el régimen de subsidio especial por desempleo. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Y. 1 . en Monteyídeo, a Y de 
diciembre de 2020. 
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COMISIÓN DE 
LEGISLACIÓN DEL TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL 


INFORME EN MAYORÍA 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Legislación del Trabajo y Seguridad Social 
ha considerado y aconseja en mayoría al Cuerpo la' aprobación del proyecte que le ha 
encomendado para su estudio, por las razones que se pasan a exponer. 


El proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo refiere a dos 
aspectos distintos, pero vinculados entre sí, generados a consecuencia de la emergencia 
sanitaria provocada por la pandemia de COVID 19: por un lado, la oportunidad de goce de 
la licencia anual reglamentaria generada en el año 2019 y por otro, un régimen de 
cómputo y generación de licencia compatible con el régimen de subsicio especial por 
desempleo establecido por las resoluciones del MTSS Nros. 143/020, 163/020, 
modificativas y concordantes. 


Si bien en su comparecencia ante la Comisión los 
representantes cel PIT-CNT manifestaron su posición contraria al proyecto, uno de sus 
representantes el Sr. Milton Castellano consideró que se estaba ante un tema de recibo, 
opinión que compartimos, adelantando nuestra conformidad con el texto propuesto. 


El artículo 1% del proyecto otorga al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social la potestad de autorizar por razones fundadas la postergación (en todo 
o en parte) del goce de la licencia anual reglamentaria generada en el año 2019, hasta e! 
mes de diciembre de 2021. 


En nuestra opinión, esta norma contempla aquellas situaciones 
que se presentan en sectores de actividad gravemente afectados por la pandemia, en fos 
cuales todo o gran parte de su personal ha estado o está amparado al subsidio por 
desempleo desde el mes de marzo; interrumpir el subsidio para gozar efectivamente de la 
licencia seguramente perjudicaria a los trabajadores, ya que agotada la misma no podría 
volver a gozar del subsidio ni habria puesto de trabajo para ocupar. 

No estamos frente a una norma de carácter inconstitucional ni 
contraria a las normas internacionales, ya que no se elimina derecho alguno, sino que se 
posterga su goce, atendiendo a las circunstancias del caso como lo es el no haber 
desempeñado tarea alguna por un periodo sensiblemente superior al trabajado en el lapso 
de un año, 

En este sentido, el propio CIT 132 -que legisla en materia de 
licencia- establece la posibilidad de que un periodo de licencia pueda gozarse dentro de 
los 18 meses siguientes a partir del final del año en que se haya originado el derecho a 
esas vacaciones, o que, con el consentimiento de' trabajador, se pueda autorizar su 
aplazamiento por un período superior. 

Por último, es importante señalar que la postergación del goce 
de la licencia no queda dentro de la valoración del empleador, sino que es la autoridad 
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administrativa la que -por razones fundadas- habrá o no de autorizar la solicitud que en 
ese sentido se formule 

El artículo 2” del proyecto establece -como sa expresó- una solución que permite 
compatibilizar las normas en materia de licencia anual reglamentaria y los regimenes de 
subsidio especiales creados a fin de atender la desocupación forzosa consecuencia de la 
emergencia sanitaria. 

Si bien la solución adoptada no es la única posible, entendemos que guarda un 
razonable equilibrio con el régimen general y no produce como se afirmó un quiebre con 
el mismo, 

La solución adoptada para el caso en que el subsidio por desempleo especial sea 
consecuenca de la reducción de los días de trabajo en el mes, no es diferente a la 
establecida en la legislación vigente para el régimen general: el periodo de amparo al 
subsidio por desempleo no genera licencia. 


La dificultad se plantea cuando se trata del subsidio por desempleo especial por la 
reducción de las horas de trabajo (tercer inciso), ya que en esta situación en un mismo día 
se trabaja y se está amparado al subsidio; la solución proyectada dispone que en esos 
días se genera licencia (solución que compartimos), pero establece -a fin de buscar un 
equilibrio que entendemos necesario- que el jorna! de licencia que se habrá de pagar por 
esos días, será equivalente al que correspondió a la jornada reducida. 

En otros términos, el trabajador que durante un mes redujo sus horas de trabajo al 
50%, generará licencia por todo el mes, pero su jornal de licencia será la mitad que el que 
corresponde a una jornada completa. 

Es, por los motivos expuestos, que se solicita al Cuerpo la aprobación de la presente 
iniciativa. 


Sala de la Comisión, 2 de diciembre de 2020 


MARÍA EUGENIA ROSELLÓ 
MIEMBRO INFORMANTE 
WILMAN CABALLERO 
PEDRO JISDONIAN 
JOANNA PERCO 
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COMISIÓN DE 
LEGISLACIÓN DEL TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL 


INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 

Vuestra Comisión de Legislación del Trabajo y Seguridad Social 
ha considerado y aconseja en minoría al Cuerpo no aprobar el proyecto que le ha 
encomendado para su estudio, por las razones que se pasan a exponer, 

El proyecto de ley que nos ocupa, enviado bajo firma del Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social y el Presidente de la República, es un proyecto que 
desregula lo establecido en la Ley N* 12.590 de licencias e incursiona en el mismo sentido 
en lo establecido en la Ley N* 15.180, 

Mediante este proyecto entendemos opera un claro retroceso en 
el marco de protección de derechos de los trabajadores, haciendo recaer sobre estos el 
riesgo empresarial, basado o a pretexto de la existencia de la crisis sanitaria. 

La Ley de Licencia N* 12.590, de fecha 23 de diciembre de 
1958, establece en su artículo 1* que: 

"Todos los trabajadores contratados por particulares o empresas privadas de 
cualquier naturaleza, tienen derecho a una licencia anual remunerada...”. 


Y en su articulo 7* establece que: 

La licencia en su totalidad se hará efectiva dentro del año, a contar desde el 
vencimiento del último periodo de trabajo que origina el derecho a la misma. 

En tanto e! artículo 8? de la misma norma, establece entre otras razones que: 

"No se descontarán los días que el trabajador no hubiese laborado durante la 
semana, la quincena o el mes... cuando se tratan de causas no imputables al trabajador y 
siempre que éste haya quedado a la crden del establecimiento, Bolsa de Trabajo, 
empresario o patrono...”. 

No se encuentra ningún justificativo, fundamento o argumertación que sostenga la 
modificación del régimen general de licencias establecida desde 1958 por la Ley 
N? 12.590. 

¿Cuál es la naturaleza jurídica? ¿Cuál es la razón de ser de las licencias? 

El descanso del trabajador, luego de haber cumplido con sus tareas, con su trabajo en el 
año civil inmediato anterior al usufructo de este descanso anual. 

Por tanto, podríamos preguntarnos ¿qué particularidades o hechos excepcionales 
tuvo el año 2019 en que se generaron las licencias, para suprimir este derecho o aplazarlo 
en su goce para el año 2021? 


Ninguno, a tal punto que exposición de motivos nada explicita en cuanto a que 
motiva que la licencia generada en 2019 se pueda postergar hasta 2021, 
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El párrafo destinado en la exposición de motivos al artículo 1* dice "a su vez también 
en el marco de la emergencia sanitaria provocada por la pandemia covid-19 y el impacto 
que ello ha tenido en la actividad, se entiende necesario habilitar como excepción y para 
los sectores y empresas más afectados la posibilidad de que la licencia anua! remunerada 
generada durante el año 2019 se otorgue y goce incluso una vez transcurrido el año civil 
2020 estableciendo como limite el mes de diciembre de 2021". 


Entendemos que hay un traslado de los riesgos patronales a los trabajadores, de la 
misma forma que desde el ejecutivo hay un traslado de los costos de la pandemia a los 
trabajadores. 


Tanto la licencia, como el salario vacacional, son rubros de naturaleza salarial y por 
tanto gozar de la misma protección que el salario, tal es así que se considera nula la 
renuncia del trabajador al goce de la vacación anual e incluso su compensación en dinero. 


Por otra parte los efectos económicos en los ingresos de las familias de aprobarse 
esta norma, se vería afectado por-la pérdida del valor adquisitivo, si tales licencias se 
fuesen a liquidar en el año 2021. 


Si bien pudo darse la situación en la cual las empresas utilizaron la pandemia o el 
penodo de cuarentena no obligatoria para que sus trabajadores usufructuaran la licencia 
entendemos que tal situación tampoco era de recibo en la medida que no se cumple con 
la finalidad de la ley, salvo en aquellos casos en que las licencias estuvieran acordadas de 
antemano. Pero tampoco contamos con informes al respecto y cuál fue la política del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en cuanto a controlar o permitir eventualmente 
estas situaciones. 


Por otra pane demás está decir que las resoluciones 143 y 163 del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social del año 2020 mal podrían servir de fundamento para impactar 
en las licencias generadas en el año 2019. 


El ejecutivo se plantea mitigar la situación que atraviesan las empresas y sus 
trabajadores, pero este no es el camino, el camino son los convenios colectivos y la 
negociación colectiva, porque en el caso de los trabajadores lejos de mitigar su situación, 
se las agrava, postergando las licencias como descanso anual y postergando el pago de 
las mismas, además de incidir directamente en la base de cálculo de las licencias en 
cuanto a la cantidad de días generados y en cuanto a los montos. 


En lo que refiere al articulo 2% del proyecto el mismo expresa que "durante el periodo 
que el trabajador perciba el subsidio especial por desempleo al amparo de las 
resoluciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social N* 143/020, N* 163/020... se 
generará derecho a licencia anual remunerada en proporción al tiempo efectivamente 
trabajado". 

Tal criterio significa un franco retroceso en la aplicación de la normativa ya que 
desde siempre se ha entendido, que el solo hecho que el trabajador se presente a trabajar 
genera un día a los efectos del cómputo de días de licencia, hecho que se estaria 
modificando en el caso de trabajadores que se acogieron al subsidio por suspensión 
parcial o cuando se acogieron a subsidio por reducción de días o de horas de trabajo. 


Entendemos que tal prorrateo es totalmente injustificado y no corresponde en 
referencia a la normativa vigente. 


Sobre todo porque se trata de un régimen especial por suspensión parcial de tareas 
o reducción del total de las horas, cuyo monto de prestación según lo establece la 
Resolución 143/020 es equivalente al 25% del promedio mensual de las remuneraciones 
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de los últimos 6 meses 

También en el caso del artículo 2” entendemos que se suscita un problema de 
pérdida de salario en cuanto al pago del jornal de licencia ya que los montos a abonarse 
serán en relación a lo pagado en proporción de la jornada sin tener en cuenta otros 
ingresos y sin tener en cuenta que el seguro especial solo cubre el 25% del promedio de 
remuneraciones. 


En cuanto al segundo inciso del artículo 2% entendemos que encierra un 
reconocimiento explicito de que las razones inimputabies al trabajador por pérdida de su 
trabajo es una carga con la que debe correr el trabajador. 


El trabajador pierde días de trabajo pierde el salario y todos los rubros de naturaleza 
salarial conexos con la prestación del trabajo. 


El seguro por desempleo lejos de compensar las pérdidas, agrava en todos los 
aspectos la condición económica, originando que una vez más el Estado, lejos de 
incrementar los apoyos al trabajador, desregula la mormativa vigente suprimiendo 
derechos. / 

Se recibió en Comisión a una delegación del PIT-CNT quienes fueron claros al decir 
"el movimiento sindical no puede estar a favor de este proyecto porque implica un 
retroceso por más situación de pandemia que exista”. 


Cabe mencionar que no tuvimos la posibilidad de recibir al Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, como era nuestra intención, para escuchar sus argumentos que 
seguramente serían los mismos que compartió con el Presidente de la República previo a 
remitir el proyecto y que nos aclarara muchos aspectos sobre el impacto de esta ley para 
los trabajadores y las empresas, la cantidad de trabajadores afectados, los sectores y las 
empresas y el impacto económico en las bases de cálculos los reajustes, las 
actualizaciones y el uso de las licencias en la pandemia. 

Entendemos asimismo que el proyecto de ley propuesto es violatorio del Convenio 
Internacional de Trabajo N* 132 (en particular los articulos 3 y 9). 

En el caso, las soluciones que se entiendan pertinentes, deberán obtenerse 
mediante el mecanismo de la negociación colectiva, la cual una vez más fue obviada a 
pesar de haber sido manifestada la necesidad de la misma en el Consejo Superior 
Tripartito, 

Por todo lo expresado informamos y sugerimos al plenario no aprobar el presente 
proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 2 de diciembre de 2020 


FELIPE CARBALLO DA COSTA 
MIEMBRO INFORMANTE 
DANIEL GERHARD 
ERNESTO GABRIEL OTERO AGUERO 
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Recházase el proyecto de ley "LICENCIA. Se establecen normas 
para los trabajadores en seguro de paro parcial", contenido en la Carpeta N* 707 de 2020, 
Repartido N* 257. 


Sala de la Comisión, 2 de diciembre de 2020 


FELIPE CARBALLO DA COSTA 
M:iEMBRO INFORMANTE 
DANIEL GERHARD 
ERNESTO GABRIEL OTERO AGUERO 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 


Montevideo, 1 9 OCT 2020 


Sra. Presidenta de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Alto Cuerpo a fin de remitir, 
para su consideración, un Proyecto de Ley referente al cómputo de licencia de 
los trabajadores que se encuentran en seguro de paro parcial y de la 
postergación del goce de licencia. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La emergencia sanitaria provocada por la pandemia de COVID-19 ha generado 
grandes dificultades en distintos sectores de la actividad económica, con mayor 
impacto en algunos de ellos, lo que determinó que el Gobierno generara 
herramientas en aras de mitigar la compleja situación que atraviesan las 
empresas y sus trabajadores. 

En ese marco, las resoluciones N* 143 de fecha 18 de marzo de 2020 y N” 163 
de fecha 20 de marzo de 2020 del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
aprobadas en ejercicio de atribuciones delegadas por el Poder Ejecutivo, 
establecieron un régimen especial de subsidio por desempleo para 
trabajadores con remuneración mensual fija o variable, en el que quedaron 
comprendidos los trabajadores en situación de suspensión parcial por 
reducción de días de trabajo mensual o la reducción del total de las horas de su 
horario habitual en un porcentaje de un 50% o más del legal o habitual en 
épocas normales. 

La Ley de Licencia N” 12.590, de fecha 23 de diciembre de 1958 exige que el 
trabajador haya computado cierto tiempo de trabajo para tener derecho a la 
licencia anual, estableciendo que no se descontarán días en los que no se 


18 de diciembre de 2020 CÁMARA DE SENADORES 369-C.S. 


haya trabajado por causas no imputables al trabajador. Por otra parte, el 
artículo 11 del Decreto - Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981 establece que 
durante el período en que el empleado perciba subsidio por desempleo no se 
generará derecho a licencia. La situación de suspensión parcial de los 
trabajadores mensuales acogidos al régimen especial de subsidio por 
desempleo trae como consecuencia dudas en cuanto a si durante ese periodo 
el trabajador genera licencia anual. 

Un análisis de la normativa y el principio de razonabilidad, han llevado a 
concluir que en el caso de los trabajadores amparados al subsidio especial por 
suspensión parcial creado por las referidas resoluciones ministeriales, el 
período de amparo debería generar licencia en forma proporcional al trabajo 
efectivo prestado para el empleador o, dicho de otra forma, el jornal de licencia 
debería estar directamente relacionado al jornal percibido del empleador 
durante el amparo al subsidio especial. En esa línea se encuentra el presente 
Proyecto de Ley, que procura resolver con una norma expresa la cuestión, 

A su vez, también en el marco de la emergencia sanitaria provocada por la 
pandemia COVID-19 y el impacto que ello ha tenido en la actividad, se 
entiende necesario habilitar - como excepción, y para los sectores y empresas 
más afectados - la posibilidad de que la licencia anual remunerada generada 
durante el año 2019 se otorgue y goce incluso una vez transcurrido el año civil 
2020, estableciendo como límite el mes de diciembre de 2021. 

Saludamos a ese Alto Cuerpo con la mayor consideración. 


SEAL 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%. Dispónese que en aquellos sectores de la actividad privada en los 
que, por razones fundadas, así lo autorice el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, se podrá postergar - en todo o en parte - el goce de la licencia anua! 
generada por los trabajadores durante el año 2019, hasta el mes de diciembre 
de 2021. 

Artículo 2”. Durante el período que el trabajador perciba el subsidio especial 
por desempleo al amparo de las resoluciones del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social N* 143/020, N” 163/020, modificativas y concordantes, se 
generará derecho a licencia anual remunerada en proporción al tiempo 
efectivamente trabajado. 

En el caso de los trabajadores en situación de suspensión parcia! por reducción 
de días de trabajo mensual, sólo generarán derecho a licencia los días 
efectivamente trabajados durante el período en que se percibió el subsidio. 

En el caso de los trabajadores en situación de suspensión parcial por reducción 
del total de las horas de su horario habitual, generarán derecho a !icencia los 
días efectivamente trabajados durante el período en que se percibió el 
subsidio. El jornal de vacaciones por ese periodo, será el que correspondió a la 
jornada de trabajo reducida por el régimen de subsidio especial por desemp eo. 
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Disposiciones citadas 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 


Montevideo, 18 MAR 2020 
VISTO: La situación de emergencia sanitaria que actualmente atraviesa el país afectado 
por la pandemia del virus Covid-1 9 correcornmananacccccccncnn 
RESULTANDO: Que, dada la excepcionalidad de la situación, se hace necesario 
contemplar aquellos sectores de actividad que se vean afectados por la paralización 
parcial de sus actividades y las consecuencias que ello ocasiona en el empleo, 
situaciones no previstas en el régimen general de subsidio por desempleo establecido en 
el Decreto Ley 15.180 de 20 de agosto de 1981 ¿ooam- 
CONSIDERANDO: 1) Que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 10 del Decreto 
Ley 15.180 de 20 de agosto de 1981, en la redacción dada por el artículo 1? de la Ley 
No.18.399 de 24 de octubre de 2008, el Poder Ejecutivo puede establecer por razones de 
interés general y por un plazo no mayor a un año, un régimen de subsidio por 
desempleo total o parcial para empleados con alta especialización profesional, en ciertas 
categorías laborales o actividades económicas, no estableciendo distinción alguna si se 
tráataren de empleados con remuneración mensual fija o variable, de los empleados 
remunerados por día o por hora. 
1) Que la transitoriedad y excepcionalidad de la situación actual 
del país afectado por la propagación del virus Covid-19 y las medidas sanitarias y 
preventivas que se han tomado en consecuencia, han afectado y van a afectar en mayor 
intensidad algunos sectores de la actividad comercial y de servicios de nuestro país.----- 
ATENTO: A lo precedentemente expuesto, a lo establecido por el articulo 10 del 
Decreto Ley 15.180 de 20 de agosto de 1981, en la redacción dada por el artículo 1* de 
la Ley No.18.399 de 24 de octubre de 2008, y la Resolución del Poder Ejecutivo 
No.565/010 de 12 de abril de 2010 por la cual se delegaron en el Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social o quien haga sus veces las atribuciones a que se refiere el 
Considerando D de la pres 
EL MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

€ 8, ejercicio de atribuciones delegadas-——————=o===mmam=.= 
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RESUELV E—————_eu 
1”.- Crease un régimen especial de subsidio por desempleo, que regirá por el plazo de 
treinta días a partir de la presente resolución prorrogable por el Poder Ejecutivo por 
igual periodo, que abarcará a los trabajadores dependientes en el ámbito subjetivo del 
Decreto Ley N.” 15.180 de 20 de agosto de 1981, modificativas y concordantes, con 
remuneración mensual fija o variable y pertenecientes a los sectores de comercio en 
general; comercio minorista de alimentación; hoteles, restaurantes y bares; servicios 


rr 


culturales y de esparcimiento y agencias de viaj 
2”.- Quedarán comprendidos los trabajadores en situación de suspensión parcial por 
reducción del número de días de trabajo mensual con un mínimo de seis jornales en el 
mes, O la reducción del total de las horas de su horario habitual en un porcentaje de un 
50% o més del legal o habitual en épocas normales, y que reúnan los demás requisitos 
exigidos por el Decreto Ley No.15,180 de 20 de agosto de 1981, en la redacción dada 
por la Ley No.18.399 de 24 de octubre de 2008 canina 
3”.- El monto de la prestación será el equivalente al 25% del promedio mensual de las 
remuneraciones nominales computables percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a 
configurarse la causal, calculado en forma proporcional al periodo amparado por el 
subsidio. Las remuneraciones a considerar comprenden aquellas actividades por las 
cuales se genera el subsidio, 
4?.. El régimen especial que aquí se establece amparará a los trabajadores que hubieren 
agotado la cobertura por el régimen general de subsidio por desempleo a la fecha de la 
presente resolución, a los trabajadores que cuenten con cobertura por el régimen general 
así como aquellos que cuenten con cobertura del subsidio de desempleo en el marco de 
las facultades previstas por el artículo 10 del Decreto Ley No.15.180 de 20 de agosto 
de 1981, en la redacción dada por el artículo 1? de la Ley No.18.399 de 24 de octubre de 
2008. El régimen especial al que refiere la presente resolución suspenderá el cobro del 
subsidio por desempleo correspondiente, reiniciándose el mismo al finalizar el amparo 


PP e a 


$".- El otorgamiento del presente subsidio no estará condicionado a la existencia de 
licencia no gozada por parte del trabajador. —=mea=-- 
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6”.- Las solicitudes de amparo al régimen especial previsto en esta resolución, se 
presentarán ante el Banco de Previsión Social. ——— ooo 
7”.- En todo lo que no esté especificamente regulado en la presente resolución, será de 
aplicación lo dispuesto por el decreto-ley N* 15.180 de 20 de agosto de 1981 y 
modificativas, y el decreto N” 162/009 de 30 de marzo de 2009, emmm 
8”.- Comuníquese, publiques, eo ———————_——— Q(q—— 
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MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 


Montevideo, 20 de marzo de 2020. 


VISTO: La Resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 18 de 
marzo de 2020. 
RESULTANDO: Que la referida Resolución dispuso crear un régimen especial 
de subsidio por desempleo que abarca a los trabajadores dependientes con 
remuneración mensual fija o variable y pertenecientes a sectores de comercio 
en general; comercio minorista de alimentación; hoteles; restaurantes y bares; 
servicios culturales y de esparcimiento y agencias de viajes. 
CONSIDERANDO: 1) Que las razones que llevaron a incluir a los sectores de 
actividad determinados en la Resolución No.143/020 ante la emergencia 
sanitaria que se vive actualmente en nuestro país consecuencia de la 
pandemia del virus Covid-19, hacen imprescindible extender su alcance a todos 
los trabajadores amparados por el régimen del Decreto Ley No.15.180 de 20 de 
agosto de 1981, en la redacción dada por el artículo 1? de la Ley No.18.399 de 
24 de octubre de 2008, incluidos en los grupos de actividad clasificados para 
los Consejos de Salarios según el Decreto No.326/008 de 7 de julio de 2008, 
modificativos y concordantes. 

II) Que es conveniente interpretar el artículo 4? de la 
Resolución mencionada de modo tal que su aplicación se corresponda con el 
texto y espíritu del régimen previsto en dicha Resolución, ya que el régimen 
especial a que refiere dicha normativa es una opción más con la cual cuenta el 
empleador, a los efectos de atender las situaciones de suspensión parcial de 
jornadas o reducción de horario de trabajo en su empresa, y dada la 
excepcional situación sanitaria que afecta al país, nunca podría ser obligatorio. 
ATENTO: A lo precedentemente expuesto, a lo establecido por el artículo 10 
del Decreto Ley No.15.180 de 20 de agosto de 1981, en la redacción dada por 
el artículo 1? de la Ley No.18.399 de 24 de octubre de 2008, y la Resolución del 
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Poder Ejecutivo No.565/010 de 12 de abril de 2010 de delegación de 
atribuciones. 
EL MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
en ejercicio de atribuciones delegadas 
RESUELVE: 
4%) Incorpórase al régimen especial de subsidio por desempleo establecido en 
1. Resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 18 de marzo de 
2020, a todos aquellos trabajadores incluidos en el ámbito subjetivo del Decreto 
Ley No.15.180 de 20 de agosto de 1981, modificativas y concordantes, que se 
encuentren también incluidos en alguno de los grupos de actividad establecidos 
para los Consejos de Salarios según la clasificación del Decreto No.326/008 de 
7 de julio de 2008, modificativos y concordantes. 
2”) Aclárase e interprétase: 
A) En relación al artículo 4%, que la referencia a que el régimen especial 
amparará a los trabajadores que hubieran agotado la cobertura por el régimen 
general de subsidio por desempleo comprende tanto a quienes hubiesen 
recibido cobertura por la causal despido como por la causal suspensión total de 
actividad, aunque no haya transcurrido el término previsto en el art. 6.4 del 
Decreto Ley No. 15.180 de 20 de agosto de 1981 en la redacción dada por la 
Ley No. 18.399 de 24 de octubre de 2008. 
B) El régimen especial de subsidio por desempleo referido es opcional y no 
sustituye, en ningún caso, al subsidio por desempleo que estuviere rigiendo 
para los trabajadores comprendidos, ya fuere el régimen general de la Ley 
No.15.180 de 20 de agosto de 1981, prórrogas u otros regímenes especiales 
autorizados por el artículo 10 de dicha norma, en la redacción dada por el 
articulo 1? de la Ley 18,399 de 24 de octubre de 2008. 
3% La presente Resolución habilitará el amparo al régimen especial de 
subsidio, desde la fecha de vigencia de la Resolución de 18 de marzo de 2020 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


4%) Comuníquese, publiquese, etc.- Ze hr, ( 
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SEÑOR ANDRADE. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ANDRADE. Señora presidenta: me extrañó 
que no hubiera informe a favor. 


Creo que es muy difícil fundamentar el proyecto de 
ley que se va a votar hoy. Hace pocas horas hubo una con- 
ferencia de prensa en la que el Poder Ejecutivo, el pre- 
sidente de la república, planteó un conjunto de medidas 
para enfrentar la pandemia. Entre esas medidas se dijo 
que se adelantarían las licencias de los funcionarios para 
evitar la movilidad, y se exhortó al sector privado a que 
hiciera lo mismo. Insólitamente, dos días después, lo que 
estamos haciendo hoy —un 20 de diciembre, prácticamen- 
te a fin de año— es establecer la prórroga del derecho al 
goce de la licencia generada en 2019. Hay empresas que 
no pagaron la licencia este año —si no sería inaplicable— 
y cometieron una ilegalidad, porque no respetaron la ley 
de licencias. A algunas de esas empresas las conocemos, 
sabemos quiénes son sus asesores y sabemos, además, que 
se les prometió que se iba a presentar una iniciativa de 
esta naturaleza, que básicamente es una línea de crédito 
de los trabajadores a los empresarios. Estamos hablando 
de un sector que está afectado y que tuvo congelamien- 
to de sus salarios. Suponemos que cuando se aplique de 
forma discrecional por parte del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social será para los sectores afectados. Enton- 
ces, el trabajador, que está tecleando, tendrá que prestar 
a la empresa su salario vacacional hasta 2022. Eso es lo 
que se está votando en sala. Hablamos de un trabajador 
—que pueden ser miles— que cobra el mínimo y que tuvo 
un año difícil; ese trabajador no tomará su licencia —y no 
cobrará su vacacional—, cuando el presidente hace pocos 
días recomendaba que en la actividad privada se hiciera 
lo mismo que en el sector público, es decir, adelantar las 
licencias. Ahora, a fin de año, se está resolviendo a tapas 
cerradas que la ilegalidad que cometió una empresa deja 
de ser ilegal, porque el proyecto establece, además, que es 
retroactivo a noviembre. ¡Y se va a votar! 


Cuando discutimos con el ministro de Trabajo y Segu- 
ridad Social sobre este tema le dijimos que no, que debía 
haber garantías y que los motivos debían ser fundados, no 
discrecionales. Entonces, busquemos otras alternativas, 
porque estamos hablando de sectores que tienen dificul- 
tades —a todos nos preocupan esas dificultades—, y esto se 
hace sin consentimiento del trabajador. 


¿Qué sucedería si estableciéramos una línea de crédi- 
to para financiar a las empresas que tuvieran dificultades 
para pagar la licencia y el salario vacacional, en lugar de 
dejar sin estos beneficios a trabajadores que pueden estar 
cobrando $ 20.000 por mes? Se nos dijo que, de hacerlo, se 
iba a anotar todo el mundo. Esas fueron las palabras tex- 
tuales del ministro de Trabajo y Seguridad Social. Enton- 
ces preguntamos si el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
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Social tiene capacidad como para resolver rigurosamente 
y con justicia las situaciones extremas, a lo que el señor 
ministro nos respondió que no los cuenta para el caso de 
que fuera el Estado el que financiara las circunstancias 
de dificultad. Pero parece que mágicamente sí los cuenta 
para empresas que ya lo hicieron y no pagaron la licencia 
a trabajadores que la generaron en 2019, con el agravante 
de pertenecer a los sectores afectados. Como fundamenta- 
ción pública se ha establecido que es para quienes están en 
seguro de paro, pero no es lo que dice el proyecto de ley; 
no es para trabajadores que estén en seguro de paro, sino 
que es general. 


Por otra parte, en el informe en mayoría se comete un 
error muy grande porque se hace referencia al Convenio 
Internacional del Trabajo n.? 132, que no es eso lo que fija. 
Tampoco el artículo 9, porque habla del fraccionamiento 
de la licencia. En este caso solo deja la posibilidad de los 
dieciocho meses para quien ya tomó una parte de la li- 
cencia de este año, pero además habla de los plazos y del 
consentimiento. 


Creo que quien redactó esto no pisó una asamblea en 
su vida ni estuvo jamás en la actividad gremial. Repito: 
en esta fecha del año, en el último borde del año, estamos 
diciendo a miles de trabajadores que no van a cobrar el 
salario vacacional que generaron el año pasado, y hay una 
mayoría para votarlo. Después hay que hacerse cargo. ¿Por 
qué? Porque no se decidieron otras medidas. Los trabaja- 
dores que ya pagaron la pandemia, muchos con desempleo 
claro y otros con congelamiento salarial, vuelven a ser los 
que pagan por la pandemia. ¿Cómo pagan ahora? Poster- 
gando su derecho a la licencia y postergando su derecho 
al salario vacacional. La ley de licencias se votó en 1958, 
junto con un paquete de normas para los trabajadores, mu- 
chas de ellas sobre derechos adquiridos. Esto se hace sin 
diálogo social, sin negociación colectiva, sin pensar que 
un elemento de tanta importancia requiere tener toda la 
información. 


Estuvieron las autoridades —revisé las versiones taqui- 
gráficas— y no pudieron contestar de cuántos trabajadores 
estamos hablando. Es una decisión que hay que tomar la 
semana que viene, ya, en el acto, de manera inmediata, 
pero no tenemos un estudio que diga a cuántos trabaja- 
dores va a afectar la circunstancia de lo que se va a votar 
hoy, que es dejarlos sin licencia y sin salario vacacional de 
manera discrecional. Se trata de un derecho adquirido y se 
va contra su voluntad, sin consentimiento, sin el aval de 
los trabajadores. No sabemos a cuántos trabajadores afec- 
ta, pero sí establecemos ese criterio curioso: que los que 
menos tienen sean los que financian. Algunas importantes 
empresas de transporte ya lo hicieron. ¡Importantes, eh! 
No estamos hablando de un pequeño comercio, sino de 
empresas importantes, de las más grandes. Comunicaron 
a sus trabajadores que, como sabían que se iba a votar esta 
norma, este año no les tocaba licencia ni salario vacacio- 
nal. Hoy estamos consagrando lo que algunas empresas 
hicieron de facto, de hecho, sin explorar otras alternativas 
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y sin pensar que el que tiene que sufrir el gasto es justa- 
mente el trabajador. Algunos estuvieron en seguro de paro 
este año, padecieron el congelamiento del salario y de pos- 
tre —a fin de año— se les está diciendo: «usted tampoco va 
a cobrar el vacacional que generó el año pasado». 


Se podrá argumentar que las empresas tienen dificul- 
tades. En teoría, desde que se instaló la covid-19 hemos 
reclamado políticas mucho más potentes para atender las 
dificultades. Ese reclamo no es a la oposición, porque 
desde que empezaron los problemas estamos diciendo 
que tendría que haber un paquete de medidas mucho más 
fuerte para atender el tejido social, además del productivo. 
Acá hay medidas para atender el tejido productivo. Claro, 
se elige que esas medidas las paguen los trabajadores que 
están en los sectores de actividad más vulnerados y que ya 
pagaron, repito, con congelamiento salarial de seis y nueve 
meses como mínimo, cuando no de pérdida. 


Creemos que esta es de las cosas más importantes que 
se van a votar hoy. Se otorga al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, de manera administrativa, la facultad 
de determinar quién cobra salario vacacional este año y 
quién no; quién tiene que financiar a la empresa con su 
salario vacacional de manera obligatoria, contra su volun- 
tad. Y ni siquiera tuvo repercusión pública. Créannos que 
tenemos esta medida en medio de un paquete integrado 
por otras que van en la misma dirección, sin fundamento 
previo. Esto entró la semana pasada. ¿Alguien cree que 
es posible tratar el tema de las licencias de 2019 en la se- 
gunda quincena de diciembre de 2020? ¿Es serio tratar un 
proyecto que tiene esas características? Los integrantes de 
la comisión dijimos claramente: no es sensato que estemos 
tratando algo para amparar una ilegalidad. No hay forma 
de que estemos amparando legalidad; estamos avalando 
a empresas que cometieron ilegalidad, porque la licencia 
de 2019 ya la tendrían que haber tomado. A la empresa 
que cometió una ilegalidad por no pagar el salario vaca- 
cional al trabajador ni darle la licencia en tiempo y for- 
ma, le estamos diciendo que ahora es legal lo que hizo 
porque el Parlamento entiende que para soportar la acti- 
vidad productiva no tiene que haber apoyos del Estado, 
sino financiamiento a través del salario vacacional y la li- 
cencia de sus trabajadores. ¿Qué nos faltaría votar arriba 
de esto? ¿Que no les paguen el salario durante meses, que 
les paguen la mitad? ¿Cuál sería el límite para tomar una 
decisión de este tipo? Este proyecto de ley entró esta se- 
mana, cuando ya sabíamos que estábamos construyendo 
ilegalidad. Y repito que conversamos con el ministro de 
Trabajo y Seguridad Social sobre alternativas distintas, y 
la respuesta que nos dio fue que podría venirse un alu- 
vión si el Estado ofrece líneas de crédito, porque no tienen 
cómo verificar. La pregunta que a uno le surge es lógica: 
si no pueden verificar para establecer otra solución que no 
sangre a los trabajadores más castigados del país ¿cómo es 
que sí lo pueden hacer para que no haya discrecionalidad 
y les caminen por arriba a miles de trabajadores? ¿En qué 
momento surge esa capacidad administrativa y operativa, 
si ni siquiera pudieron demostrar el universo al que afecta? 
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Creo que este es un proyecto de ley que surge por el 
lobby de algunas empresas muy potentes que pesaron y 
reclamaron fuertemente. 


Lo que vamos a votar hoy es un nuevo retroceso. El 
mismo año en el que el Banco de Previsión Social definió 
por sí y ante sí dejar de controlar los laudos, el mismo año 
en el que achicamos a la mitad las multas a las empresas 
que falsifiquen documentación, el mismo año en el que 
achicamos a la mitad la posibilidad de reclamo de los tra- 
bajadores por evasión de aportes, estamos dando, además, 
una señal muy triste. Y repito que se está haciendo con 
una fundamentación jurídica sobre convenios de la OIT 
que nada tienen que ver con el artículo 9.2 del Convenio 
Internacional del Trabajo n.? 132. 


Entonces, en realidad, no existe informe a favor por- 
que es muy difícil argumentar en ese sentido. No es fácil 
decir que nuevamente las dificultades deberán pagarlas de 
manera discrecional los trabajadores que están peor. Me 
apena que este día el Parlamento nacional esté definiendo 
la iniciativa de recortar el derecho a la licencia y a los sa- 
larios vacacionales. 


Hay covid. Los historiadores cuentan que cuando ocu- 
rrió la Segunda Guerra Mundial, la economía de guerra en 
Inglaterra implicaba repartir lo que había de la mejor ma- 
nera. En este caso el reparto es al revés: del que menos tie- 
ne al que no tanto precisa, y con mucha discrecionalidad. 


Como bancada del Frente Amplio nos apena fuerte- 
mente que estemos tratando un proyecto de estas caracte- 
rísticas y de esta forma. Reitero que cuando el proyecto de 
ley ingresó a esta cámara ya sabíamos que amparaba una 
ilegalidad y esta es una señal para quienes creemos en las 
reglas claras de juego. ¿Qué señal damos al empresario 
que hizo un esfuerzo, que no quiso violar los derechos, 
que quiso cumplir y que pagó con dificultad la licencia 
y el salario vacacional? ¿Qué le conviene a ese empresa- 
rio? ¿Trabajar dentro del margen o fuera de él? Esta, como 
otras que se han dado, es una invitación a que lo que con- 
viene es trabajar fuera del margen; lo que conviene es no 
dar previsibilidad. 


Hay un segundo elemento del articulado al que me 
quiero referir. La ley de licencias establece —¡miren lo que 
estamos votando para sectores en dificultad!— que cuando 
se pierde el jornal por razones ajenas no se puede computar 
para el descuento de la licencia. Esta ley establece eso con 
mucha claridad. Es decir, no se puede perder un día en el 
que se va a trabajar y no hay materiales. Cuando hay un 
paro o una huelga, no se computa como un día perdido. 
Ahora bien, cuando hay huelga sí se computa como perdi- 
do, pero no atodos los trabajadores. Para los que están con 
seguro especial se va a prorratear todo: el paro, la huelga 
y la pérdida. Ni siquiera tuvieron cuidado de aclarar en la 
redacción que solo se descuenten las horas que cubre el 
seguro especial. De igual manera estaría mal y estaríamos 
en contra, pero no violentaría todo. 
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Es tan desprolija la redacción que, además de resol- 
ver que no van a tener licencia ni salario vacacional, esos 
trabajadores de sectores afectados que tuvieron seguro de 
paro especial van a tener descuentos cuando hicieron paro. 
Digo esto porque no hay ninguna referencia que aclare que 
el prorrateo no puede incluir cuando es falta de materia- 
les. Por ejemplo, si tenemos dos trabajadores que hicieron 
paro, al que no estaba en seguro de paro especial no se le 
va a prorratear, pero al otro sí. ¡Vaya discrecionalidad! ¿A 
quién estamos golpeando con esta norma? Si un trabajador 
tuvo problemas por falta de materiales y está en seguro 
de paro especial, se le va a prorratear; o sea que se le va a 
prorratear al que está más jodido, más embromado. Esto 
va en contra de lo que dice la ley de licencias y el Conve- 
nio Internacional del Trabajo n.? 132 —que es el que insó- 
litamente cita el informe en mayoría—, que habla de cómo 
se tiene que gozar la licencia. Todo esto estamos votando 
hoy. Creo que es de los retrocesos más grandes que tene- 
mos este año y es difícil explicarlo. 


¿Que hay dificultades? Sí, las hay, pero les estamos pi- 
diendo eso justamente a aquellos a quienes se les congela- 
ron los salarios y a los que tuvieron que laburar salteado. 
Llegan las fiestas y les decimos: «Tu salario vacacional 
se lo vas a prestar obligatoriamente a la empresa por dos 
años». Eso es lo que se está votando hoy acá, y los que lo 
estamos votando no tenemos esas dificultades. El argu- 
mento es que siempre se puede estar peor. ¿Qué nos que- 
da si vamos hasta el final? ¿La esclavitud? Es la licencia, 
el aguinaldo, el vacacional, el salario. ¿Qué nos quedaría 
ante la explicación de que hay dificultades? El Estado de- 
bería tener una presencia diferente para atender esos casos 
extraordinarios. Tendríamos que saber de cuántos estamos 
hablando y no habría que descargar esto de manera tan 
sencilla y tan simple sobre los trabajadores. 


Repito, revisen las versiones taquigráficas, porque es- 
tas consultas no fueron despejadas. 


Señora presienta: por estas y otras razones estamos en 
contra de este proyecto, que es una mala norma para el 
país. Es una pésima señal en materia de justicia social, 
en materia de diálogo social, en materia de negociación 
colectiva y en materia de derechos adquiridos. Creo que 
genera que los que están mal pasen todavía peor. 


Gracias. 
SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI.- En primer lugar, para que quede 
constancia, quiero decir que no se pueden adjudicar inten- 
ciones. Hay distintos tipos de lobbies, así que lo vamos a 
dejar así. 
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Por otro lado, nadie dijo que no se iba a hablar a favor 
del proyecto. Lo que pasa es que cada uno habla cuando 
quiere. ¡Por suerte estamos en un régimen republicano de- 
mocrático libre! 


Lo que sucedió fue que yo, sin ser presidente de la 
comisión, ante el ingreso de este proyecto intenté que se 
reuniera en el día de ayer —están los mensajes de Whats- 
App de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social, que no voy a repetir, pero son públicos; no es un 
mensaje de WhatsApp privado—, más allá de que antes in- 
tenté comunicarme con el senador Andrade en su calidad 
de presidente. 


Uno parte de la base, señora presidente —lo hemos di- 
cho varias veces y lo vamos a repetir ahora—, de que siem- 
pre existe la variable o la consideración de la variable de 
las situaciones de urgencia que estamos viviendo. Parece 
que no se entiende. Tampoco se reconoce que el Uruguay 
se recibió en determinadas circunstancias. Parece que no 
se entiende que, como dije el otro día, la ciudadanía votó 
en su mayoría —60 % a 40 %-— por no más impuestos y no 
más endeudamiento externo, así que vamos tratando de 
sobrellevar la situación. 


Hemos recibido informes de consultoras en el sentido 
de que hay ciertas dificultades en la economía, pero tam- 
bién algún repunte. Seguramente tenemos inconvenientes 
con el déficit fiscal, pero nos llegan informes muy intere- 
santes al respecto. Y, como ya hemos dicho, todo esto se 
da en un mundo que se cayó. 


Pero lo que más nos duele, señora presidente, es que se 
nos diga que vamos a aprobar o a discutir un proyecto de 
ley de esta forma, cuando quien suscribe, que no es presi- 
dente y ni siquiera vicepresidente de la comisión —también 
me puse en comunicación con la senadora Sanguinetti y 
todo está en los mensajes de WhatsApp, que tienen eso de 
bueno: queda todo escrito—, trató de que nos reuniéramos 
para buscar alguna solución. Se me contestó por parte del 
presidente —quien acaba de intervenir, y no es una alusión, 
sino un hecho objetivo de la realidad—: «No convoco a la 
comisión. Trátenlo como grave y urgente». 


Hay un principio básico que siempre reivindico porque 
es muy bueno para la vida: no solamente el del sentido co- 
mún, sino el de la coherencia, el de la lealtad, el de la bue- 
na fe. Esto debe regular las relaciones humanas, el derecho 
y todo lo que implica ponernos de acuerdo como sociedad. 
Esto es no haber dado oportunidad. De pronto con más o 
menos tiempo lo hubiéramos visto; teníamos disponibili- 
dad para dedicar lo que fuera necesario para hacer alguna 
modificación. Esto es lo que los abogados decimos: «No se 
nos dio la oportunidad en el tribunal». Es casi una potes- 
tad de veto que tiene el presidente de la comisión al decidir 
no convocarla. Entonces, no nos quedó otro camino que 
ingresarlo como grave y urgente. 


Esta es una aclaración que debía hacer. 
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Incluso, la senadora Sanguinetti hizo una apreciación 
en el grupo de WhatsApp muy característica de su perso- 
nalidad componedora, pero le tuvimos que explicar que 
nosotros no tomamos la decisión; que yo lo había hecho 
hasta por cortesía parlamentaria, porque, en definitiva, po- 
dríamos haberlo hecho de otra manera, pero no quisimos. 


Así que sobre toda esa parte, que cada uno saque sus 
conclusiones. La única verdad es la realidad. Eso nos lo 
enseñaron los griegos; no Perón, los griegos. 


Entonces, acá estamos. Estamos en una situación gra- 
ve, estamos en una situación urgente y vamos a votar me- 
didas, incluso, mucho más problemáticas que esta. Esta- 
mos frente a un Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
que ha demostrado —ya lo dijimos en el tratamiento del 
presupuesto— una gran capacidad de diálogo y de nego- 
ciación. Y hemos dicho, incluso, que los trabajadores han 
llegado a acuerdos muy importantes, los que nos permite 
la realidad. 


Este es un proyecto de ley, señora presidente, enviado 
por el Poder Ejecutivo para tratar, reitero, de ir paliando la 
situación. Y en la exposición de motivos está el sustento de 
que sea grave y urgente: «La emergencia sanitaria provo- 
cada por la pandemia de COVID-19 ha generado grandes 
dificultades en distintos sectores de la actividad económi- 
ca...». Y esto también tiene que ver con lo que en general 
decimos. Si alguien piensa gobernar un país y, sobre todo, 
una crisis, solo con leyes, perdió desde el arranque. De- 
bemos tener el marco general de la ley, el marco general 
de la normativa que emana de la democracia representa- 
tiva, y de esa forma abrir la posibilidad de gestionar. Si- 
guen vigentes todos los mecanismos de negociación con 
los trabajadores, los derechos de los trabajadores a todas 
sus medidas sindicales. Eso está vigente; nadie lo cerce- 
nó, pero tenemos que dar al Poder Ejecutivo —y así nos lo 
pide— determinadas herramientas. Como se dice en la ex- 
posición de motivos: «En ese marco, las resoluciones N.” 
143 de fecha de 18 de marzo de 2020» —¡todos tenemos 
clarito qué es!- «y N.” 163 de fecha 20 de marzo de 2020 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, aprobadas 
en ejercicio de atribuciones delegadas por el Poder Eje- 
cutivo, establecieron un régimen especial de subsidio por 
desempleo para trabajadores con remuneración mensual 
fija o variable,...». O sea, este Gobierno no se ha caracte- 
rizado por dar vuelta la cara a las necesidades. Se hace lo 
que se puede, sin nuevos impuestos, sin aumentar la deuda 
externa, y apelando no solamente a la libertad responsa- 
ble, sino también a la libertad solidaria, y ahí todos tienen 
que poner algo. ¿A los trabajadores les cuesta más? Se- 
guramente. A todos los trabajadores nos cuesta más, pero 
necesitamos gente que sea emprendedora, que tenga pe- 
queñas empresas; a ellos les tenemos que dar aire. Eso no 
lo voy a discutir, porque no es mi especialidad. 


Y agrega la exposición de motivos: «... en el que que- 
daron comprendidos los trabajadores en situación de sus- 
pensión parcial por reducción de días de trabajo mensual 
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o la reducción del total de las horas de su horario habitual 
en un porcentaje de un 50 % o más del legal o habitual en 
épocas normales». O sea, el Poder Ejecutivo está hablando 
de épocas no normales. 


Continúa la exposición de motivos: «La Ley de Licen- 
cia» —por suerte, está clarísimo que el Uruguay siempre 
tuvo una legislación laboral de avanzada— «N* 12.590, de 
fecha 23 de diciembre de 1958 exige que el trabajador haya 
computado cierto tiempo de trabajo para tener derecho a 
la licencia anual, estableciendo que no se descontarán días 
en los que no se haya trabajado por causas no imputables 
al trabajador. Por otra parte, el artículo 11 del Decreto- 
Ley N? 15.180, de 20 de agosto de 1981» —aclaro porque a 
veces hay dudas: decreto ley es de la dictadura, pero hubo 
una ley que convalidó los actos jurídicos, anuló y derogó; 
el Parlamento democrático en 1985 dejó esto en pie— «es- 
tablece que durante el período en que el empleado perciba 
subsidio por desempleo no se generará derecho a licen- 
cia. La situación de suspensión parcial de los trabajadores 
mensuales acogidos al régimen especial de subsidio por 
desempleo trae como consecuencia dudas» —tenemos un 
Poder Ejecutivo que dice que tiene dudas; ¡bienvenida la 
humildad!- «en cuanto a si durante ese período el traba- 
jador genera licencia anual». Existen dudas para el traba- 
jador, dudas jurídicas. Están los jueces; terminada la feria 
eso se va a poder plantear. 


«Un análisis de la normativa y el principio de razona- 
bilidad, han llevado a concluir que en el caso de los tra- 
bajadores amparados al subsidio especial por suspensión 
parcial creado por las referidas resoluciones ministeriales, 
el período de amparo debería generar licencia en forma 
proporcional al trabajo efectivo prestado para el emplea- 
dor o, dicho de otra forma, el jornal de licencia debería 
estar directamente relacionado al jornal percibido del em- 
pleador durante el amparo al subsidio especial». Y en esa 
línea el Poder Ejecutivo entiende, y la bancada de la coali- 
ción también, que se enmarca este proyecto de ley. 


«A su vez, también en el marco de la emergencia sa- 
nitaria» —así empezó la exposición de motivos y termina 
de la misma manera; acá está el principio de coherencia— 
«provocada por la pandemia COVID-19 y el impacto que 
ello ha tenido en la actividad, se entiende necesario habi- 
litar —como excepción, y para los sectores y empresas más 
afectados— la posibilidad de que la licencia anual remune- 
rada generada durante el año 2019 se otorgue y goce in- 
cluso una vez transcurrido el año civil 2020, estableciendo 
como límite el mes de diciembre de 2021». 


Los artículos se corresponden con esta exposición de 
motivos; los hemos estudiado, los hemos leído. Reitero: 
podrían haber sido mejorados. Y vuelvo a lamentar no 
haber tenido la oportunidad de discutirlos ayer en la co- 
misión en una reunión extraordinaria. Estábamos todos 
dispuestos a concurrir. Además, cuando hice la propuesta, 
todos accedieron. Sin embargo, algunos después dieron 
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marcha atrás, porque se ve que apareció algún otro tipo de 
directiva. Cada uno es libre de hacer lo que quiere. 


En definitiva, estamos en estas condiciones por todo lo 
que ya expuse, y la coalición de gobierno recomienda —y lo 
va a hacer— la aprobación de este proyecto de ley. 


Gracias, señora presidente. 


SEÑOR ANDRADE- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ANDRADE. Quiero aprovechar la alusión 
para aclarar información que supongo que la señora se- 
nadora Bianchi no tiene: este proyecto de ley no iba a pa- 
sar ni por el canto de la comisión. Tanto es así que los 
partidos que integran la coalición de gobierno quisieron 
tratarlo en la última sesión, con carácter grave y urgente, 
sin que rozara la comisión. Y no lo presentaron con carác- 
ter grave y urgente —sin que pasara ni medio milímetro 
del proyecto por la comisión— porque no tenían los votos. 
Esa es la realidad que tendría que reconocerse. Se planteó 
en la coordinación de forma clara. La bancada del Frente 
Amplio fue la que evitó, porque no dio los votos, que se 
tratara este proyecto de ley sin pasar por la comisión, ante 
la preocupación del Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial de votarlo sin tocar una coma. Y hoy veremos si se 
toca una coma. 


A mí me hubiera gustado encontrar en la intervención 
de la señora senadora la explicación de por qué se va a dis- 
criminar a los trabajadores que están en el seguro de paro 
parcial, descontándole la huelga para el derecho de salario 
vacacional. Eso es lo que tendrían que explicar. Corríjan- 
lo. Estamos legislando. Saben que está ese error. 


Se quería convocar a la comisión para dar trámite ur- 
gente, el 22 de diciembre, a un proyecto de ley que legaliza 
a empresas que están en la ilegalidad —y no nos prestamos 
a ese procedimiento—, no para modificar este. Si hubie- 
ra voluntad de hacer modificaciones, las veríamos hoy 
en sala. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA BIANCHI. No voy a entrar en los detalles 
por los cuales no se trató, porque tengo ética. Hubo, ade- 
más, dificultades para imprimir el repartido. Y acá lo voy 
a dejar. 
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Si quiere mi opinión, la voy a dar. Es una opinión po- 
lítica, una opinión jurídica y una opinión de baño de reali- 
dad. Cuando estamos pagando un seguro de paro especial, 
el nombre lo dice: no correspondería. Lo estamos exten- 
diendo en forma casi automática, y sin el «cast», porque el 
otro día dimos al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, una prórroga que era más 
que un cheque en blanco. Los cheques en blanco a veces 
molestan, pero cheques en blanco no hay, siempre llevan 
la firma. Así que si hablamos de hacerse cargo, nos hace- 
mos cargo. Todos los subsidios, todos los seguros de paro 
especiales pueden ser prorrogados automáticamente por el 
Poder Ejecutivo, a través del ministerio, sin necesidad de 
intervención del Poder Legislativo. Ahí nadie se quejó de 
la delegación en el Poder Ejecutivo. ¡Y está bien!, porque 
le estamos dando la facilidad de no tener que reunir al 
Parlamento, a través de la Comisión Permanente, para re- 
petir leyes que ya están dictadas. Bueno, este es un seguro 
de paro especial; estos son seguros de paro especiales y 
como su nombre lo indica deben tener un régimen espe- 
cial. ¡Vaya que encima le tengamos que pagar, si hay huel- 
ga o no hay huelga, a una persona que le estamos pagando 
un seguro de paro especial! Y los que me conocen saben 
que yo, fuera de la situación de emergencia sanitaria, nun- 
ca voté un seguro de paro especial. ¿Por qué? Porque esa 
plata, antes de la pandemia, la necesitábamos para los em- 
prendedores, para la gente que crea fuentes genuinas de 
trabajo. Estos años demostraron que no eran fuentes ge- 
nuinas porque bastó que se cayera la bonanza económica 
mundial para que todo lo genuino fuera papel pintado. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia quiere re- 
cordar que también estamos en una situación de convo- 
catoria especial. La sociedad uruguaya está pasando mo- 
mentos especiales y nos hemos convocado, precisamente, 
atendiendo la situación sanitaria, por lo que sería bueno 
que los debates sean lo más circunscriptos a lo que estamos 
tratando. Sinceramente, me parece que hay dos proyectos 
que han sido presentados por los distintos partidos que 
merecen tener el espacio en atención, fundamentalmente, 
a lo que pasa afuera: se están muriendo compatriotas, hay 
problemas que evidentemente tenemos que solucionar y 
considero que sería bueno que todos los discursos de los 
señores senadores fueran breves. 


Muchas gracias por la colaboración. 
SEÑOR ANDRADE- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ANDRADE.- A quienes estamos rebajando 
el salario vacacional no es a trabajadores que están en el 
seguro de paro de forma plena, sino a trabajadores que 
están trabajando y que una parte de su jornada —en unos 
casos un 25 %- la cubre el seguro de paro parcial, que es 
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ley, que no es un invento; es ley, porque fueron parte de 
los cambios de 2008. ¡De esos casos estamos hablando! 
Y lo que estamos señalando de manera insólita es que a 
esos trabajadores no solo se les descuenta la parte del se- 
guro de paro, sino que se les va a descontar todas las horas 
que pierdan por causas ajenas, a diferencia del resto de 
los trabajadores. Ahora nos enteramos de que eso se hace 
conscientemente, sabiendo que eso es así, porque nos aca- 
ba de decir la señora senadora Bianchi —supongo que en 
nombre del Partido Nacional- que todos están de acuerdo 
con que se les descuente a esos trabajadores que están en 
una situación de dificultad y que tienen parte de sus horas 
cubiertas por el seguro de paro. 


SEÑORA PRESIDENTA - Señor senador: le pido que 
no interprete lo que todos escuchamos; lo único que le pido 
es que redondee, porque tenemos que seguir trabajando. 


SEÑOR ANDRADE.- Lo que hago es una aclaración 
de que no estamos hablando de trabajadores que están sin 
trabajar. 


SENORA PRESIDENTA.- ¡Hubiera convocado a la 
comisión! ¡Le pido por favor! 


SENOR BERGARA.- ¡Usted lo tiene que amparar en 
el uso de la palabra, señora presidenta! 


SENORA PRESIDENTA.- Lo estoy amparando; le es- 
toy pidiendo que redondee. Desde hoy estoy amparándolo. 
¿Terminó, señor senador? 


SEÑOR ANDRADE.- Claro, pero me parece que es 
una constancia necesaria, porque si no se presta a confu- 
sión de qué universo de trabajadores estamos hablando: es 
de este universo, no de otro; a estos se le está descontando 
el salario vacacional. 


(Dialogados). 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¡Solicito silencio, por fa- 
vor! 


SEÑOR BRENTA.-- Pido la palabra. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¡Pido silencio, por favor! 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BRENTA.- Realmente, vamos a ser muy bre- 
ves atendiendo a su solicitud, pero me parece que esto que 
estamos tratando es algo extremadamente grave, extrema- 
damente serio y, diría yo, extremadamente sorprendente, 
porque todos sabemos que desde el 13 de marzo de este 
año estamos en una situación de pandemia. 


Repito que parece sorprendente que este proyecto lle- 
gue a esta altura del año, cuando la gente está esperando 
hacer uso y goce de su licencia y cobrar el salario vacacio- 
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nal correspondiente. Me parece que perfectamente podría 
haberse desarrollado una negociación colectiva —como se 
ha hecho en otras oportunidades y con resultados exito- 
sos respecto a la situación que el país vive, que no vale la 
pena repetir porque todos conocemos— y no llegar a esta 
situación —a días de donde se configuran la mayor canti- 
dad de licencias— y anunciar esto a los trabajadores. Me 
parece que es muy importante tenerlo presente, porque en 
muchos casos los trabajadores ya tienen gastado el sala- 
rio vacacional. La mayoría de los trabajadores que reciben 
salarios relativamente bajos, ya tienen comprometido su 
salario vacacional a través de compras que han realizado 
con tarjetas de crédito porque a nadie —lo digo quizás con 
ingenuidad— se le hubiera ocurrido que esto fuera a suce- 
der a esta altura del año. 


En primer lugar, considero que estamos castigando a 
los trabajadores. Con esta medida no estamos defendiendo 
a los pequeños y medianos empresarios a los que se les 
podría generar un régimen de líneas de créditos especia- 
les del Banco República —como en muchas oportunidades 
ya se ha hecho— para el financiamiento de licencias y sa- 
larios vacacionales. Eso se hizo muchas veces; el banco 
tiene criterios adecuados y rígidos para el otorgamiento 
de esos préstamos. Había, entonces, medidas alternativas 
que se podrían haber previsto en agosto o en setiembre —ya 
sabíamos que esto venía mal—, que podrían haber paliado 
la situación de los pequeños y medianos empresarios a los 
que se hace referencia y se quiere defender. Es profunda- 
mente injusto que sean los trabajadores y, básicamente, los 
de menores ingresos, los que financien los emprendimien- 
tos productivos que hay que defender. 


Existe una falsa contradicción que, a mi juicio, no res- 
ponde al endeudamiento externo ni a nada por el estilo, 
sino a líneas de crédito que el Banco República tiene y 
ha tenido históricamente para el financiamiento de estas 
situaciones. 


Se ha dicho que había voluntad de diálogo. Franca- 
mente considero muy bueno que así sea, pero no encuen- 
tro dónde puede haber un punto de acuerdo en esto si no 
se retira, por lo menos, el artículo 1. que abarca a todos 
los trabajadores y donde se da al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social la facultad de determinar cuáles son 
los sectores afectados por la crisis. Hemos vivido grandes 
rondas de consejos de salarios en las que se catalogaba a 
las empresas según su situación, en base a criterios obje- 
tivos como cantidad de trabajadores en el Banco de Pre- 
visión Social y datos de la Dirección General Impositiva, 
entre otros, que permitían valorar qué sectores estaban en 
buenas, medianas y malas condiciones. 


Esto ahora queda librado a criterios que desconoce- 
mos. No es un tema de confianza o desconfianza en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En realidad, no 
se sabe cuáles son los sectores que estarán comprendidos 
en esta posibilidad. Estamos dando una facultad —no voy 
a utilizar el término de cheque en blanco porque puede 
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molestar— sin saber cuáles son los criterios que se van a 
aplicar a trabajadores que hoy se van a enterar —por ejem- 
plo, los trabajadores de los medios de comunicación que 
están en una situación compleja, conocida por todos— que 
no van a cobrar el salario vacacional ni van a poder hacer 
uso este año de la licencia generada en 2019, cuando no 
había pandemia. 


En mi opinión, si realmente existe voluntad de diálogo 
en la bancada de gobierno, este proyecto de ley debería ser 
retirado para ser analizado seriamente y poder encontrar 
alternativas que no pasen por el hecho de que los trabaja- 
dores financien a las empresas con dificultades. 


Muchas gracias. 
SEÑORA SANGUINETTI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA SANGUINETTI.- Señora presidenta: seré 
muy breve porque, entre otras cosas, considero que debe- 
mos dar el ejemplo a toda la ciudadanía de estar el menor 
tiempo posible aquí ya que somos una aglomeración acá 
adentro. 


En lo personal también hablé con el señor ministro 
porque se me planteaban dudas y había cuestiones que no 
entendía como, por ejemplo, las que mencionó el señor se- 
nador Andrade, pero creo que ese no era el ámbito para 
conversarlo. 


Está bien que tengamos visiones diferentes, como tam- 
bién las tenemos respecto a tantas otras cosas. Se habla 
de seriedad y de sensatez; el término desprolijidad me 
apena. Realmente, también me apena que habiendo tenido 
la oportunidad de conversar en el ámbito legislativo de la 
comisión, que es el apropiado, eso no haya sido posible. 
Sigo aprendiendo, y en el mes de diciembre aprendí que el 
presidente tiene la potestad de decir: «no cito». La verdad 
es que fue una profunda sorpresa. 


Muchas gracias. 
SEÑOR STRANEO. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR STRANEO.- Señora presidenta: seré 
muy breve. 


Siempre tengo muchas coincidencias con el señor se- 
nador Andrade, incluso con aquellos que formamos par- 
te de alguna instancia de negociación colectiva en lo que 
son las actividades de la Dinatra. Me refiero a aspectos 
que impliquen la discusión de derechos adquiridos por los 
trabajadores, como en este caso, donde se pretende posda- 
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tar o postergar el goce de un derecho generado, que es un 
tema de debate complejo y de difícil resolución. 


No nos hace feliz tener que votar este articulado, pero 
tampoco podemos negar que viene con un ciclo evolutivo 
que comenzó en marzo. El Poder Ejecutivo ha sido contes- 
te en la exposición de motivos cuando lo menciona y dice 
claramente por qué razón remite este proyecto de ley que 
tiene como punto medular el Convenio Internacional del 
Trabajo n.* 132 de la OIT que, reitero, en el ámbito de las 
coincidencias, no es el espíritu real de lo que está consig- 
nado en la norma que vamos a aprobar. 


Esta norma está pensada en la realidad de los miles 
de uruguayos que estuvieron en el seguro de desempleo, 
lo que evidentemente generó un costo sustantivo para el 
Estado. Hoy, a la hora de evaluar la licencia generada —no 
la de 2019 porque no estábamos en pandemia, sino la que 
está en curso—, se hace necesario analizarla y armonizarla 
con los decretos que en su momento promulgó el Poder 
Ejecutivo, sobre la manera de generar los subsidios par- 
ciales. 


No coincido con la afectación de otros derechos. 
Habría que ver la interpretación que se está dando a la 
norma, más allá de que necesitará la reglamentación del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social —especialmente 
del artículo 1.”—, pero no me parece, reitero, que se estén 
afectando derechos, tal como se mencionó anteriormente. 


Creo que el mensaje del Poder Ejecutivo ha sido claro 
en el sentido de la no resignación de derechos. Se refiere 
al esfuerzo, pero no del bolsillo de los trabajadores —acá 
no hay una pérdida de salario vacacional-, sino en la con- 
formación o el establecimiento de la fórmula del cálculo 
especificamente asociada a las situaciones de subsidio 
parcial donde tallaron los otros decretos promulgados por 
el Poder Ejecutivo. 


En resumen, no podemos observar ni evaluar esta nor- 
ma que hoy se va a aprobar fuera del contexto, no sola- 
mente de la pandemia, sino de lo que ha sido el trabajo del 
Poder Ejecutivo durante todo este año. Reitero que si bien 
es complejo definir este tipo de situaciones sin un ámbito 
de discusión donde estén representados los trabajadores, 
estoy de acuerdo —porque lo conversamos con algunos 
senadores— en hacerlo. De todas maneras, no nos resulta 
fácil ni feliz afrontar este tipo de normas, pero lo vamos a 
hacer con la responsabilidad y la seriedad de saber que el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha venido traba- 
jando muy bien en esto, que tiene un sentido de ser y un 
fundamento jurídico con respecto a las normas claramente 
especificadas. Además, no encuentro la causal oculta que 
a veces se menciona y se hace necesario que hoy contemos 
con esta iniciativa. 


Nada más, señora presidenta. 


SEÑOR LOZANO.- Pido la palabra. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LOZANO.- Muchas gracias, señora presidenta. 


Sin duda, estamos ante un tema complejo, pero lo úni- 
co que quiero manifestar es que en el día de ayer tuvimos 
oportunidad de debatir sobre él y conocer los distintos 
puntos de vista en la comisión, como debe ser. Se trata de 
una iniciativa que ya tiene media sanción y que fue más 
que debatido en la Cámara de Representantes. 


De todas formas, repito, nos hubiera gustado interiori- 
zarnos más del tema en la comisión, pero, en una actitud 
que realmente desconocíamos y que aprendimos en estos 
últimos días, su presidente resolvió que no fuera convo- 
cada. 


Simplemente quiero dejar constancia de que, si bien es 
algo que corresponde de acuerdo con el Reglamento, no 
me pareció una actitud de cortesía parlamentaria —por de- 
cirlo de alguna manera— que no se convocara a la comisión 
porque su presidente así lo dispusiera. 


SEÑOR ANDRADE.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR LOZANO.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Andrade. 


SEÑOR ANDRADE.- Me parece extraño el hecho de 
que si querían tratar el tema en la comisión lo trajeron para 
considerarlo con carácter urgente. ¡Nadie los obliga a eso! 
Si querían tratarlo en comisión, lo hubieran dejado que 
fuera a ese ámbito. 


(Dialogados). 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¡Evitemos los dialogados! 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—17 en 30. Afirmativa. 


En discusión particular. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Formulo moción en el sentido de 
que se suprima la lectura del articulado. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota). 
26 en 30. Afirmativa. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Formulo moción en el sentido de 
que se vote en bloque el articulado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota). 

—17 en 30. Afirmativa. 

En consideración el articulado. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—17 en 30. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Pido la palabra para 
fundamentar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Señora presidenta: 
quiero dejar constancia de que luego de escuchados los ar- 
gumentos expuestos por el señor senador Andrade —inclu- 
so esto ha sido reconocido por algún señor senador de la 
coalición—, creo que se está votando y aprobando algo que 
realmente va a ser perjudicial para muchísimos trabajado- 
res, pues, de alguna manera, se pone sobre sus hombros la 
carga de pagar esta dificultad que estamos viviendo por la 
pandemia. 


Nada más. 
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14) PROYECTO PRESENTADO SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Los 
señores senadores de la bancada del Frente Amplio pre- 

SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un asunto sentan, con exposición de motivos, un proyecto de ley por 
entrado fuera de hora. el que se adoptan medidas relativas a la salud pública con 


motivo de la emergencia sanitaria por covid-19. 
(Se da del siguiente). A LA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La tutela de la salud no sólo comporta un derecho fundamental del 
individuo, sino, también, uno de los fines principales del Estado como principio 
social y de interés colectivo. 

Nuestra Carta Fundamental sienta este principio en su Art. 44. por 
cuanto es deber del Estado legislar todas las cuestiones relacionadas a la 
salud en aras de proteger el bienestar social y fisico de la población. 

Constitucional y legalmente, el Ministerio de Salud Pública tiene los 
cometidos específicos de regular todo lo atinente a la salud nacional de la 
población y sobre todo tiene el deber de proteger los intereses y la salud de los 
uruguayos y uruguayas, garantizando su bienestar, procurando el 
perfeccionamiento fisico, moral y social de todos los habitantes del país, en el 
estricto cumplimiento del artículo 44 de la Constitución Nacional y de la Ley N* 
9.202, Ley Orgánica del Ministerio de Salud Pública. 

La Ley N* 9202, Ley Orgánica del Ministerio de Salud Pública 
complementa esta premisa, a través de lo dispuesto en su artículo 2* por el 
cual le asigna a este Organismo el cometido de adoptar todas las medidas que 
estime necesario para mantener la salud colectiva, y concretamente en caso de 
epidemias o riesgos ante la aparición de enfermedades infecto-contagiosas, 
será este Ministerio quien deba adoptar de inmediato las medidas conducentes 
a mantener indemne al país o disminuir los estragos de la infección. 

Si bien la citada norma es clara en establecer los cometidos esenciales y 
excluyentes del Ministerio de Salud Pública en materia de policía sanitaria, la 
emergencia pandémica que está atravesando nuestro país hace necesaria la 
aprobación de otra norma que refuerce y complemente estas potestades del 
Ministerio de Salud Pública. 

Como contrapartida la discrecionalidad, en su ejercicio deberá aplicarse 
una política de prudencia, equilibrio y discreción en la autoridad, para no 
traspasar los límites de lo razonable y estrictamente necesario, sin cubrir fines 
ilícitos que puedan gravitar sobre las libertades individuales, restringiéndolas 
más de lo necesario y conveniente, para el buen orden y la salud del conjunto. 
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En este sentido, la norma propuesta refuerza las potestades de policía 
sanitaria del Ministerio de Salud Pública, y valida su protagonismo en el rol 
constitucional de proteger la salud de la población y enfatiza las facultades de 
fiscalización del Ministerio de Salud Pública al respecto. Por otra parte, se 
establecen las sanciones a las infracciones de la norma propuesta. 
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PROYECTO DE LEY 


Capitulo | 


Artículo 1.- (Declaración de interés general). - Declárase de interés general la 
protección de la salud e integridad de toda la población contra la Pandemia de 
COVID 19 que aqueja nuestro país y el mundo. 

Artículo 2.- (Objeto de la ley). - La presente ley tiene por objeto proteger la 
salud pública e integridad de toda la población, mediante el establecimiento de 
pautas y medidas preventivas para hacer frente a la crisis sanitaria provocada 
por COVID-19 y su alto nivel de contagio y propagación. 

Artículo 3.- (Medidas relacionadas a la prevención de la propagación de 
COVID 19 en espacios abiertos) Por un plazo de 30 dias contados a partir de la 
promulgación de la presente ley, no se permitirán aglomeraciones de personas 
que generen un notorio riesgo sanitario en las que no se respeten las medidas 
de distanciamiento social y la utilización de los elementos de protección 
personal que disponga el Ministerio de Salud Pública. 

Artículo 4 — (Medidas relacionadas a la prevención de la propagación de 
COVID 19 en espacios laborales públicos y privados)- Mientras se mantenga el 
estado de Emergencia Sanitaria por COVID 19, los empleadores públicos y 
privados tendrán la obligación de adoptar las medidas necesarias para el más 
estricto cumplimiento de los protocolos establecidos por el Consejo de 
Seguridad y Salud en el Trabajo (CONASAT) — en el marco de la emergencia 
sanitaria- como también aquellos dispuestos por el Ministerio de Salud Pública. 
El Ministerio de Salud Pública estará facultado para solicitar la colaboración del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a los efectos de lo previsto en este 
artículo, 

Artículo 5.- (Fiscalización). - El Ministerio de Salud Pública, en el ejercicio de 
las atribuciones conferidas por su Ley Orgánica N* 9.202, de 12 de enero de 
1934, en coordinación con los Gobiernos Departamentales controlará, a través 
de sus diferentes cuerpos inspectivos, el cumplimiento de esta ley y los 
protocolos especificos existentes en las demás actividades y podrá aplicar las 
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correspondientes sanciones cuando constate violaciones a la normativa 
vigente 

El Ministerio de Salud Pública estará facultado. una vez agotadas todas las 
instancias de persuasión y como última medida solicitará el auxilio de la fuerza 
pública en caso de ser necesario. 

En toda actuación de aplicación de esta ley que implique limitación de derechos 
fundamentales, deberá darse cuenta de forma inmediata a la Fiscalia General 
de la Nación y la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo, 


Artículo 6.- (Infracciones) - A los efectos de esta ley, constituyen infracciones 
toda acción u omisión en su cumplimiento. 


Artículo 7.- (Sanciones) - Las infracciones, según su gravedad, serán objeto 
de las siguientes sanciones: 

A) Apercibimiento. 

B) Multa, que se regulará entre las 10.000 a 50.000 Ul (diez mil a cincuenta 
mil unidades indexadas). 


Capítulo ll 


Artículo 9.- Prohibese el ingreso de personas al país por las fronteras 
terrestres, marítimas, fluviales y aéreas -cualquiera sea su modalidad- desde la 
fecha de promulgación de la presente ley y hasta el 10 de enero de 2021 
inclusive. 


Artículo 10.- Exceptúanse de la prohibición dispuesta en el artículo anterior a 
las personas que cumplan alguna de las siguientes condiciones: 


A) Ciudadanos y ciudadanas uruguayos que lleguen a las fronteras 
del pais por sus propios medios, con los correspondientes 
protocolos sanitarios, los que podrán ingresar al país respetando la 
cuarentena obligatoria. 
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B) Transportistas internacionales de bienes, mercaderías, 
correspondencia y ayuda humanitaria y sanitaria. 

C) Pasajeros que acrediten haber adquirido su pasaje para el ingreso 
al pais hasta el 16 de diciembre de 2020 inclusive, siempre que a 
esa fecha contaran con las autorizaciones necesarias en su caso. 


CAPITULO III 


Artículo 11 - Los trabajadores que por prescripción médica deban realizarse un 
hisopado, pasarán desde el dia mismo de dicha indicación hasta la finalización 
de su cuarentena al subsidio por enfermedad previsto en el artículo 13, numeral 
2 del Decreto Ley 14.407 de 22 de julio de 1975, abonándosele dicha 
prestación desde el primer día de la certificación médica. 


Artículo 12 — Tendrá derecho al seguro de enfermedad la población 
considerada de riesgo. Á estos efectos se considera población de riesgo a los 
trabajadores y trabajadoras mayores de 65 años y aquellos que presenten 
comorbilidades, definidos como tales por consenso entre el departamento de 
Salud Ocupacional de la Facultad de Medicina de la Universidad de la 
República del Uruguay, la Sociedad de Medicina del Trabajo y el Ministerio de 
Salud Pública. 


Artículo 13- Los costos que insuman los primeros tres días de certificación 
serán de cargo del Fondo Solidario Covid 19, creado por Ley N* 19.874 de 8 de 
abril de 2020. 

La presente regulación tendrá vigencia hasta 60 (sesenta) dias después de 
finalizado el estado de emergencia nacional sanitaria declarado por el Poder 
Ejecutivo. 
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15) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTA - Dese cuenta de asuntos en- 
trados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «La 
señora senadora Lucía Topolansky solicita, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución 
de la república, se cursen los siguientes pedidos de infor- 
mes con destino: 
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+ al Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territo- 
rial relacionado con la morosidad de la Administración de 
Obras Sanitarias del Estado desde el 14 de marzo del co- 


rriente al día de la fecha; 


+ al Ministerio de Industria, Energía y Minería rela- 
cionado con la morosidad en la Administración Nacional 
de Usinas y Transmisiones Eléctricas del Estado desde el 
14 de marzo del corriente al día de la fecha. 

OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 18 de diciembre de 2020 
Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a las facultades que me confiere el artículo 118 de la 
Constitución de la República solicito se curse al Ministerio de 
Vivienda y Ordenamiento Territorial el siguiente 


PEDIDO DE INFORME 


Se informe la morosidad existente en la Administración de Obras 
Sanitarias del Estado (OSE) desde el 14 de marzo del corriente año 
al día de la fecha. 


Lucía Topolansky 


Senadora 
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Montevideo, 18 de diciembre de 2020 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a las facultades que me confiere el artículo 118 de la Constitución 
de la República solicito se curse al Ministerio de Industria, Energía y Minería el 
siguiente 


PEDIDO DE INFORMES 


Se informe la morosidad existente en la Administración Nacional de Usinas y 
Transmisiones Eléctricas del Estado (UTE) desde el 14 de marzo del corriente 
año al día de la fecha. 
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Lucía Topolansky 
Senadora 


18 de diciembre de 2020 


16) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una moción de or- 
den llegada a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Mocionamos para se declaren urgentes y se traten de in- 
mediato las siguientes carpetas: 


» n? 380/2020, proyecto de ley por el que se aprueba 
la Decisión n.* 09/20, Funcionamiento del Parlamento del 
Mercosur, aprobada por el Consejo del Mercado Común el 
día 4 de diciembre de 2020, entre la República Argentina, 
la República Federativa del Brasil, la República del Para- 
guay y la República Oriental del Uruguay; 


» n? 381/2020, proyecto de ley por el que se permite 
al buque U. S. Coast Guard Cutter (USCGC) Stone, de 
la Guardia Costera de los Estados Unidos de América, 
visitar el puerto de Montevideo, la bahía de Maldonado 
(Punta del Este) y otras partes de las aguas territoriales 
uruguayas a fines de enero de 2021, con fechas aproxima- 
das del 21 al 27 de enero de 2021; 


» n? 382/2020, proyecto de ley por el que se permite 
al navío polar Almirante Maximiano (H-41) y al navío de 
apoyo oceanográfico Ary Rongel (H-44) visitar el puerto 
de Montevideo, fecha estimada el 20 de diciembre de 2020 
y entre el 23 y 28 de marzo de 2021, en el ámbito de la 
Comisión Operantar XXXIX; 
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* 1. 379/2020, proyecto de ley por el que se reglamenta 
el derecho de reunión consagrado en el artículo 38 de la 
Constitución de la república; 


» n.? 383/2020, proyecto de ley por el que se adoptan 
medidas relativas a la salud pública debido a la emergencia 
sanitaria por covid-19». 


(Firman los señores senadores Penadés, Carrera, Lo- 
zano y Lanz). 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar. 
(Se vota). 


30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


17) FUNCIONAMIENTO DEL 
PARLAMENTO DEL MERCOSUR 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
primero de los asuntos cuya urgencia fue votada: «Pro- 
yecto de ley por el que se aprueba la Decisión n.” 09/20, 
Funcionamiento del Parlamento del Mercosur, aprobada 
por el Consejo del Mercado Común el día 4 de diciem- 
bre de 2020, entre la República Argentina, la República 
Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la Re- 
pública Oriental del Uruguay. (Carp. n.* 380/2020 - rep. 
n.* 232/2020)». 


394-C.S. CÁMARA DE SENADORES 18 de diciembre de 2020 


(Antecedentes). 


Carp. n.* 380/2020 - rep. n.* 232/2020 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 1 1 DIC 200 


Señora Presidente de la Asamblea General: 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea 
General a fin de someter a su consideración, de conformidad con lo dispuesto 
por los artículos 85 numeral 7) y 168 numeral 20) de la Constitución de la 
República, el adjunto proyecto de ley por el cual se aprueba la Decisión CMC NO 
09/20 "Funcionamiento del Parlamento del MERCOSUR”, aprobada por el 
Consejo del Mercado Común, el 4 de diciembre de 2020, entre la República 
Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay. 

La mencionada norma fue adoptada en función de la 
Recomendación del Parlamento del MERCOSUR NO 05/19 "Elecciones directas 
del Parlamento del MERCOSUR”, en la que se propone "Prorrogar la etapa de 
transición única establecida en la Decisión CMC NO 11/14 hasta que cada 
Estado Parte del MERCOSUR cumpla lo previsto en el Protocolo Constitutivo 
relativo a las elecciones directas al Parlamento del MERCOSUR.” Ello implica la 
integración de dicho órgano con parlamentarios electos a través de sufragio 
directo, universal y secreto de conformidad a un criterio de representación 
ciudadana. 
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Teniendo en cuenta que la Decisión CMC N% 11/14, 
aprobada en nuestro País por Ley NO 19.320 de 13 de mayo de 2015, prorrogó 
el período de transición hasta el 31 de diciembre de 2020, los Estados Partes 
del MERCOSUR en el Consejo del Mercado Común, ante su próximo 
vencimiento consideraron necesario adecuar el plazo de extensión de la etapa 
de transición única hasta el 31 de diciembre de 2030 o hasta tanto se realice la 
elección de los parlamentarios del MERCOSUR de forma simultánea en todos los 
Estados Partes a través de sufragio directo, universal y secreto de los 
ciudadanos, si esto sucediera previo a dicha fecha. 


Con el objeto de asegurar la continuidad de las 
actividades del Parlamento del MERCOSUR previstas en su Protocolo 
Constitutivo, lo que coadyuvará al desarrollo institucional del proceso de 
integración promoviendo los valores democráticos, el Poder Ejecutivo solicita a 
ese Alto Cuerpo la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera a la señora Presidenta de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consideración. 
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Montevideo, 1 1 D IC 2020 
PROYECTO DE LEY 


ARTÍCULO ÚNICO - Apruébase la Decisión CMC NO 09/20 "Funcionamiento del 
Parlamento del MERCOSUR”, aprobada por el Consejo del Mercado Común el 
día 4 de diciembre de 2020, entre la República Argentina, la República 
Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la República Oriental del 


Uruguay. 
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MERCOSUR/CMC/DEC. N” 09/20 


FUNCIONAMIENTO DEL PARLAMENTO DEL MERCOSUR 


VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de Ouro Preto, el Protocolo 
Constitutivo del Parlamento del MERCOSUR y las Decisiones N* 28/10, 18/11 y 11/14 
del Consejo del Mercado Común 


CONSIDERANDO: 


Que el Parlamento del MERCOSUR (PARLASUR) implica un avance en el proceso 
de integración, a través de la representación adecuada de los intereses de los 
ciudadanos de los Estados Partes 


Que el Protocolo Constitutivo del Parlamento del MERCOSUR establece que dicho 
órgano se integrará de conformidad a un criterio de representación ciudadana, con 
parlamentarios que serán elegidos por los ciudadanos de los Estados Partes a través 
de sufragio directo, universal y secreto. 


Que a propuesta del PARLASUR, el Consejo del Mercado Común establecerá el "Día 
del MERCOSUR Ciudadano” para la elección de los parlamentarios, de forma 
simultánea en todos los Estados Partes. 


Que la Decisión CMC N* 28/10 aprobó el Acuerdo Político para la Consolidación del 
MERCOSUR y Propuestas Correspondientes por el cual quedó definido el criterio de 
representación ciudadana para la composición del PARLASUR. 


Que la Decisión CMC N* 18/11 aprobó la Recomendación N* 16/10 del PARLASUR, 
en la cual se prevén los pasos conducentes a la implementación gradual del mismo, 
al tiempo que se garantiza la continuidad de sus actividades 


Que la Decisión CMC N* 11/14 aprobó la Recomendación N* 03/13 del PARLASUR 
por la que se prorroga la otapa de transición única hasta el 31/12/2020. 


Que el Protocolo Adicional al Protocolo Constitutivo del Parlamento del MERCOSUR 
firmado el 16 de abril de 2019 entre los Estados Partes del MERCOSUR no ha entrado 
en vigor. 
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Que con el objeto de asegurar la continuidad de las actividades del PARLASUR 
previstas en su Protocolo Constitutivo es necesario adecuar el plazo de extensión de 
la etapa de transición única acordado en la Decisión CMC N* 11/14, en función de la 
propuesta formulada por dicho órgano mediante su Recomendación 
MERCOSUR/PM/SO/REC N* 05/19 "Elecciones directas del Parlamento del 
MERCOSUR”. 


EL CONSEJO DEL MERCADO COMÚN 
DECIDE 


Ant. 1 - Prorrogar la etapa de transición única referida en la Decisión CMC N* 11/14 
hasta el 31/12/2030, o hasta tanto se realice la elección de los parlamentarios del 
MERCOSUR de forma simultánea en todos los Estados Partes a través de sufragio 
directo, universal y secreto de los ciudadanos. si esto sucediera previo a dicha fecha. 


CMC (Dec. CMC N* 20/02, Art. 6) - Montevideo, 04/X11/20. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Gracias, señora presidenta. 


Alertados oportunamente —cuestión que agradece- 
mos- por el senador Caggiani de que era necesaria nueva- 
mente la internalización de la norma en la que se propone 
«Prorrogar la etapa de transición única establecida en la 
Decisión CMC n.- 11/14 hasta que cada Estado parte del 
Mercosur cumpla lo previsto en el Protocolo Constitutivo 
relativo a las elecciones directas al Parlamento del Merco- 
sur» bajo sufragio directo y universal, a través de la Deci- 
sión n.? 09/20 —en la última sesión del CMC que se realizó 
vía Zoom hace pocas horas— se propone la postergación 
de esa decisión y, por consiguiente, la aprobación de conti- 
nuar con el periodo de transición del Parlasur. De esta ma- 
nera estamos internalizando una norma que permite que la 
delegación de parlamentarios que acaba de ser designada 
por la Asamblea General días atrás pueda continuar repre- 
sentando a nuestro país a partir del 31 de diciembre de este 
año, fecha en la que caducaba la decisión anterior. Por lo 
tanto, recomendamos votar afirmativamente este proyec- 
to a ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«ARTÍCULO ÚNICO - Apruébase la Decisión CMC N* 
09/20 “Funcionamiento del Parlamento del Mercosur”, 
aprobada por el Consejo del Mercado Común el día 4 de 
diciembre de 2020, entre la República Argentina, la Repú- 
blica Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay». 


SEÑORA PRESIDENTA .- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


18) BUQUE U. S. COAST GUARD 
CUTTER (USCGC) STONE 


SEÑORA PRESIDENTA. Se pasa a considerar el se- 
gundo asunto cuya urgencia fue votada: «Proyecto de ley 
por el que se permite al buque U. S. Coast Guard Cutter 
(USCGC) Stone, de la Guardia Costera de los Estados 
Unidos de América, visitar el puerto de Montevideo, la 
bahía de Maldonado (Punta del Este) y otras partes de las 
aguas territoriales uruguayas a fines de enero de 2021, con 
fechas aproximadas del 21 al 27 de enero de 2021. (Carp. 
n. 381/2020 - rep. n.* 235/2020)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 381/2020 - rep. n.? 235/2020 
PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE AMBIENTE 


Montevideo, 17 1 1C 2020 
Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el 
honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad con lo dispuesto por el 
Artículo 85 numeral 11 de la Constitución de la República, a fin de someter a su 
consideración la solicitud del gobierno de los Estados Unidos de América para 
obtener la autorización de la República para que el buque U.S. Coast Guard 
Cutter (USGC) Stone, de la Guardia Costera de los Estados Unidos de América, 
visite el puerto de Montevideo, la bahía de Maldonado (Punta del Este) y otras 
partes de las aguas territoriales uruguayas a fines de enero de 2021, con fechas 
aproximadas del 21 al 27 de enero de 2021. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La Embajada de los Estados Unidos de América presentó Nota verbal No. 
298 de 17 de noviembre del año en curso, donde se solicita la asistencia del 
Ministerio de Relaciones Exteriores para obtener de las autoridades competentes 
de Uruguay permiso para que el buque Coast Guard Cutter (USGC) Stone, 
comandado por el Capitán Adam B. Morrison, de la Guardia Costera 
estadounidense, pueda visitar Uruguay alrededor del 21 de enero de 2021 y parta 
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Charleston, Carolina del Sur. Se trata de un buque nuevo y la visita es parte de 
las pruebas de navegación y controlar el desempeño del mismo. El principal 
objetivo de esta visita será generar instancias de cooperación regional para 
abordar el problema de la pesca ilegal. 


El Poder Ejecutivo reitera a la Señora Presidente de la Asamblea General 
las seguridades de su más alta consideración. 
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Montevideo, 1 1 DIC 2020 


PROYECTO DE LEY 


ARTÍCULO ÚNICO.- Permítase al buque U.S. Coast Guard Cutter (USGC) 
Stone, de la Guardia Costera de los Estados Unidos de América, visite el puerto 
de Montevideo, la bahía de Maldonado (Punta del Este) y otras partes de las 
aguas territoriales uruguayas a fines de enero de 2021, con fechas aproximadas 
del 21 al 27 de enero de 2021. 


18 de diciembre de 2020 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 
SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAMY - Gracias, señora presidenta. 


Este es un proyecto de ley que traslada lo que la Em- 
bajada de los Estados Unidos de América refiriera en nota 
verbal sobre la solicitud del Gobierno de ese país, en el 
mes de noviembre del presente año, de obtener el permi- 
so correspondiente para que el buque U. S. Coast Guard 
Cutter (USCGC) Stone, comandado por el capitán Adam 
Morrison, de la Guardia Costera estadounidense, pueda 
visitar Uruguay alrededor del 21 al 27 de enero de 2021. El 
destino o el propósito de esa visita es parte de las pruebas 
de navegación y controlar su desempeño. Su principal ob- 
jetivo será generar instancias de cooperación regional para 
abordar el problema de la pesca ilegal. 


Por esta razón, se solicita la correspondiente autoriza- 
ción del Senado de la república para que ese buque —de la 
guardia costera estadounidense, que viene desde el puerto 
de Charleston, en Carolina del Sur— pueda visitar nuestro 
país en la fecha mencionada. Por tratarse de una requisi- 
toria que debe tener la aprobación del Cuerpo y fundado 
en lo que acabamos de expresar, se solicita su aprobación. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo único. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«ARTÍCULO ÚNICO.- Permítase al buque U.S. Coast 
Guard Cutter (USGC) Stone, de la Guardia Costera de los 
Estados Unidos de América, visite el puerto de Montevi- 
deo, la bahía de Maldonado (Punta del Este) y otras par- 
tes de las aguas territoriales uruguayas a fines de enero 
de 2021, con fechas aproximadas del 21 al 27 de enero 
de 2021». 


SEÑORA PRESIDENTA .- En consideración. 
St no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


19) COMISIÓN OPERANTAR XXXIX 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el ter- 
cer asunto cuya urgencia fue votada: «Proyecto de ley por 
el que se permite al navío polar Almirante Maximiano (H- 
41) y al navío de apoyo oceanográfico Ary Rongel (H-44) 
visitar el puerto de Montevideo, fecha estimada el 20 de 
diciembre de 2020 y entre el 23 y 28 de marzo de 2021, 
en el ámbito de la Comisión Operantar XXXIX. (Carp. 
n.? 382/2020 - rep. n.? 233/2020)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 382/2020 - rep. n.? 233/2020 
PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 

MINISTERIO DE AMBIENTE 


Montevideo, 1 / D 1 2020 


Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el 
honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad con lo dispuesto por el 
Artículo 85 numeral 11 de la Constitución de la República, a fin de someter a su 
consideración la solicitud del gobierno de la República Federativa de Brasil para 
obtener la autorización de la República para que el navío polar “Almirante 
Maximiano” (H-41) y el navío de apoyo oceanográfico “Ary Rongel” (H-44), visiten 
el puerto de Montevideo, fecha estimada el 20 de diciembre de 2020 y entre el 23 
y 28 de marzo de 2021, en el ámbito de la Comisión Operantar XXXIX. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La Embajada de la República Federativa de Brasil presentó Nota verbal 
No. 222 de 18 de setiembre del año en curso, donde se solicita la asistencia del 
Ministerio de Relaciones Exteriores para obtener de las autoridades competentes 
de Uruguay permiso para que los buques “Almirante Maximiano” y el “Ary 
Rongel”, puedan visitar Uruguay a fines de diciembre de 2020, fecha estimada 20 
de diciembre de 2020 y entre el 23 y 28 de marzo de 2021; a los efectos de 
realizar escala técnica en el puerto de Montevideo. 
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En cuanto a los protocolos sanitarios se seguirán los procedimientos 
sanitarios vigentes de la República Oriental del Uruguay sobre COVID -19. 


En las paradas que se tengan durante la visita, la tripulación no tendrá 
permitido desembarcar y mezclarse con la población local, y ninguna persona 
tendrá autorización para abordar al buque si no ha restringido sus movimientos 
durante 14 días previos y si no cuenta con un resultado negativo al test de 
diagnóstico de COVID - 19. 


Cabe señalar que el personal que por razones de necesidad deba bajar a 
tierra deberá cumplir con todos los requisitos sanitarios establecidos en la 
reglamentación nacional. 


La Embajada de la República Federativa de Brasil informó además que, 
harán paradas en Rio Grande (Brasil), Punta Arenas (Chile) y Montevideo 


(Uruguay). 


El principal objetivo del viaje es el de efectuar apoyo logístico al Grupo 
Base de la Estación Antártica Comandante Ferraz y las actividades científicas y 
afines, desarrolladas en la Antártida, en el ámbito del Programa Antártico 
Brasileiro (PROANTAR), por vía marítima. 


El Poder Ejecutivo reilera a la Señora Presidente de la Asamblea General 


las seguridades de su más alta consideración. 
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Montevideo, 1 1 DIG 2020 


PROYECTO DE LEY 


ARTÍCULO ÚNICO.- Permítase al navío polar “Almirante Maximiano” (H- 
41) y el navio de apoyo oceanográfico "Ary Rongel” (H-44) visiten el puerto de 
Montevideo, fecha estimada el 20 de diciembre de 2020 y entre el 23 y 28 de 
marzo de 2021, en el ámbito de la Comisión Operantar XXXIX. 


18 de diciembre de 2020 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora presidenta: en este caso 
se trata de la autorización solicitada por el Ministerio de 
Defensa Nacional y el Poder Ejecutivo para permitir el in- 
greso a aguas territoriales y al puerto de Montevideo para 
aprovisionamiento de dos buques de la Armada brasileña, 
del navío polar Almirante Maximiano —H-41-— y el navío 
de apoyo oceanográfico Ary Rongel —H-44—, con fecha 
estimada el 20 de diciembre de 2020 y, posteriormente, 
entre el 23 y el 28 de marzo de 2021, en el ámbito de la 
Comisión Operantar XXXIX. 


Los referidos buques vienen a aprovisionarse en Mon- 
tevideo en su campaña antártica y se establecen claramen- 
te por parte del Poder Ejecutivo las exigencias en cuanto a 
las previsiones que se deberán tomar en todo lo que tiene 
que ver con el estado de emergencia sanitaria producto de 
la covid-19. 


Por lo expuesto, recomendamos al Senado acceder a la 
solicitud realizada por el Poder Ejecutivo. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 


CÁMARA DE SENADORES 
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Léase el artículo único. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«ARTÍCULO ÚNICO.-Permítase al navío polar “Almi- 
rante Maximiano” (H-41) y el navío de apoyo oceanográ- 
fico “Ary Rongel” (H-44) visiten el puerto de Montevideo, 
fecha estimada el 20 de diciembre de 2020 y entre el 23 y 
28 de marzo de 2021, en el ámbito de la Comisión Operan- 
tar XXXIX». 


SEÑORA PRESIDENTA .- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


20) DERECHO DE REUNIÓN CONSAGRADO 
EN EL ARTÍCULO 38 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar otro 
asunto cuya urgencia fue votada: «Proyecto de ley por el 
que se reglamenta el derecho de reunión consagrado en 
el artículo 38 de la Constitución de la república. (Carp. 
n.” 379/2020 - rep. n.? 237/2020)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 379/2020 - rep. n.* 237/2020 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

MINISTERIO DE AMBIENTE 


Montevideo, 1 1 D 16 2020 


Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo para someter a 
su consideración, el proyecto de ley que se adjunta, referente a la especial 
situación de emergencia sanitaria que atraviesa el país originada por el importante 
aumento de casos positivos de COVID-19. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Como es de público conocimiento, y tal como resulta de la información 
proporcionada por el Ministerio de Salud Pública, en estos últimos días se 
aumentó a un promedio de 5000 el número de análisis diarios de detección del 
virus registrándose, sólo el 15 de diciembre próximo pasado, 400 nuevos casos de 
COVID-19, Ese día, de esos 400 casos nuevos, 267 fueron de Montevideo, 45 de 
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Canelones, 37 de Rivera, 12 de Maldonado, 11 de San José, 8 de Florida, 7 de 
Rocha, 3 de Paysandú, 2 de Artigas, 2 de Cerro Largo, 2 de Colonia, 2 de 
Tacuarembó, 1 de Durazno y 1 de Treinta y Tres. 


Es de señalar que desde que se declaró la emergencia sanitaria el 13 de 
marzo de 2020 se han procesado 528.583 tests y se han registrado 10.893 casos 
positivos de COVID-19 en todo el territorio nacional y aunque 7142 pacientes ya 
se recuperaron, se han producido 102 fallecimientos en nuestro pais por la 
referida enfermedad. 


Actualmente, de la totalidad de los más de 3000 casos activos, es decir 
personas que están cursando la enfermedad, más de 40 de ellas se encuentran en 
cuidados intensivos y lo que también hay que lamentar es que, a la fecha, hay 
casos activos en los 19 departamentos del país. 


Los nuevos brotes intrafamiliares constatados, así como aquellos surgidos 
en instituciones, en todos los departamentos, obligan a adoptar medidas de 
limitación al derecho de reunión, así como al ingreso de personas al país, que 
contribuya con las medidas sanitarias ya dispuestas a sostener, mitigar e incluso 
disminuir el número de contagios y así evitar nuevos brotes y el aumento de casos 
positivos. 

Ante dicha situación el Poder Ejecutivo ha solicitado el asesoramiento de 
distintos miembros de la comunidad científica, quienes han coincidido 
categóricamente en identificar ciertas conductas humanas que resulta urgente e 
Imprescindible ajustar para controlar el avance de la pandemia en el país. Dichas 
conductas incluyen las reuniones masivas sin distanciamiento social, sin uso de 
mascarillas sanitarias, ni el cumplimiento de los protocolos sanitarios ampliamente 
difundidos por las autoridades competentes. 

Por otro lado, se ha constatado que en los meses que han transcurrido 


desde la declaración de la emergencia sanitaria, la población ha avanzado en la 
utilización de diversas herramientas informáticas para mantener una comunicación 
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fluida e inclusiva en forma remota, lo que ha favorecido el acercamiento de las 
personas a pesar de la distancia fisica. El Poder Ejecutivo confía en que la 
disponibilidad de estas altermativas seguirá contribuyendo a paliar el efecto del 
distanciamiento social que nos ha impuesto la pandemia. 


Por todo lo expuesto, resulta necesario y razonable profundizar en las 
diversas medidas sanitarias y de otra indole que ya han sido adoptadas por el 
Poder Ejecutivo, el Ministerio de Salud Pública, desde el 13 de marzo de 2020, y 
los Goblernos Departamentales, al amparo de lo establecido por las Leyes N” 
9.202, de 12 de enero de 1934 y N* 9.515, de 28 de octubre de 1935, con el fin de 
reducir los efectos de la propagación del virus SARS- CoV-2 para mantener la 
salud pública. 


En este marco se entiende oportuno la aprobación de una ley, con alcance 
general, en una materia tan sensible al Estado democrático, como lo es la 
limitación de derechos individuales, todo, en aras de la protección de un bien 
fundamental tutelado como es la salud colectiva, cuya garantía permite el goce de 
los demás derechos y libertades reconocidos constitucionalmente. 


En efecto, tal y como lo ha reconocido la doctrina constitucionalista, "puede 
haber razones de orden público o interés general que exijan una limitación común 
del ejercicio de los derechos por todos los habitantes” (CASSINELLI MUÑOZ, 
Horacio. Derecho Público, FCU, Montevideo, 1999). 


En este sentido es la propia Constitución de la República la que habilita que 
se establezcan restricciones al derecho consagrado en su artículo 38, siempre que 
las mismas se dispongan en virtud de una ley, por razones de interés general y en 
cuanto el ejercicio de dicho derecho "se oponga a la salud, la seguridad y el orden 
públicos.” 

En el contexto actual, la adopción de las medidas que se proponen resulta 
legítima y necesaria dentro del marco constitucional reseñado, ya que tienen como 
finalidad proleger la vida de las personas y la salud pública ante la grave amenaza 


18 de diciembre de 2020 CÁMARA DE SENADORES 411-C.S. 


del agravamiento de la emergencia sanitaria que transita nuestro país por la 
expansión de la pandemia de COVID-19. 


En consideración de los principios constitucionales y los derechos que allí se 
reconocen, las potestades conferidas al Poder Ejecutivo en este contexto, sólo 
podrán ser ejercidas por las autoridades competentes durante el tiempo previsto y 
en estricta observancia de los principios de igualdad, no discriminación y 
razonabilidad. 


Por las razones de hecho explicitadas y atento a lo establecido en los 
artículos 7, 10, 37 y 38 de la Constitución de la República es que se entiende 
pertinente adoptar en forma transitoria las medidas restrictivas que se proponen 
en atención al interés general en materia de la salud pública de la población en 
Uruguay. 


Es, por todo lo expuesto, que el Poder Ejecutivo eleva a consideración el 
siguiente proyecto de Ley. 


LN YAA porliad A 
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PROYECTO DE LEY 
CAPÍTULO | 


REGLAMENTACIÓN DEL ARTÍCULO 38 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
REPÚBLICA 


Artículo 1*.- Limitase transitoriamente, y por razones de interés general, el 
derecho de reunión consagrado por el artículo 38 de la Constitución. 


Suspéndense las aglomeraciones de personas que generen un notorio riesgo 
sanitario por el plazo de sesenta días desde la publicación de la presente Ley, 
entendiéndose como tales, la concentración, permanencia o circulación de 
personas en espacios públicos o privados de uso público en las que no se 
respeten las medidas de distanciamiento social sanitario, ni se utilicen los 
elementos de protección personal adecuados, tales como tapabocas, mascarillas y 
protectores faciales, etc. según el caso, destinados a reducir la propagación da 
enfermedades contagiosas. 


Artículo 2*.- Facúltase al Poder Ejecutivo, a través de los Ministerios competentes 
y a los Gobiernos Departamentales en sus respectivas jurisdicciones, a disponer el 
cese de aglomeraciones de personas que generen un notorio riesgo sanitario y de 
las reuniones que se realicen en contravención de las medidas sanitarias y 
protocolos dispuestos por la autoridad competente. 


Dicha facultad deberá ejercerse en cumplimiento de los principios de igualdad, no 
discriminación y razonabilidad conforme a criterios sanitarios. 

Artículo 3”.- Quien infrinja las disposiciones de la presente Ley, será advertido por 
la autoridad competente a desistir de su actitud. 

El Poder Ejecutivo podrá aplicar sanciones por los incumplimientos a la 
presente Ley las que podrán consistir en: apercibimiento, observación y multas de 
30 a 1000 Unidades Reajustabloes, sin perjuicio de las acciones penales que 
pudieren corresponder. 

El monto recaudado por concepto de las multas eventualmente aplicadas 
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será destinado al “Fondo Solidario Covid-19” creado por la Ley N* 19.874, de 8 de 
abril de 2020. 

Artículo 4”.- El Poder Ejecutivo podrá prorrogar por única vez y por el término de 
treinta días el plazo previsto en el artículo 1” de la presente Ley. 


CAPITULO ll 


REGLAMENTACIÓN DEL ARTÍCULO 37 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
REPÚBLICA 


Artículo 5”.- Prohíbese el ingreso de personas al país por las fronteras terrestres, 
marítimas, fluviales y aéreas -cualquiera sea su modalidad- desde la fecha de 
promulgación de la presente Ley y hasta el 10 de enero de 2021 inclusive. 


Artículo 6”.- Exceptúanse de la prohibición dispuesta en el artículo anterior a las 
personas que cumplan alguna de las siguientes condiciones: 


A) Los  transportstas internacionales de bienes, mercaderías, 
correspondencia y ayuda humanitaria y sanitaria. 

B) Los pasajeros que acrediten haber adquirido su pasaje para el ingreso 
al país hasta el 16 de diciembre de 2020 inclusive, siempre que a esa 
fecha contaran con las autorizaciones necesarias en su caso. 


Artículo 7”.- Facúltase al Poder Ejecutivo a prorrogar el plazo de la medida 
adoptada en el artículo 5? de la presente Ley, así como a disponer otras 
excepciones además de las previstas en el artículo 6”, en aquellos caso en los 
cuales se justifique y acredite la necesidad de las mismas. 


hos 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ASIAÍN-- Señora presidenta: este es un pro- 
yecto de ley que, tal como fuera anunciado por el presiden- 
te de la república en conferencia de prensa hace nada más 
que algunas horas, se adopta en una situación actual que 
marca una crisis, una situación de mucho dolor para todos 
los uruguayos y para el mundo en general. 


Voy a partir de mi burbuja, para luego expandirla, nada 
más que a los efectos de que cada uno de nosotros nos co- 
loquemos en sintonía con los riesgos y peligros a los que 
nos enfrentamos. 


En las próximas festividades, en la próxima Nochebue- 
na, la reunión familiar se va a ver acotada, por supuesto 
precedida de una decisión previa y no impuesta por ley. 
Solíamos ser cuarenta personas, pero debido a la situación 
y a la responsabilidad solidaria se va a acotar a ocho —la 
familia nuclear— y mis suegros. Mi madre tiene noventa y 
cinco años y no la voy a llevar, porque justamente con esa 
edad es parte de la población más vulnerable y, frente a 
las proyecciones del Grupo Asesor Científico Honorario, 
lo que queremos evitar, justamente, es que sea de las per- 
sonas que deben ser internadas en CTI, puesto que esas 
unidades ya están muy exigidas. Entonces, respetaremos 
las burbujas. 


Se nos ha dicho que, de continuar este ritmo y esta ex- 
plosión de los contagios, de no hacer nada, de continuar 
con la pasividad, estaríamos enfrentando unos mil dos- 
cientos casos diarios —estos datos fueron brindados por el 
Grupo Asesor Científico Honorario—, y que ello provoca- 
ría el colapso de los CTI. 


El impacto es para los más vulnerables, es decir, para 
las personas de más edad, para quienes tengan enfermeda- 
des previas, y también para los más vulnerables desde el 
punto de vista económico, para los más sumergidos. 


Por tanto, estamos en esta burbuja —coincido con lo 
que decía la señora senadora Sanguinetti—, en una aglo- 
meración, pero es necesario hacerlo en pos de la comuni- 
dad. Estamos en un momento en el que se hace necesario 
postergar, en aras de un bien superior —o sea, la salud de 
todos—, solamente en la medida de lo necesario y por un 
lapso —mientras dure la emergencia—, las actividades que 
pongan en riesgo aquel bien supremo de la salud. ¿Por 
qué? Porque sin salud no podemos ejercer la libertad de 
reunión, la de expresión, la política, la de circulación ni 
el disfrute de todo el resto de los derechos y libertades. 
La salud de la población es un prerrequisito, una premisa 
necesaria. 
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Estas medidas que vienen del Poder Ejecutivo y que se 
proyectan quisieron evitarse durante los nueves meses de 
la pandemia. La explosión de los casos y las proyecciones 
pronosticadas por los científicos que asesoran al Gobierno 
y a todo el Uruguay, nos hacen revertir y revisar aquella 
moderada contención a la que se nos exhortaba desde el 
Poder Ejecutivo. 


De todas maneras, no se apela a una medida extrema, 
a una cuarentena obligatoria; no vamos a encerrarnos. 
Estamos ante una emergencia sanitaria que impone a los 
gobernantes en primer lugar —y en ellos incluyo a todos 
nosotros ya que también adoptamos medidas de gobier- 
no=, y atodos los uruguayos, la adopción de una medida 
que no es simpática, que no gusta y que por eso es acotada. 
Es motivada para proteger la salud y, reitero, acotada en 
el tiempo. 


Decía que se nos impone la adopción de medidas de 
responsabilidad frente a todos, pero, por sobre todas las 
cosas, para la protección de los más débiles. Se nos im- 
pone en este momento. Fue necesario citar a una sesión 
extraordinaria en la que todos los que estamos presentes 
—prensa, funcionarios y legisladores— nos estamos ponien- 
do en riesgo. ¿Qué hacer ante esta situación límite en la 
que jamás sospeché que iba a estar inmersa en algún mo- 
mento? Acudir a la propia Constitución de la república, 
a los tratados internacionales de derechos humanos sobre 
los que se ha pensado, antes que nosotros y con mucha 
reflexión previa, adoptando medidas para proteger los bie- 
nes supremos que suponen la restricción acotada, motiva- 
da y temporaria de algunos derechos, es decir, acudir a las 
propias herramientas constitucionales disponibles y a los 
instrumentos de derechos humanos. 


Es una restricción, sí, de la libertad de reunión, pero 
habilitada por la Constitución y pensada, justamente, para 
este tipo de emergencia. Recurrimos a herramientas ju- 
rídicas; estamos en el palacio de las leyes, legislamos y 
no podemos dejar el derecho de lado. Somos políticos, 
sí, pero fundados sobre lo jurídico. La teoría alemana de 
Notrecht decía: «A situación de emergencia, derecho de 
emergencia». Es eso lo que se venía a plantear: a situación 
de emergencia, derecho de emergencia. 


Un profesor de Derecho Constitucional de la Univer- 
sidad Católica de Chile y amigo, Jorge Precht Pizarro, 
hablando de la urgencia en el derecho, decía que el pri- 
mer elemento de la urgencia es la insuficiencia del dere- 
cho normal —del que estamos habituados y bajo el que nos 
regimos en situaciones normales—, por razón de tiempo, 
para alcanzar la finalidad legal. 


Entonces, se trata de un derecho de emergencia pero 
que está previsto por la propia Constitución y por los tra- 
tados regionales e internacionales de derechos humanos. 
Hay que distinguirlo de los poderes de emergencia. Esto 
no es hacer uso de los poderes de emergencia sino acoger- 
se a la estricta letra de la Constitución. En ese sentido, no 
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es un cheque en blanco, en primer lugar, porque no surge 
de un decreto del Poder Ejecutivo, sino que la autorización 
la está dando —o la va a dar— la autoridad competente, este 
Parlamento. 


El marco de límites de lo que se va a restringir estará 
muy claro y preciso en la ley y, además, al amparo de la 
Constitución y los derechos humanos. La ley marca el lí- 
mite, el marco, las certezas, la seguridad jurídica, circuns- 
cribe las restricciones; marca el alfa y el omega: empiezan 
aquí y terminan aquí. Hay un lapso, una motivación; luego 
revisaremos el texto. 


Respecto al artículo 38 que se plantea reglamentar, 
quiero hacer alguna aclaración porque han surgido ver- 
siones en las redes. No se modifica la Constitución ni se 
podría modificarla; al contrario, esto es aplicación de la 
Constitución. ¿Qué nos manda la Constitución? Que el de- 
recho de reunión pacífica y sin armas está garantizado. 
Distingue entre la titularidad del derecho que tenemos por 
el solo hecho de ser seres humanos y el ejercicio de este 
derecho, que no podrá ser desconocido por ninguna auto- 
ridad de la república sin una ley —y esto es lo que se viene 
a cumplir aquí; requisito formal— y solamente en cuanto 
se oponga a la salud, la seguridad y el orden públicos. Hay 
una motivación, no alcanza solo la ley. 


Esta libertad de reunión y su regulación no fue recogi- 
da en la Constitución de 1830 ni en la de 1918; fue incor- 
porada en la Constitución de 1934. Y yo aludía a la Cons- 
titución, al contrato que nos liga como habitantes, y en eso 
no me voy a restringir a invocar el artículo 38 mismo, sino 
que parto ya desde el artículo 1.” que dice: «La República 
Oriental del Uruguay es la asociación política de todos los 
habitantes comprendidos dentro de su territorio». ¿Por qué 
me refiero al artículo 1.? Porque es el que recoge lo que 
se llama el contrato social. Los habitantes, en aras de con- 
seguir una pacífica convivencia, se asocian —el contrato 
social- creando esta institución jurídica Estado, que va a 
regular el ejercicio de los derechos de todos estableciendo 
las debidas armonizaciones para la pacífica coexistencia, 
porque si todos de forma ilimitada pretendiéramos el ejer- 
cicio de todos los derechos, al final terminaríamos anulan- 
do o vulnerando muchos de ellos. 


El artículo 7.” también refiere a aquellos derechos que 
son preexistentes a la Constitución y al Estado, y que aque- 
lla solo viene a reconocer y no a otorgar. Por eso, lo único 
que la Constitución ofrece y manda a los poderes públicos 
a proteger, es en el goce de dichos derechos. Es pertinente 
esta consideración porque, si todo derecho tiene una parte 
que es la titularidad y otra que es el ejercicio —aún más, el 
artículo 7.* de la Constitución habla de los mecanismos de 
garantía y de protección en el goce—, la titularidad jamás 
podrá ser restringida, pero sí el ejercicio de los derechos 
en cuanto esté habilitado por la propia Constitución, y ese 
es el caso del artículo 38. 
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Con respecto al citado artículo 7.%, Justino Giménez 
de Aréchaga decía que cuando la Constitución habla de 
que nadie puede ser privado de estos derechos, en realidad 
quiere decir que nadie puede ver limitado su ejercicio. 


El profesor Risso Ferrand, quien ya adelantó su posi- 
ción y expresó que a su entender el proyecto de ley que se 
propone es constitucional, hace extensísimos comentarios 
—que sería imposible abarcar en este caso— y cita algunas 
sentencias de la Suprema Corte de Justicia. Por ejemplo, 
destaca que, como todo otro derecho individual, no es ab- 
soluto e irrestricto y que tolera las limitaciones que la ley 
establezca por razones de interés general, y la salud públi- 
ca es una de ellas. 


También la doctrina hace su aporte y ayuda a enten- 
der la esencia de los derechos y hasta qué punto pueden 
limitarse. Por su parte, Karl Loewenstein, colaborador en 
la redacción de la Constitución alemana, es decir, en la 
Ley Fundamental de Bonn, dice que la restricción deberá 
establecerse con carácter general, no dirigida a un grupo 
de personas. Si nosotros analizamos el texto del proyecto 
de ley, lo primero que surge es que la limitación no solo es 
transitoria por razones de salud pública, sino que, además, 
se dirige en forma general y abstracta a toda la población. 
Primer requisito, cumplido. 


Aníbal Luis Barbagelata comenta específicamente el 
derecho de reunión y, luego de referir que su considera- 
ción explícita no fue sino hasta 1934, dice que al día de 
hoy, 18 de diciembre de 2020, sigue rigiendo una vieja ley 
de 1897, dictada en vigencia de la Constitución de 1830, 
que establece la posibilidad de impedir las reuniones en 
casos de epidemia. En este caso es la salud pública la que 
estaría comprometida y por eso la limitación tiene justifi- 
cativo. Esta ley de 1897 fue invocada para la limitación de 
la libertad de reunión y también de circulación en el 2002, 
por el entonces presidente Batlle, prohibiendo la llamada 
marcha a Punta del Este. Lo hizo, no por razones de salud 
pública sino de orden público y de seguridad y aun de in- 
terés turístico. Por lo tanto, tiene un antecedente, que se 
basó en aquella ley de 1897. 


En la práctica, en tiempos normales el derecho de re- 
unión tampoco es absolutamente ilimitado. Siempre, por 
imperativos de pacífica coexistencia y convivencia, ha de 
comunicarse a las autoridades hasta para que hagan los 
arreglos pertinentes en cuanto al tránsito, la circulación de 
las personas, también para garantizar que la reunión sea 
posible y hasta para evitar los desbordes. De modo que no 
es que esto siempre fluya en forma ilimitada. 


Dado que hay dos proyectos de ley que se someten a 
estudio, se nos podría plantear una interrogante. Al que 
viene con iniciativa del Poder Ejecutivo —solamente tiene 
un número y no un título— se lo nomina como «Salud Pú- 
blica. Derecho de Reunión» y se fue por la restricción de 
la libertad de reunión, prevista en el artículo 38. El otro 
proyecto va por la reglamentación del artículo 44 de la 
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Constitución, que en su inciso segundo establece el deber 
de los habitantes de cuidar su salud y, en el primero, ex- 
presa: «El Estado legislará en todas las cuestiones relacio- 
nadas con la salud e higiene públicas...». 


Entonces, podríamos preguntarnos: ¿vamos por el 
artículo 38 o vamos por el artículo 44? A esa interrogante 
contesto: ¡Vamos por los dos! Porque en este caso ambos 
textos protegen: uno se enfoca en la restricción de la li- 
bertad de reunión por motivos de salud, es decir que tiene 
presente el artículo 44 en su justificación y, el otro, parte 
reglamentando el deber del Estado en cuanto a legislar en 
temas de salud, pero termina en la restricción de la liber- 
tad de reunión. No dice otra cosa. 


De manera que lo veo como dos caras de una misma 
moneda. Es el caso de los artículos 38, 44, 1.2, 7.2 y tam- 
bién del 72, que habla de derechos, deberes y garantías in- 
herentes a la persona humana o que se derivan de la forma 
republicana de gobierno. 


Desde el informativo Subrayado se anunciaba que la 
Intendencia de Montevideo planteaba multas de $ 70.000 
por fiestas clandestinas. Me parece que es una medida 
muy correcta; ahora bien, está motivada en la protección 
de la salud, pero tiene como base la restricción de la liber- 
tad de reunión. Está bien, cuando esta ley se apruebe, esa 
medida va a ser legítima. 


También hay cierta inquietud respecto a lo que esta- 
blece el derecho internacional de los derechos humanos; 
así que mirémoslo también, puesto que rige en nuestro or- 
denamiento. 


El artículo 15 de la Convención Americana sobre De- 
rechos Humanos —Pacto de San José de Costa Rica— re- 
conoce el derecho de reunión y dice que el ejercicio de tal 
derecho solo puede estar sujeto a las restricciones previs- 
tas por la ley —lo que se cumple aquí como requisito for- 
mal-— que sean necesarias en una sociedad democrática. Al 
requisito de nuestra Constitución le agrega otro que alude 
a la ponderación y a la proporción, es decir, que sea solo en 
la medida de lo necesario y no más allá; luego, plantea una 
motivación o una finalidad: que se haga en interés de la 
seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, 
O para proteger la salud o la moral públicas o los derechos 
o las libertades de los demás. 


Déjenme traer a colación unos artículos que están so- 
bre el final de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y que aportan reglas para la interpretación y la 
aplicación de la convención. 


En el artículo 27, «Suspensión de garantías», resulta 
que hay algunos derechos que no pueden ser suspendidos 
ni aun en tiempo de emergencia, entre ellos, se mencionan 
el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal y el 
derecho a la libertad de conciencia y de religión. No figu- 
ran ni la libertad de reunión ni la libertad de circulación, 


CÁMARA DE SENADORES 


18 de diciembre de 2020 


que es lo que plantea el proyecto que restringe el ingreso a 
la república. Ergo, pueden ser restringidos. Entiendo que 
sí se debe cumplir con el numeral 3. del artículo 27, que 
establece el imperativo de informar inmediatamente, por 
la vía de la Cancillería, al secretario general de la Organi- 
zación de Estados Americanos, de la medida adoptada, lo 
que supongo que ya se tenía pensado hacer. 


¿Qué dicen los instrumentos a nivel de la ONU? El 
artículo 21 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos es casi un calco del artículo 15 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Habla de la posi- 
bilidad de la restricción, con la triple exigencia en lo for- 
mal: instrumento ley —no un decreto, no una resolución—, 
la motivación de la protección de otros bienes, derechos o 
libertades de igual o superior jerarquía —en este caso, la 
salud— y aquella ponderación en cuanto a que sea necesa- 
rio en una sociedad democrática. 


El Comité de Derechos Humanos de la ONU, que hace 
observaciones generales sobre cada uno de los artículos 
y de los derechos consagrados, plantea un desarrollo en 
unas dieciocho páginas —que no voy a leer— donde comen- 
ta especificamente el derecho de reunión pacífica. Aquí 
surgen algunos aportes bien interesantes para analizar en 
el caso. 


Luego de decir que el derecho de reunión pacífica 
constituye la base misma de un sistema de gobierno basa- 
do en la democracia, los derechos humanos y el pluralis- 
mo, y de destacar que es un derecho individual que se ejer- 
ce colectivamente, establece, en su ordinal octavo: «Las 
reuniones pacíficas no constituyen un derecho absoluto 
y, en algunos casos, se pueden restringir. Sin embargo, 
cualquier restricción debe ser limitada». Si cotejamos esta 
exigencia con el texto propuesto, vemos que está limitada 
temporalmente por motivo de la pandemia y aun lo está 
en cuanto a que el derecho de reunión no se restringe en 
términos absolutos sino que se evitan —o se quiere evi- 
tar— las aglomeraciones, concepto que ya el Grupo Asesor 
Científico Honorario se encargó de referir, fijando en diez 
el número límite de personas; este concepto fue recogido 
también por el presidente de la república en la conferencia 
de prensa y, según se me informaba, es el manejado por el 
Ministerio del Interior. 


Si alguna duda cupiera respecto al término «aglome- 
ración», señalo que el Título Preliminar del Código Civil, 
en caso de duda en cuanto al uso de algún vocablo en una 
ley, nos manda a acudir a su sentido natural y obvio. Si se 
tratara de una expresión perteneciente a alguna ciencia o 
arte se deberá acudir al sentido que le dan las personas que 
lo profesan; así que la referencia está. 


Continúo con la fundamentación que da la Observa- 
ción General n. 37 del Comité de Derechos Humanos de 
la ONU sobre el artículo 21. En su ordinal 9., dice: «La ple- 
na protección de quienes participan en reuniones pacíficas 
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solo es posible cuando se protegen los demás derechos. ..», 
y aquí se incluye el derecho a la vida, a la salud, etcétera. 


Voy a saltear parte de la lectura porque, evidentemen- 
te, no puedo ser exhaustiva. 


Menciono algunas otras citas textuales: «El derecho de 
reunión pacífica no es ilimitado, pero las limitaciones de- 
berían ser las mínimas.» y «... corresponde a las autorida- 
des justificar las restricciones como excepciones legítimas 
a la norma», que es lo que hace el proyecto de ley, es decir, 
justifica, dice el porqué, no solo en la exposición de moti- 
vos sino también en su propio texto, cuando lo acota a la 
pandemia, en la medida necesaria para proteger del riesgo 
—en algún momento habla de notorio riesgo sanitario— y 
por un plazo acotado. 


También establece: «El requisito de que toda limita- 
ción del derecho sea neutra en cuanto al contenido...»; 
esto es a lo que referíamos, no solo a la generalidad sino a 
que la medida no esté dirigida a «tapar la boca» a nadie. 
Me refiero, por ejemplo, a no prohibir una reunión porque 
va a trasmitir un mensaje de un signo político, ideológico 
o filosófico con el que la autoridad no concuerda. No; esto 
es tabla rasa para todos. 


También dice: «Además, las restricciones no deben 
estar dirigidas especificamente a determinadas categorías 
de posibles participantes...»; esto es por las categorías 
sensibles de raza, sexo, religión, etcétera. 


Reclama: «Los tres requisitos generales principales 
para las limitaciones de los derechos del Pacto son la le- 
galidad,» —esto se está haciendo— «la necesidad y la pro- 
porcionalidad.» y que «Las leyes en cuestión deben ser 
lo suficientemente precisas...» en ese sentido, que «deben 
responder a una necesidad social apremiante...». 


Es más, no se trata de cualquier medida o de una me- 
dida desproporcionada, sino que «Deben ser también la 
medida menos perturbadora entre las que podrían permi- 
tir lograr la función protectora pertinente», es decir, que 
sea proporcionada. Evidentemente ello requiere de un jui- 
cio de valor de quien va a aplicar la medida, equilibrando 
el alcance de la injerencia con su razón de ser. Además, 
esta observación general destaca que el propio pacto —de 
la misma manera que el Pacto de San José de Costa Rica— 
ofrece una lista exhaustiva de motivos que hacen legítima 
la restricción, es decir, la protección del orden público, la 
seguridad pública, la seguridad nacional, la protección de 
la salud o moral, o la protección de los derechos y liberta- 
des de los demás. 


El ordinal 55 refiere específicamente al caso que nos 
ocupa: «La “protección de la salud pública” puede, en 
raras ocasiones,» —¡vaya si esta lo es!- «permitir que se 
impongan limitaciones, por ejemplo, cuando hay un bro- 
te de una enfermedad infecciosa y las reuniones son pe- 
ligrosas. Eso también se puede aplicar en casos extremos 
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cuando la situación sanitaria durante la reunión presenta 
un riesgo para la salud de la población o de los propios 
participantes». 


Se requiere que las autoridades informen al respecto 
—eso está hecho mediante la publicidad— y que cuando se 
adopte legalmente la decisión de dispersar una reunión 
—que es de lo que habla el proyecto de ley—, lo hagan las 
autoridades. Cuando hace referencia a quiénes son las au- 
toridades encargadas de la dispersión de una aglomera- 
ción, no se circunscribe al Ministerio del Interior —había 
inquietudes al respecto—, ya que su artículo 2.” expresa: 
«Facúltese al Poder Ejecutivo, a través de los Ministerios 
competentes». Será el Ministerio de Salud Pública, el Mi- 
nisterio del Interior, el Ministerio de Defensa Nacional en 
la franja costera —porque es su competencia— o los Go- 
biernos departamentales quienes dispondrán el cese de las 
aglomeraciones. Lo que exige el comentario general de la 
ONU es que cuando se adopten estas medidas se deberá 
utilizar la fuerza mínima necesaria, que es lo que expresa 
el proyecto de ley: exhortar a la dispersión y, si no se incu- 
rre en un desacato, que quede solo en eso. 


Advierto que está terminando el tiempo de que dis- 
pongo. 


(Dialogados). 


—Agradezco a los señores senadores, pero no preciso 
más tiempo. 


Para concluir, simplemente quiero decir que estamos 
en tiempos de anormalidad, en tiempos dolorosos para to- 
dos. Tal como expresé al comienzo de mi intervención, 
estamos en una situación de emergencia que nos obliga a 
adoptar medidas extraordinarias, pero medidas extraordi- 
narias que no se salen de las previstas en el pacto, que nos 
atan a todos. 


De manera que lo que se propone que hagamos me- 
diante la aprobación de este proyecto de ley es aplicar la 
Constitución, dentro de los marcos fijados por ella. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Muchas gracias, señora presi- 
denta. 


En primer lugar, en nombre de mi bancada quiero se- 
ñalar que estamos muy preocupados por la situación que 
atraviesa el país. Ha sido un año muy difícil para toda la 
sociedad uruguaya. Esta pandemia que estamos sufriendo, 
esta pandemia global, esta pandemia que nos aqueja como 
sociedad, ha tenido efectos negativos sobre la salud, sobre 
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el trabajo, sobre los cuidados y sobre la educación, entre 
otros aspectos. 


Nuestra bancada se siente muy comprometida con el 
país y en particular con la sociedad uruguaya en la bús- 
queda de propuestas que tiendan a solucionar esta situa- 
ción compleja que estamos viviendo. Eso es lo primero 
que queremos señalar: el compromiso de esta fuerza polí- 
tica en buscar soluciones a esta grave situación que esta- 
mos viviendo. 


En el día de hoy estamos discutiendo de una manera 
sui géneris porque hay dos proyectos de ley sobre la mesa: 
uno que reglamenta el artículo 38, que fue presentado por 
el Gobierno, y otro que fue presentado por nuestra banca- 
da, que reglamenta el artículo 44. 


Esta excepcionalidad que estamos viviendo como so- 
ciedad también es parte de la discusión que tenemos hoy 
aquí, porque estamos discutiendo al mismo tiempo dos 
maneras de buscar soluciones a este problema que enfren- 
tamos como sociedad. 


Nosotros no estamos discutiendo la constitucionalidad 
del instrumento que presenta el Gobierno nacional, el Po- 
der Ejecutivo. Reitero: no estamos discutiendo la constitu- 
cionalidad, sino que estamos viendo dos formas de aten- 
der el problema: por un lado, está el proyecto tal como fue 
fundamentado por la señora senadora Asiaín y, por otro, 
está el que tienen sobre la mesa los señores senadores, que 
trata de dar una herramienta a través del artículo 44. 


Hoy aquí se va a aprobar un proyecto de ley que debe 
tener como fin resolver el problema de nuestra sociedad, 
pero que también debe dar certeza a los trabajadores, 
porque hay trabajadores de la salud y de los Gobiernos 
departamentales, así como policías que van a tener que 
aplicar este proyecto. El mensaje que tenemos que dar es 
que estos trabajadores públicos, que son los que están en- 
frentando la pandemia en el terreno, deben desempeñar- 
se con profesionalidad, evitar excesos y arbitrariedades. 
Nosotros hoy también tenemos que darles herramientas y 
protocolos claros para que actúen con profesionalidad y se 
sientan respaldados por la norma que hoy vamos a dictar 
aquí. Esto es lo que queremos señalar. 


Nosotros, como Frente Amplio, reconocemos que es- 
tamos viviendo una situación compleja: la peor pandemia 
de los últimos cien años, que está generando una crisis 
sanitaria, social y económica. Reitero: reconocemos esa 
situación y, desde el primer día, desde aquel 13 de marzo, 
hemos dado demostraciones de responsabilidad política 
y de cooperación, porque acá el objetivo es velar por el 
interés general, por el interés de nuestro pueblo. Desde el 
mes de marzo esta fuerza política ha convocado al diálo- 
go nacional y ha presentado una serie de medidas que, en 
nuestra opinión, hoy más que nunca son necesarias, ya que 
la pandemia se encuentra en una etapa —como lo ha infor- 
mado el Grupo Asesor Científico Honorario, el GACH— de 
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crecimiento exponencial. Existe circulación comunitaria 
del virus y el último diagnóstico que dicho grupo nos pre- 
sentó el miércoles de la semana pasada es muy preocupan- 
te. Las medidas que debe promover el Gobierno, en nues- 
tra opinión, deben ser integrales; tienen que ser medidas 
sanitarias, de apoyo económico y social. 


Por otra parte, queremos señalar —y que quede cons- 
tancia de esto en la versión taquigráfica— que esta banca- 
da, demostrando señales de compromiso, de responsabi- 
lidad y de cooperación, ha solicitado ámbitos de diálogo. 
Aquí, en esta casa, presentamos una solicitud a la señora 
vicepresidenta para crear la Comisión Especial COVID-19 
donde tengamos información, donde podamos intercam- 
biar opiniones y dialogar con el ministro de Salud Pública 
y con el grupo de científicos, a los efectos de tener infor- 
mación sistematizada. 


Sabemos que quien debe dirigir la salida de la pande- 
mia es el Gobierno nacional, pero nosotros queremos te- 
ner información para conocer las medidas propuestas y los 
impactos; queremos tener información de primera mano a 
fin de conocer la capacidad asistencial, porque el GACH 
nos dijo que a finales de este año podemos estar viviendo 
una situación crítica; podemos llegar a 1200 casos y estar 
en una situación crítica en lo que tiene que ver con la aten- 
ción en los CTI. 


Queremos tener información y conocer acerca del plan 
de vacunación porque, como dijo el señor presidente de la 
república el otro día, hoy estamos ingresando en una etapa 
de la que vamos a salir con la vacuna, y queremos saber en 
qué fase está su implementación. 


Queremos conocer las estrategias de comunicación y 
entre todo el sistema político llamar al involucramiento 
de toda la sociedad, porque todos debemos tener claro y 
expresar que lo mejor para atender esta situación que es- 
tamos viviendo es mantener el distanciamiento social y 
aplicar los mecanismos de prevención, como nos señala en 
nombre del Ministerio de Salud Pública nuestro ministro, 
el doctor Salinas. En conjunto debemos convocar al cui- 
dado de la salud personal y a que tenemos que cuidarnos 
entre todos. 


Queremos dejar constancia aquí de que, lamentable- 
mente, se nos dijo que no. Se nos propuso una comisión ad 
hoc integrada por los coordinadores de todo el Parlamento 
nacional, a lo que nosotros —todavía no recibimos una res- 
puesta y queremos dejar constancia de ello— contestamos 
que aceptamos ir a ese ámbito, pero tienen que asegurar- 
nos información e intercambio, no para decirnos lo que 
hay que hacer, sino para tener información a los efectos de 
dialogar de primera mano con el señor ministro de Salud 
Pública y con el grupo asesor. Queremos dejar esa cons- 
tancia, señora presidenta. 


Hay que asegurar un nivel de información y de inter- 
cambio. Nosotros no pedimos cogobierno —como dijimos, 
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sabemos que quien dirige la salida y la política de lucha 
contra la pandemia es el Poder Ejecutivo—, pero señala- 
mos y volvemos a sostener que queremos información y 
conocer la realidad para poder opinar; queremos que se 
nos escuche porque tenemos experiencia de gobierno y en 
algo podemos ayudar. Además, nuestra fuerza política tie- 
ne técnicos que pueden colaborar. 


Debemos tener en cuenta que poseer información, po- 
der aportar e intercambiar también hace a la democracia; 
tener información forma parte de las reglas de la demo- 
cracia. Hay que dar participación a la oposición, y su rol 
es pedir información, estar aquí presentando proyectos de 
ley, poder conocer de antemano la situación para opinar, 
presentar propuestas e intercambiar ideas. Este es el rol, 
y más en esta situación en la que todos juntos debemos 
enfrentar la pandemia, con unidad nacional. Creo que el 
día de hoy tiene que ser un punto de inflexión para que este 
Parlamento tome otra actitud hacia el futuro y tengamos 
canales de comunicación e información. 


Como dijimos, el diagnóstico del GACH es preocupan- 
te y las medidas dispuestas no están en concordancia con 
el diagnóstico; queremos señalarlo nuevamente, aunque 
ya lo hemos dicho. Nosotros creemos que falta la integra- 
lidad. 


El Frente Amplio, en marzo, presentó un conjunto de 
medidas en una reunión con el señor presidente de la re- 
pública, a la cual concurrió un equipo representando a mi 
fuerza política. Además, el 16 de diciembre presentamos 
una nota dirigida al señor presidente de la república en 
la que le hicimos llegar un conjunto de propuestas. Cree- 
mos que en la integralidad de las medidas debe estar la 
renta básica de emergencia o de urgencia, porque hay una 
serie de impactos relevantes en la vida de nuestra gente. 
Asimismo, proponemos la suspensión de los desalojos y 
el diferimiento de las cuotas de vivienda, por lo menos 
para los primeros meses —de enero a abril- del 2021, así 
como también la exoneración de impuestos o el diferi- 
miento de su pago para las pequeñas empresas. También 
proponemos diferir el vencimiento de las tarifas públicas 
relativas al consumo básico para trabajadores que estén en 
el seguro de paro y para aquellos hogares que reciban la 
renta básica de emergencia, y también el vencimiento de 
las tarifas para las micro- y pequeñas empresas. Á su vez 
proponemos crear un fondo de emergencia para el sector 
turístico, que es uno de los más afectados por esta situa- 
ción de pandemia. 


Creemos que faltan medidas de apoyo económico y so- 
cial. A lo largo de estos meses hemos dicho que faltan me- 
didas de apoyo para los más vulnerables. ¡Y no lo afirma 
solamente el Frente Amplio! El otro día los representantes 
del GACH dijeron que faltan medidas de apoyo a los más 
vulnerables. 


El proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo fue 
fundamentado por la señora senadora Asiaín. Nosotros no 
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lo compartimos porque pensamos que el mecanismo co- 
rrecto es ir por el lado del artículo 44 de la Constitución, 
tal como voy a fundamentar a continuación. 


En nuestra opinión, el proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo es genérico e impreciso. En el artículo 2.* se habla de 
los ministerios competentes y de los Gobiernos departa- 
mentales; no se hace una referencia clara a cuál es la auto- 
ridad que debe aplicar la norma. Esto está relacionado con 
lo que decía anteriormente: nosotros debemos dar certezas 
y seguridad jurídica a los funcionarios que luego tienen 
que aplicar este proyecto de ley. 


Como señalé, es muy genérico e impreciso; existe de- 
masiada vaguedad en lo que refiere al concepto o defini- 
ción de aglomeración. Se trata de un artículo muy genéri- 
co —Insisto— que puede dar lugar a criterios dispares entre 
las autoridades competentes nacionales y departamentales 
en lo que tiene que ver con la aplicación. 


Hay algo que es clave en materia de derechos huma- 
nos: la limitación de un derecho fundamental de raigam- 
bre constitucional exige la aprobación por medio de una 
ley —en ese sentido, todos estamos de acuerdo—, pero la 
norma debe ser clara y precisa y tener un fundamento cier- 
to. Por ello no compartimos este proyecto de ley, lo que 
nos llevó a presentar el que los señores senadores tienen a 
la vista. Y agradecemos el gesto del oficialismo que nos ha 
permitido hacer el planteo para tratar de discutir dos ini- 
ciativas a la vez, que muestran dos miradas para atender la 
problemática que nos aqueja. 


El proyecto de ley que presentamos se fundamenta en 
el artículo 44 de la Constitución, que hoy leía la señora 
senadora Asiaín, pero creo que es importante repasarlo 
porque establece claramente: «El Estado legislará en todas 
las cuestiones relacionadas con la salud e higiene públicas, 
procurando el perfeccionamiento físico, moral y social de 
todos los habitantes del país». Su segundo inciso estipula 
el deber y el derecho de que todos los habitantes cuiden 
su salud, así como de asistirse en caso de enfermedad, y 
luego dice algo más. 


Podemos afirmar que este proyecto de ley tiene un 
planteo con diferentes dimensiones. La primera dimen- 
sión refiere a la autoridad competente. Creemos que en 
este caso la autoridad competente es la policía sanitaria 
—que en nuestro país es el Ministerio de Salud Pública—, 
que es la que debe decir si una aglomeración pone en 
riesgo la situación sanitaria. Lógicamente la autoridad 
o policía sanitaria tendrá que coordinar acciones con los 
Gobiernos departamentales con el objetivo de prevenir y 
disuadir estas situaciones. Llegado el caso, si no puede 
cumplir con su objetivo, tiene que solicitar el auxilio de la 
fuerza pública, que es el Ministerio del Interior, la Policía 
nacional, 


La segunda dimensión es el riesgo sanitario. Creemos 
que la definición que proponemos es más precisa. 
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Debemos legislar sobre algún aspecto relacionado con 
el mundo del trabajo. El GACH decía que uno de los prin- 
cipales focos de contagio son los lugares de trabajo. Con- 
sideramos que tenemos que hacer alguna precisión y darle 
un marco normativo para que puedan actuar en conjunto 
el Ministerio de Salud Pública como autoridad sanitaria, 
con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que es 
el que debe aplicar las normas en materia de seguridad e 
higiene en el trabajo. 


Estamos de acuerdo con el cierre de fronteras, pero 
tenemos una diferencia con respecto a los nacionales, a 
los ciudadanos uruguayos, a los que consideramos que 
hay que permitirles el ingreso; no se le puede impedir el 
ingreso a todo aquel ciudadano nacional que llega a las 
fronteras por sus propios medios. Lógicamente, hay que 
permitírselo y después exigirle la aplicación del protocolo 
sanitario: tiene que estar en cuarentena, hacerse el hisopa- 
do y tomar todas las medidas de prevención. 


Otra dimensión es que debemos tener algunas normas 
de protección de la salud de los trabajadores infectados: 
hay que asegurarles que tienen el seguro de enfermedad 
desde el primer día. 


Entonces, la fundamentación de nuestro proyecto de 
ley tiene que ver con el artículo 44. El primer artículo 
declara de interés general la protección de la salud e in- 
tegridad de toda la población contra la pandemia de la 
covid-19. El segundo artículo declara que el objeto del pro- 
yecto de ley es proteger la salud pública y la integridad de 
toda la población mediante el establecimiento de pautas y 
medidas preventivas para hacer frente a la crisis sanitaria 
provocada por la covid-19. 


El artículo 3.* refiere a la autoridad competente y no- 
sotros decimos que es el Ministerio de Salud Pública. Es- 
tablecemos: «Por un plazo de 30 contados a partir de la 
promulgación de la presente ley, no se permitirán aglome- 
raciones de personas que generen un notorio riesgo sani- 
tario». El que debe aplicar este concepto —que es un tema 
de políticas públicas y de competencias específicas del 
Ministerio de Salud Pública— es la policía de la salud. En- 
tonces, nosotros decimos que «no se permitirán aglomera- 
ciones de personas que generen un notorio riesgo sanitario 
en las que no se respeten las medidas de distanciamiento 
social y la utilización de los elementos de protección per- 
sonal que disponga el Ministerio de Salud Pública». 


El artículo 4.” tiene que ver con las medidas relaciona- 
das al mundo del trabajo y tiene como fundamento el in- 
forme del GACH, donde se establece que uno de los princi- 
pales focos de contagio son las empresas. Señala en forma 
clara que «los empleadores públicos y privados tendrán la 
obligación de adoptar las medidas necesarias para el más 
estricto cumplimiento de los protocolos establecidos por el 
Consejo de Seguridad y Salud en el Trabajo (CONASSAT) 
—en el marco de la emergencia sanitaria— como también 
aquellos dispuestos por el Ministerio de Salud Pública». 
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El artículo 5.” establece la fiscalización. Aquí, como 
les decía, la autoridad competente es el Ministerio de Sa- 
lud Pública que, en el marco de la Ley Orgánica n.* 9202, 
«en coordinación con los Gobiernos Departamentales 
controlará, a través de sus diferentes cuerpos inspectivos, 
el cumplimiento de esta ley y los protocolos específicos 
existentes en las demás actividades y podrá aplicar las co- 
rrespondientes sanciones». El Ministerio de Salud Pública 
estará facultado para exigir el auxilio a la fuerza pública; 
al momento de calificar una situación de aglomeración 
como peligrosa para el contagio y que genera un efecto 
negativo para la salud de nuestra población, convoca a la 
prevención, a la disuasión y, llegado el momento, puede 
pedir el auxilio a la fuerza pública para cumplir con sus 
cometidos. En este artículo decimos que siempre que im- 
pliquen situaciones de «limitación de derechos fundamen- 
tales, deberá darse cuenta en forma inmediata a la Fiscalía 
General de la Nación». 


Luego, los artículos 6.* y 7.” establecen un régimen in- 
fraccional, porque hay que hacerlo. 


A continuación, pasamos al capítulo II. Como dijimos, 
estamos de acuerdo con el cierre de fronteras, pero la di- 
ferencia está en la excepción con los nacionales. Entende- 
mos que a los uruguayos que lleguen a la frontera por sus 
propios medios se les deberán aplicar los correspondientes 
protocolos sanitarios, pero podrán ingresar al país respe- 
tando la cuarentena obligatoria. Compartimos las excep- 
ciones establecidas en el proyecto de ley del Gobierno en 
cuanto a transportistas internacionales de bienes, merca- 
derías, correspondencia y ayuda humanitaria, y a quienes 
tienen un pasaje ya adquirido. 


El capítulo III, que abarca los artículos 11, 12 y 13, tie- 
ne que ver con la salud de los trabajadores. Allí decimos: 
«Los trabajadores que por prescripción médica deban rea- 
lizarse un hisopado, pasarán desde el día mismo de dicha 
indicación hasta la finalización de su cuarentena al sub- 
sidio por enfermedad previsto [...] en el Decreto Ley N 
14.407», y se le abonará dicha prestación desde el primer 
día de la certificación médica. Hoy tenemos un conjunto 
de trabajadores en la actividad privada que no tienen un 
amparo y, entonces, tenemos que dárselo legalmente. 


El artículo 12 establece: «Tendrá derecho al seguro 
de enfermedad la población considerada de riesgo». Y se 
considera población de riesgo a los trabajadores mayores 
de sesenta y cinco años y a aquellos que tengan alguna 
enfermedad congénita. A ellos se tiene que aplicar el pro- 
tocolo. 


El artículo 13 habla de los costos que insuman los pri- 
meros tres días, los que tendrán que ser provistos por el 
Fondo Solidario COVID-19. 


Como dijimos al inicio, señora presidenta, esta fuerza 
política tiene un compromiso con el conjunto de los ha- 
bitantes del país, que están viviendo una situación muy 
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difícil. Aquí presentamos un enfoque o una mirada dife- 
rente para atender la misma problemática. Hay que tratar 
de evitar las aglomeraciones, pero nosotros vamos por el 
camino de dar facultades —de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 44 de la Constitución de la república— a la 
policía sanitaria para que pueda actuar en coordinación, 
pero que sea ella la que defina los protocolos que se van 
a aplicar, para dar certeza al conjunto de trabajadores de 
nuestro país que son primera barrera para enfrentar la 
pandemia. Esa policía aplicará con profesionalismo esos 
protocolos, pero llegado el momento podrá recurrir al au- 
xilio de la fuerza pública para cumplir con el objetivo de 
evitar las aglomeraciones. 


No nos olvidemos que tenemos que cuidar nuestra 
salud y la de todos, siguiendo las recomendaciones del 
Ministerio de Salud Pública y del grupo asesor que han 
señalado que en este momento la mejor vacuna es el dis- 
tanciamiento social y disponer de los elementos de protec- 
ción individual. Lo que tenemos es una mirada diferente 
con respecto a la vía por la que eso se consigue: si es el 
artículo 38 o el 44 de la Constitución. Nuestra bancada 
está de acuerdo con la aplicación del mecanismo de la 
policía sanitaria, en cumplimiento de los cometidos que 
establece nuestro ordenamiento jurídico, es decir que los 
cometidos específicos del Ministerio de Salud Pública los 
debe liderar dicha cartera, conforme a la Constitución y a 
la Ley n.” 9202. 


Por el momento, es cuanto tenía para manifestar. 
Muchas gracias. 
SEÑOR BERGARA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.-Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BERGARA.- Señora presidenta: evidente- 
mente vamos a continuar la línea argumental que acaba 
de iniciar el señor senador Carrera, pero antes queremos 
dejar una constancia con respecto a algo que hemos escu- 
chado en más de una oportunidad y que, incluso, oímos 
en la discusión del proyecto de ley anterior, relativo a las 
licencias. 


Da la impresión de que si uno no acompaña todo lo que 
viene del Poder Ejecutivo es porque no tiene conciencia de 
la situación o no tiene preocupación por la situación. Quie- 
ro dejar en claro que por todo lo que ha hecho el Frente 
Amplio, tanto a nivel parlamentario como político durante 
todos estos meses, no le vamos a ceder el espacio a nadie 
con respecto a quién tiene más o menos conciencia y preo- 
cupación por la situación de pandemia y la crisis sanitaria 
que estamos viviendo, con sus impactos tanto en el terreno 
económico como en el social. Quiero dejar esa constancia 
porque no puede volver a ser —porque ya lo fue— parte de 
una argumentación el decir que porque no apoyamos tal o 
cual medida suceda eso. 
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(Ocupa la presidencia la senadora Gloria Rodríguez). 


—Creo que, en general, hemos tenido un claro talante 
para habilitar y apoyar de manera ultrarrápida un montón 
de proyectos, y si no véase el ejemplo de hoy: estamos 
hablando o analizando la limitación de un derecho cons- 
titucional, contenida en un proyecto que apareció ayer a 
las 17:00. ¡Vaya si tenemos la apertura, la comprensión, 
la conciencia y la preocupación por la situación sanitaria 
por la que está atravesando nuestro país! Pero podemos 
tener diferencias, aunque apuntemos al mismo objetivo; 
podemos tener —como en el proyecto anterior— diferen- 
cias sobre cómo deben financiarse algunas circunstancias 
o, en este caso, cómo debe procesarse una necesidad que 
también compartimos, que es la de extremar los cuidados 
en materia sanitaria para evitar que la pandemia siga re- 
crudeciendo. Por lo tanto, una primera constancia: ni más 
ni menos; acá la conciencia es que la preocupación por la 
situación sanitaria del país la tiene el Frente Amplio tanto 
como el más pintado o la más pintada. 


En ese marco, también desde el mes de marzo hemos 
impulsado y acompañado el llamado a la población para el 
cuidado, para extremar cuidados. También somos contes- 
tes en el sentido de que las conductas individuales inciden, 
que las conductas individuales contribuyeron a que haya- 
mos ganado, como dice el GACH, tanto tiempo en condi- 
ciones bastantes razonables desde el punto de vista sanita- 
rio. Y, por lo tanto, en este momento del recrudecimiento 
del coronavirus en Uruguay también acompañamos el lla- 
mado a la población para que las conductas individuales 
contribuyan a limitar, mitigar y reducir el despliegue de la 
pandemia. Somos también, como desde el mes de marzo, 
quienes hablamos con los uruguayos para que, con nues- 
tras conductas personales, hagamos una contribución que 
es esencial para que esto no empeore, tal como lo plantea 
el GACH cuando identifica los principales focos de ex- 
pansión y contagio de la pandemia, que tienen que ver con 
ámbitos intrafamiliares y de carácter laboral. 


¡Claro que estamos preocupados!, porque escuchamos 
el informe del Grupo Asesor Científico Honorario que 
realmente trazó un panorama muy preocupante. Justamen- 
te, en base a ese panorama preocupante es que nosotros es- 
perábamos también medidas más contundentes en cuanto 
a reducir la movilidad social. Somos conscientes de que 
todo este tipo de medidas —las tome el Gobierno, las to- 
men los Gobiernos departamentales o quien corresponda— 
siempre tienen que balancear aspectos de carácter sanita- 
rio con los impactos en el terreno económico y social. ¡Por 
supuesto que tenemos claro eso! En eso sí tenemos una 
diferencia que viene desde el mes de marzo con el Gobier- 
no nacional. Hasta el momento habíamos planteado que la 
estrategia sanitaria se había mostrado razonable, pero en 
lo que significa contribuir para reducir los impactos eco- 
nómicos y sociales que la pandemia genera, que la menor 
movilidad social genera, que el distanciamiento social ge- 
nera, no se ha estado, desde nuestra perspectiva, a la altura 
de las necesidades. Sí se tomaron medidas en la dirección 
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correcta, como las que tienen que ver con la flexibilización 
del seguro de paro, con la exoneración de algunos tributos 
O aportes patronales en algunos segmentos de empresas 
pequeñas y con una ayuda muy tenue en el terreno del Mi- 
nisterio de Desarrollo Social, pero que fueron totalmente 
insuficientes en cobertura y en montos para dar ayuda a 
aquellos que no tienen acceso a la seguridad social, que no 
tienen acceso al seguro de paro o que no tienen pequeñas 
empresas para utilizar o beneficiarse de las exoneraciones 
tributarias. En ese sentido, desde el mes de marzo venimos 
planteando la necesidad de que haya una garantía, que se 
asegure a las familias más vulnerables del país un ingreso 
mínimo de un salario mínimo nacional —y todos seremos 
contestes en que nadie está acá planteando una cifra des- 
cabellada: no es tirar manteca al techo, es esencialmente 
lo que está ocurriendo en prácticamente todos los países 
del mundo y que está acorde con la capacidad financiera 
del Estado uruguayo—, de manera transitoria, en el marco 
de esta pandemia. 


Cuando vemos recrudecer la pandemia en los términos 
que estamos viendo en estas semanas, cuando vemos el 
informe del GACH, cuando vemos que es imprescindible 
reducir más drásticamente la movilidad social, más im- 
pactos va a haber en el terreno económico y social. Por eso 
es que volvemos a plantear la necesidad de tomar medidas 
en el terreno económico y social para que todos, incluidos 
los más vulnerables, puedan tomar las medidas de dis- 
tanciamiento y quedarse en una burbuja. Ahora, es muy 
difícil quedarse en una burbuja cuando están en juego las 
cuestiones más básicas, como la alimentación. 


En ese sentido, el Frente Amplio, que tendió la mano 
en marzo y la continuó tendiendo durante todo este pro- 
ceso, anteayer, después de la conferencia de prensa del 
GACH, envió a Presidencia de la República un nuevo do- 
cumento con la visión actualizada que tenemos a partir 
del recrudecimiento de la pandemia, en el que volvemos a 
plantear la conciencia y la preocupación mayor que tene- 
mos en este tema, la necesidad no solo de que todos juntos 
llamemos a que las conductas individuales contribuyan, 
sino de tomar medidas más contundentes con respecto a la 
mitigación de la movilidad social y más significativas en 
materia de contribución en el terreno económico y social. 
Dado que ahora se plantea una especie de horizonte hasta 
el mes de abril, volvemos a proponer la posibilidad de una 
renta básica por cuatro meses para las familias más vulne- 
rables, cuyo costo sería aproximadamente de medio punto 
del producto, totalmente manejable en el marco de la pan- 
demia y de las fortalezas financieras del Estado. Volvemos 
a plantear la necesidad de que no se procesen desalojos en 
este marco y volvemos a proponer la necesidad de ayudas 
de diversos tipos en el terreno social, como, por ejemplo, 
el diferimiento de las tarifas para los segmentos más su- 
mergidos. 


En fin, se trata de medidas que van en el mismo senti- 
do que las planteadas en el mes de marzo, pero que aho- 
ra vemos como aún más necesarias e imprescindibles en 
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el marco del recrudecimiento de la pandemia, si es que 
realmente estamos convencidos de que la movilidad social 
tiene que reducirse. En nuestra perspectiva, una cosa va 
atada a la otra. 


Este documento llegó a Presidencia de la República 
incluso antes de la conferencia de prensa que hiciera el 
Gobierno y el presidente de la república para anunciar me- 
didas. 


Desde el principio el Frente Amplio ha estado abierto 
al diálogo, ha tendido la mano; hemos dicho en más de una 
oportunidad que sentimos que el Gobierno no ha tomado 
la mano tendida del Frente Amplio para trabajar manco- 
munadamente en este tema. 


Reafirmo lo que decía el senador Carrera: acá no está 
planteado ningún tipo de cogobierno. La responsabilidad 
de la conducción de todo este proceso es, obviamente, 
del Gobierno nacional. Lo que planteamos es un diálogo 
para contribuir, un diálogo para buscar alternativas, para 
ayudar a ver medidas que puedan colaborar a mitigar el 
problema sanitario, el problema económico y el problema 
social. 


Así como decía al principio que no cedemos el espacio 
a nadie para plantear que no estamos en la primera línea 
en cuanto a la conciencia y la preocupación sobre el tema 
de la pandemia, también decimos que tenemos la preo- 
cupación de evitar aglomeraciones que conlleven riesgos 
sanitarios. Que nosotros no acompañemos la tónica del 
proyecto del Gobierno no puede transformarse en la ca- 
ricatura de que estamos promoviendo aglomeraciones y 
de que no estamos viendo su gravedad, cuando obviamen- 
te existen notorios riesgos sanitarios. Quería dejar esto 
en claro. 


Somos conscientes de la situación de pandemia y nos 
preocupa enormemente. Pensamos que tiene que haber 
más medidas en lo sanitario, económico y social. Asimis- 
mo, claramente queremos evitar la existencia de aglome- 
raciones que generen notorios riesgos sanitarios. 


Como bien decía la señora senadora Asiaín, aquí lo 
que se plantea va más en el terreno instrumental: por qué 
vía podemos avanzar razonablemente, así como estamos 
avanzando a la carrera, de un día para el otro, reglamen- 
tando artículos de la Constitución. Nosotros entendemos 
—como decía la senadora Asiaín— que cuando se va por 
el artículo 38, que garantiza el derecho de reunión, y se 
plantea la limitación de un derecho constitucional, hay que 
hacerlo con garantías claras, con normas precisas, dejando 
lo mínimo posible librado a la discrecionalidad. Coinci- 
dimos totalmente con eso: dar garantías a la población, 
dar garantías a las autoridades que tienen que tomar estas 
medidas, dar garantías a los trabajadores de la salud, de 
la Policía, de las Fuerzas Armadas; que los que deban ac- 
tuar tengan claras garantías, precisas garantías a la hora 
de ejercer acciones que, obviamente, limitan un derecho 
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consagrado en la Constitución. Por eso nosotros vemos 
con preocupación que el proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo no tiene esta precisión en las garantías, quizás porque 
puede ser muy complicado, porque es muy difícil definir 
qué se entiende por aglomeraciones, ya que la casuística 
es infinita. Un número no puede definir una aglomeración. 
Hay miles de causales, miles de situaciones, y eso quita 
precisión a la definición. 


Ahora, lo que es clave para nosotros —más que discutir 
qué es una aglomeración— es que la aglomeración genere 
riesgos sanitarios. Por eso, nuestra alternativa es evitar ir 
por el artículo 38 que, reitero, limitaría un derecho consti- 
tucional con cuestiones que quedan confusas o ambiguas 
en nuestra perspectiva. Cuando no se aclara cuál es el rol 
de las autoridades competentes y cuáles son las autorida- 
des competentes en cada caso, preferimos ir por una vía 
en la que no se limite el derecho mediante la reglamenta- 
ción del artículo 38; preferimos ir por la reglamentación 
del artículo 44, que refiere justamente a la obligación del 
Estado a legislar en materia de salud de la población, como 
bien decía el señor senador Carrera, dejando en claro que 
el objetivo es compartido, que entendemos la motivación 
y la compartimos. ¡Acá nadie está proponiendo, promo- 
viendo ni haciendo la vista gorda a las aglomeraciones que 
generan riesgos sanitarios! ¡Queremos evitar esas aglome- 
raciones como queremos evitar otras circunstancias que 
también generan riesgos sanitarios, a los que me voy a re- 
ferir posteriormente! 


A nuestro juicio, el objetivo es apuntar a esas aglo- 
meraciones que implican riesgo sanitario, sin incurrir en 
el riesgo de una limitación de derechos constitucionales 
basada en normas que generan confusión o que son di- 
fusas; no hay necesidad de correr ese riesgo. Reitero: no 
estamos culpando al Poder Ejecutivo por no definir bien 
en qué consisten las aglomeraciones con riesgos sanita- 
rios, porque creemos que es virtualmente imposible hacer 
una definición que no tenga fallas, porque la casuística es 
enorme, porque a veces un número grande puede no te- 
ner riesgos sanitarios, y otras veces un número chico sí 
puede tenerlos; depende de muchos otros factores. Tam- 
bién es complicado especificar en ese terreno protocolos 
y responsabilidades para las autoridades competentes. Esa 
formulación de «las autoridades competentes» es también 
confusa, genera una lógica de responsabilidades difusas 
que no pueden ser admisibles cuando hay que dar garan- 
tías a la hora de limitar un derecho constitucional 


Se podrá decir que en nuestro proyecto de ley, que re- 
fiere al artículo 44, tampoco se especifica qué es una aglo- 
meración. Bueno, está bien, precisamente por lo que estoy 
diciendo: reconozco que no es factible hacer una razona- 
ble definición de aglomeración con riesgo sanitario por la 
casuística. Sería absurdo pensar, entonces, que nuestro 
proyecto puede contener esa definición que, como dije, es 
virtualmente imposible. Pero ¿cuál es la diferencia? Que 
a nosotros, en la vía que elegimos, no nos es imprescindi- 
ble definir eso —más que mantener lo que está planteado 
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en la versión que ya tenemos, en cuanto a aglomeraciones 
con riesgo sanitario— si dejamos en claro que la autori- 
dad competente es la que puede justamente definir que 
hay riesgos sanitarios, que no es otra que el Ministerio de 
Salud Pública. Ese es el eje que, de alguna manera, nos 
distancia del planteamiento del Poder Ejecutivo. 


Acordamos que hay que evitar aglomeraciones con 
riesgos sanitarios; acordamos que no es factible definir 
toda la casuística de las aglomeraciones con riesgo, pero 
para nosotros eso se salva dejando en claro que la autori- 
dad competente es el Ministerio de Salud Pública. 


No nos parece que, ante cada circunstancia, un poli- 
cía, un militar, tengan que evaluar el riesgo sanitario. Y 
esto no es desconfianza. Es un tema de roles y de prepa- 
ración. Tenemos las máximas confianzas en la labor de la 
Policía y de las Fuerzas Armadas en lo que corresponda. 
Pero es eso: en lo que corresponda, en lo que son sus es- 
pecialidades, las tareas para las cuales están formadas y 
preparadas. Reivindico esos roles. Es más, permítaseme 
un paréntesis para saludar a cada policía en el día de hoy 
por el Día de la Policía Nacional. 


No es un tema de dudas. No es un tema de descon- 
fianzas. Es un tema de que para algunas cosas la institu- 
cionalidad distribuye responsabilidades y prepara jerarcas 
y funcionarios para actuar en base a esa responsabilidad. 
Y para nosotros no hay dudas de que quien puede evaluar 
efectivamente si una aglomeración tiene o no riesgos sani- 
tarios es el Ministerio de Salud Pública. 


Incluso, no planteamos que no intervenga la policía 
cuando tiene que intervenir. En nuestro proyecto también 
está planteada la posibilidad de que se llame a la fuerza 
pública en circunstancias en que, una vez recorridos deter- 
minados pasos lógicos de intentar suavizar las situaciones, 
eso no sea posible y sea imprescindible el uso de la fuerza 
pública. O sea, tampoco en eso tenemos una distancia. El 
nuestro no es un proyecto de Papá Noel; no es un proyecto 
ingenuo. Es un proyecto que toma en consideración la po- 
sibilidad de que el Ministerio del Interior o el Ministerio 
de Defensa Nacional, según sea el caso, tengan que actuar, 
pero siempre sobre la base de que hay una definición clara 
de que se está ante una circunstancia con riesgos sanita- 
rios. 


Es más, creemos que los proyectos deberían incorporar 
mecanismos de transparencia en el accionar, de verifica- 
ción, para que las cosas queden registradas, grabadas, a fin 
de comprobar también la proporcionalidad de la actuación 
de las distintas reparticiones. Eso también da garantías a 
la población, a los jerarcas y a los funcionarios policiales, 
militares o de la salud que tengan que actuar. 


Por eso reivindicamos la posibilidad e invitamos al 
Gobierno a que nos acompañe, porque estamos compar- 
tiendo la preocupación y el objetivo de evitar aglomera- 
ciones con riesgo sanitario. Pero la idea es que lo hagamos 
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sin el riesgo de limitar libertades de manera confusa, que 
lo hagamos por la vía del artículo 44, donde se deja en 
claro quiénes son las autoridades competentes a la hora 
de evaluar el riesgo sanitario, se deja en claro una lógica 
responsabilidad institucional. 


Hemos escuchado elementos que tienen que ver con 
las cuestiones de implementación, con las cuestiones prác- 
ticas. Son cosas para analizar, sin duda. Sabemos que el 
Ministerio de Salud Pública no tiene un ejército de inspec- 
tores, pero es factible generar mecanismos desde el minis- 
terio, en coordinación con los Gobiernos departamentales, 
con protocolos específicos, precisos, finos —que vengan 
desde el propio Ministerio de Salud Pública— para las ac- 
tuaciones, para la evaluación del riesgo sanitario. Y esos 
protocolos deben dejar en claro que en última instancia la 
responsabilidad institucional en la definición de los aspec- 
tos sanitarios es del Ministerio de Salud Pública. 


En nuestro proyecto también se agregan, con respecto 
al proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, algu- 
nos aspectos que mencionaba el señor senador Carrera. Yo 
quiero detenerme en dos de ellos. 


En primer lugar, el propio Grupo Asesor Científico 
Honorario identifica que fuentes importantes de expan- 
sión de la pandemia están a nivel intrafamiliar y en los ám- 
bitos laborales. Entonces, además de tratar de evitar que 
haya aglomeraciones en la arena pública, también debe- 
mos poner el foco en lo que pasa en los ámbitos laborales, 
que científicamente están apareciendo como una fuente de 
expansión del coronavirus en el Uruguay. 


Las inspecciones que ha hecho el Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social indican que más del 60 % de los 
establecimientos no estaban cumpliendo los protocolos 
básicos para el cuidado de los trabajadores, y les puedo 
asegurar que no siempre esos protocolos eran demasiado 
exigentes. O sea, está claro que algo tenemos que decir en 
ese terreno, que debemos ser más exigentes, obligar clara- 
mente y generar un marco sancionatorio para que los em- 
pleadores, tanto del sector privado como del sector públi- 
co, estén obligados al cumplimiento de los protocolos que 
se han negociado en el marco del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y, obviamente, los que provienen de la 
autoridad sanitaria. 


Por eso nos permitimos incorporar un artículo que es- 
tablece que, durante el lapso de la emergencia sanitaria, se 
obliga a los empleadores a ese cumplimiento, y en la medi- 
da en que no se cumpla y se reincida en el incumplimiento, 
se generarán las sanciones correspondientes. 


El otro aspecto al que me quiero referir es el cierre de 
fronteras. Como bien aclaró el señor senador Carrera, no- 
sotros compartimos la medida del cierre de fronteras. Sa- 
bemos que el panorama global, internacional y regional es 
muy complicado —-mucho más que el del Uruguay- y, por 
lo tanto, el cierre de fronteras es una medida razonable. 
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El matiz —como bien planteaba el señor senador Carrera— 
está en qué pasa con los uruguayos que están volviendo. 
Es un poco difícil que a un uruguayo que vive en Uruguay, 
que tuvo que salir del país por equis razón y no sacó el 
pasaje antes de determinada fecha, nosotros le digamos 
que por veinte días no va a poder entrar al país. Creemos 
que la flexibilización propuesta es razonable, obviamente 
con el cumplimiento a rajatabla del hisopado, de la cua- 
rentena, de todos los mecanismos de protección que deban 
implementarse. 


Entonces, señora presidenta, quiero enfatizar la idea de 
que a nivel del Frente Amplio todos somos conscientes de 
la situación sanitaria en el Uruguay, tenemos una altísima 
preocupación por la situación —sobre todo a partir del in- 
forme del Grupo Científico Asesor Honorario— y compar- 
timos la necesidad de tomar medidas que reduzcan la mo- 
vilidad. Y creemos que en eso el Gobierno se ha quedado 
corto en materia sanitaria en esta oportunidad. 


De manera que aspiramos a que se siga avanzando, 
con el apoyo de las evaluaciones científicas del GACH 
que nos indiquen qué medidas —tanto las que deba tomar 
el Gobierno central como las que tengan que adoptar los 
Gobiernos departamentales— son efectivas, valederas, 
como para tener un impacto en el tema de la pandemia. 
Acá no es cuestión de tirar medidas al voleo; es cuestión 
de evaluar medidas y de que los científicos den el soporte, 
la base, para decir que una medida puede tener impacto y 
quizás otra no tanto, por ese equilibrio que debemos tener 
entre la cuestión sanitaria y la económica. Lo que ocurre 
es que cuando recrudece el problema sanitario, las pon- 
deraciones relativas cambian. Cuando el escenario era de 
mucha más tranquilidad en lo sanitario, uno podía trasla- 
dar, es decir, dejar funcionar más el aparato económico y 
social, pero eso cambió en las últimas semanas y la pon- 
deración entre lo sanitario y lo económico tiene que cam- 
biar también. Hay que ir a más medidas que reduzcan la 
movilidad social, aunque cueste unos pesos. ¡Y tiene que 
costar porque reducir la movilidad social necesariamente 
va a impactar en la situación, sobre todo de las familias 
más complicadas! 


Compartimos la necesidad de evitar aglomeraciones 
con riesgos sanitarios y damos una alternativa, que cree- 
mos válida, de avanzar en la dirección de impedir esas 
aglomeraciones dejando en claro cuál es la autoridad 
competente para evaluar el riesgo sanitario, evitándonos 
el peligro de estar reglamentando en veinticuatro horas la 
limitación de un derecho constitucional, con los riesgos 
que ello implica, cuando es evidente que no es factible ha- 
cerlo con normas que sean claras, precisas y que den todas 
las garantías. 


Por lo tanto, nosotros proponemos —y hasta propone- 
mos a la bancada oficialista— que se considere realmente la 
posibilidad de avanzar por el artículo 44, porque tenemos 
la misma preocupación respecto al tema sanitario, porque 
compartimos la necesidad de evitar entre todos aglomera- 
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ciones con riesgos sanitarios, porque también entre todos 
tenemos que seguir este combate. 


Muchas gracias. 
SEÑOR OLESKER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Gloria Rodríguez).- Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR OLESKER.- Voy a fundamentar nuestro voto 
negativo a este proyecto y el apoyo al que hemos presenta- 
do y que han desarrollado los señores senadores Carrera y 
Bergara, sobre la base de tres ideas centrales: por un lado, 
el contexto sobre el que este se desarrolla; por otro, las 
inconsistencias que tiene el proyecto que se presenta, que 
nos impiden votarlo y, por último, algún fundamento que 
rebate esas inconsistencias y que sustenta el proyecto que 
hemos presentado. 


En cuanto al contexto —no voy a repetir lo que ya se 
dijo—, en estas últimas semanas asistimos a un crecimiento 
exponencial del número de casos, ha cambiado la coyun- 
tura sanitaria que vive el país y hay un riesgo potencial de 
saturación, que hasta ahora no se ha dado —y seguramente 
pueda demorar en darse— porque el sistema sanitario, el 
Sistema Nacional Integrado de Salud, ha respondido, no 
solo con número de camas —esta es una preocupación muy 
importante—, sino con lo que en salud se llama «la barrera 
de entrada al sistema», que hace que el primer nivel de 
atención, extendido de atención domiciliaria, evite la pre- 
sencia en el sistema hospitalario de una enorme cantidad 
de población. Y eso solo fue posible no solo por las sete- 
cientas y tantas camas de CTI que hay hoy, y que no había 
en el pasado, sino por la capacidad del primer nivel del 
sistema de dar respuesta a las personas. Este es el primer 
elemento del contexto: tenemos necesidad de garantizar 
la vigilancia epidemiológica por el aumento de los casos. 


En segundo término —dentro del contexto—, existe un 
amplio consenso técnico en que hay que tomar medidas 
que, en forma transitoria, reduzcan la interacción social. 
Y, en tercer lugar, también hay consenso técnico —está in- 
cluido en las recomendaciones del propio grupo científico 
asesor— de que este plan no puede ser exclusivamente sa- 
nitario, sino que debe ser integral y debe incluir tres pila- 
res: medidas sanitarias, medidas económicas y medidas 
sociales. Es en este contexto —y aquí pasamos al segundo 
aspecto— es que nosotros decimos que el proyecto presen- 
ta, por lo menos, cuatro inconsistencias, que hacen difícil 
o, mejor dicho, imposible, a nuestro juicio, votarlo. 


Hay una inconsistencia primaria básica —que tanto el 
señor senador Carrera como el señor senador Bergara han 
expresado— entre las recomendaciones del grupo cientifi- 
co asesor y el conjunto de medidas planteadas. Algunas 
de esas inconsistencias tienen que ver, por ejemplo, con 
cómo analizar lo relativo a los contactos, a los testeos y 
a los focos, que el señor senador Bergara resumió muy 
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bien planteando el tema laboral. En los aspectos de com- 
plementación público-privada esperaba, realmente, una 
norma que obligara a todos los prestadores de salud a dar 
atención indistinta a sus usuarios, ya sean del sistema pú- 
blico o mutual. Era casi obvio. Luego, la Junta Nacional de 
Salud deberá remunerar al prestador del cual la persona no 
es usuaria con los costos asociados a ello. Era casi cantada 
esa medida. Aclaro que no solo no apareció en la conferen- 
cia de prensa ni en los decretos posteriores, como tampoco 
lo hizo en esta norma. 


Quiere decir que hay un conjunto de recomendaciones 
o de diagnósticos del grupo asesor que son inconsistentes 
con la medida planteada. 


Una segunda inconsistencia tiene que ver con los pla- 
zos. Hablamos de medidas relativamente firmes por vein- 
ticuatro días —entre el día de hoy en que votamos esto y el 
10 de enero—, y un plazo que puede llegar hasta noventa 
días sin evaluación intermedia. Reitero, no hay evaluación 
intermedia, sino que existe la posibilidad de postergar 
los sesenta a noventa —no dice que haya una evaluación 
intermedia—, pero hasta los sesenta días que se cumplen 
bastante más adelante que el 10 de enero, no hay una eva- 
luación. Eso es inconsistente porque si tomo medidas por 
un determinado plazo que puedan tener algún efecto, lue- 
go tengo que seguir con esas mismas medidas porque la 
ley me dice que es por sesenta días. Ahí hay una segunda 
inconsistencia importante. 


La tercera inconsistencia importante es la definición 
de la responsabilidad sanitaria. La verdad es que no sé lo 
que es una autoridad competente. No lo sé. El proyecto de 
ley no establece cuáles son las autoridades competentes. 
En política sanitaria solo hay una autoridad competente: el 
Ministerio de Salud Pública. 


Podríamos decir que el argumento de los recursos es 
bastante poco serio porque, en realidad, hay recursos para 
complementar con los prestadores de salud —como acabo 
de decir anteriormente— y con los Gobiernos departamen- 
tales. Hace poco votamos una importante cantidad de di- 
nero para aumentar la capacidad de la dirección de fisca- 
lización del Ministerio de Salud Pública. Imagino que esa 
cartera, preocupada por la situación sanitaria, ya tiene los 
concursos hechos para que el 2 de enero, cuando el dine- 
ro llegue, asuman las personas designadas para la nueva 
dirección de fiscalización. Sería obvio que así fuera. Yo 
lo hubiera hecho, si me hubiera tocado actuar cuando fui 
ministro de Salud Pública. 


La cuarta inconsistencia tiene que ver con exigir menos 
movilidad social y no gastarse unos pesitos —como decía 
el señor senador Bergara— para poder apoyar esa medida. 


Quiero referirme a lo que se gastó hasta ahora por- 
que eso también es parte de la historia. Según figura en 
la página web del Ministerio de Economía y Finanzas 
—resultados económicos del sector público, pestaña co- 
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vid-19— al 31 de octubre —a casi siete meses y medio de 
pandemia— se habían gastado USD 370:000.000 en segu- 
ros de desempleo y en políticas de transferencia moneta- 
ria. Se habían otorgado exoneraciones —o sea, renuncia 
fiscal—- por USD 190:000.000 y se habrían obtenido in- 
gresos por USD 110:000.000. Eso da un resultado neto de 
USD 450:000.000 en siete meses y medio, un promedio de 
USD 60:000.000 por mes, 0,8 del PBI. Y si miramos los 
hogares que fueron apoyados por la parte de transferen- 
cias monetarias —no incluyo el seguro de paro porque es 
distinto— estamos hablando de alrededor de $ 600 por mes 
y por persona durante estos siete meses y medio, como 
respaldo económico para exigir menor movilidad social. 
Estas son las cuatro inconsistencias que nos impiden votar 
este proyecto de ley. 


Tampoco comparto la idea de que las iniciativas pre- 
sentadas por el Poder Ejecutivo y el nuestro sean dos ca- 
ras de una misma moneda. Son dos cosas absolutamente 
distintas, son dos cosas que van por carriles distintos. El 
proyecto de ley presentado es débil, vacío de contenido, 
impreciso en sus definiciones, quita la potestad básica al 
Ministerio de Salud Pública y es inviable porque no se sus- 
tenta en una visión integral, social, económica y sanitaria, 
razón por la cual no lo vamos a votar. 


(Ocupa la presidencia la señora Beatriz Argimón). 


—Con respecto al tercer punto del proyecto de ley que 
vamos a presentar, es evidente que la situación del 18 de 
diciembre no es la misma que la del 31 de marzo, cuan- 
do entregamos al Gobierno nuestra propuesta; es mucho 
peor. Y es mucho peor, primero, porque no se hizo nada 
en materia de apoyo económico y social —en realidad, se 
hizo muy poco y lo acabo de demostrar con los números—; 
segundo, porque en aquel momento, si bien se provenía 
de una situación en la que la economía se estaba enlente- 
ciendo y el desempleo estaba creciendo, había un acumu- 
lado de crecimiento de salario, de colchón de ahorro, de 
una temporada de enero y febrero relativamente potente, 
que dio a la gente espalda para moverse en marzo ante 
la inexistencia de una respuesta socioeconómica por parte 
del Gobierno. Pero eso ya terminó y, además, se aveci- 
na una temporada que va a ser aún más problemática. Si 
el 31 de marzo, frente a las medidas de reducción de la 
movilidad social por la pandemia, era imprescindible que 
hubiera un contexto socioeconómico, hoy es prácticamen- 
te blanco y negro; no hay alternativa. En aquel momento 
había grises que eran, por ejemplo, el esfuerzo de la gente, 
el ahorro, las changas o el familiar que da un apoyo, pero 
hoy eso ya no existe; hoy es blanco o negro, patria o muer- 
te, como diríamos si usáramos otro lenguaje. 


Por eso ayer, en lugar de plantear nuevamente las cua- 
renta y dos medidas, elegimos cinco que son las claves 
para salir —el señor senador Bergara ya las mencionó—, es 
decir: la renta básica de emergencia, los desalojos, las ta- 
rifas públicas, las exoneraciones a pequeñas empresas y 
el fondo de emergencia turística. Al respecto voy a hacer 
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solo un comentario, porque alguien puede preguntarse por 
qué al que vive en el puertito del Buceo no se le cobra el 
aumento de UTE y decir, por ejemplo: ¡No, no, cóbrele al 
que vive en el puertito de Buceo el aumento de la tarifa 
pública de UTE que con seguridad lo va a pagar solida- 
riamente! No les cobre a los sectores de menores ingresos. 


No es lo mismo aumentar los primeros 200 kilovatios 
de UTE que aumentar toda la tarifa, porque eso afecta es- 
pecialmente a los sectores de menores ingresos. La políti- 
ca de tarifas es una política del Poder Ejecutivo que hará 
lo que corresponda. Lo que pedimos es que no afecten con 
esa política a los sectores que están fuertemente impacta- 
dos por la pandemia. Lo mismo sucede con el tema de los 
desalojos, con las cuotas de vivienda, etcétera. 


Por estas razones es imprescindible que la propuesta 
vaya acompañada de los cinco puntos que mencionamos 
en estas tres intervenciones. 


Ahora sí pasaré al proyecto que hemos presentado. 
Uruguay no es un país con pocas potestades en materia 
sanitaria. Siempre recuerdo que cuando asumimos en 
2005 queríamos fortalecer la capacidad regulatoria del 
MSP y fuimos a la Ley n.” 9202, Ley Orgánica de Salud 
Pública. Sin embargo, también me acuerdo de María Julia 
Muñoz —que era la ministra de ese momento— diciendo 
que no teníamos nada para agregar, que había que agregar 
potestades en relación con el funcionamiento del sistema 
integral del seguro, pero en cuanto a regulación epidemio- 
lógica y vigilancia del Ministerio de Salud Pública ya esta- 
ba todo en la Ley n.? 9202. Es una brutal ley en materia de 
capacidad de regulación del sistema. El artículo 2, como 
todos sabemos, le asigna el cometido de adoptar todas las 
medidas necesarias para mantener la salud colectiva —re- 
cordemos que es una ley de 1934— y precisamente en su 
numeral 2.* establece: «En caso de epidemia o de serias 
amenazas de invasión de enfermedades infecto-contagio- 
sas,» —eran las más importantes en aquel momento; hoy 
lo son las enfermedades crónicas no trasmisibles— «el Mi- 
nisterio adoptará de inmediato las medidas conducentes 
a mantener indemne el país o disminuir los estragos de la 
infección». 


A su vez, la Ley n.” 18211, que crea el Sistema Nacio- 
nal Integrado de Salud, toma la Ley n.? 9202, la potencia y 
la profundiza. Estas normas que establecen los cometidos 
esenciales y excluyentes del Ministerio de Salud Pública 
en materia de policía sanitaria son claras. ¡No hay otra 
policía sanitaria! ¡No hay otra policía sanitaria! Y en la 
emergencia pandémica que está atravesando nuestro país 
es necesario reforzar esa policía sanitaria, esas medidas y 
esa capacidad regulatoria. 


En función de la valoración que estamos haciendo y 
de las inconsistencias que ya he planteado es que presen- 
tamos un proyecto de ley, del que solamente quiero hacer 
referencia a los artículos 4.? y 5. 
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El artículo 4.%, básicamente, pone la mirada en uno de 
los centros de discusión de la circulación comunitaria del 
virus: los espacios laborales, públicos y privados. 


Como bien indicó el señor senador Andrade en opor- 
tunidad de considerar el anterior proyecto de ley, mientras 
se estimula al teletrabajo y a dar licencias en el sector pú- 
blico, se quiere no pagar la licencia en el sector privado. 
Esto ya fue discutido y votado —no es mi intención volver 
al asunto—, pero es algo inconsistente, para seguir con mi 
lenguaje. 


Sabemos que hay incumplimientos en materia de nor- 
mativa sanitaria laboral; esto no lo decimos solo nosotros, 
sino también desde la Inspección General del Trabajo y 
de la Seguridad Social, en algunos de sus informes que 
han sido públicos. Esto se da en un país en el que hay una 
constitucionalidad muy importante en materia de salud en 
el trabajo. Por ejemplo, el Consejo Nacional de Seguridad 
y Salud en el Trabajo —Conassat—, es un órgano tripartito 
que tiene una larga y rica experiencia en estos temas. La 
idea es que el Ministerio de Salud Pública, en colabora- 
ción con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, asu- 
ma el cumplimiento de las normas existentes. ¿Por qué? 
Debemos tener claro que no solamente hablamos de nor- 
mas nuevas que surjan de los protocolos sanitarios, sino de 
aquellas que son básicas para el cumplimiento laboral. Tan 
preocupados están —y estamos— los uruguayos que se que- 
daron sin ingresos, como los que, por suerte, mantienen su 
trabajo y sus ingresos, pero no saben en qué condiciones 
van a ir y volver a su fuente de trabajo. Esas dos poblacio- 
nes son el centro de preocupación de esta iniciativa. 


Y, por el artículo 5.*, se otorga al Ministerio de Salud 
Pública la elaboración y la fiscalización de los protocolos, 
el vínculo con los Gobiernos departamentales, etcétera. 


Insisto: se ha presentado un proyecto de ley que no va 
a cumplir el objetivo planteado, porque es débil, vacío de 
contenido y no se complementa con medidas en el terre- 
no social y económico. En cambio, nosotros presentamos, 
además de medidas en el terreno social y económico —mu- 
chas de las cuales han sido presentadas bajo la forma de 
proyectos de ley en la Cámara de Representantes y guar- 
dan buen descanso en un cajón—, un proyecto de ley que 
centra la reducción de la movilidad social y con ello la 
reducción de la circulación del virus, en una política sa- 
nitaria regulada y regida desde su órgano rector, que es el 
Ministerio de Salud Pública. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DA SILVA.- Gracias, señora presidenta. 
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Cuando venía para acá estuve haciendo memoria —se- 
ría una especie de déja vu, una sensación rara— y me acor- 
dé del nefasto año 2002, en el que junto a usted y al señor 
senador Penadés, somos los únicos protagonistas de aque- 
lla época en el Parlamento; no sé, tal vez algún otro señor 
senador —quizá el señor senador Viera— también estaba en 
aquel momento. Recuerdo haber votado dos ajustes fisca- 
les grandes. Recuerdo haber votado cuando en aquel fin 
de semana de feriado bancario se reperfilaron los depósi- 
tos del Banco República, cuando todo era incertidumbre. 
Recuerdo —y recuerdo a Celita Heber, histórica secreta- 
ria de bancada del Partido Nacional- que había un rumor 
que decía que venían hordas desde la calle Carlos María 
Ramírez rompiendo los comercios del Paso Molino y que 
había que guardar los autos en el garaje. Era una situación 
complicada, muy complicada. A mí me tocó, reitero, me- 
ter la mano en el bolsillo directamente en dos ocasiones, 
ajustes fiscales de verdad. Y el deja vu es porque hoy ten- 
go la misma sensación, señora presidenta. Yo pertenezco 
al partido de la libertad. Hemos regado los campos de la 
patria peleando por la libertad. Para nosotros la libertad 
es sacramental. En ese viejo debate sobre la libertad y la 
igualdad, en el Partido Nacional no tenemos ningún tipo 
de dudas de que siempre, sí y solo sí, vamos a preferir la 
libertad. Naturalmente, limitar el derecho de reunión es 
algo muy caro para un blanco, señora presidenta, limitar 
temporalmente un derecho humano gregario, que forma 
parte de cualquiera bicho implume que camine y hable por 
el universo uruguayo. Es muy caro. No es fácil. No han 
sido fáciles las discusiones entre nosotros. La conferen- 
cia de prensa del señor presidente de la república tuvo el 
anuncio del artículo 38 de la Constitución de la república 
y a nosotros nos volaron los mensajes de nacionalistas que 
entendían, como todos nosotros, que el derecho de reu- 
nión es un derecho muy humano y que nosotros lo hemos 
defendido desde hace muchísimos años; el año que viene 
se van a cumplir 184 años. Entonces, quería iniciar estas 
palabras poniendo en contexto el sentimiento que desde 
este partido se tiene y exponiendo la gravedad del tema. 
Si el Partido Nacional toma esta decisión en forma unáni- 
me, es porque la cosa está que arde. Si un blanco limita, 
aunque sea por sesenta días, un derecho fundamental de la 
libertad como es el derecho a la reunión es porque esto no 
es moco de pavo. 


Esta pandemia va a tener en la historia diferentes vi- 
siones. Van a estar los mezquinos y van a estar los héroes. 
Dentro de los primeros héroes, señora presidenta, tenemos 
al Grupo Asesor Científico Honorario. Son cincuenta y 
cinco científicos sobre los que yo no dudo que la mayo- 
ría de ellos no sabe ni siquiera la letra de la Marcha de 
Tres Árboles. Nadie le hizo prueba de blancura a ningún 
científico. Nadie puede ser tan atrevido de decir que esos 
científicos responden a nuestro Gobierno. Son eminencias 
uruguayas que han tenido la virtud de reunirse y trabajar 
durante todo este tiempo; este fin de semana con mucha 
dedicación. Esos ejemplos uruguayos son los héroes, se- 
ñora presidenta. Los mezquinos los dirá la historia, los 
dirán los archivos, los dirán las declaraciones, los dirán 
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las ambivalencias. Estamos en un mundo donde nada es 
invisible. Todo lo que hacemos queda. Y la opinión públi- 
ca, cada día más, se fija. En esta circunstancia, donde por 
primera vez en la historia de la república vamos a cercenar 
el derecho de reunión, la gente se pone muy meticulosa. 
La situación es grave, hay olor a CTI, a circunstancia com- 
plicada. Los testimonios de nuestros médicos, de nuestros 
enfermeros, las ojeras, las afonías, hacen que nosotros ten- 
gamos que votar con rapidez y cercenar temporalmente un 
derecho gregario, humano, establecido en la Constitución 
de la república. Son ellos, señora presidenta, a quienes te- 
nemos que respaldar. Los políticos no tenemos que estar 
en todo cuando hay una guerra invisible y por eso estoy 
muy en contra de la generación de comisiones, más comi- 
siones y más comisiones, porque creo que es quitar tiempo 
a la gente que está en la primera línea. Yo no quiero tener 
aquí a un solo científico del GACH dándome explicaciones 
de lo que ellos saben y de lo que son expertos en materia 
internacional. El Parlamento tiene todos los mecanismos 
para llamar al ministro de Salud Pública y pedirle expli- 
caciones de algún tema, así como al presidente de ASSE 
o al ministro del Interior. Por tanto, las comisiones deben 
estar alejadas de lo político. Hoy es el día de respaldar a 
los que nos van a sacar adelante, que no somos nosotros, 
pues ninguno de los que estamos acá nos va a sacar de la 
pandemia. 


Por lo tanto, señora presidenta, en esta hora crítica 
quiero resaltar el difícil balance entre lo económico y lo 
sanitario. No van de la mano. Es imposible decir que va 
de la mano lo económico de lo sanitario; nadie va a ser 
tan obtuso. Pero sí es digno de destacar que en la defensa 
del sentido común nuestro país es un oasis en el que gran 
parte de las actividades económicas, con dificultades, si- 
guen funcionando. Y eso se debe a una perspectiva, a un 
realismo y a un pragmatismo que está siendo llevado por 
el presidente de la república encabezando un Poder Eje- 
cutivo que ha dado muestras de resiliencia, que a los doce 
días se tuvo que poner el overol y empezar no solo a tapar 
agujeros que venían de antes, sino a poner la otra mejilla 
al tratamiento de esta pandemia. Entonces, el proyecto de 
ley que tenemos arriba de la mesa va en el mismo sentido. 
Es pragmático, para resolver las muertes de ciudadanos 
uruguayos. ¿De qué manera se hace eso? Siendo prácticos, 
dando a la autoridad, al orden público, la capacidad de dis- 
cernir qué es una aglomeración y qué no y habilitando a 
que, si hay tres o cuatro ciudadanos que no están haciendo 
un uso responsable de su vida y de la de todos los demás, 
se los pueda apercibir y decir que por ese camino no van a 
Ir bien. Se trata de renovar a la Policía, a la Prefectura Na- 
cional Naval y a las Fuerzas Armadas, que han sido pilares 
fundamentales del orden en estos diez meses, la confianza 
para que nos cuiden. No hay visión ideológica. La policía 
ha tenido un comportamiento ejemplar en la pandemia, 
repito, un comportamiento ejemplar, con paciencia, con 
ciudadanos que pensaban que esta porquería llamada co- 
ronavirus no iba a llegar nunca al Uruguay. Por eso vamos 
a dar a las fuerzas del orden, como corresponde, el deber 
de discernir y de cuidarnos en esta medida excepcional. 
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Señora presidenta: si nosotros siguiéramos el proyecto 
de la oposición, ¿alguien cree en este país que los fatiga- 
dos funcionarios de Salud Pública están en condiciones de 
poder discernir en playa Pascual, en el muelle Mailhos, en 
Paso Molino, en Punta Carretas o en una criolla de Saran- 
dí Grande cuándo hay una aglomeración irresponsable y 
cuándo no? Eso es impracticable. Es nuevamente el mun- 
do paralelo que se plasma en una ley. 


¿Alguien realmente cree que es probable que eso sea 
de un día para el otro? En doce días la gente se muere por 
coronavirus. En doce o en catorce días la gente se muere; 
por eso cualquier argumento de los que he escuchado con 
mucho respeto, no son de recibo por sentido común. Esta- 
mos tomando medidas hiperexcepcionales. Le voy a decir 
una cosa: no menos de mil uruguayos están hoy trabajan- 
do en campos paraguayos. Como se sabrá, hay uruguayos 
que han invertido en tierras en Paraguay y han importado 
a muchos paisanos. ¡Si será grave que hoy estamos cerce- 
nando la chance de que esos ciudadanos uruguayos ven- 
gan y pasen las fiestas con sus familias, pero no hay otra 
alternativa señora presidenta! Como bien decían hoy en la 
reunión de bancada, nadie puede llegar a pensar que un 
ciudadano uruguayo que venga ahora se va a encerrar y 
va a brindar mirándose al espejo. ¿Alguien puede llegar a 
pensar que va a venir un pariente del exterior a pasar las 
fiestas solo? Tiene que hacer cuarentena; si no la hace va 
a contagiar a todos. 


Esta es una medida clara que va a permitir una mo- 
vilización menor en los meses difíciles de enero y febre- 
ro, cuando naturalmente las aglomeraciones son parte de 
nuestro diario vivir. Lamentablemente no va a haber fies- 
tas en las playas ni casitas de gurises chicos. No puede 
haber porque si no es darle matraca y matraca a la cosa 
para que se nos mueran otros compatriotas. 


Señora presidenta: hoy no es hora de que el Estado le 
ponga límites a la pandemia. Esa es una frase que va a 
quedar guardada como la ridiculez más absurda que se ha 
escuchado en estos nueve meses. Es hora de que los uru- 
guayos le pongamos límites a la pandemia. Esto depende 
de nosotros. No hay un papá Estado que nos indique si 
debemos comportarnos de una forma o de otra. Somos 
nosotros, es nuestro libre albedrío. Tenemos que ser cons- 
cientes de que tenemos que usar el tapaboca y lavarnos 
las manos, de que no podemos andar juntos ni compartir 
el mate. Tampoco hay que andar haciendo concursos de 
truco ni andar tocando el tambor. No hay que andar ha- 
ciendo fiestas clandestinas o aglomeraciones de cualquier 
tipo. No creo en un papá Estado que nos diga qué es lo 
que tenemos que hacer. Pero aquel uruguayo que no ha 
tenido ese comportamiento hoy sí va a tener un Estado 
respirándole en la nuca. ¡Sí señor, respirándole en la nuca! 
Si vemos cinco gurises con dos botellas de cerveza, com- 
partiendo la botella, yo quiero que haya un policía que les 
diga: «Mirá, hermano, eso no se puede hacer porque tú 
te estás contagiando y capaz que matás a un padre o a un 
abuelo». Miren que esto no tiene color político o lugar geo- 
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gráfico. El senador Botana es consciente de cómo surgió 
el brote en Melo. Lo que sucedió allí fue la consecuencia 
de la irresponsabilidad de unos gurises, y todos los brotes 
tienen algún sesgo de irresponsabilidad. 


El doctor Cohen decía que todos estamos fatigados e 
hizo una preciosa descripción de lo que significa la fatiga. 
Eso es verdad, la fatiga lleva a situaciones inverosímiles; 
soy uno de los que se agarraba la cabeza al ver un progra- 
ma de televisión en el que la gente canta, en el que había 
mil personas encerradas en el Antel Arena. Eso me indig- 
nó igual que las fiestas clandestinas y los tambores. 


Entonces, nadie sabe cómo será el fin de todo esto. So- 
mos conscientes de los esfuerzos del Gobierno en buscar 
la vacuna; somos conscientes que desde el presidente de 
la república hasta los aviones de la Fuerza Aérea están 
a la orden, listos para el momento en que haya que ir a 
buscar la vacuna. Mientras tanto, corren sangre, sudor y 
lágrimas. Este es el momento en que nosotros debemos 
hacer honor al sentir nacional y sacrificarnos por nuestros 
mayores. Todos los días le digo a mi hija: «Mirá que tenés 
a tu abuela». 


Hoy es un día histórico porque en el Uruguay se va a 
cercenar una libertad fundamental como es la de reunión, 
por un lapso de sesenta días y la razón para eso es que, 
si hay que elegir entre la salud de la población y nuestro 
sacrificio, nosotros preferimos nuestro sacrificio. 


Muchas gracias. 
SEÑOR STRANEO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR STRANEO.- Señora presidenta: intentaré ser 
lo más breve posible. 


En primer lugar, quiero destacar el gesto del Frente 
Amplio y creo que respecto a este tema no se lo debería 
llamar oposición porque aquí no debe haber oposición ni 
oficialismo. Creo que es común el sentimiento que tene- 
mos todos y la salud es la causa notable que nos convoca 
en esta sala en el día de hoy. 


Tampoco me voy a referir a otros aspectos que ya fue- 
ron tratados extensamente y con suficiente rigor técnico 
por parte de quienes me antecedieron en el uso de la pa- 
labra como, por ejemplo, lo relativo a la incidencia de los 
factores. En lo personal, me voy a centrar en dos o tres 
aspectos medulares de lo que tenemos en cuestión. Me re- 
fiero a la reglamentación del artículo 38 de la Constitución 
y al proyecto de ley propuesto por el Frente Amplio, que 
no es la regulación del artículo 44 sino que tiene fuente en 
esa norma y que tiene que ver con la salud pública. 
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No vamos a ahondar —porque ya lo han hecho quie- 
nes expusieron anteriormente— en el concepto de aglome- 
ración y tampoco en el de reunión. Como bien decía el 
senador Da Silva, estamos hablando de la necesidad de 
limitar el derecho de reunión en contraposición con el otro 
proyecto de ley que está más orientado a un tema sanitario 
o a la regulación del acceso a la salud y a cómo hacerlo. 


Desde el inicio de la pandemia —y siempre sobrevo- 
ló en algunas sugerencias que hizo el fallecido expresi- 
dente Tabaré Vázquez— quedó en nuestro subconsciente 
la interrogante de si era necesaria la cuarentena obliga- 
toria, qué podía implicar y cómo se podría aplicar. Mu- 
chas veces escuchamos a los constitucionalistas decir que 
eso significaba aplicar el numeral 17 del artículo 168 de la 
Constitución y todos sabemos lo que eso implica. Lejos de 
eso está nuestro partido, como defensor de las leyes y, en 
particular, el presidente Lacalle Pou ha dicho más de una 
vez que no está en su pensamiento tener que recurrir a una 
medida tan drástica. Hemos visto que esa interpretación 
no ha sido utilizada o que la derivación que han hecho 
algunos actores vinculados al Frente Amplio en el devenir 
del tiempo a propósito de este tema les ha valido incluso 
algunas mofas en los ambientes radiales y alguna convo- 
catoria explícita, por ejemplo, en la columna de Darwin 
Desbocatti, respecto a qué es lo queremos, qué entende- 
mos, o cuál es el fin de lo que pretendemos lograr con las 
dos reglamentaciones y regulaciones que tenemos arriba 
de la mesa. 


Para nosotros, la reglamentación del artículo 38 es hoy 
urgente y necesaria. En cambio, entendemos que el pro- 
yecto que se remite asociado al artículo 44 es tardío, pues 
no refiere ni se vincula a la urgencia de lo expresado en el 
día de ayer por el presidente de la república y por el grupo 
asesor que, claramente, ha identificado que estamos ante 
una verdadera ola, ante el peor período, que no se había 
dado desde marzo sino hasta ahora. Por lo tanto, reitero 
que el proyecto presentado por el Frente Amplio referi- 
do al artículo 44 —lo digo respetuosamente porque no soy 
quién para juzgar a la fuerza política— es un proyecto tar- 
dío. Creemos que no es el momento —como bien lo dijeron 
otros senadores— de solicitar un mayor esfuerzo al Minis- 
terio de Salud Pública, en esa especie de utilización o de 
uso del ejército de inspectores para que salgan a controlar. 
Hoy precisamos medidas concretas porque ya no podemos 
esperar y no es tiempo de evaluar, sino de ejecutar. 


Antes del inicio de esta sesión estuve hablando —siem- 
pre dentro de la legalidad y la constitucionalidad— con un 
policía ubicado en el puesto de vigilancia de acceso, quien 
me preguntaba qué va a pasar con el artículo 38, si se va a 
aprobar o no. Evidentemente, a la policía le importa esto. 
La policía necesita garantías, pero también del respaldo 
político, del ejecutivo y del Parlamento. Y tiene que sentir 
la tranquilidad de que esto lo va a hacer bien, porque más 
allá de la definición que hagamos de aglomeraciones y de 
las herramientas que surjan con la redacción que nos ha 
mandado el Poder Ejecutivo, la policía es el brazo ejecutor 
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y necesita de las garantías constitucionales y legales para 
poder desempeñarse. Ese policía preocupado que estaba 
allí, en la puerta del Palacio, seguramente habla por toda la 
Policía nacional que está expectante de lo que suceda hoy. 


Creemos necesario —tal como se ha expresado, y con 
esto voy a resumir la participación— que se reglamente 
y limite —aun con el dolor que ello nos genera y que ha 
sido expuesto por otros senadores— el derecho de reunión, 
como excepción, con un criterio temporal definido, sobre 
la base del interés general y de que estamos en una situa- 
ción de pandemia que implica a toda la salud, por lo que la 
urgencia de la situación lo amerita. 


En resumen, señora presidenta, entendemos que la re- 
glamentación del artículo 38 es urgente y necesaria dada 
la situación que estamos enfrentando hoy. 


Ahora bien, en cuanto al proyecto presentado por el 
Frente Amplio, sobre la base del artículo 44 de la Consti- 
tución, entendemos que es tardío. Más allá de que recono- 
cemos el esfuerzo y lo agradecemos —porque reiteramos 
que hoy acá no hay oposición ni oficialismo, sino que es- 
tamos todos unidos por una misma causa: lograr que haya 
menos muerte, menos saturación de CTI y un sistema de 
salud que funcione— creemos que en todo caso es un pro- 
yecto que pudo haber sido viable en agosto o setiembre, 
cuando teníamos una pandemia controlada y no se había 
llegado a los niveles que tenemos hoy y que ameritan me- 
didas urgentes. 


Gracias. 
SEÑOR ANDRADE. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ANDRADE.- Señora presidenta: nosotros te- 
nemos la certeza —la teníamos cuando empezó la pande- 
mia y ahora se ha visto incrementada— de que, a mayor 
dificultad, la presencia del Estado en toda la cancha pasa a 
ser imprescindible. Este es un momento dramático, de ex- 
traordinaria dificultad debido al desborde de la pandemia, 
que requiere una respuesta urgente e integral. 


El problema que estamos teniendo, señora presidenta, 
es que parecería que no nos escucháramos. Todos en esta 
sala tenemos la intención de contribuir, con la norma a la 
que se arribe, a ayudar a superar una situación dramática 
en las mejores condiciones posibles. Y todos —supongo, 
pues es natural- tenemos la misma preocupación en el 
sentido de que la norma que aprobemos no habilite des- 
bordes que violenten derechos individuales de manera in- 
debida, es decir, que se preserven las garantías. 


En ese plano, la práctica del Ministerio del Interior —en 
opinión de la propia cartera, exitosa— de exhortar a des- 
convocar aglomeraciones, no está inhabilitada en ningu- 


CÁMARA DE SENADORES 


18 de diciembre de 2020 


no de los proyectos. En comparecencias públicas varias 
autoridades del Ministerio del Interior han defendido la 
postura de que, en cientos de aglomeraciones, cuando se 
presenta ese ministerio la sociedad uruguaya responde pa- 
cificamente —no estamos en una circunstancia en la cual 
la población no responda— y que la no respuesta se da en 
casos extraordinariamente excepcionales. 


La diferencia que tenemos estriba en qué es lo que pasa 
en esos casos extraordinariamente excepcionales; es ahi, 
no en el resto del operativo. No estamos planteando que 
se deje de exhortar por parte del Ministerio del Interior; 
estamos diciendo que en la circunstancia en que haya que 
disolver una manifestación, tenemos la convicción de que 
la propuesta presentada por el Frente Amplio en el sentido 
de que la que lo determine sea la autoridad sanitaria —para 
estos casos extraordinarios— y que la posibilidad de ac- 
tuación de la fuerza policial sea en última instancia, es 
una señal que va alineada con lo que nos duele tener que 
limitar la posibilidad de reunión. 


La segunda diferencia que está a la vista radica en el 
plazo. Nosotros planteamos uno muy breve, aunque tenga- 
mos que venir a mediados de enero para analizar el tema 
o suspender el receso para discutirlo la semana que viene 
por la vía que sea. Pero en directa relación con lo doloroso 
de la decisión, el tomar decisiones como esta —a nuestro 
entender con un criterio, que es ante hechos graves de 
emergencia sanitaria que hayan sido avalados— cuando, no 
en Opinión de este senador sino de las propias autoridades 
del Ministerio del Interior, en el 99 % de los casos la so- 
ciedad, si se sale del margen, pacíficamente vuelve a él, sin 
más, nos parece que para el 1 % restante —o menos— tene- 
mos que darnos garantías diferentes. 


Y voy a mencionar otro elemento, aún más importante. 


Hay un cuento corto de Galeano que habla del Chaco 
paraguayo y de un debate entre el jefe de la tribu y los 
que iban a evangelizar. En el intercambio, uno termina di- 
ciendo: «Eso rasca. Y rasca mucho, y rasca muy bien», y 
otro le contesta: «Pero rasca... donde no pica». Esto rasca, 
en parte, donde pica, porque algo menos del 10 % de los 
contagios se han dado en este tipo de reuniones sociales, 
pero ¿nos parece que es momento? En fin. A esta Cámara 
de Senadores le pareció que en abril, cuando teníamos un 
nivel de circulación de la covid y un nivel de contagio muy 
bajos, era momento de plantear una minuta de comuni- 
cación para proponer al Poder Ejecutivo que estableciera 
un mecanismo a fin de ampliar la cobertura de salud, por 
las mismas razones que acá recién se argumentaban —es- 
tamos hablando de la muerte de la gente—. Y también en 
abril, cuando recién se estaba trabajando en los protocolos 
de salud y seguridad en el trabajo —creo que ni siquiera 
teníamos los de la construcción que fueron los primeros—, 
teníamos la preocupación unánime —¡unánime!-— en este 
Senado en cuanto a la necesidad de pensar mecanismos de 
cobertura para la población de alto riesgo. Todos sabemos 
que no es lo mismo el que se contagia y a la semana o a 
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los quince días está bien, que quien se contagia y termina 
en el CTI. Tenemos evidencia científica de la cátedra del 
Departamento de Salud Ocupacional de la Universidad de 
la República, del Ministerio de Salud Pública —basta con 
entrar a su página web—, de qué población estamos ha- 
blando y de quiénes son. Para este Senado en abril ya era 
muy importante —repito, cuando no teníamos el nivel de 
circulación del virus que hay hoy- que se viabilizara la 
posibilidad de extender la cobertura del seguro de salud 
para esta población. La información que tenemos hoy es 
contundente y categórica en el sentido del incremento de 
la circulación del virus, además de ser categórica en la 
radical e insuficiente contracción a los protocolos de salud 
y seguridad en el trabajo; que más del 60 % de las ins- 
pecciones constaten irregularidades en los protocolos, es 
de escándalo. Estamos hablando de la vida. No estamos 
hablando de uno de cada cien en las aglomeraciones; acá 
estamos hablando de que la mayoría de las empresas que 
están trabajando no cumplen con los protocolos que, desde 
1914, la Ley n.* 5032 establece que son responsabilidad 
de los patronos. Fue una propuesta legislativa impulsada 
por un legislador colorado de Salto y justo no encuentro al 
senador Coutinho en sala. 


Entonces, en este escenario se debe abrir la cancha y 
adoptar criterios para una persona que tiene hipertensión 
complicada, cardiopatía isquémica o cardiopatía modera- 
da o severa, arritmias crónicas como la fibrilación, insu- 
ficiencia cardíaca, EPOC, asma de difícil control, asma 
calificada como severa, fibrosis pulmonar o está emba- 
razada. Esa población —esto figura en la página web del 
ministerio—, en tanto la fuente principal de contagios es 
en el trabajo, debe tener derecho, en este escenario y por 
estos meses, a ampararse en el seguro por enfermedad. 
Claramente, en nuestra opinión, una medida mucho más 
contundente, importante y trascendente, no solo desde el 
punto de vista de la movilidad social sino desde lo hu- 
mano, es cuidar en primer lugar a esa población, que es 
la que terminaría en peores condiciones si pasara por la 
pandemia. Pero hasta ahora no hemos logrado —y no se va 
a lograr mágicamente— que se apruebe nuestro articulado, 
que exhorta a que se cumplan todos los protocolos. 


Usted sabe, señora presidenta, que me apasionan los 
temas de salud laboral y seguridad industrial, la gestión 
de la salud y la seguridad, pero quiero mencionar ramas de 
actividad más importantes. El señor senador Bergara sos- 
tenía que hay protocolos poco exigentes. En algunos casos 
son exigentes y en otros poco, pero depende casi siempre 
de la capacidad de negociación que tengan las partes de 
acordar. 


Miremos el comercio. El uso de alcohol ¿se obliga? No, 
se dice: «Se recomienda asegurar que todos los espacios 
de trabajo...». El distanciamiento ¿se obliga? No, se dice: 
«Se exhorta a mantener una distancia». Sobre los servicios 
higiénicos ¿se obliga? No, «Se recomienda disponer de...». 
La higiene ¿se obliga? No, «Se exhorta que toda persona, 
ya sea cliente o personal...». La higiene general ¿se obli- 


CÁMARA DE SENADORES 


433-C.S. 


ga? No, «Se exhorta que la empresa o el establecimiento 
proporcione...». La ventilación ¿se obliga? No, «Se reco- 
mienda ventilar adecuadamente». El mantenimiento ¿se 
obliga? No, «Se sugiere profundizar el mantenimiento». 
Se sugiere en la medida de lo posible. 


No saben la cantidad de veces que encontré en un 
protocolo de covid-19, que es un área sensible, cómo las 
normas —que para nosotros son la vida o la muerte de las 
personas, como se decía recién con mucha emoción— están 
colocadas en forma condicional; eso hace que si se inspec- 
ciona no se incumple nada. Esto nos demuestra —no digo 
que rasca donde no pica las reuniones o las aglomeracio- 
nes; no quiero dar ni por el canto de la hoja ese mensaje— 
que no estamos tratando lo sustantivo. Y nos parece que la 
propuesta del Frente Amplio —que queremos discutir con 
argumentos- sí trata lo sustantivo: ¡queremos proteger, en 
primer lugar, a los que tienen mayor morbilidad, y que- 
remos protegerlos ahora! Y como este Senado lo discutió 
—y repito que lo aprobó como minuta de comunicación 
por unanimidad en abril, cuando no teníamos el nivel de 
circulación del virus que hay ahora y cuando no teníamos 
la constancia de que los protocolos que se abordaron iban 
a tener estos niveles de incumplimiento—, queremos en- 
contrar del otro lado argumentos de por qué no, porque si 
no, es muy frustrante. 


Antes de presentar este proyecto de ley, lo llevamos en 
mano al ministro de Trabajo y Seguridad Social y le diji- 
mos que lo presentara él como ministro de esa cartera, sin 
pasar por el Parlamento, sin que haya discusión, sin que 
ni siquiera aparezcamos en la foto. Nos dijo que le parecía 
importante y que estaba en carpeta, pero lo cierto es que 
pasaron los meses y no salió nunca de la carpeta. Supongo 
que la iniciativa no habrá tenido respaldo, pero ¿hay duda 
de que esta medida en el GACH tiene respaldo unánime? 
¿Alguno de los senadores que están acá lo duda? 


En segundo lugar, ¿qué pasa con el trabajador cuando 
tiene dudas de si está o no contagiado, si no tiene un am- 
paro riguroso? Me refiero a que por ir al médico no tenga 
sanciones, o a tratar de cubrirlo si se lo obliga a una cua- 
rentena. A veces, en la desesperación de no tener trabajo o 
de que hace pila estaba sin changas y ante la duda, termina 
esperando a ver si tiene algún síntoma más o algún sínto- 
ma menos y llevándose gente puesta. Cualquiera que haya 
pasado por una fábrica, un taller, una obra o una oficina 
sabe que es así; más en un momento de incertidumbre. 


Cuando decimos que lo económico no se separa de 
lo sanitario es porque en la vida no está separado lo eco- 
nómico de lo sanitario. Insistimos con la renta básica de 
emergencia y sabemos que tiene un costo más importante; 
esto tiene menos. Lo que estamos diciendo es que, si que- 
remos dar señales de urgencia, demos señales de urgencia; 
muchas no precisan ley: convocar de manera extraordina- 
ria al Conassat; generar que las tripartitas radicalicen la 
iniciativa del control de los protocolos; ampliar facultades 
de inspección; multiplicar la coordinación de los equipos 
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de inspección para articular situaciones extremas; incre- 
mentar las sanciones por las faltas relacionadas con la co- 
vid. ¡Alcanza con voluntad administrativa! 


Está claro —debo decirlo— que en algunos casos hemos 
ido en la dirección contraria ante los incumplimientos y no 
se han incrementado sanciones. Entonces nos parece pro- 
fundamente contradictorio que para el individuo que in- 
cumple o que va a una actividad social tengamos un nivel 
de rigurosidad, y para la empresa que incumple y pone en 
riesgo la vida de sus trabajadores, no tengamos la misma 
rigurosidad ni planteemos nuevas medidas. 


Además, esto se afirma —esto no lo decimos nosotros; 
lo dice el GACH- en que la fuente principal de contagio 
—algo más de una cuarta parte— está en el trabajo. Los in- 
cumplimientos son salvajes, aun con esta flexibilidad de 
los protocolos, y nos parece que la medida es absoluta- 
mente insuficiente. Como toca elementos tan sentidos que- 
remos colocarla por menos tiempo y, en todo caso, la revi- 
saremos. Si tenemos que venir diez veces acá, vendremos. 


En opinión de las autoridades esto es para casos ex- 
cepcionales porque, en general, aun ante circunstancias de 
aglomeraciones, no es necesario el uso de la fuerza, pero 
nos parece que para esos casos tendría que haber más ins- 
trumentos de garantía. 


Además, no puede ser la medida única porque, si no, 
damos un mensaje equivocado. El problema es qué mensa- 
je damos al trabajador, al que no se le dan los implementos 
de seguridad en su centro de trabajo. ¡Hoy! ¿Qué mensaje 
damos al trabajador que va al vestuario y está sin desinfec- 
tar? ¿O va al comedor y está sin desinfectar? ¡Hoy!, donde 
se da la suerte principal de los contagios. 


Compartimos la gravedad de la situación. Nos parece 
que las señales, en tanto de una forma u otra restringen 
libertades, deben tener un marco más abierto. Y además 
entendemos que estamos en una discusión en que, repito, 
parece que no escucháramos las propuestas de unos y de 
otros. Algunas fueron presentadas hace meses y en ese 
momento se intentó trabajar en ellas. A veces tenemos esa 
sensación de que si un planteo viene de la oposición parece 
que fuera malo de por sí. A veces tenemos esa sensación 
porque no se logra colocar, en la argumentación, elemen- 
tos diferentes que sean los de la urgencia de tal medida. 


Lo que decimos es que, en el escenario en que estamos, 
precisamos más, incluso concentrarnos mucho más don- 
de están los elementos centrales del trabajo. De manera 
imprescindible, no deberíamos obligar a una trabajadora 
embarazada a trabajar en este escenario, con el nivel de 
circulación del virus y con el riesgo de morbilidad que 
tiene, mayor al de otros. ¡No deberíamos! Debería tener 
derecho a ampararse en el seguro de enfermedad. Hemos 
conversado con los prestadores y con los médicos con res- 
pecto a que necesitan una norma para ello, porque mien- 
tras no hay norma no se puede y tienen que buscarle otra 
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cosa. Bueno, generemos esa condición que permita dar 
señales, más allá de la exhortación. 


Sabemos que en su momento se exhortó a la actividad 
privada sobre los trabajadores mayores de sesenta y cinco 
años. Creo que en este momento hay que ir un escalón más 
arriba: protejamos la parte de la población de más riesgo y 
demos una señal que mire la integralidad de la situación. 


En cuanto al tercer elemento, también lo hemos con- 
versado con las autoridades con mucha preocupación. 
Hace años —creo que once o doce— que existe en la norma- 
tiva uruguaya el subsidio a la permanencia habitacional, 
que genera condiciones, sobre todo, para el movimiento 
cooperativo a fin de que, en las circunstancias de desem- 
pleo, dificultades en el trabajo y demás, las personas no 
terminen en la calle. Nosotros estamos convencidos de 
que, en este escenario tan complejo, tendría que ampliarse 
ese mecanismo y pensar la situación para no tener des- 
alojos en los próximos meses, que van a ser complicados 
porque es imposible considerar que, si se incrementan los 
problemas sanitarios, no vamos a tener dificultades econó- 
micas. Además, no podemos pensar en transitar esas difi- 
cultades económicas sin decenas, cientos o tal vez miles 
de uruguayos desalojados o que tengan que emigrar a un 
asentamiento a causa de la situación económica y social. 


Podemos estar preocupados por una parte del proble- 
ma, pero, en medio de la emergencia, nos estalla otra par- 
te; esa es la complicación que tenemos. Nos parece que 
falta trabajar más en la integralidad de las medidas para 
atender la situación social. 


No hay dudas de que la derecha en el tema la tiene el 
GACH. Hemos reconocido públicamente que uno de los 
aciertos principales de la gestión sanitaria —no vamos a ba- 
jarnos del carro ahora porque hay problemas-— fue la con- 
formación del Grupo Asesor Científico Honorario. Ahora, 
si escuchamos con detenimiento el informe que presenta el 
GACH y leemos las publicaciones que se hicieron, vemos 
que hay reclamos de integralidad de las medidas o una mi- 
rada de estas con base científica. Modestamente, desde el 
Frente Amplio queremos hacer aportes con algunos de los 
capítulos que presentamos como iniciativa para enrique- 
cer el mensaje y no necesariamente para competir. Repito: 
es para enriquecer el mensaje. No creo que hoy ningún 
señor senador pueda argumentar en contra de proteger a 
la población de riesgo cuando acá lo votamos por unani- 
midad en abril, momento en que vivíamos en una calma 
chicha en comparación con lo que tenemos hoy. Creo que 
en este momento estaría bueno que la cámara diera señales 
en el sentido de que es hora de afirmar algunos espacios de 
mayor cobertura para los que están peor. Ese es un men- 
saje democrático; yo diría que es casi de raíz artiguista. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑOR GANDINL- Pido la palabra. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GANDINI.- Señora presidenta: primero, 
quiero saludar la actitud de la oposición y reconocer que 
hay un espíritu constructivo y proactivo que coincide en 
reconocer la situación que está viviendo el país; también 
hay ánimo de resolver y de ayudar desde lo legislativo a 
aportar soluciones. Esto de primera es bueno, incluso, en 
el proyecto de ley que presenta el Frente Amplio y que está 
a consideración en este momento. 


Lo segundo es considerar este proyecto, porque tene- 
mos sobre la mesa dos proyectos de ley que hablan, en 
el capítulo primero, sobre la restricción de la libertad de 
reunión y, en el capítulo segundo, acerca de las formas o 
las restricciones de ingreso al país. De esto es de lo que 
se habla. 


Acá se han hecho reflexiones valiosas, que comparto, 
sobre los trabajadores, la norma de seguridad en los ám- 
bitos de trabajo, los derechos de los trabajadores y las cir- 
cunstancias económicas, pero ni nuestro proyecto de ley 
ni el del Frente Amplio hablan de esos temas; no tenemos 
a consideración esos asuntos. Estuve tentado de decir que 
el señor senador Andrade estaba fuera de tema y estric- 
tamente lo estaba, pero en un sentido amplio no, porque 
todo tiene que ver con la preocupación que hoy nos ocupa. 


Veamos lo que tenemos sobre la mesa. La alarma fue 
puesta por el Grupo Asesor Científico Honorario en una 
conferencia de prensa al mediodía en la que hizo un diag- 
nóstico de la situación que puede resumirse en que hace un 
par de semanas que en el Uruguay empezó la primera ola. 
La ola que empezó en Europa hace mucho tiempo comen- 
zÓ ahora acá. Al principio, por la actitud de los uruguayos, 
la respuesta del Gobierno y esa ventaja que el Uruguay 
tiene para algunas cosas —como visualizar el futuro—, vi- 
mos por televisión todo lo que pasaba en el mundo desa- 
rrollado, que es el que a veces tomamos como paradigma. 
Vimos cómo se cavaban fosas una al lado de la otra, los 
cementerios se saturaban y los médicos y los enfermeros 
se contagiaban; la gente saludaba desde los balcones y 
encerrada tocaba música en las ciudades que a veces vi- 
sitamos como turistas. ¡Eso nos impactó y nos introdujo 
al miedo y a la responsabilidad! Nos autoconfinamos en 
libertad y logramos superar una primera etapa. ¡Fuimos 
ejemplo en el mundo! Incluso, logramos encapsular al 
Uruguay del contagio en la región, donde fue manejado de 
modo absolutamente irresponsable bajo la consigna de la 
restricción de la libertad, que no es otra cosa que la cua- 
rentena obligatoria. ¡(Y aun así pudimos! Este fue un país 
libre de covid durante un tiempo y, por esa razón, el único 
en el que aterrizaban aviones de otras partes del mundo. 


Sin embargo, todo llega. Fuimos resistiendo y resis- 
tiendo, pero también es verdad que fuimos abriendo la 
economía. Y una cosa con la otra fueron llevando a que el 
virus circulara. Hoy el virus circula en todo el país y, fun- 
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damentalmente, en el área metropolitana, y este también 
es un diagnóstico del Grupo Asesor Científico Honorario. 


Ese es el problema que tenemos y debemos tratar de 
enfrentar; eso se puede hacer de muchas maneras. Hemos 
escuchado teorías —que se actualizaron en estos días— en 
las redes sociales e, incluso, a modo de opinión de algunos 
actores políticos, en el sentido de que el camino es la cua- 
rentena obligatoria. De verdad sería un camino por seguir; 
es una opción. Pero esa opción restringe un valor funda- 
mental que hemos resistido tocar: la libertad. Esto requiere 
un marco legal, al igual que lo exige el restringir el dere- 
cho de reunión. ¿Alguien tiene claro qué deberíamos votar 
para restringir la libertad —porque para restringir uno de 
los derechos fundamentales, que es el de reunión, tenemos 
que aprobar una ley, tal como lo expresa el artículo 38 de 
la Constitución—, para obligar a que la gente se quede en su 
casa y a que después del toque de queda a cierta hora de la 
noche nadie pueda salir, y el que lo haga sea conducido...? 
¿Serán las medidas prontas de seguridad? No sé. No lo 
sé porque no nos hemos planteado restringir la libertad. 
Hemos considerado hacer algo para contener un tiempo 
la circulación del virus porque los científicos nos dijeron 
que, si no hacemos nada, en unos días vamos a andar en 
los mil casos diarios. Ya empieza a formar parte del paisa- 
je y a conmover cada vez menos que cada día fallecen tres 
personas. Era inusual que falleciera una. Era noticia: «Hoy 
falleció un nuevo uruguayo». Ahora mueren tres personas 
y casi no es noticia. ¡Tres por día! En la medida en que hay 
mucha más gente en los CTI sabemos que esa es la última 
escala y que la gente muere pasando diez, quince o veinte 
días sin ver a nadie, a ningún ser querido; ni después de 
que muere lo ven sus seres queridos. ¡Es la forma más ho- 
rrible de morir! 


Pero ese miedo que teníamos al principio se fue trans- 
formando en parte del paisaje y uno se acostumbra a con- 
vivir con ello. Si hoy en el barrio matan a uno y quince 
días después la gente se entera de que matan a otro, al 
final toma el ómnibus y va a trabajar igual. Aprende a 
convivir con esas noticias duras. Hoy el Uruguay apren- 
dió a convivir con la pandemia. Sin embargo, eso genera 
consecuencias. Hay un componente que aflora primero: la 
responsabilidad por la salud de los demás. Los que tienen 
más conciencia saben que su irresponsabilidad puede con- 
tagiar a sus seres queridos o generar un problema en su 
entorno, pero se internaliza menos la idea de que la irres- 
ponsabilidad puede dejar sin trabajo a otro y, al final, a uno 
mismo, porque el cierre de la economía deja sin trabajo a 
la gente que ya hizo uso de su seguro de paro y adelantó 
su licencia. No hay muchos recursos a los cuales acudir, 
como sucedió en marzo, abril y mayo. La economía empe- 
zÓ a moverse, pero, obviamente, eso hace circular el virus 
cuando está presente. 


El Gobierno nos trae una propuesta, que es la de no ce- 
rrar la economía. Los shoppings están abiertos y también 
lo están las ferias de Navidad y fin de año, donde mucha 
gente hace unos pesos y ya compró juguetes, ropa para 
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gurises y —nos guste o no— fuegos artificiales para vender. 
Las ferias de la Avenida 8 de Octubre y Sanguinetti, del 
Parque Rodó y de otros lugares están abiertas y no se limi- 
tan. Tampoco se limitan las actividades recreativas al aire 
libre y los boliches están abiertos hasta las 24:00, donde 
hay gente laburando. Es verdad que hay menos gente en la 
calle, pero no cerramos esas perillas. 


Lo único que hace este proyecto de ley es limitar el 
derecho de reunión —y no en todos los casos, sino en algu- 
nos— e impedir que por las fronteras vengan uruguayos o 
no uruguayos después del 21 de diciembre porque, segu- 
ramente, si llegan al país después de esa fecha, no se van 
a encerrar en un hotel o en una casa, sino que van a pasar 
las fiestas con la familia; eso todos lo sabemos, aunque no 
lo digamos. Es muy difícil hacer una cuarentena de siete 
días después que pasaste sin ningún síntoma por el aero- 
puerto o por el puente con un hisopado en la mano que te 
dio negativo. Tenés la idea de que vos estás bien, entonces, 
¿para qué te vas a guardar? Te sentís bien y tenés el nega- 
tivo en la mano. Si venís por diez días, ¿vas a estar siete 
días guardado y vas a ver tres a los viejos? No se va a dar 
eso. Entonces, lo que hace el Gobierno es decir que por los 
próximos veinte días no entra nadie al país —después ve- 
mos— y que por los próximos sesenta días vamos a limitar 
el derecho de reunión. 


Ahora voy al proyecto de ley que presentó el Poder 
Ejecutivo y que respalda la coalición de gobierno. Lo que 
hace en su primer artículo es limitar, transitoriamente y 
por razones de interés general —y vamos a agregar: «fun- 
dadas en razones de salud pública» para que quede bien 
claro—, el derecho de reunión consagrado en el artículo 38 
de la Constitución. La virtud que tiene este artículo es que 
lo hace y lo dice. 


Luego establece: «Suspéndense las aglomeraciones de 
personas». El diccionario define «aglomeración» como re- 
unión o amontonamiento grande de algo, especialmente de 
gente reunida en un lugar. Lo que se suspende no son las 
reuniones, sino las aglomeraciones de personas —que están 
claramente definidas— y no todas ellas, sino que se estable- 
cen requisitos. Primero dice: «que generen un notorio ries- 
go sanitario», así que, si no lo generan, tampoco están pro- 
hibidas. Luego señala: «por el plazo de sesenta días desde 
la publicación de la presente Ley, entendiéndose como ta- 
les, la concentración, permanencia o circulación de perso- 
nas». Estas son las primeras tres características: «concen- 
tración, permanencia o circulación de personas». Prosigue 
con el establecimiento de dos condiciones de lugar: «en 
espacios públicos o privados de uso público», o sea que 
están descartados los clubes, las casas y los restaurantes; 
allí no puede haber aglomeraciones, sino que entran otras 
normas con otros protocolos. Acá tiene que haber concen- 
tración, permanencia o circulación de personas en espa- 
cios públicos, esto es, plazas, playas, estacionamientos, 
parques o lugares privados de uso público, o sea, aquellos 
que son de propiedad privada, pero los usa la gente. Luego 
dice: «en las que no se respeten las medidas de distancia- 
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miento social sanitario» —este es el primero— «ni se utili- 
cen los elementos de protección personal adecuados, tales 
como tapabocas, mascarillas y protectores faciales» y para 
dejarlo más claro vamos a agregar: «y otros elementos de 
similar naturaleza». Finaliza estableciendo: «destinados a 
reducir la propagación de enfermedades contagiosas». Es 
decir que, si hubiera una concentración de personas en un 
espacio público y todos estuvieran usando tapaboca y a 
distancia, no se suspendería. Supongamos que están los 
gurises jugando en la canchita del barrio y alrededor hay 
cuarenta o cincuenta padres y amigos, pero distanciados 
y con tapaboca. ¿Está prohibido? No, no va a llegar la po- 
licía a disolver esa reunión; no es para eso, no se limita 
la democracia como han señalado algunos legisladores en 
ciertos medios. No, por el contrario, se limitan esas con- 
ductas en estos lugares y en esas condiciones; nada más. 


En el artículo 2. se establece: «Facúltase al Poder 
Ejecutivo, a través de los Ministerios competentes y a los 
Gobiernos Departamentales en sus respectivas jurisdic- 
ciones, a disponer el cese de aglomeraciones de personas 
que generen un notorio riesgo sanitario y de las reuniones 
que se realicen en contravención de las medidas sanita- 
rias y protocolos». ¿Qué se está diciendo con esto? Que el 
Poder Ejecutivo, a través de los ministerios competentes, 
es decir, el Ministerio del Interior, el Ministerio de Defen- 
sa Nacional en las zonas costeras, el Ministerio de Salud 
Pública y los Gobiernos departamentales, cuando corres- 
ponda, tomarán medidas. No hay que pensar que viene la 
policía porque esa tarea la harán los inspectores de la in- 
tendencia y el Ministerio de Defensa Nacional cuando esté 
habilitado por la ley; se está haciendo referencia al Estado. 
A continuación, dice: «... dicha facultad deberá ejercerse» 
=y miren lo que expresa, incluso hay otros proyectos que 
también lo señalan— «en cumplimiento de los principios 
de igualdad, no discriminación y razonabilidad conforme 
a criterios sanitarios». Quiere decir que también pone un 
marco de restricciones a las autoridades competentes que 
deben actuar. 


En el artículo 3. expresa: «Quien infrinja las disposi- 
ciones de la presente Ley» —a lo mejor alguien está pen- 
sando que va preso, pero tampoco comete un delito— «será 
advertido por la autoridad competente», agregamos «e 
instado» y sigue diciendo: «a desistir de su actitud». Me 
imagino que viene un patrullero, el policía prende el par- 
lante y dice: «Muchachos, señores, señoras: está prohibido 
que estén con esa actitud en este momento de pandemia. 
Por favor, pedimos que sean responsables y se dispersen». 
Se trata de advertir a la gente que está infringiendo una 
norma y se insta a que desistan de esa actitud. Se les pide 
por favor que vuelvan a sus casas, que se distancien y usen 
tapaboca. Eso es lo que estamos diciendo. 


Luego dice: «El Poder Ejecutivo podrá aplicar sancio- 
nes por los incumplimientos a la presente Ley» —¿cuáles 
son las sanciones?— «las que podrán consistir en: apercibi- 
miento,» —les tiran de la oreja— «observación» —escriban 
en la plana diez veces «no me debo aglomerar»— «y mul- 
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tas» en unidades reajustables. ¿Para quién van a ser las 
multas? ¿Creen que van a ser para los veinte muchachos 
que están con un tambor disfrutando de un rato de música 
a las diez de la noche? No, se está pensando en el dueño de 
un local que usó el estacionamiento para hacer un baile; 
se está pensando en el que prestó los parlantes; se está 
pensando en el que aprovecha a vender algún licor en ese 
momento. Es decir que se apunta a aquel que sabe que está 
infringiendo una norma y tiene responsabilidades. ¿A los 
otros se les va a aplicar una multa? ¿Qué multa se les va a 
aplicar? ¿Se va a correr a la gente hasta su casa o se le va 
a sacar una foto? La plata que se recaude irá para el Fondo 
Solidario COVID-19. 


Antes de pasar al otro tema, tengo que referirme a la 
Iniciativa que presentó el Frente Amplio. La verdad es que 
algunos puntos podría votarlos porque es muy parecido. 
Por ejemplo, el nomen iuris del artículo 3, «Medidas rela- 
cionadas a la prevención de la propagación de COVID 19 
en espacios abiertos». También lo que dice: «Por un pla- 
zo de 30 días» —en nuestro proyecto establecemos sesenta 
días— «contados a partir de la promulgación de la presente 
ley, no se permitirán aglomeraciones de personas que ge- 
neren un notorio riesgo sanitario en las que no se respeten 
las medidas de distanciamiento social y la utilización de 
los elementos de protección personal que disponga el Mi- 
nisterio de Salud Pública»; este artículo es igual al que 
propusimos nosotros. 


Esta es la ley que necesita el artículo 38 de la Consti- 
tución para limitar el derecho de reunión. La aglomera- 
ción de personas que generen notorio riesgo sanitario es 
precisamente una reunión que agravie el valor de la salud 
que intenta proteger, por ley, la Constitución de la repúbli- 
ca cuando limita el derecho de reunión. El texto es igual 
y yo casi podría votarlo si se cambia treinta por sesenta 
días. Si quieren cambiamos un artículo por el otro porque 
son iguales. El Frente Amplio no nos está proponiendo un 
cambio de paradigma, sino regular por ley el artículo 38 
de la Constitución de la república. 


Se dijo que nuestro artículo no era preciso porque la 
aglomeración puede ser de treinta, cincuenta o diez per- 
sonas. ¿Cómo actúa la policía si tiene que intervenir? Este 
artículo tampoco es preciso porque, si empezamos a po- 
ner condiciones objetivas, tenemos que incluirlas a todas, 
y entramos en la casuística. Podemos fijar que sean diez, 
quince o veinte personas. ¿Es lo mismo que haya veinte 
personas en un lugar muy reducido compartiendo copas 
y botellas que sesenta en un lugar más amplio? ¡Y yo qué 
sé! Hay que analizarlo y ver si están comprometiendo y 
arriesgando la salud. Habría que establecer todo como, 
por ejemplo, «treinta personas en tantos metros cuadra- 
dos» y no vamos a hacerlo; queda al criterio razonable de 
las autoridades competentes que deben disuadir e instar a 
disolver esa reunión que tiene riesgos sanitarios. O quizás 
les dicen: «Sigan muchachos, pero pónganse tapaboca» 
porque es lo que establece la norma. Esta propuesta es im- 
precisa, igual que la nuestra. Eso sí, da la responsabilidad 
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exclusiva que nuestro proyecto no da, porque nosotros la 
dejamos abierta a la participación de los ministerios com- 
petentes, pero aquí se señala: «Salud Pública». Además, 
dice que, en coordinación con los Gobiernos departamen- 
tales, el Ministerio de Salud Pública controlará, a través de 
sus diferentes cuerpos inspectivos, el cumplimiento de la 
ley, de los protocolos, etcétera. 


Quiero recordar al Cuerpo que el 12 de noviembre la 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda recibió 
al Ministerio de Salud Pública. En esa reunión, el señor 
Píriz dio cuenta de una situación y dijo: «Como podrán 
ver, nuestra fuerza de trabajo inspectiva cuenta, actual- 
mente, con una jefatura que tiene trece inspectores», y la 
detalla. Lo digo para que imaginemos al cuerpo inspecti- 
vo controlando una reunión de muchachos, de fútbol, de 
política o de lo que quieran. Se trata de una licenciada en 
Enfermería, dos químicas farmacéuticas, tres ingenieras 
en Alimentación, un ingeniero químico, un licenciado en 
Enfermería y cinco químicos farmacéuticos. O sea, ellos 
son quienes tendrían que ir a la plaza y decir: «Mucha- 
chos: por qué no se van para sus casas; están infringien- 
do la norma». Estos son los inspectores que tiene Salud 
Pública. En la vida real, a las once o doce de la noche en 
una playa muy concurrida cerraron todos los boliches en 
cumplimiento de la norma, y los muchachos que se levan- 
tan a las doce, la una o las dos de la tarde para empezar la 
jornada, están con todas sus energías, ya tomaron algo en 
el boliche y dicen: «¿qué hacemos?». Se les ocurren ideas: 
unos se van a una casa, otros arman un fuego y otros abren 
las valijas de los autos, prenden los parlantes y capaz que 
se arma un baile. ¿A quién llaman los vecinos? A la poli- 
cía. No creo que la policía tenga que llamar al Ministerio 
de Salud Pública para que mande a un ingeniero químico 
a convencer a los muchachos. Me parece que es una tarea 
propia, natural, para la que están entrenados y preparados 
quienes cumplen esa función. 


SEÑOR BRENTA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR GANDINI.- Enseguida; quiero terminar mi 
razonamiento. 


Luego dice que el Ministerio de Salud Pública estará 
facultado, una vez agotadas todas las instancias de persua- 
sión —es decir, si los ingenieros no pudieron convencer— y 
como última medida, a solicitar el auxilio de la fuerza pú- 
blica. O sea que siempre entra la policía; si no pueden los 
ingenieros, entra la fuerza pública. Obviamente, parece 
razonable. En el proyecto de ley propuesto por el Frente 
Amplio la policía tiene un paso previo, que es dar cuenta 
al Ministerio de Salud Pública para que haga el intento y, 
si salud pública no puede asistir porque no tiene personal 
o por otro motivo, entra la policía. El proyecto de ley del 
Frente Amplio tampoco marca límites. No establece con- 
diciones —-como se dijo aquí— para que la policía pueda 
actuar sin que haya excesos. No los tiene que marcar por- 
que esta función está en la Ley Orgánica Policial; tanto 
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estas funciones relativas a la pandemia como otras que se 
efectúan sin pandemia son naturales de la policía. No me 
parece que aquí haya un problema. 


Antes de conceder la interrupción, quisiera decir que 
para el Frente Amplio todo lo que no se cumple consti- 
tuye infracciones que castiga con apercibimiento y mul- 
ta, no con cárcel. O sea que, en ese terreno, los proyectos 
son muy parecidos. Lo que quiero decir es que aquí no 
se limitan la libertad ni el derecho de reunión absoluto 
ni el derecho de circulación ni el derecho de expresión. 
Tampoco está prohibida una manifestación. Si trescientas 
personas rodearan el Palacio Legislativo en este momen- 
to en protesta por algún derecho legítimo o ilegítimo —no 
me importa—, en el ejercicio de su libertad y estuvieran 
a dos metros uno de otro —he visto manifestaciones que 
hacen el circulito de dónde hay que pararse y levantar el 
cartel- y usando todos tapaboca, no tendría que aparecer 
la policía a disuadirlos porque no se están violando las ca- 
racterísticas que plantea el proyecto de ley en cuanto a la 
suspensión de una aglomeración. Es una aglomeración a 
distancia y con tapaboca. 


Por lo tanto, no se impide el derecho de expresión, sino 
las cosas que contagian y en las que luego es imposible 
seguir el hilo de ese brote. Eso es lo que se impide. 


Me pedía una interrupción el señor senador Brenta y se 
la concedo con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Brenta. 


SEÑOR BRENTA.- Gracias, señora presidenta y señor 
senador. 


Pedí la interrupción no para discutir el fondo del plan- 
teo del señor senador, sino para aclarar que actualmente en 
Montevideo todo lo que tiene que ver con la fiscalización 
de fiestas clandestinas y el horario de cierre de los bares, 
entre otras cosas, lo está haciendo la Intendencia de Mon- 
tevideo con un cuerpo inspectivo de más de doscientos 
funcionarios en el Servicio de Convivencia Departamen- 
tal y eso está perfectamente coordinado con el Ministerio 
de Salud Pública. Obviamente, sabemos lo reducido que es 
el cuerpo inspectivo del Ministerio de Salud Pública y, por 
eso, incluimos la posibilidad de coordinar con los Gobier- 
nos departamentales, lo que también figura en el proyecto 
de ley enviado por el Poder Ejecutivo, que perfectamente 
podría ser el paso previo a otra intervención en caso de 
que las personas no desistan, como se ha planteado, de la 
actividad que puede terminar con contagios. Por lo tanto, 
la coordinación del cuerpo inspectivo del Ministerio de 
Salud Pública con los Gobiernos departamentales es una 
alternativa real y válida para llevar adelante el control que 
todos queremos que se haga. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR DOMENECH.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR GANDINL.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA .- Puede interrumpir el señor 
senador Domenech. 


SEÑOR DOMENECH.- Agradezco al señor senador 
que me haya concedido una breve interrupción. 


Justamente, estoy de acuerdo con la totalidad del plan- 
teo que está haciendo el señor senador. El proyecto de ley 
que presenta el Poder Ejecutivo se remite a la autoridad 
competente y las competencias son varias y distintas. 
Por cierto, ¡bienvenida la colaboración de los Gobiernos 
departamentales si la propia ley hace referencia a ellos! 
¡Bienvenida la actuación que pueda tener el Ministerio de 
Salud Pública si precisamente en el presupuesto acabamos 
de votar la Dirección de Fiscalización! Sin embargo, todos 
sabemos que, en la práctica, la autoridad que tiene com- 
petencia en todo el territorio de la república en materia de 
orden interno es el Ministerio del Interior y sabemos que, 
en los usos y costumbres del Uruguay, cuando hay un pro- 
blema de la naturaleza que puede plantear una aglomera- 
ción, lo que hace el vecino es llamar a la comisaría; quizás 
hoy en día sería mejor que llamara al 911. 


Así que estoy en total consonancia con este proyecto 
de ley en cuanto a que haga una referencia genérica a la 
autoridad competente. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
senador Gandini. 


SEÑOR GANDINI.- Señora presidenta: agradezco al 
señor senador Brenta que nos ayude a echar luz sobre este 
tema porque tiene razón, pero hay que ponerlo en un con- 
texto. 


Más adelante, el señor Píriz decía —en la versión 
taquigráfica que mencioné anteriormente—: «Es importante 
dar a conocer el promedio actual de retrasos. Actualmente 
tenemos 274 inspecciones pendientes que se desglosan 
—como pueden observar— en 70 de servicios de salud y 204 
de empresas de productos». 


El Ministerio de Salud Pública es la policía sanitaria, 
tiene esa función, pero está preparado para inspeccionar 
empresas —para ver si cumplen la normativa de salud— y 
servicios de salud, no aglomeraciones. Es verdad que la 
intendencia coordina, y ambos proyectos lo dicen, pero 
también es verdad —y el señor senador Brenta lo sabe— que 
hay una larga historia de solicitudes de que los inspectores 
sean acompañados por policías. De hecho, hay una calidad 
especial de policías que contrata la intendencia porque el 
inspector no reprime; el inspector detiene el auto, pero, 
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si este no para o el conductor se sobrepasa, quiere tener a 
un policía a su lado. La policía es la que tiene que hacer 
esa gestión y, muchas veces, si en esta tarea interviene el 
Gobierno departamental, la policía va a estar al lado del 
inspector para protegerlo y hacer lo que el policía tiene 
que hacer y el inspector no debe hacer. Por eso creo que 
las propuestas tienen componentes similares con matices 
diferentes y, más allá de lo que vote el Cuerpo, hay un es- 
píritu colectivo de ayudar y amparar o respaldar la inicia- 
tiva que nos trae el Poder Ejecutivo para ayudar a aplanar 
la famosa curva. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR SÁNCHEZ.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Señora presidenta: creo que es- 
tamos en un momento complejo y sería bueno que recu- 
rriéramos al criterio o al principio de la realidad. ¿Sobre 
qué base se da, señora presidenta? Creo que aquí nadie 
está asignando intenciones cruzadas ni está usando este 
tema, que nos tiene muy preocupados a todos, para hacer 
acusaciones políticas de ningún tipo. 


Ahora bien, el señor senador Gandini hacía todo un 
relato de cómo podía llegar a implementarse el proyecto 
de ley que presenta el Poder Ejecutivo. Decía que si hay 
doscientas personas rodeando el Palacio Legislativo, no va 
a intervenir la policía. Justamente, si en este recinto, don- 
de hay treinta y un senadores, tenemos diferencias acerca 
de qué es lo que estamos legislando, imagínese, señora 
presidenta, lo que puede llegar a suceder cuando miles de 
funcionarios deban hacer cumplir esta ley. Este es el pro- 
blema que estamos teniendo: la interpretación acerca de 
lo que estamos legislando, de cómo deben actuar tanto los 
ciudadanos —si están dentro o fuera de la ley- como los 
funcionarios que tienen que hacer cumplir la normativa. 
Este es el problema que tenemos. 


Por eso planteo recurrir al principio de la realidad. Si 
aquí tenemos diferencias y todos partimos de la base de 
que nadie está usando esto con argumentos de carácter 
político menores, es porque tenemos un problema real de 
interpretación. El mismo problema real que hoy tienen 
treinta y un ciudadanos de este país se va a multiplicar 
por muchos más si se aprueba de esta manera el proyecto 
de ley. Este es el problema que tenemos, señora presiden- 
ta. Creo que debemos parar un poco la rueda. Lo quiero 
decir con franqueza. Estamos legislando sobre un derecho 
fundamental en menos de veinticuatro horas; es natural 
que tengamos estos problemas. Este es el problema que 
tenemos, señora presidenta, como sistema político: que es- 
tamos legislando a las apuradas, que estamos legislando a 
la carrera y que, por tanto, nos estamos metiendo con de- 
rechos fundamentales, como el que está establecido en el 
artículo 38. Lo estamos haciendo a una velocidad que se- 
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guramente nos lleve al error, al Gobierno y a la oposición, 
en cualquier formulación que presentemos. Debemos re- 
conocer eso y partir de la idea de que afectar y restringir 
un derecho como el de libertad de reunión, que está esta- 
blecido en el artículo 38 de la Constitución de la república, 
es algo muy grande, muy grueso y sensible, que necesita 
mucho más diálogo que sentarnos aquí a gargantear y a 
gritarnos entre nosotros. Este es el problema que tenemos. 


Y es claro que estamos todos asustados porque per- 
dimos el hilo epidemiológico, porque ha crecido enor- 
memente la cantidad de contagios, porque todo esto está 
generando problemas y porque el informe que nos hace el 
GACH nos dice que la curva ya no es curva, sino una rec- 
ta que se va hacia arriba. Estamos todos preocupados por 
eso, pero me parece que esta no es la forma de resolverlo; 
no es la forma de resolverlo conocer un proyecto de ley a 
las cinco de la tarde del día de ayer y venir hoy acá a dis- 
cutir; no es la forma de resolverlo meterse con el artículo 
38, que habla de la libertad de reunión, sin un amplio con- 
senso político que le dé sustento, sin que nos sentemos a 
hablar, a dialogar, a discutir y a encontrar soluciones que 
nos contemplen a todos. 


Creo que aquí está el principal error: estamos impro- 
visando. No estoy haciendo con esto ninguna alusión al 
Gobierno. Hoy tenemos una situación complicada y tene- 
mos diferencias con respecto a cómo resolver un conjunto 
de políticas. Estoy planteando la situación y el espectáculo 
que estamos dando. La Cámara de Representantes tiene 
una citación, ya para esta hora, a efectos de que apruebe lo 
que nosotros todavía no votamos. Creo que este es el pro- 
blema y el dilema que tenemos. Ahí están las diferencias. 
No se trata de quién le gana a quién, si acá todos perdemos 
con la pandemia. Y pierden los que están más jodidos, los 
que hoy no tienen trabajo, los 55.000 que comen en las 
ollas populares. Pierde la gente que no sabe qué va a hacer 
la semana próxima. Pierde la gente que, si tuvo un contac- 
to con un positivo y tiene que aislarse, sabe que no va a co- 
brar esa semana, después de venir de un año muy jodido. 
Pierde la gente que viaja amontonada en el 110 a Manga a 
las ocho de la mañana. Y acá no hay ninguna medida en 
ese sentido. ¡Y si será una aglomeración esa, cuando se 
viaja como ganado parado en el ómnibus y te respira el 
que está arriba! Pierde toda esa gente. 


(Dialogados). 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¡No dialoguen, señores se- 
nadores! 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Estamos discutiendo un proyec- 
to de ley. Las medidas que anunció el Gobierno son para 
los viajes interdepartamentales y no para los suburbanos 
ni los urbanos, que es donde se concentran los problemas. 


En definitiva, lo que estoy planteando es que esta es- 
pecie de competencia para ver quién gana y cómo gana no 
le sirve a nadie. 
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No voy a decir lo que el Gobierno debe hacer, pero 
me imagino que si voy a tratar de reglamentar nada más 
ni nada menos —por algo no se ha hecho hasta ahora— que 
el artículo 38, lo primero que haría, señora presidenta, es 
llamar a los representantes de todos los partidos políticos 
para hablar. ¡A todos! Buscaría la forma de dialogar con 
todos antes. ¿Para qué? Para, más allá de las diferencias, 
dar sustento a lo que estamos haciendo hoy o a lo que ne- 
cesitamos hacer con urgencia. No lo tiraría en una sala de 
la Cámara de Senadores, que puede ser el lugar legítimo 
para discutirlo, pero todos sabemos aquí que no tuvimos 
tiempo para analizarlo, porque acá vinimos a votar. ¡Acá 
vinimos a votar! Hicimos cuartos intermedios en la ma- 
ñana para ver qué otra cosa podíamos proponer, sabiendo 
que lo que veníamos a hacer era votar una cosa o la otra. 
Entonces, creo que esto nos tiene que llamar a la reflexión, 
porque acá no hay unos mejores que otros. Y el esfuerzo 
que todos tenemos que llevar adelante es no improvisar. 


Siento que del informe que tenemos —que dice que 
debemos aplanar la curva— surgen algunas conclusiones 
importantes que todos compartimos. Primero, tenemos 
que evitar el contacto. Hay que evitar lo más posible la 
circulación. Hay que evitar lo más posible estar expuestos. 
Eso, que desde hace mucho tiempo se plantea como una 
recomendación a la gente, tiene un efecto directamente 
proporcional en función de los ingresos. Para algunos eso 
puede darse en el marco del ejercicio de su libertad, pero 
otros no tienen la libertad de hacerlo porque tienen que 
salir a ganar el mango. No hay vuelta: tienen que salir a 
como dé lugar, porque deben elegir todos los días entre su 
salud y su alimentación. 


Eso nos ha llevado a tener diferencias, sí, sobre cuáles 
son las medidas necesarias para atender la situación social 
y económica que genera la pandemia y para que nadie ten- 
ga que pensar: «¿Me expongo a enfermarme o me guardo? 
Y si me guardo y no tengo plata ¿qué hago?». Ese es el pro- 
blema, y esas medidas todavía no están arriba de la mesa. 
En un momento en que estamos tratando, por la eviden- 
cia que tenemos, de restringir al máximo la circulación, 
siguen sin estar esas medidas, señora presidenta. Y eso 
va a generar más problemas para la gente que tiene estas 
dificultades, que son vulnerables y a quienes esto los va 
a vulnerar mucho más. Esa es la verdad, más allá de los 
discursos que nos hagamos. 


Otro problema que tenemos es que estamos tratando 
de regular algo que es un derecho y un deber. Tenemos 
derecho a que se proteja nuestra salud y a que se generen 
las políticas, desde el Estado y desde la comunidad, para 
atender nuestra salud, pero tenemos también el deber de 
proteger nuestra salud. Así lo dice la Constitución de la re- 
pública en su artículo 44, que, entre otras cosas, establece 
el deber de cada uno de los ciudadanos de la república de 
cuidar su salud. 


Y mire qué interesante, señora presidenta: aquí esta- 
mos ante una hipótesis muy difícil, porque hay algunas 
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discusiones doctrinarias acerca de la definición de ca- 
tástrofe o calamidad, y muchas veces se definen sobre la 
intencionalidad humana de llevar adelante una cosa o la 
otra. Seguramente —creo que nadie aquí maneja esa hipó- 
tesis—, cuando la gente se aglomera no es para propagar 
el virus. Por tanto, no estamos basados en la hipótesis de 
que hay una intención humana de propagar el virus, sino 
que estamos basados en la hipótesis de que por acción u 
omisión, por irresponsabilidad o por descuido, si yo me 
expongo y no me protejo, puedo ser un factor de propaga- 
ción del virus. 


Lo que están tratando de hacer todos los países del 
mundo, y nosotros aquí, es construir políticas públicas 
—una ley es eso— que marquen determinados límites para 
esa hipótesis. Y no me refiero a la hipótesis de que hay una 
intencionalidad de hacerlo. Más allá de los discursos que 
se hacen acá, yo veo en las redes todos los días cómo se 
dice que el Frente Amplio quiere propagar el virus convo- 
cando a marchas. Y nos tenemos que hacer cargo todos de 
eso. Yo me hago cargo de los míos, pero no vale no hacerse 
cargo de los otros que dicen esas cosas por ahí. 


Entonces, señora presidenta, estamos ante esta hipóte- 
sis, y la diferencia que tenemos es si este es un problema 
de seguridad pública o de salud pública. Reglamentar el 
artículo 38, desde nuestro punto de vista, además de me- 
terse con un elemento fundamental, lo transforma en un 
tema casi de seguridad pública. 


He escuchado con mucha atención al señor senador 
Gandini, porque ha hecho una buena fundamentación de 
lo que propone el Gobierno, tratando justamente de esfor- 
zarse por demostrar las virtudes del proyecto. A veces po- 
demos pecar, señora presidenta, del dilema de los artistas: 
nos enamoramos tanto de nuestra obra de arte que no le 
vemos los defectos. Tratemos, en esta discusión, de no en- 
trar en esa. ¿Sabe por qué? Porque se decía que el policía 
iba a ir a hablar por el megáfono. Yo acabo de ver un video 
de lo que pasó en Florida. Entonces, ahí volvemos al prin- 
cipio de la realidad: ¿quién va a aplicarlo y cómo? ¿Qué 
garantías damos, tanto para los funcionarios, policiales o 
no —funcionarios públicos—, como para los ciudadanos? 
Ese es el verdadero drama. Yo puedo decir que no va a 
pasar nada, que se va a hablar tranquilamente, pero otros 
podrán decir que van a ir de pesados y salir con la escope- 
ta en la mano. En este caso fue una desgracia con suerte, 
porque se le cayó, se disparó y no hirió a nadie. Pero ¿es 
razonable ir a hablar con unos muchachos en una plaza 
con una escopeta en la mano? Entonces, caemos en una 
casuística que es terrible, señora presidenta. 


Lo que plantea el Frente Amplio, más allá de si es bue- 
na o mala su solución, es que lo primero que debemos de- 
finir es que quien orienta, quien dirige, quien conduce y 
quien establece los criterios que pueden generar un riesgo 
sanitario es el Ministerio de Salud Pública. No es el Minis- 
terio del Interior, no es la presidenta de la cámara, no es un 
intendente, no es cualquier otro ministro. Es el Ministerio 
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de Salud Pública, que es la policía sanitaria. Y creo que 
eso deberíamos tratar de establecerlo con claridad, para 
determinar los lineamientos, los protocolos de actuación 
—cómo debe actuarse— e, incluso —como acá se plantea—, 
las debilidades que pueda tener el Ministerio de Salud Pú- 
blica. Pongamos recursos. Estamos en un momento de ex- 
cepción. Tenemos que darle los recursos humanos que hay 
en el Estado, en el Sistema Nacional Integrado de Salud, 
en los cuerpos inspectivos del resto del Estado, para po- 
nerlos al servicio de la lucha contra esta pandemia. Si hay 
que poner un médico en una plaza pública para que hable 
con los gurises que están haciendo esas cosas, hagámoslo, 
y lo podemos hacer porque estamos en un momento de ex- 
cepción. Hay que tener creatividad para hacerlo. No pode- 
mos tener respuestas burocráticas y decir: «Como no hay 
gente, no lo hacemos por ahí. Lo hacemos por otro lado». 


Entonces, señora presidenta, a mí me parece que acá 
hay que encarar el tema desde el lugar educativo, de la pre- 
vención, que es lo que todos pretendemos. Yo he puesto un 
ejemplo en algunos debates internos de mi bancada. Esto 
es como los inspectores de tránsito: ¿tienen que estar para 
poner multas o para tratar de que no se cometan infrac- 
ciones de tránsito? Es lo mismo. ¿Acá tenemos que tratar 
de disolver una aglomeración o tratar de que no ocurra? 
Hay que trabajar más en la prevención que en la represión 
en el momento en que está ocurriendo esa aglomeración. 
Creo que esa es la gran diferencia que tenemos. Nos he- 
mos metido, por apurados, en un tema que nos ha enreda- 
do, señora presidenta. Yo lo siento así. Porque bastaba con 
decir que no se puede estar en un espacio público o en un 
espacio privado de uso público sin tapaboca y que el que 
esté sin tapaboca es pasible de sanción, de multa y de amo- 
nestación. No había que meterse con el artículo 38, con el 
artículo 44, ni con nada. Por supuesto que, además, que- 
remos establecer el distanciamiento físico, que también 
es muy subjetivo. ¿Tengo dos metros de distanciamiento 
aquí? No tengo dos metros de distanciamiento con el se- 
nador que está al lado, y no va a venir un inspector del Mi- 
nisterio de Salud Pública, la señora presidenta del Senado 
ni ningún policía a decirme que acá estamos incumpliendo 
las normas de distanciamiento físico. Entonces ¿quién va a 
andar con un metro midiendo cómo están en una plaza? Y 
lo que es peor aún: ¿cómo vamos a hacer para ir corriendo 
atrás de los que están circulando para ver si la distancia es 
de dos metros o de menos? 


Lo que todos queremos es que la gente esté protegl- 
da. Queremos recomendar que no se reúnan innecesaria- 
mente, que no se aglomeren, que no se llene de gente un 
espacio innecesariamente. Pero lo que más queremos es 
que tengan los elementos de protección. Entonces, lo que 
tenemos que hacer es establecer sanciones para el que no 
tiene los elementos de protección, y no meternos en todo 
este berrodo en que nos hemos metido. 


El senador Gandini recién hacía una lectura del artículo 
1.2 y las modificaciones que se han hecho en sala mediante 
un aditivo. Pero yo me pregunto: ¿para qué está el artículo 
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2.2? En el artículo 1.? se establece con claridad: «Limíitase 
transitoriamente, y por razones de interés general» y ahora 
lo modificaron por «de salud pública». Pero el artículo 2.* 
dice: «Facúltase al Poder Ejecutivo, a través de los Minis- 
terios competentes y a los Gobiernos Departamentales» 
—o sea, a todos estos— «en sus respectivas jurisdicciones,» 
—la jurisdicción de un Gobierno departamental está de- 
finida por las leyes orgánicas, el territorio, etcétera— «a 
disponer el cese de aglomeraciones de personas que ge- 
neren un notorio riesgo sanitario y de las reuniones que se 
realicen en contravención de las medidas sanitarias y pro- 
tocolos dispuestos por la autoridad competente». Pero acá 
no habla de espacios públicos. Pueden ser en otro lugar. 
Por algo se incluye el artículo 2.?. El artículo 1.2 suspende 
las reuniones y aglomeraciones en espacios públicos o en 
espacios privados de uso público, pero el artículo 2.” da 
la facultad de disolver reuniones que no cumplan con el 
criterio sanitario. 


Ahora, el problema es: ¿quién resuelve que si no tengo 
una separación de dos metros no estoy cumpliendo con 
los criterios sanitarios que establece el protocolo? Ese es 
el gran problema ¿Y dónde son estas reuniones? ¿Cuáles 
son? No son las que están en espacio público. Puede ser 
cualquier reunión. Entonces, nos metimos en un lío, que 
yo creo se resuelve por otro lado. Lo digo con franqueza, 
señora presidenta. Después se argumentaba qué era una 
aglomeración y se daba una definición: «Cantidad grande 
de personas». Preguntamos: ¿grande con respecto a qué? 
Si algo es grande o pequeño tiene una relación de escala 
con respecto a otra cosa. En la plaza 1. de Mayo un gru- 
po grande de personas tal vez sean cien, y en la plaza de 
la esquina de mi casa, treinta personas ya constituyen un 
grupo demasiado grande. Hablar de un grupo grande está 
vinculado al lugar en el que estamos y aún más cuando 
estamos hablando de espacios públicos. ¿Cómo resuelvo 
el aforo en la playa o en un parque, por el ejemplo, en el 
Roosevelt? ¿Entra la misma cantidad de gente en el par- 
que Roosevelt que en el parque Rivera? ¿Cuándo es grande 
una cantidad de gente aglomerada en el parque Rivera y 
cuándo lo es en el parque Roosevelt? Esto, que se presta 
a cierta subjetividad y a ciertas discusiones de interpre- 
tación —como las que estamos teniendo acá—, son a las 
que vamos a exponer a los funcionarios públicos y a los 
ciudadanos para cumplir con esta norma. A mi juicio se 
debe tener un criterio lo más objetivo posible. Un criterio 
objetivo podría ser definir un número, pero es una marca 
arbitraria, ya que defino que treinta es mucho, veinte es 
mucho o cincuenta son muchos. Es muy difícil. 


¿Qué es lo más objetivo que podemos encontrar, seño- 
ra presidenta? En primer lugar, el distanciamiento físico 
como un criterio de recomendación, porque no puedo ir 
a medir si efectivamente se respeta o no. Creo que la per- 
sona debe contar con los implementos de protección. Es 
lo único objetivo que se puede plantear para que el poli- 
cía pueda actuar. Por ejemplo, si hay una persona que está 
sin tapaboca en la plaza pública, el policía puede decirle: 
póngase el tapaboca o debe retirarse; de lo contrario será 
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sancionado. Ese es el único criterio objetivo que se puede 
implementar aquí y después trabajar para evitar que eso 
no pase, sin meternos con el artículo 38. Incluso, el Frente 
Amplio trajo un proyecto de ley que contiene otros com- 
ponentes y trata de buscar una solución en base al artículo 
44, porque en realidad consideramos que la autoridad 
sanitaria, el Ministerio de Salud Pública, es el que debe 
dirigir o conducir sin meterse con la libertad de reunión. 
Ayer nos reunimos a las 19:00 para elaborar esta iniciativa 
que trajimos hoy y casi estamos legislando en sala y de 
esta manera. 


No vengo acá a enamorarme de la propuesta que trajo 
el Frente Amplio; vengo a plantear la necesidad que te- 
nemos de buscar todos los caminos posibles para aplanar 
esa curva que está creciendo. Asimismo, debo decir que, 
justamente, la evidencia científica demuestra que en los 
espacios públicos no está el problema. El problema está en 
los contagios intrafamiliares, en lo laboral, en las institu- 
ciones de salud y, en cuarto o quinto lugar, en la posibili- 
dad de contagios en espacios públicos u otras actividades. 
Estamos agarrando, entonces, un cañón gigantesco, un To- 
mahawk, para darle a algo que hoy está en el cuarto lugar 
en la propagación de los contagios, y lo estamos haciendo, 
erosionándonos en esta discusión. 


Creo que el problema está, en primer lugar, en deter- 
minar quién define qué es un riesgo y cómo se interpreta 
en el lugar, tanto para el ciudadano a fin de saber que está 
dentro de la ley, como para el funcionario público a efectos 
de poder actuar y reprimir —porque si se está fuera de la 
ley hay que reprimir— y, en su caso, sancionar, cualquiera 
sea la que determine la ley. En segundo término, ¿quién 
resuelve estas cosas? ¿Quién dirige esto? ¿Estamos ante 
un problema de salud pública o de seguridad pública? Hay 
muchas diferencias en cuanto a cómo se puede resolver. 
Claro que sabemos de la buena voluntad de los funciona- 
rios policiales y militares, y también que te puede carajear 
y tratar muy mal un inspector de salud pública. No va en- 
tonces en función de la tarea que tiene la persona, sino en 
su preparación, en la competencia, en la capacidad y es- 
pecialidad que tiene cada una de las áreas del Estado para 
poder actuar. No es un problema de que este va a hacer 
esto y el otro va a hacer lo otro. 


Creo que deberíamos pensar mejor lo que estamos ha- 
ciendo, porque estamos nada más y nada menos que re- 
glamentando algo que refiere a la libertad de reunión, lo 
que ya es motivo para bajar la voz y parar las orejas, para 
escucharnos mejor. Eso ya es motivo para que el sistema 
político uruguayo reduzca el nivel de pasión que se puso 
en este debate y agudice su capacidad para ver si hay algu- 
na forma de resolver lo que queremos resolver sin que esto 
se convierta un parteaguas. 


Estoy convencido, señora presidenta, de que la manera 
de trabajar en esto es ampararse en el artículo 44, en nor- 
mas objetivas, establecer claramente quién es la autoridad 
y los funcionarios que tienen capacidad y la experiencia 
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para llevarlo adelante. Además, estoy convencido de que 
necesitamos discutir otras medidas que nos ayuden, como 
por ejemplo que el aforo de los ómnibus suburbanos y ur- 
banos baje a la mitad y que nadie viaje parado, pero eso 
tiene un costo. Creo que hay que trabajar en eso para ga- 
rantizar específicamente que aquella persona que va a la- 
burar cuente con todos los implementos necesarios. Cuan- 
do venimos a trabajar, arriba de la mesa de los taquígrafos 
hay tapabocas. ¿Por qué? Para garantizar justamente que 
se cumpla con el protocolo. Me parece que eso tiene que 
ser garantizado en cada uno de los lugares de trabajo de 
la república. Tenemos un informe elaborado por el Minis- 
terio de Salud Pública que dice que no todos cumplen; en 
ese sentido, creo que hay que dar un mensaje y sancionar 
al que no cumple. Una aglomeración es cuando en un ta- 
ller hay cuarenta trabajadores laburando alrededor de un 
torno; es peor eso a que haya veinte o treinta personas en 
una plaza pública. Y debemos poner más sanciones porque 
es claro que no se está cumpliendo; tiene que haber alcohol 
desinfectante y distanciamiento físico en esos lugares. 


Otro gran problema que hay que atender, señora pre- 
sidenta, es que si tengo un contacto positivo y por tanto 
debo aislarme, pueda acceder al seguro de salud inmedia- 
tamente para evitar que tenga que decidir si aviso o no, 
porque necesito trabajar. «Capaz que no me toca a mí», 
algo muy de los uruguayos. «Yo soy vivo y a mí no me va 
a pasar. Yo me cuidé». Pero también está el principio de 
la realidad de que, como no tengo un mango, la tengo que 
remar así. 


Creo que deberíamos discutir ayudas muy rápidas 
como dice el GACH-— para que inmediatamente haya kits 
de limpieza, de salubridad y de protección para las familias 
más pobres. Si vivís en un asentamiento en un rancho de 
cuatro por cuatro, ¿cómo te aislás de la familia? ¿Cómo 
usás un desinfectante para descontaminar todo lo que está 
allí, si hay un positivo adentro? ¿Qué hago en ese caso? 
Creo que son cuestiones que hay que trabajar; algunas 
se solucionarán con leyes, otras no, pero sentémonos a 
dialogar para ver cómo las llevamos adelante. El Gobierno 
no puede decidir pelear solo contra la pandemia. No 
puede pelear solo contra la pandemia. No debe pelear solo 
contra la pandemia. No queremos que esté solo contra la 
pandemia. 


Entonces, me parece que estas cosas son las que debe- 
mos trabajar. No creo que el camino sea aprobar el proyec- 
to de ley que estamos discutiendo en el día de hoy porque 
hay razones de gobierno para aprobarlo y hay una bancada 
oficialista que va a levantar la mano. ¡Por eso vinieron hoy 
acá! Y puede haber intenciones en la bancada oficialista 
de revisar algo de esto, pero saben que a la velocidad que 
van no lo van a hacer. Puede ser que ahí afuera me digan 
que hubiera sido bueno arreglar esto o lo otro, pero ya está 
convocada la Cámara de Representantes. Creo que ese es 
el principal error, pero incluso en ese error estamos a tiem- 
po de establecer que no vamos a ir por el artículo 38 de la 
Constitución, sino que vamos a buscar algunos elementos 


18 de diciembre de 2020 


que nos aproximen a la objetividad para que el Ministerio 
de Salud Pública, junto con los científicos y el personal de 
la salud —que son los verdaderos héroes—, pueda llevarlo 
adelante. Hemos propuesto reuniones para que el GACH 
informe al sistema político en su conjunto y podamos dia- 
logar, para poder ver con evidencia científica cuáles son 
los mejores pasos, los que inciden fuertemente en evitar el 
incremento de la propagación. Creo que ahí es donde nos 
tenemos que concentrar, más que en la intuición política, 
más que en las fronteras y en los muros políticos porque, 
de lo contrario, vamos a salir mal. Y quizás tengamos de- 
bates innecesarios en el futuro, no por quienes hoy levan- 
ten la mano para aprobar la reglamentación del artículo 
38, sino porque puede haber una mala aplicación de todo 
esto. ¡Esto lo podríamos haber resuelto de otra manera! 


No se trata de que el Frente Amplio quiera cambiar el 
paradigma, sino de ver de qué manera no afectamos de- 
rechos fundamentales. Exigimos las máximas garantías 
para que eso no suceda y que se pueda trabajar en medidas 
que apunten a detener la situación que todos estamos in- 
tentando frenar, que la gente se proteja más y que quienes 
no lo hacen, teniendo toda la capacidad para hacerlo, sean 
sancionados. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ASIAÍN.- En primer lugar, con respecto a la 
exposición del señor senador Sánchez, que se agravia de la 
urgencia del tratamiento de este proyecto de emergencia, 
me pregunto si vi mal o él y su bancada votaron la decla- 
ración de urgencia, tanto de esta iniciativa como de la otra. 


En segundo término, con relación al hecho de no me- 
ternos con el artículo 38 de la Constitución y amparar- 
nos en el artículo 44 de la carta, me pregunto si se tuvo 
presente que el artículo 3.” del proyecto de ley presentado 
por el Frente Amplio establece que no se permitirán aglo- 
meraciones de personas, etcétera. ¿Eso no se considera 
restricción de la libertad de reunión? Quería expresar eso 
en función de lo que ya dije. El proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo protege el derecho a la salud desde la restricción 
de la libertad de reunión y la iniciativa del Frente Amplio, 
tratando lo mismo, parte de la protección del derecho a la 
salud restringiendo la libertad de reunión. Son dos caras 
de la misma moneda. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GANDINL.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GANDINI.- Voy a responder a cuatro o cinco 
alusiones del señor senador Sánchez. 


Con todo respeto, quiero manifestar que este es un 
proyecto de ley que regula el derecho de reunión, como 
establece el artículo 38 de la Constitución, de modo muy 
garantista. Podría haber dicho simplemente que que- 
dan prohibidas las aglomeraciones de personas en estos 
tiempos de emergencia sanitaria. Con eso alcanzaba. Sin 
embargo, detalla en qué casos se produce la prohibición o 
la suspensión de ese derecho, con qué conductas, en qué 
lugares, cuál es la intervención, para qué y cuáles son las 
consecuencias. Reitero: es muy garantista. 


Las cosas que ocurrieron en Florida —que se relataron 
en sala— pasaron sin esta ley. Pasan, porque no tiene nada 
que ver la conducta, que puede exceder lo que la ley le 
autoriza a hacer a un funcionario público. Y acá le marca 
qué es lo que puede hacer. 


Lamento que se vuelva a decir que el Frente Amplio va 
por el artículo 44 y no por el artículo 38, porque el artículo 
3.2 de su proyecto va por el artículo 38 de la Constitución. 
¡No tiene vuelta! 


El artículo 3.2 del proyecto de ley establece: «Por un 
plazo de 30 días contados a partir de la promulgación de la 
presente ley, no se permitirán aglomeraciones de personas 
que generen un notorio riesgo sanitario en las que no se 
respeten las medidas de distanciamiento social...». O sea 
que limita el derecho de reunión por ley, que es lo que 
permite y debe hacerse por la vigencia del artículo 38 de la 
Constitución. ¡Estamos hablando de lo mismo! 


De otro montón de cosas sobre lo que se habla estoy 
dispuesto a dialogar; por ejemplo, sobre la educación, so- 
bre tener médicos en una plaza, sobre prevenir antes que 
disuadir, etcétera. Yo estoy dispuesto a hablar, ¡pero nin- 
guno de los dos trajimos un proyecto de ley que dijera eso! 
¡Ni nosotros ni el Frente Amplio! No estamos discutiendo 
ese aspecto, sino la limitación del derecho de reunión y 
quién es el responsable. Estamos en esa órbita; ahora, si la 
idea es agregar otras cosas que no figuran acá, pueden en- 
viarnos por escrito sus proyectos. Nosotros estamos para 
reunirnos y dialogar sobre esas cosas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Señora presidenta: ¡hasta se hi- 
cieron preguntas! La verdad es que me entristece que se le 
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recrimine al Frente Amplio la actitud de levantar su mano 
para que se trate con carácter de urgente un proyecto sobre 
el que estamos de acuerdo y que se nos venga a echar en 
cara esto como una inconsistencia de esta bancada. 


En primer lugar, quiero decir que es algo muy bueno 
para el relacionamiento reconocer las actitudes que tienen 
algunas bancadas, porque podríamos haber tenido otra ac- 
titud. 


Toda mi intervención estuvo basada, señora presiden- 
ta, en que estamos legislando a las apuradas y si se revisa 
la versión taquigráfica se podrá constatar que también dije 
que el proyecto que trajimos nosotros tiene las mismas 
características. A partir de ayer, desde que tomamos co- 
nocimiento del proyecto de ley, así como de la voluntad 
del Gobierno y sus mayorías de avanzar, entendimos que 
había que hacer una propuesta porque no nos gustaba lo 
que estaba arriba de la mesa y la hicimos. 


Estamos en un momento del debate en el que cuando 
reflexiono acerca de que estas cosas no se pueden hacer a 
la ligera, lo hago en un sentido amplio —que las tome quien 
las tome y eso está muy bien—, pero no para hacer repro- 
ches múltiples, porque no soy así. Cuando lo tengo que ha- 
cer lo hago, señora presidenta; no tengo ningún problema 
de entrar en un debate por cualquiera de las puertas, ya sea 
por lo alto o por lo bajo, pero ese no es el caso. 


En segundo término, señora presidenta, creo que to- 
dos sabemos los efectos políticos de regular un derecho 
fundamental que está en la Constitución de la república 
y las sensibilidades que eso despierta. Por eso creo que 
deberíamos salirnos de este debate y reencauzar el análisis 
hacia otro lado, discutir sobre los elementos y las efecti- 
vas posibilidades de aplicación objetiva sobre el elemento 
para tratar de evitar la propagación de la pandemia y exi- 
gir algunas normas que sean claras para los ciudadanos 
y para quien debe aplicarlas. Creo que eso no está bien 
resuelto en el proyecto de ley que presenta el Poder Eje- 
cutivo. Claro que podrán decirme que en la iniciativa que 
presentamos nosotros tampoco está bien. ¡Bienvenido sea! 
¡Sentémonos a discutir y a elaborar otra cosa, porque creo 
que le estamos errando! Después, cada uno será responsa- 
ble de su voto. 


Es cuanto quería decir, señora presidenta. 
SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAMY-.- Señora presidenta: el Senado ha sido 
convocado para tratar dos proyectos de ley. Uno de ellos 
es el primero en haber ingresado a iniciativa del Poder 
Ejecutivo, de siete artículos concretos, con dos capítulos 
bien referidos, que establece una propuesta reglamentaria 
de los artículos 37 y 38 de la Constitución de la república. 
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También existe una propuesta alternativa que, según 
interpreto, tiene similitudes —coincido con lo que ha seña- 
lado el senador Gandini—, presentada por la bancada del 
Frente Amplio, también relacionado a una propuesta de 
reglamentación del artículo 44 de la Constitución. 


Estamos hablando de aspectos concretos, de medidas 
posibles que creo que son necesarias. Me animo a decir 
que estamos hablando del mismo objetivo sin ningún tipo 
de dudas. De hecho, ha sido expresado de manera contun- 
dente por senadores de todos los partidos políticos aquí 
representados. Estamos hablando de dos caminos, de dos 
visiones sobre cómo abordar el tema, pero ambos tienen 
el mismo objetivo y apuntan a la misma finalidad. Creo 
que eso tiene que remarcarse como lo principal, porque 
en el día de ayer en nuestro país se realizaron 8695 test, 
que arrojaron como resultado 547 nuevos compatriotas 
afectados por covid-19. Es un récord desde el 13 de mar- 
zo y recordemos también que tenemos 105 compatriotas 
fallecidos. Hoy hay en curso 3925 personas que padecen 
esta situación. Además, desde el 13 de marzo se han con- 
firmado 887 casos en el personal de la salud —sector en el 
que hay actualmente 226 casos activos— y han fallecido 
lamentablemente tres trabajadores de ese sector. En eso 
estamos parados y por eso estamos convocados para to- 
mar medidas concretas que sean posibles de realizar y 
que, además, son necesarias porque los números lo dicen 
y nos interpelan, la realidad nos está interpelando. 


Yo quiero hacer referencia al agradecimiento al gesto 
del oficialismo; así lo dijo concretamente el senador Carre- 
ra y yo quiero retribuirle a él y saludar el gesto de discusión 
que ha tenido la bancada del Frente Amplio. Puede parecer 
difícil que, teniendo objetivos idénticos, el mismo fin, los 
caminos puedan ser tan encontrados como para radicali- 
zar la discusión. Creo que no es tiempo de radicalismos 
y que la ciudadanía está esperando de nosotros, de todo 
el sistema político, de este Cuerpo, el aporte necesario y 
el mejor posible. Es válido que tengamos interpretaciones 
distintas, pero me parece que no puede perderse el tono, 
porque la urgencia del momento nos demanda esa actitud. 


Creo que hay que circunscribirse —aunque sea reite- 
rativo en cada senador que habla— al fundamento jurídi- 
co, por la ley que vamos a votar, porque me parece muy 
importante. Es decir, no es tiempo perdido discutir sobre 
el instrumento jurídico que vamos a aprobar, pues tiene 
enorme importancia y consecuencias. Pero hay que tratar 
de no desviarlo a otro terreno, porque sencillamente lo que 
sucederá es que la discusión va a pasar a tener un carácter 
bizantino; vamos hacia eso. Yo he advertido posiciones —si 
quisiera ir hacia esa dirección del debate— hasta contradic- 
torias en la bancada oficialista y lo digo con todo respeto y 
con el reconocimiento expreso al ánimo que se ha logrado 
para establecer esta discusión. Algunas posiciones refie- 
ren a demandar que sea mucho más precisa y concreta la 
determinación en la ley de cuándo es o no aglomeración 
y se preguntaba si deben ser veinte, treinta o cuántas per- 
sonas, en una clara definición de que tiene que ser mucho 
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más exegético el tenor de la redacción del artículo. Por 
ejemplo, el senador Bergara —con quien coincido plena- 
mente— decía hoy más temprano que reconocía que no es 
factible hacer una razonable definición de aglomeraciones 
con riesgo sanitario. Además, agregaba el senador que 
es virtualmente imposible la definición de aglomeración 
porque la casuística es enorme. Con franqueza, debo de- 
cir que pienso que ese no es el camino y que debemos 
circunscribirnos a fundamentar cada uno las distintas vi- 
siones que podemos tener, que son lógicas, pero sobre el 
tenor de estos artículos 37, 38 o 44 de la Constitución. 


Como concepto, también quiero aclarar que no he es- 
cuchado —pido perdón si no advertí a alguien que lo haya 
definido con la precisión que yo estimo que hay que ha- 
cerlo— hablar de la afectación del derecho de reunión. Ni 
en uno y otro argumento hemos hablado de la afectación 
del derecho de reunión y creo que no está en juego, por- 
que lo que está estableciéndose es su afectación cuando se 
violen las normas sanitarias. No es atacar el derecho de 
reunión, sino el no cumplimiento de las normas sanitarias. 
Este proyecto de ley que nosotros estamos impulsando y 
vamos a aprobar no es interpretativo del artículo 38 de la 
Constitución de la república. Las leyes interpretativas de 
la Constitución tienen una permanencia que esta ley no 
tiene. A mi juicio, el proyecto de ley es muy bueno téc- 
nicamente, contrariando respetables opiniones que seña- 
lan que, por el contrario, se trata de una norma vaga. Es 
bueno técnicamente porque estamos hablando de una ley 
con vigencia determinada, que luego dejará de existir, de- 
jará de tener efectos. El derecho de reunión pacífica y sin 
armas, como dice expresamente el artículo 38, no es un 
derecho absoluto y, por tanto, puede someterse a restric- 
ciones, siempre que estas no sean abusivas o arbitrarias, 
como dice la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Resulta evidente que esta norma proyectada por el Poder 
Ejecutivo no es arbitraria desde el momento en que tiene 
un plazo de vigencia, y una vez cumplido desaparecen sus 
efectos. Está dirigida a cumplir un fin determinado, un fin 
superior y legítimo, que es la protección de la salud de 
las personas y, además, cumple con los requisitos de ne- 
cesidad, de idoneidad y de proporcionalidad. No busca el 
cese de todas las aglomeraciones. Creo que es necesario 
remarcar esto. Lo que busca es evitar las aglomeraciones 
que generen un riesgo sanitario y se establece claramente 
y en eso coinciden los dos proyectos— que son las que 
no respeten las medidas de distanciamiento social ni la 
utilización de los elementos de protección personal ade- 
cuados, dirigidos precisamente al fin último de evitar la 
propagación de la enfermedad. La finalidad es clara, es 
una, es concreta: reducir la propagación de la pandemia. 
Desde nuestro punto de vista es racional y proporcional. 
No queda ninguna duda. 


El artículo 15 de la Convención Americana de Dere- 
chos Humanos —el Pacto de San José de Costa Rica— tiene 
una redacción casi idéntica al artículo 38 de nuestra Cons- 
titución. Todos sabemos que los derechos así plasmados 
tienen en nuestro país jerarquía constitucional y estable- 
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ce que este derecho de reunión solo puede estar sujeto a 
las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias 
en una sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, del orden público o para proteger la salud o los 
derechos de los demás. Subrayo especialmente: los de- 
rechos o las libertades de los demás. Aquí la libertad de 
circulación y la libertad de reunión están en conflicto con 
el derecho a la vida y a la salud de las personas. A mí no 
me cuesta plantearme ese dilema. Creo que está y es el 
fundamento que soporta la importancia, la magnitud, la 
trascendencia de esta decisión que vamos a tomar en el 
Parlamento nacional, en el Senado y en algunas horas más 
en la Cámara de Representantes. Es claro el estado de si- 
tuación de la pandemia en nuestro país. Tenemos claro el 
número de personas afectadas. 


Otra de las características es que hoy está afectado todo 
el país. No hay departamento del Uruguay que no tenga 
hoy el foco en esta situación. Los legisladores no podemos 
estar omisos frente a esto. Este es un cruce de caminos. 
Nosotros debemos ponderar qué debe primar en esta situa- 
ción: el derecho de reunión cuando afecte el cumplimiento 
de las normas sanitarias necesarias y la circulación y el 
ingreso de personas al país o el derecho a la vida y a la 
salud de la población. ¿Qué es lo que pesa más? 


Hurgando, como todos lo hacemos, en el derecho com- 
parado, en nuestra condición de parlamentarios y de le- 
glsladores, leí que en ese conflicto —y se refiere a este que 
tenemos aquí y que se presenta en todo el mundo-— entre la 
vida y la salud o el cercenar o afectar aunque parcialmente 
algunos derechos fundamentales tan caros para todos los 
orientales —como la libre circulación o el derecho de reu- 
nión—, se debe hacer primar o prevenir los peligros para la 
vida de las personas sobre las restricciones a las libertades 
personales, como puede ser la libertad ambulatoria o la 
libertad de reunión. Eso lo dice el Tribunal Constitucio- 
nal de Alemania, en una sentencia de abril de este año, 
dictada a propósito de la pandemia. Ese tribunal también 
sostiene que resulta constitucional mantener las restriccio- 
nes temporales para la protección de la salud y la vida lo 
más ampliamente posible. Frente a los peligros de la vida, 
las restricciones a la libertad de las personas pesan menos, 
señala el tribunal. 


Digo con franqueza que, en lo personal, voy por ahí. 
Estoy convencido de que se trata de tomar una decisión 
que no es fácil y no tengo ninguna duda de que alcanza 
en la misma complejidad a cada una de las manos que hoy 
se alcen aquí, y también a las que no lo hagan. Pero hay 
que dar una respuesta y generar instrumentos que son ne- 
cesarios. 


Estamos ante un conflicto y allí siempre hay un princi- 
plo que se sacrifica. La protección en el goce del derecho 
de reunión o de libre circulación, en el caso del ingreso de 
las personas al país, se puede restringir porque no existe 
goce de derechos que sea absoluto; se puede limitar. Dado 
que el constituyente no establece el límite de los derechos 
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sino el legislador, se requiere de una ley y hay que tomar 
una decisión. 


Si la Constitución establece un derecho o un princi- 
pio sobre esto, desde nuestro punto de vista pueden existir 
reglas restrictivas y, en este caso, estamos dentro de los 
principios de proporcionalidad y de racionalidad. 


Señora presidenta: vamos a votar con convicción el 
proyecto de ley que envía el Poder Ejecutivo. También 
digo expresamente que tengo la seguridad de que todo el 
Senado de la república va en el mismo sentido. Es más: 
hay artículos de los dos proyectos de ley que no se contra- 
dicen, sino que dicen lo mismo. En todo caso, la cuestión 
será quién redactó más acertadamente uno u otro, pero 
conceptualmente, algunos artículos señalan lo mismo. 
Aclaro que esto no lo digo en desmedro del proyecto de 
ley que presenta la bancada del Frente Amplio, basándose 
en la interpretación del artículo 44 —no es el concepto que 
tenemos nosotros— porque, reitero, me alienta el mismo 
objetivo y creo que vamos hacia la misma meta. Tenemos 
diferencias, y por eso debemos fundamentarlas, desde el 
punto de vista jurídico. A mi juicio, los argumentos ex- 
presados por los compañeros de nuestra bancada han sido 
contundentes y han establecido la lógica en la que se fun- 
damenta la decisión del Poder Ejecutivo de reglamentar en 
dos capítulos bien definidos los artículos 37 y 38. 


En el artículo 2.” se establece claramente cuál es la fa- 
cultad del Poder Legislativo, que es el único que la tiene 
en esta oportunidad. Primero, como no podría ser de otra 
manera, se faculta al Poder Ejecutivo, a través de los mi- 
nisterios competentes —no podían ser otros—, respecto al 
objetivo que allí se plantea. Luego, también se faculta a los 
Gobiernos departamentales en sus respectivas jurisdiccio- 
nes. Creí interpretar —tal vez no fue clara alguna ponencia 
o la interpretación que hice de ella— que iba de la mano 
de la facultad del Poder Ejecutivo, pero no de los Gobier- 
nos departamentales. Hay dos facultades: una del Poder 
Ejecutivo a través de los ministerios competentes y, otra, 
de los Gobiernos departamentales en su jurisdicción. Esto 
habla de que claramente hay amplitud para el ejercicio de 
esa competencia que se faculta. El decreto reglamentario 
tendrá que ser el que más detalle y que de manera más 
concreta determine los caminos para ejecutar en ese am- 
plio campo que se establece en el artículo 2.*, 


Esta es nuestra postura, señora presidenta. También 
quiero señalar que aquí tengo lo que acaba de declarar 
hace cuestión de minutos en los medios de prensa el doc- 
tor Larrañaga, ministro del Interior. Textualmente dice: 
«No tomaremos nunca las herramientas jurídicas que se 
otorguen para cercenar o menoscabar los derechos y las 
garantías de los uruguayos. Queremos proteger a la gente 
y eso requiere sacrificio, si no, no salimos». 


Creo que ahí está todo. Está la garantía que da esta nor- 
ma que va a sancionar el Parlamento nacional y la que en 
la ejecución da el Gobierno —el nacional y los departamen- 
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tales—, así como la vocación común de cuidar y proteger a 
la gente. Permitaseme agregar —porque me quiero plegar a 
él- el acto de fe y de confianza que nuestro presidente de 
la república expresara en su última comunicación a la po- 
blación a efectos de anunciar el envío de estas iniciativas 
al Parlamento. Aseguró no solamente el acto de fe de creer 
que todos los ciudadanos de este país vamos a cumplir con 
este momento de sacrificio que juntos vamos a transitar, 
sino también el hecho de que se va a lograr. Sé que se va a 
lograr. Estoy seguro de que es así. Entonces, si queremos 
salir —es lo que queremos todos— el camino es este. 


Señora presidenta: vamos a votar con convicción el 
proyecto de ley que se funda en los artículos 37 y 38 de la 
Constitución y expresamos nuestro respeto a las conside- 
raciones que en cada argumento ha señalado la bancada 
del Frente Amplio en un momento en que la población del 
Uruguay no nos mira como bancada de oposición oficialis- 
ta, sino que espera que estemos juntos remando para que 
podamos salir de esto de verdad. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BERGARA.- Pido la palabra por una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BERGARA.- Señora presidenta: creo que 
muy inteligentemente los senadores preopinantes, y 
particularmente el senador Camy, muestran los puntos de 
concordancia del tema —y está muy bien, nosotros también 
lo planteamos— en cuanto a la dificultad de definir clara- 
mente el asunto de las aglomeraciones con riesgo sanitario 
porque la casuística es infinita, y la necesidad de evitar 
aglomeraciones con riesgos sanitarios. 


Creo que está bien enfatizar que tenemos objetivos 
comunes, pero lo que no me parece bien es que, de algu- 
na manera, se contrabandee la idea de que prácticamente 
los dos estamos diciendo lo mismo y que la discusión es 
para ver quién escribió mejor o peor el articulado. Hay un 
punto que se soslaya y que creo que marca la diferencia. 
Nosotros invitamos a discutirlo y obviamente puede haber 
visiones distintas, pero si realmente queremos un acerca- 
miento pongamos el foco ahí. Un senador preopinante de- 
cía que este proyecto limitaba un derecho constitucional, 
pero era muy garantista. Nosotros seguimos pensando que 
hablar en genérico de ministerios competentes sin afinar 
las responsabilidades institucionales, no da la precisión 
necesaria para que sea tan garantista. Aquí la diferencia 
está en que nosotros pensamos que para ser realmente 
garantista tiene que especificar que la determinación del 
riesgo sanitario en las aglomeraciones es del Ministerio 
de Salud Pública, o sea, del Poder Ejecutivo —obviamen- 
te— pero actuando con el Ministerio de Salud Pública. Si 
realmente hay una intención de acercamiento en ese pun- 
to, en lugar de hablar de «ministerios competentes» espe- 
cifiquemos que es el Ministerio de Salud Pública. Obvia- 
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mente, en el texto restante del articulado se habilita a que 
en caso de ser necesario se recurra a las fuerzas del orden, 
pero en todo caso la formulación genérica de «ministerios 
competentes» no da precisión ni las garantías necesarias. 
Es ahí —y no en la definición de las aglomeraciones ni en 
otro tipo de cosas— donde está la diferencia fundamental, 
sin perjuicio de los agregados que nuestro proyecto de ley 
tiene con respecto a los otros temas y que también aspira- 
mos a que la bancada oficialista pueda tomar en cuenta. 
Me refiero tanto al tema de los ámbitos de trabajo como al 
de los seguros de enfermedad para la gente que tiene que 
ser hisopada. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR BOTANA-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BOTANA .- Señora presidenta: lo primero que 
quiero marcar es la responsabilidad, la mesura y el sentido 
de oportunidad con que viene actuando el Poder Ejecutivo 
para poder enfrentar exitosamente a este cruel enemigo de 
la vida en los dos sentidos del término: la vida que se va 
viviendo y la vida como contraposición a la muerte. 


Me extraña sobremanera esa acusación de improvisa- 
ción respecto a estas medidas. Acá hay un trabajo rigu- 
roso, respetuoso del método y hecho por gente solvente y 
sumamente inteligente que ha trabajado con un despren- 
dimiento enorme. Me refiero al GACH y a los técnicos 
que han trabajado creando los modelos predictivos que nos 
permiten avizorar lo que se viene; y se trata de estimacio- 
nes que han sido por demás acertadas. Los modelos han 
tenido exactitud en cuanto a que ha habido coincidencia 
entre los hechos y lo que se predijo. 


Este trabajo del grupo asesor nos dio fundamento y 
base para estas últimas medidas, de las cuales en este Par- 
lamento estamos discutiendo solo una porción. Es decir, 
aquí no estamos hablando de todo el paquete; el Poder Eje- 
cutivo ha tomado múltiples medidas y los departamentos 
han hecho otro tanto. 


Acá se denuncia a la Intendencia de Montevideo por- 
que parece que no ha tomado una medida sobre el trans- 
porte urbano de pasajeros. Bueno, se le puede advertir, y 
no tengo la mínima duda acerca de la voluntad de la inten- 
denta de Montevideo de superar ese problema. 


La cuestión del transporte interdepartamental se ha re- 
suelto, y si se acusa a la Intendencia de Montevideo, me 
parece que es más fácil levantar un teléfono que acusarla 
desde el Parlamento. 


Ahora voy a referirme a la predicción de un escenario 
futuro que, basada en la fase exponencial, nos indica que 
a nivel nacional tendríamos 600 casos diarios el 23 de di- 
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ciembre, y a nivel de Montevideo, 400 al 21 de diciembre; 
también se hizo una estimación de 70 camas de CTI ocu- 
padas al 23 de diciembre y, para fin de año, una ocupación 
de entre 110 y 150 camas de CTI. Y después, en el trabajo, 
está esa demostración de coincidencia entre lo efectiva- 
mente observado y lo que se había predicho. Se concluye: 
«En vista de esta situación, sumado al deterioro sistemá- 
tico de los demás índices de evolución —número de repro- 
ducción R, porcentaje de test positivos en tres días (PP3,) 
número de casos sin nexo, número de casos en investiga- 
ción, número de brotes— se extraen dos conclusiones:» —y 
me parece que hay que reparar en las conclusiones— «1- 
Nos encontramos en la situación de crecimiento exponen- 
cial de la pandemia, es decir que los días de duplicación 
de casos nuevos diarios se mantienen aproximadamente 
constantes». Es un tema que ya todos conocemos, pero por 
lo que he escuchado en esta sesión, no se ha reparado en 
la segunda conclusión, que expresa: «2- Nos encontramos 
en situación de circulación comunitaria del virus, con un 
epicentro en la capital del país y la zona metropolitana. 
Esto significa que el trazado de contactos no es suficiente 
para el control de la diseminación de la enfermedad». No 
estamos acá en el trazado individual, estamos ante la pre- 
sencia de un virus que en este momento se está diseminan- 
do de manera exponencial y con circulación comunitaria. 


Tenemos obvia saturación del sistema de trazado y de 
testeo, un aumento progresivo del número de casos sin 
nexo epidemiológico y ha aumentado la cantidad de casos 
en investigación. 


Por otra parte, el científico Oscar Ventura ha presen- 
tado otras estadísticas internacionales que confirman que 
la falta de testeos ha llevado a que muchas de las muertes 
puedan no haber sido consideradas como debidas a esta 
causa, a pesar de haberlo sido. 


También tenemos mapas que se van tornando hacia el 
rojo y situaciones como la del sur de Río Grande del Sur, 
en las zonas inmediatas a la frontera de mi departamento 
y del departamento de Rivera. Tenemos allí, en la zona 
de Bagé, mapas con el color negro, lo mismo que en la de 
Pelotas, que viene hasta la frontera en Yaguarón. En todos 
tenemos una cruel proyección. 


Pero también tenemos otra cosa, algo lindo de conocer, 
que es el comparativo de la performance que hemos tenido 
los países en cuanto al éxito de las medidas para enfrentar 
la pandemia. Esto se ha logrado, en parte, gracias al Go- 
bierno, pero también gracias a la comunidad toda, a los 
uruguayos todos. Hemos sido el país que más ha respetado 
las libertades; estamos dentro del núcleo selecto de países 
que más las han respetado y dentro de ellos somos de los 
que han tenido más éxito en este combate. 


Puedo mostrar otras gráficas de la cantidad de testeos 
en función de la población, porque Uruguay testea, testea 
y testea. Lo hace con seriedad, con sistemas de informa- 
ción que fueron consistentes desde el primer día y con una 
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responsabilidad que ha llevado al Gobierno a no mirarse 
en el espejo de la estadística y hacerse la trampa de testear 
menos para que aparezcan menos casos. No. Testea más 
y más; duplica una vez y otra vez; triplica la cantidad de 
testeos para poder encontrar los vectores donde el virus se 
está expandiendo y encarar el combate como es debido, en 
una causa de responsabilidad y en defensa de la salud que, 
por supuesto, ha prestigiado a este país. 


La proyección que tiene este trabajo de Ventura es 
complicada, de gravedad en Montevideo y con una fea 
tendencia en el interior. El promedio es comprometido. En 
ese ámbito enfrentamos esta discusión. 


Estas cosas que he dicho las compartimos todos; en- 
tonces, no veo lugar para esas acusaciones ni para ese es- 
cozor permanente que ha tenido la oposición desde que al 
Gobierno o al país les ha ido bien al enfrentar esta situa- 
ción. Tengo declaraciones oficiales del partido de oposi- 
ción. Una es de cuatro días después del comienzo de la 
pandemia, doce días después de asumir el Gobierno, y 
dice: «Ante la suba de tarifas e impuestos anunciados por 
el Gobierno a pocos días de haber asumido y el importante 
aumento registrado en el precio del dólar por encima de 
la media en el mundo» —no sé qué dicen hoy- «el Frente 
Amplio manifiesta su más enérgico rechazo por tratarse 
de medidas, todas, que atentan contra los intereses de la 
enorme mayoría de la población. [...] el Gobierno pone de 
manifiesto su carácter antipopular y una clara intención 
de beneficiar a los sectores agroexportadores como lo ex- 
presó...». 


(Interrupciones). 
—Creo que la conocen de memoria. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Señor senador... 


SEÑOR BOTANA .-- Este es un documento oficial, se- 
ñora presidenta, emitido a menos de dos semanas de haber 
asumido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los taquígrafos no están 
entendiendo sus palabras porque está leyendo muy rápido. 


SEÑOR BOTANA.- Ah, lo leo más lento, entonces. 


«A menos de dos semanas de haber asumido el Go- 
bierno con este paquete de incrementos tarifarios, aumen- 
to descontrolado del tipo de cambio, fruto de señales que 
alientan la devaluación por parte del presidente y su equi- 
po de gobierno y el aumento del IVA en las compras con 
tarjetas de débito y crédito, disminuirán gravemente el po- 
der de compra de todos los asalariados [...] Esto se agrega 
al recorte indiscriminado de gastos de funcionamiento e 
Inversiones...». 


Fue cuatro días después, señora presidenta. Y ocho 
días después, se realiza otra declaración más. 
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Después, el presidente del Sindicato Médico del Uru- 
guay, Gustavo Grecco, pidió cuarentena general y medi- 
das drásticas para evitar la expansión de la covid-19. Otra 
opinión que, por supuesto, respetamos todos, fue la del ex- 
presidente Vázquez en el mismo sentido. La respuesta del 
presidente Lacalle Pou fue haciéndose hacia la libertad, en 
la idea de preservar el sentido de combate con base en la 
responsabilidad de los uruguayos. 


En la página web Change.org se lanzó una petición 
denominada: Cuarentena obligatoria en Uruguay. Decía: 
«5642 personas firmaron. ¡Ayuda a conseguir 75000!». 


Después quisieron combatir el virus con cacerolas. ¿Se 
acuerdan? 


Dos meses después de la primera declaración, hubo 
otra más el 4 de mayo... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor senador: ¡disculpe! 
Yo estoy siguiendo atentamente, pero le voy a pedir si pue- 
de circunscribirse al articulado... 


SEÑOR BOTANA. Estoy centrado en el debate, se- 
ñora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No precisamente, está cir- 
cunscripto a un relato histórico. 


SEÑOR BOTANA.- No, señora presidenta. Discúlpe- 
me; discúlpeme. 


Se habla de la insuficiencia de las medidas adoptadas. 
Es el mismo tema. Después hubo convocatoria a paro ge- 
neral, a paros parciales y a movilizaciones contra el Go- 
bierno. 


Acá estamos hablando de la necesidad de la responsa- 
bilidad, porque llegamos a estas medidas de hoy, señora 
presidenta, también porque no tuvimos la responsabilidad 
del aislamiento debido, de no realizar este tipo de acciones 
de carácter político: movilizaciones, marchas que convoca 
el PIT-CNT. Acá hay información de los cortes de tránsito. 
También hubo una multitudinaria marcha en conmemora- 
ción del Día de los Mártires Estudiantiles, «Sin Educación 
Pública no hay Futuro», la del Día de la Diversidad —que 
todos recordamos—, y la movilización a la que convocó 
COFFE por el presupuesto. 


Entonces, cuando nos piden que los escuchemos, que 
los atendamos, que construyamos juntos, ¿qué más que- 
remos nosotros que eso? Pero ¿qué es lo que tenemos que 
escuchar? ¿La idea del confinamiento obligatorio o la con- 
vocatoria a las marchas? ¿Cuál de las dos? ¿La idea de 
la unidad o el ruido del caceroleo, que fue poquito? ¿La 
movilización del referéndum contra la LUC o esa convo- 
catoria a construir todos juntos? ¿Escuchamos la cantarola 
permanente de la protesta o lo que ha sido la actitud de 
votar todas estas cosas? Porque en realidad, la han tenido. 
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¿La advertencia frente al riesgo del creciente déficit fiscal 
o eso de la renta para todos, que ascendería a más de mil 
millones de dólares, más los quinientos de la no suba de 
las tarifas de las que habíamos hablado, más los otros qui- 
nientos de las medidas que ayer se tomaron y demás? 


Señora presidenta: creo que como generación nos esta- 
mos perdiendo una oportunidad histórica. Y se lo advier- 
to a la oposición porque, en realidad, acá todos tenemos 
coincidencia de objetivos; todos vemos esto de la misma 
manera. Á ninguno se le ocurre que el camino sea el que 
se plantea en este proyecto de ley o el de la otra iniciativa. 
El camino es el mismo con diferentes puertas. 


Entonces ¿es oportuno dar esta discusión en vez de 
sentarnos a elaborar juntos las medidas? Nosotros lo que- 
remos así; nosotros queremos esa otra cultura del trabajo. 
Queremos que nuestra generación no se pierda esta opor- 
tunidad, que en realidad se pierde en base a este tipo de 
acusaciones permanentes, en base a este tipo de posturas 
de enfrentamiento a todo lo que se plantea, en base a las 
conductas irresponsables cuando hay llamados a la res- 
ponsabilidad. Ahí se pierde el sentido de unidad que, por 
supuesto, a todo Gobierno le sirve. Créanme que en este 
momento —y ejemplos tienen dentro de los propios parti- 
dos de oposición— les está yendo mejor políticamente a los 
que se han puesto en actitud constructiva, en actitud de 
amparo a la salud. 


Es así como me pregunto: ¿es responsable convocar a 
una movilización, a una marcha o a tocar el tambor en la 
plaza cuando hay uruguayos que si se contagian mañana 
no pueden salir a la calle a buscar el pan? Porque tenemos 
muchos discursos para con el que tiene que ganarse el pan 
de cada día, pero que no se transforme en un blablablá, que 
no se transforme en un grito discursivo en el vacío, sino 
que tenga el sustento de nuestros hechos. ¿Cómo es que 
convocamos a espacios para que todo el mundo irrespon- 
sablemente se contagie y pretendemos que el trabajador 
pueda salir a ganarse el pan mañana? Hablo del que hace 
una changa, del obrero que tiene que salir a trabajar por- 
que si bien tiene un ingreso salarial que mantendrá con 
el seguro de paro, si no trabaja, no lleva a su casa la plata 
que él quiere llevar ni tampoco la mitad. Entonces, ¿será 
responsable este tipo de actitud política que es la que lleva 
a esta situación? 


Voy a decir una cosa, señora presidenta: no me siento 
votando ninguna limitación al derecho de reunión por más 
que se utilice la herramienta del artículo 38. En realidad, 
me expresé mal, no fui exacto. Debí decir: «ninguna res- 
tricción al derecho de reunión», porque limitación existe 
en cualquiera de los dos artículos. Acá lo único que esta- 
mos votando es eso: una pequeña limitación para salvar la 
vida, para ir en contra del riesgo de vida. Acá no se cerce- 
na ninguna libertad. Por cierto, lo que se hace es responsa- 
bilizar al ciudadano y lo hacemos todos: los que votemos 
la fórmula planteada, porque claramente lo institucional 
dice que las medidas de orden corresponden a la Policía, 
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al Ministerio del Interior, y por algo el Ministerio de Salud 
Pública no tiene gente para salir a hacer esas guardias; 
y también lo hacen todos los Gobiernos departamentales, 
que desde el principio han asumido la responsabilidad y 
en todos lados —donde hay policía municipal y grupos ins- 
pectivos— han actuado a la altura de las circunstancias. 


Ahora bien, siento que este proyecto de ley quiere ir un 
poquito más allá, quiere hablar con la autoridad y la fuerza 
del Estado para salvar las vidas y, además, quiere que esto 
sea igual en todo el territorio nacional y es nuestra respon- 
sabilidad posibilitarlo. Por eso vamos a votar con enorme 
orgullo este proyecto de ley. Lo hacemos porque sabemos 
que estamos cumpliendo con nuestra responsabilidad, que 
estamos actuando a la altura de las circunstancias y que 
ninguna cuestión menor nos está apartando de lo que de- 
bemos hacer en un momento como este. 


Nuestro partido, además, tiene la linda aventura de que 
en los momentos en que la patria lo precisa para defender 
la libertad, para defender las instituciones, para defender 
la vida de la gente, para defender la estabilidad, para de- 
fender la economía y el trabajo, ha tenido la sabiduría de 
estar a la altura de las circunstancias. No estoy examinan- 
do situaciones de ningún otro partido; no quiero y no se 
me ocurriría jamás hacerlo. Lo cierto es que nuestro parti- 
do lo ha estado y debemos seguir estándolo. 

SEÑOR ANDRADE- Pido la palabra para contestar 
una alusión política. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR ANDRADE.- Creo que estamos intentando 
tratar con altura un tema que es difícil. No parto de la 
base de que es con gracia que se entra en un terreno tan 
complejo como este, que siempre ofrece dificultades sobre 
los derechos. Es un momento dramático, donde además 
queremos que lo que resolvamos no genere un resultado 
indeseado en ningún plano, que atienda la problemática 
de disminuir los riesgos de contagio y que quien tenga en 
última instancia que ejecutar esto en términos operativos 
no lo aplique de mala manera y nos lastime a todos. Ese es 
el espíritu que voy a reivindicar de la discusión. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- ¿Me permite una in- 
terrupción, señor senador? 


SEÑOR BOTANA.- Entonces, en nada ayuda a ese 
plano de la discusión que ubiquemos que la marcha del 14 
de agosto es del Frente Amplio y lo mismo con la marcha 
del Día de la Diversidad — que se hace con o sin el Frente 
Amplio, con o sin el Partido Nacional-, o que ubiquemos, 
sin ningún sustento científico, que las marchas son las que 
generaron los contagios; cualquiera que estudie los datos, 
encuentra que los problemas son otros. Además, esto ge- 
nera una señal que no está buena, justo en el momento en 
que estamos discutiendo limitar el derecho de reunión. No 
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está bueno, es un mal favor, pero no es malo para la oposi- 
ción o el Gobierno, sino por el mensaje que se está dando, 
porque he visto a una cantidad de senadores oficialistas 
intentando separar la paja del trigo. No estamos en un mo- 
mento de arremetida feroz por el tema de la venganza y 
menos con respecto al paro de los sindicatos. Además, me 
parece insólito, que frente a la responsabilidad que ha teni- 
do el movimiento sindical —incluso esto se ha reivindicado 
por parte de los senadores del oficialismo y me congratulo 
de ello— para atender una situación de rebaja salarial muy 
dura, ahora, de golpe surja y brote esto. 


Por último, hablarnos de la preocupación que se tiene 
por el salario del trabajador el día que por primera vez en 
sesenta y dos años postergamos la posibilidad de salir de 
licencia y cobrar el salario vacacional, es bastante fuerte, 
bastante duro. 


Gracias. 
SEÑORA NANE.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La señora senadora Della 
Ventura había pedido una interrupción al señor senador 
Botana, pero le informo que el tiempo del señor senador 
finalizó. Ahora ha pedido la palabra la señora senadora 
Nane; quizás, si es breve, le podría solicitar una interrup- 
ción. 


Planteamos esto porque en aras de la libertad que to- 
dos expresamos, la sesión se extiende y debemos respetar 
disciplinadamente el orden de los pedidos para hacer uso 
de la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora Nane. 


SEÑORA NANE.- Señora presidenta: coincide que 
siempre tenemos algún intercambio previo a mi exposi- 
ción, pero lo venimos llevando bastante bien con paciencia 
y buena voluntad. 


SEÑOR DA SILVA.- ¡Bienaventurados! 
SEÑORA NANE.- Justo, bienaventurados. 


He estado escuchando de forma atenta y reflexionando 
internamente cómo nos ha permeado en el vocabulario y 
el discurso la cultura de la épica de guerra, porque ha- 
blamos de enemigos, héroes, de amenazas silenciosas, de 
combate y eso me lleva a una reflexión. 


Me voy a salir un poco de esa épica, porque me pare- 
ce que no es un tema épico el que estamos tratando, sino 
de salud pública. Quiero exponer sobre dos conceptos que 
son cuasiaxiomáticos. Estamos ante una pandemia, un he- 
cho que se explica esencialmente con argumentos cientifi- 
cos, biológicos, biomédicos, etcétera, y tenemos datos que 
nos han brindado los científicos. Cuando los analizamos 
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y los convertimos en información nos tienen que servir 
como sustento para tomar decisiones informadas. 


Por otro lado —también me parece que es un elemento 
cuasiaxiomático para tener en cuenta porque, en definiti- 
va, estamos hablando de algo que tiene que ver y nos afec- 
ta como comunidad—, nos vamos a referir a la perspectiva 
ineludible de los derechos humanos. Por esos dos lados 
voy a introducir algún concepto. 


Es tentador responder sobre las marchas en términos 
políticos, pero me voy a abstener y solamente voy a hacer 
referencia a un dato científico. El tiempo de incubación 
del virus y la aparición de síntomas, en promedio, es de 
catorce días, pero cuando entra a un organismo tiene que 
colonizar, reproducirse y llegar a un umbral de células in- 
fectadas tal que a partir de ese momento empiezan a apa- 
recer los síntomas y ese tiempo varía en los individuos. 
Estuve consultando con algunas personas que me aseso- 
ran en temas científicos para tratar de entender en dónde 
estamos respecto de la pandemia. Estamos hablando de 
datos que, en términos generales, nos presentan, no la rea- 
lidad de hoy, sino la de hace unos cuantos días. Estamos 
introduciendo ciertos parámetros en las curvas exponen- 
ciales y uno de ellos es el tiempo de duplicación del virus. 


En una forma muy muy lineal de razonamiento, puedo 
decir que, dado un tiempo de duplicación de catorce días, 
hoy ya tengo el doble. Repito: eso es lineal, pero esto es 
exponencial. Entonces, como nos referimos a datos, quie- 
ro invitarlos a ver información abierta y pública en la Guía 
covid, a la que, en el celular, pueden acceder entrando a 
(Aguiacovid. Absolutamente todas las gráficas, con datos 
de hoy a las 10:00, tienen curvas exponenciales, y ninguna 
refiere a la fecha de las marchas. Esta es la primera cues- 
tión que quería abordar. 


En segundo lugar, cuando miramos los datos, prefe- 
riblemente los de los científicos y los usamos para tomar 
decisiones informadas —voy a acuñar un término popula- 
rizado por el señor presidente—, los utilizamos para el fa- 
moso tuneo de las perillas y se supone que a partir de esos 
datos analizamos qué perillas mover. 


Estamos hablando de un virus frente al cual existe 
una vacuna. Entonces, nos jugamos al pool de vacunas. El 
otro día, en la conferencia de prensa, se dijo que íbamos a 
empezar a negociar en forma independiente porque todos 
los demás lo estaban haciendo, cuando ya hacía diez días 
que estaba saliendo en la prensa. Lo que quiero tratar de 
razonar a partir de esto es que tenemos problemas serios 
y es difícil dimensionar un problema tan grande. Creo que 
más allá del problema de la pandemia, tenemos algunos 
problemas con los tiempos de reacción, con la puntería de 
ciertas medidas y con la comprensión de que este tema 
requiere medidas integrales. Entonces, voy a tratar de ir 
un poquito por ahí. 
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Cuando empezamos a trabajar este tema el día siguien- 
te al que se declaró la pandemia, comenzamos a hablar de 
cosas que seguimos analizando, pero no voy a ahondar en 
ellas porque lo hicieron mis compañeros. De todas mane- 
ras, siempre vimos las medidas como cuestiones integra- 
les que afectan nuestra vida en varias dimensiones. Habla- 
mos de la renta básica, de la suspensión de desalojos, de 
diferir el vencimiento de las facturas, de la exoneración 
para las pymes de los aportes al BPS y a la DGI, del fondo 
de emergencia del turismo y de un montón de cosas que 
todos conocemos. Y sobre todo eso, hicimos poco. 


Entonces, tratemos de enfocarnos en dónde están esos 
problemas para empezar a ver las cosas que han ido pasan- 
do en estos tiempos. ¿Las fiestas clandestinas son un pro- 
blema? Sí, claro. ¿Las aglomeraciones son un problema? 
Sí, pero tenemos otro montón de problemas y parece que 
solamente vamos a actuar sobre esta perilla. 


A esto le sumamos la discrecionalidad para determi- 
nar ese problema, lo que, probablemente, nos traiga otro 
más grande. También hay cosas que a mí me hacen pensar 
que tenemos un problema con la comprensión de la inte- 
gralidad. Fíjense: llamamos a realizar teletrabajo, pero no 
estamos muy bien en cuanto a la reglamentación de la ley. 
Una de las cosas que quedó floja en la reglamentación de 
la norma —todavía no se ha hecho y no se establece en nin- 
guna parte de la ley— es que para que la gente teletrabaje 
hay que darle los recursos para que pueda hacerlo. Por lo 
pronto, debe tener una conexión a Internet. La comunica- 
ción digital hoy por hoy es prácticamente necesaria como 
el agua y para que la gente pueda teletrabajar requiere co- 
nexión a Internet, pero hoy nos enteramos de que la suba 
de la tarifa de Antel en datos va a ser de un 9,65 %. 


(Interrupciones que no se escuchan). 


—Estoy apuntando a lo integral, senador; estoy apun- 
tando a lo integral. No le grita al senador Botana, que ha- 
bla de las manifestaciones, y me grita a mí. 


SEÑORA PRESIDENTA.-- En aras de poder seguir el 
hilo conductor de la señora senadora, vamos a pedirle que 
hable de la integralidad de una forma más acelerada, a los 
efectos de avanzar en la comprensión de lo que quiere ex- 
presar. 


SEÑORA NANE.- Estoy poniendo ejemplos concre- 
tos, justamente, para facilitar la comprensión. No grite- 
mos. 


Por otro lado, quería traer, como segundo axioma, la 
perspectiva ineludible de los derechos humanos. Clément 
Voule, relator de la ONU, ha hecho un escrito sobre la re- 
glamentación, justamente, del derecho de reunión. Dentro 
de las recomendaciones que hace para todos los países del 
mundo, uno de los conceptos que maneja es que, al estar 
restringiendo un derecho básico, se debe consultar a la so- 
ciedad civil. Entiendo que estamos ante un problema de 
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tiempo, lo comprendo perfectamente, pero hemos venido 
con problemas de tiempo, consultando a la sociedad ci- 
vil a los ponchazos constantemente, como ocurrió con la 
LUC y el presupuesto. Todas han sido reuniones de quince 
minutos. Esta no parece ser una forma de consultar a la 
sociedad civil. 


Voule plantea que la crisis no debe ser una causa para 
suspender el derecho de reunión pacífica y el derecho de 
asociación. Luego habla de una recomendación extrema 
de transparencia, que es una de las cosas que incluíamos 
en nuestro proyecto de ley. También expresa que es nece- 
sario, ante estos temas que nos convocan y nos afectan a 
todos, promover el principio de la ciudadanía activa, ga- 
rantizar la libertad de asociación y que los Estados tengan 
que dar apoyo financiero a las organizaciones de la socie- 
dad civil que brindan apoyos vitales con principal énfasis 
en la atención a la discapacidad y a la soberanía alimen- 
taria. Y eso me lleva al tema de las ollas. Disculpen, pero 
tengo que hablar de las cosas en forma integral. 


(Interrupciones). 


Sí, señora, me refiero a las ollas, a las que no votaron 
apoyar con USD 40:000.000 en el presupuesto. 


(Interrupciones). 


—No estoy adjudicando nada, sino relatando un hecho 
que podemos consultar en las versiones taquigráficas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En primer lugar, me parece 
que todos deberían tener claro que deben referenciarse a 
la Mesa. 


En segundo término, si bien la fatiga puede haber ga- 
nado a los señores senadores y a las señoras senadoras, 
tratemos de enfocarnos en el tema, no interrumpir ni gri- 
tar ni hablar cuando otro senador o senadora está haciendo 
uso de la palabra. 


SEÑORA NANE.- Muchas gracias, señora presidenta. 


A veces es una tentación, pero no la atribuyo a malas 
intenciones, sino, quizás, a la cultura patriarcal y demás 
cuestiones de las que hemos venido hablando y que cada 
tanto se viene... 


(Interrupciones de varios senadores que no se escu- 
chan). 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¡Vamos a enfocarnos en un 
tema que es por demás delicado! ¡Por favor! 


SEÑORA NANE.- Gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Continuemos refiriéndo- 


nos al motivo que hace que hoy estemos reunidos y tenga- 
mos en cuenta la gravedad del tema. 
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Puede continuar la señora senadora. 
SEÑORA NANE.- Muchas gracias, señora presidenta. 


Para finalizar quisiera expresar que, evidentemente, 
vamos a apoyar la propuesta de ir por la reglamentación 
del artículo 44 y el resto de las medidas integrales que, a 
mi juicio, establece el proyecto de ley del Frente Amplio. 


Muchas gracias por el tiempo. 
SEÑOR VIERA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR VIERA.- Gracias, señora presidenta. 


Por supuesto que el Partido Colorado apoya y compar- 
te la necesidad de tomar medidas extraordinarias ante la 
situación sanitaria que se ha disparado en nuestro país. A 
esta altura, creo que es bastante importante, fundamental 
y urgente tomar nuevas medidas ante la situación sanita- 
ria en que nos encontramos. Felizmente, desde marzo de 
este año y durante muchos meses, las medidas planteadas, 
como la libertad responsable, lograron que los uruguayos 
pudiéramos aplanar la famosa curva de contagios. 


Evidentemente, este no es el momento de analizar qué 
nos pasó y por qué hoy nos toca enfrentar esta situación 
de focos crecientes, pero lo que está claro es que nuestra 
población, fundamentalmente la más joven, bajó la per- 
cepción del riesgo y aquella libertad responsable derivó, 
en definitiva, en situaciones que en muchos casos hicieron 
que se dispararan distintos focos. 


Por lo tanto, llegó el momento de tomar medidas más 
importantes, siempre teniendo en cuenta —esa es la gran 
dificultad, es el gran tema al momento de tomar decisio- 
nes de gobierno, lo que debe hacerse permanentemente— 
las situaciones y tratando de resolver los problemas, pero 
atendiendo también a las consecuencias que muchas veces 
las medidas generan. 


(Murmullos en sala). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es necesario que cuando 
un senador o senadora está hablando el resto lo escuche. 
El señor senador Tabaré Viera está en uso de la palabra. 
Les pido, por favor, que lo escuchemos con el respeto que 
corresponde. 


Puede continuar el señor senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Gracias, señora presidenta. No creo 
que sea por la cultura machista, pero... 


(Hilaridad). 
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—No atribuyo intenciones. 


Realmente ha habido una conducta —no debe ser la úni- 
ca responsable de esta situación— de todos nosotros, de los 
uruguayos, en cuanto a no autolimitarnos en todo aquello 
que significa tener cuidado con nosotros mismos y con los 
demás en cuanto al contagio y, fundamentalmente, a lo 
que tiene que ver con las reuniones y las aglomeraciones, 
que se han ido multiplicando en distintas expresiones. No 
viene al caso, porque no se trata de buscar culpables o res- 
ponsables, pero es claro que una de las causas de toda esta 
situación ha sido la realización de distintas reuniones, fies- 
tas, aglomeraciones, actos, es decir, reuniones en general, 
incluso las elecciones, sin duda. 


Pero llegó la hora de tomar medidas y creo que hay 
consenso en cuanto a que una de las medidas debe ser li- 
mitar un derecho humano, un derecho constitucional, que 
es el de la libertad de reunión. En definitiva, también está 
en juego otro derecho constitucional, que es el derecho —y 
el deber, diría yo— a la salud. 


En definitiva, lo que surge de esta sesión es que tene- 
mos que tutelar el derecho superior a la vida. Ese es el bien 
jurídico mayor que debemos tutelar. Cuando hablamos de 
salud, estamos haciendo referencia a la vida de los uru- 
guayos. Todos los demás derechos concurren en ese bien 
jurídico a tutelar que, como dije, es la vida. Si estamos 
de acuerdo con eso, lo que discutimos es cuál es el mejor 
camino, si ponemos el acento en una cosa o en otra. 


Acá tenemos dos proyectos de ley. Yo leí con atención 
el que presentó el Frente Amplio, pero sigo considerando 
que es equivocado que tratemos el derecho constitucional 
de la libertad de reunión a través del artículo 44, que habla 
de la salud. ¡Eso ya está consagrado! ¡No está en cuestión! 
¡No necesitamos reglamentarlo ni ponerlo en una ley! Lo 
que sí hay que destacar es el estricto cumplimiento de la 
Constitución de la república que hace el Gobierno cuan- 
do toma la iniciativa. Nadie había hablado del derecho de 
reunión en el Uruguay; ¡nadie! Eso no se había discutido; 
incluso, se estaba actuando sobre algunas reuniones. Creo 
que hizo muy bien —es muy prolijo, muy republicano— el 
Poder Ejecutivo al enviar a este Parlamento un proyecto 
de ley justamente para no incumplir un precepto tan im- 
portante como es el derecho de reunión. Y a partir de la 
aprobación de este proyecto de ley no vamos a incumplir- 
lo. Es la propia Constitución que establece que, ante deter- 
minadas circunstancias —no voy a volver a repetirlo, la si- 
tuación de salud—, mediante una ley podemos limitar. Por 
supuesto que debe ser en ciertas circunstancias, por deter- 
minado período de tiempo y teniendo en consideración los 
métodos. ¡Y eso lo establece la ley! Es por sesenta días, 
con un máximo de noventa días, porque estamos dando 
autorización al Poder Ejecutivo para ampliar en treinta 
días esta medida. En definitiva, estamos cumpliendo con 
la Constitución de la república y con el artículo 15 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos estable- 
cidos en el Pacto de San José de Costa Rica. 
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Creo que lo que hoy deberíamos hacer —permítanme, 
con todo afecto, expresar mi pensamiento— es mostrar a la 
sociedad uruguaya —¡que está esperando, que está recla- 
mando que se tomen más medidas para cuidarlos y para 
que nos cuidemos todos los uruguayos! que podemos te- 
ner un consenso, que salimos todos juntos. ¡Cuando hay 
crisis, cuando hay emergencia, es cuando tenemos que ac- 
tuar todos juntos en favor de ese bien común! 


Hemos expresado los matices y vamos a reiterarlos en 
el momento de votar. Tengo la esperanza de que, después 
de la votación del primer proyecto —que es el del Poder 
Ejecutivo y fue el primero en ingresar— haya una solicitud 
de reconsideración y terminemos votando por unanimidad 
para preservar el precepto constitucional y que el Poder 
Ejecutivo pueda actuar a través de los ministerios corres- 
pondientes, y el primero, sin lugar a duda, será el Ministe- 
rio de Salud Pública. Pero, además, estará este Parlamento 
—más allá de que entre en receso— y todos nosotros vela- 
remos por que se aplique bien esa limitación de derechos. 
No tengo ninguna duda y no puedo creer que alguien tenga 
dudas de que acá se va a actuar con extremo cuidado. ¡Es- 
taremos velando por que eso sea asi! 


Entonces, apelo a que este debate de tantas horas no 
sea estéril y que podamos dar a la sociedad uruguaya el 
mensaje de que nos hacemos cargo de la situación, de que 
estamos atentos y de que vamos a tomar una medida que 
no es de las más graves y profundas. Hay países que to- 
maron medidas mucho más graves y les fue mal también, 
les fue peor; me refiero a las clausuras, a los cierres, a 
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las limitaciones a otros derechos, como el derecho al tra- 
bajo, y todo lo que eso trae como consecuencia. El bien 
jurídico tutelado es el bien superior de la vida. Creo que 
todos los demás derechos están incluidos ahí y eso es lo 
que queríamos expresar. 


21) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de asuntos en- 
trados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes). 


SEÑOR PROSECRETARIO (Adrián Juri).- «El señor 
senador Alejandro Sánchez solicita, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de la 
república, se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Educación y Cultura, y por su intermedio a la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública y al Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, relacionado con un conve- 
nio con la Facultad de Medicina. (Asunto 149356). 


Asimismo, solicita se curse, de conformidad con lo es- 
tablecido en el artículo 17 de la Ley n.- 16134, de 24 de 
setiembre de 1990, un pedido de informes con destino a 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, referente a los funcionarios de 
las personas públicas no estatales que estén en régimen de 
pase en comisión. (Asunto 149355). 

OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 


454-C.S. CÁMARA DE SENADORES 18 de diciembre de 2020 


(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 18 de diciembre de 2020 - 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Esc. Beatriz Argimón 
Presente 


De conformidad con lo establecido por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicito a usted se curse al Ministerio de 
Educación y Cultura (y por su intermedio a la Administración Nacional de 
Educación Pública y al Consejo de Educación Inicial y Primaria) el siguiente 
pedido de informes: 


. Solicitamos una copia de la resolución del Consejo de Educación Inicial 
y Primaria que rescinde el convenio con la Facultad de Medicina de la 
Universidad de la República. 


. ¿Cuál es la evaluación del Consejo de Educación Inicial y Primaria de 
dicho convenio? 


. ¿Cuáles fueron los motivos que llevaron a tomar la resolución del 15 de 
junio del corriente año para renovar el convenio? 


. ¿Cuáles fueron los hechos que motivaron que la institución resolviera 
rescindir el convenio luego de tan solo 6 meses de su renovación? 


. ¿Hubo informes o evaluaciones de equipos técnicos que recomendaron 
la toma de la resolución N.* 1— Acta Ext. N.* 1357, si existieron, solicito copia 
de los mismos. 


* ¿Se realizó consulta previa para tomar la resolución de la Inspección 
Nacional de Educación Inicial?, ¿Cuál fue la opinión de esta? 

. ¿Cuáles con los antecedentes de dicho convenio? 

. ¿En qué fecha se firmó el convenio original? 

. ¿Cuáles fueron las sucesivas evaluaciones de dicho convenio por parte 


del consejo y sus áreas técnicas? Solicito una copia de las resoluciones de 
renovación y/o ampliación de dicho convenio 
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. ¿Cuál es la cantidad de niñas y niños que han sido beneficiarias/os? 
Agradezco los datos sean desglosados por año, edades, departamento e 
institución. 


. ¿Cuál es el monto de recursos que el Consejo de Educación Inicial y 
Primaria ha volcado a dicha politica? Agradezco el dato sea desglosado por 
año. 


. Al momento de rescindir el convenio, ¿Cuántos son los niños y niñas 
beneficiarios? ¿Cuáles las instituciones beneficiarias? ¿En qué departamentos 
se localizan? 


. ¿Qué recursos humanos llevaban adelante la política enmarcada en el 
convenio? Desglose por profesión, grado, salario, departamento. 


. ¿Cuál es la consecuencia inmediata para los recursos humanos 
volcados a llevar adelante la política de este convenio? 


. ¿Qué consecuencias trae para el Programa de Ampliación de Educación 
Psicomotriz en Jardines de Infantes Públicos dependientes del CEIP la 
rescisión de este convenio? 


. ¿Qué consecuencias trae para la formación en Recursos Humanos en 
Psicomotricidad la rescisión de este convenio? 


. ¿El CEIP está en conocimiento de las repercusiones que ha tenido esta 
resolución de rescindir el convenio en la Facultad de Medicina, Escuela de 
Tecnología Médica y en la Universidad de la República? 


. ¿Conoce las resoluciones que estas instituciones han tomado a 
consecuencia de la resolución del CEIP? ¿Cómo las valora? 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente. 


Alejandro Sánchez. Senador. 
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Montevideo, 18 de diciembre de 2020.- 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Esc. BEATRIZ ARGIMON 


Presente 


De conformidad con lo establecido por el articulo 17 de la 
Ley N* 16,134, de 24 de setiembre de 1990, solicito a usted se curse a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto o a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, el siguiente pedido de informes. 

¿Cuáles son los montos que perciben por todo concepto 
(desglosados) en el lugar de origen los funcionarios y funcionarias de las 
Personas Publicas No Estatales que estén en régimen de Pase en Comisión? 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente. 


Alejandro Sánchez. Senador. 
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22) DERECHO DE REUNIÓN CONSAGRADO 
EN EL ARTÍCULO 38 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


SENORA PRESIDENTA.- Continúa la discusión del 
tema en consideración. 


SENORA PONTE.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PONTE.- Señora presidenta: las exhausti- 
vas exposiciones de los compañeros que me precedieron 
en el uso de la palabra me eximen de profundizar en esta 
instancia en las razones que me llevan a rechazar esta pro- 
puesta de reglamentación del artículo 38 y a acompañar 
la alternativa de reglamentar el artículo 44, cambiando el 
eje de las responsabilidades del Ministerio del Interior al 
Ministerio de Salud Pública. 


Pero no puedo menos que afirmar mi convicción —por 
lo menos en los aspectos sustantivos— en cuanto a que la 
reglamentación del artículo 38 no condice con la necesi- 
dad de cumplir con los parámetros de precisión, no dis- 
crecionalidad y carácter garantista —requisito imprescin- 
dible— establecidos en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. 


Creemos que es el Ministerio de Salud Pública quien 
debe asumir, como autoridad competente, la definición de 
las actuaciones en la situación de riesgo sanitario en la 
cual nos encontramos y que lamentamos profundamente. 
Además, estamos convencidas de que, cuando se afectan 
los derechos de las personas, se requiere el máximo de 
cautela, y el derecho de reunión es, sin duda, un derecho 
básico de cualquier democracia contemporánea. A pe- 
sar de lo que se ha afirmado en sala con respecto a los 
rasgos de cautela de este proyecto, no encontramos en la 
propuesta ningún tipo de garantía específica —más que la 
confianza que se pueda tener en la actuación de quienes 
llevan a cabo las intervenciones— ante una intervención 
policial, por ejemplo, que se aparte de las normas. Una 
medida a incorporar podría ser convocar a observadores 
en derechos humanos, ajenos a la situación concreta. No 
lo encontramos, señora presidenta, y por eso preferimos el 
camino que hemos elegido. 


Como dije, no voy a abundar en los aspectos que ya 
mencionaron mis compañeros, pero sí quiero poner énfa- 
sis en uno que me parece sustantivo, fundamental en la 
atención de esa situación, y que es pasible de ser mejorado. 
Celebro en este momento la incorporación del sociólogo 
Fernando Filgueira al Grupo Asesor Científico Honora- 
rio, porque entiendo que puede contribuir a profundizar 
y a mejorar un tema importante: el sistema comunicacio- 
nal del gobierno. Creo que el estudio que él hará —con un 
equipo de profesionales, obviamente— de las respuestas 
de la población a esta situación de pandemia, contribuirá 
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a analizar una realidad que es compleja en un contexto 
cambiante, en una población que no es homogénea y en la 
que los distintos sectores actúan y responden de manera 
diferenciada. Hasta ahora, desde el Ejecutivo se ha mane- 
jado un discurso comunicacional con otras características: 
generalizante, homogéneo, convocando a la población en 
general y hasta responsabilizándola del avance de la pan- 
demia. Nos parece que ese déficit comunicacional es uno 
de los factores que pueden explicar que la respuesta de la 
población no sea todo lo asertiva que deseamos. 


Evaluar el cumplimiento de las medidas sanitarias de 
los diferentes sectores de la población proporcionará in- 
formación imprescindible para la producción de mensajes 
diversos dirigidos a una sociedad heterogénea, acordes, 
como decía, a un contexto cambiante. Esos mensajes de- 
berán ser precisos, ordenados, concisos, con datos claros 
y que contribuyan a una cabal comprensión de la situa- 
ción por la ciudadanía. La verdad es que no creo que la 
ciudadanía no quiera responder, sino que posiblemente no 
ha percibido, con la comunicación que se ha llevado ade- 
lante hasta el momento, la real dimensión de la situación. 
No alcanza con presentar datos objetivos de enfermeda- 
des, muertes y casos de CTI, sino que se requiere dar una 
información holística, más general y que pueda ser com- 
prendida por la población. 


Por último, quiero decir que reiteramos nuestro apoyo 
a todas las medidas tendientes a salvaguardar la salud y la 
vida de los uruguayos —coincidiendo con el señor senador 
Viera— y reafirmamos el apoyo a todas las acciones que el 
Poder Ejecutivo lleve adelante para superar los impactos 
económicos y sociales de este agravamiento de la situa- 
ción que estamos viviendo. 


Tuvimos y seguimos teniendo una mano tendida. Has- 
ta ahora no sé si el Gobierno la ignora o la rechaza, pero 
puedo asegurar que esa mano seguirá tendida, porque 
nuestro principal interés está, en primer lugar, en atender 
la salud y el bienestar de la población, y es un imperativo 
del momento el accionar conjunto de todas las fuerzas po- 
líticas y de toda la sociedad. 


SEÑORA LAZO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñora senadora? 


SEÑORA PONTE.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir la seño- 
ra senadora Lazo. 


SENORA LAZO.- Señora presidenta: ya llevamos va- 
rias horas de debate. En función de eso, he solicitado esta 
interrupción a la señora senadora Ponte, que agradezco, ya 
que los argumentos esgrimidos por los compañeros de la 
bancada del Frente Amplio han sido absolutamente repre- 
sentativos de lo que pienso. 
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No obstante, me parece que es importante resaltar que, 
como bancada de oposición, entendimos y entendemos 
que corren tiempos de responsabilidad y todas las medi- 
das adoptadas en su momento por el Poder Ejecutivo en 
materia de prevención y de mitigación de los efectos de 
esta pandemia se respaldaron y han sido acompañadas por 
todo el espectro político del país y por las principales or- 
ganizaciones sociales, académicas, comerciales, gremia- 
les y sindicales, con diferencias de opinión que son válidas 
en una democracia. Pero, más allá de estas diferencias, 
entiendo que la respuesta del Frente Amplio no solamente 
se dio el 31 de marzo, en ocasión de la reunión mantenida 
con el señor presidente, sino que ha estado presente en la 
aprobación de esas medidas y se reiteró hace un par de 
días, como bien se dijo aquí, con una nueva propuesta di- 
rectamente al señor presidente de la república. 


En ese marco de compromiso presentamos hoy un 
proyecto alternativo que se fundamenta en el artículo 44. 
Reforzar las potestades de policía sanitaria del Ministerio 
de Salud Pública, validar su protagonismo en el rol cons- 
titucional de proteger la salud de la población y enfatizar 
las facultades de fiscalización del Ministerio de Salud Pú- 
blica son, en definitiva, parte de la fundamentación de este 
proyecto. 


Bien hacemos todos en dar este debate. Yo me congra- 
tulo de ello. Bien hacemos en preocuparnos por la actual 
situación y, fundamentalmente, por el futuro y lo que este 
pueda desencadenar. Por eso entendemos necesario contar 
con más información. Nos preocupan las condiciones de 
trabajo de los equipos médicos, su profilaxis, la existencia 
y el modo de activación de protocolos claros. Nos preocu- 
pan, como a todos, la no proliferación de brotes nosoco- 
miales, el seguimiento del hilo epidemiológico y la necesi- 
dad de contar con una real georreferenciación que permita 
la no subutilización del sistema de complementación. 


Señora presidenta: estoy tratando de apurarme porque 
sé que todos estamos cansados y, a la vez, preocupados 
por este tema. 


Asimismo, nos preocupan la respuesta del testeo por 
PCR, la posible saturación de los laboratorios y los sis- 
temas de organización del diagnóstico porque, en su mo- 
mento, fueron los que, a través del seguimiento, controla- 
ron el brote. 


Asimismo, nos preocupa asegurar —ya culmino, señora 
presidenta— el empleo, el salario y las condiciones de tra- 
bajo. Nos preocupa coherentemente y por eso no acompa- 
ñamos esta mañana la potestad a cercenar las licencias en 
la órbita privada. 


Por todas estas razones hemos presentado un proyecto 
de ley alternativo en busca de soluciones. 


Gracias, señora presidenta. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar la señora 
senadora Ponte. 


SEÑORA PONTE.- Culmino diciendo, señora presi- 
denta, que desde nuestro ámbito de trabajo político, fami- 
liar y personal, seguiremos instando a todos y a cada uno 
de las y los ciudadanos a cuidarse, a cuidar a los demás y 
a tomar todas las medidas de prevención para revertir este 
proceso de crecimiento exponencial de la pandemia. Esta- 
mos seguras de que entre todos lo lograremos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MANINI RÍOS.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MANINI RÍOS.- Señora presidenta: allá por 
el año 150 antes de Cristo había un senador romano llama- 
do Catón el Viejo que, se hablara del tema que se hablara, 
siempre terminaba haciendo mención del tema que lo ob- 
sesionaba, que era la destrucción de Cartago. 


Aquí la discusión de hoy es sobre un proyecto de ley 
que reglamente un artículo de la Constitución. Creo que 
todos estamos de acuerdo en cuanto al fondo del tema 
porque el problema es evidente para todos los uruguayos: 
cómo restringir el movimiento, cómo frenar la propaga- 
ción de un virus que amenaza con ser incontrolable en los 
próximos meses en caso de no hacer nada. Creo que en 
esto la inmensa mayoría de los uruguayos —me atrevería a 
decir que la totalidad de los que estamos acá— estamos ab- 
solutamente de acuerdo. Sin embargo, cada uno habla para 
su público y cada uno lleva la discusión al tema que quie- 
re. Se habló hasta el cansancio de los trabajadores y de las 
medidas para los sectores más frágiles, temas en los que 
podemos coincidir en el cien por ciento, pero hoy no es la 
oportunidad para dar esa discusión. Si bien podrá hablarse 
de medidas relacionadas con el virus, no es el tema de hoy. 


La sesión de hoy es extraordinaria y fue convoca- 
da para tratar específicamente la reglamentación de este 
artículo de la Constitución de la república. Considero que 
lo primero que debemos valorar es que, al fin, estamos 
todos alineados, todos cerrando filas con el Gobierno na- 
cional y tomando conciencia de la importancia que tiene 
hablarles a nuestros seguidores, a nuestros adherentes y a 
todos sobre la necesidad de respetar las disposiciones sa- 
nitarias y todo lo relativo al distanciamiento, al tapaboca y 
a las medidas de higiene, entre otras cosas. Creo que, por 
fin, todo el espectro político se tomó en serio el tema por 
aquel dicho famoso de que el susto despierta al mamado. 
Todo el mundo está asustado y todos toman conciencia 
de eso. 


A mi juicio, eso es lo más positivo de todo lo que es- 
tamos viendo en estos días y en esta sesión en particular: 
el alineamiento de todos, sin excepción, detrás de una so- 
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lución y de sensibilizar a todo el pueblo uruguayo acerca 
de la importancia que tiene el seguir las normas y lo que 
se pregona por parte de las autoridades sanitarias. Aquí 
se ha hablado, en más de una intervención, de la falta de 
información, de la necesidad de acceder a la información 
para poder actuar en consecuencia. Yo creo que la infor- 
mación nunca ha faltado, es pública y siempre existen los 
mecanismos para hacer un llamado a sala al ministro que 
sea para aclarar los puntos que se entiendan necesarios. 
Me parece que está de más reclamar o sembrar la idea de 
que hay cierta opacidad en la información. Creo que más 
abierto de cómo se trató esta situación desde el principio, 
no se puede pedir. 


Aquí se presentaron dos proyectos de ley que, más allá 
de que se haya hablado como si fueran diferentes, en el 
fondo en lo único que difieren es en qué ministerio va a ser 
el protagonista y cómo va a controlar la ejecución. Todos 
podríamos coincidir, si analizamos con objetividad, en 
que el Ministerio de Salud Pública tiene serias limitacio- 
nes para ejercer como esa policía que tiene que hacer cum- 
plir una norma de esta envergadura en todo el territorio 
nacional. Creemos que ese es el fondo del asunto; más allá 
de alguna otra pequeña diferencia, el tema es qué minis- 
terio va a tener el protagonismo, cuál va a ser el principal 
actor para ejecutar esta norma. 


Sinceramente, creemos que en el fondo subyace la des- 
confianza en el instituto policial. Se trata de dejarlo rele- 
gado en aras de dar la potestad al Ministerio de Salud Pú- 
blica, con unos eventuales inspectores que habrá que crear 
y formar para que ejecuten esa acción. La Policía nacional 
está perfectamente preparada para realizarlo. Nosotros 
confiamos plenamente en el instituto policial; confiamos 
plenamente en que va a actuar con la ponderación necesa- 
ria para hacer cumplir esta norma. Por eso consideramos 
que el proyecto que remite el Poder Ejecutivo es el más 
apropiado, porque es aplicable y realista. El otro podrá pa- 
recer mejor en el papel, pero es inaplicable, al menos en lo 
inmediato. Además, en última instancia, esta otra iniciati- 
va también reserva la intervención del instituto policial o 
del Ministerio del Interior. 


Así que creo que estamos discutiendo prácticamen- 
te lo mismo. Llevamos más de diez horas en lo que en 
una época se llamaban «discusiones bizantinas»; cámaras 
bizantinas donde se discutía durante horas cuando ya se 
sabía de antemano el resultado final. Todos coincidimos 
en la necesidad de aprobar este proyecto de ley porque el 
pueblo uruguayo en su amplia mayoría así lo está exigien- 
do. Exige que el sistema político no mire para el costado; 
que el sistema político enfrente la situación; que el sistema 
político tome las medidas que preserven a todo el pueblo 
uruguayo, porque no solo van a ser víctimas de lo que no 
hagamos los que estamos de acuerdo con este proyecto, 
sino también los que hoy se oponen. Por eso creemos que 
es una cuestión de todo el sistema político la aprobación, 
o por lo menos dar luz verde para que esto sea un instru- 
mento útil para aplanar esa curva de contagio. 
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SEÑOR DOMENECH.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR MANINI RÍOS.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Domenech. 


SEÑOR DOMENECH-- En primer término, quiero se- 
ñalar algo que no podemos pasar por alto. 


Se ha hecho referencia a temas ajenos a este proyecto de 
ley, relativos a las ayudas que debería darse a las personas 
que están pasando por una mala situación económica por 
motivos de la covid, pero tenemos que recordar que este 
Gobierno heredó un país con 45.000:000.000 de deuda ex- 
terna, con un déficit fiscal consecutivo de 2.000:000.000 o 
3.000:000.000 que anualmente hay que pagar. Quiere de- 
cir que es una situación complicada como para pedir una 
renta básica universal. No obstante —por eso de que el que 
calla otorga—, quiero señalar que en los últimos días se ha 
publicitado que hay 76.078 subsidios flexibles que abona 
el BPS con motivo de la covid. El Gobierno ha hecho un 
esfuerzo en ese sentido. 


En este momento, lo que se pretende es resolver el 
tema de cómo se ejerce el derecho de reunión. En ese 
sentido, el proyecto de ley a consideración de esta cáma- 
ra hace referencia a las aglomeraciones de personas. Este 
es un término que ha motivado críticas; sin embargo, nos 
encontramos con la sorpresa de que el proyecto de ley 
alternativo que presenta la oposición utiliza los mismos 
términos: «aglomeraciones de personas que generen un 
notorio riesgo sanitario». En realidad, lo que se ha hecho 
es prácticamente un refrito de la iniciativa presentada por 
el Gobierno. 


Queremos señalar que el artículo 3.2, que también ha 
sido criticado por su generalidad, se ajusta a lo que debe 
ser la ley: general y abstracta. Y, en un caso como este, 
debe comprender que la situación amerita la actuación 
conjunta del Ministerio de Salud Pública y del Ministerio 
del Interior. Me gustaría saber cómo la fiscalización de 
Salud Pública puede disolver una manifestación en la que 
no se estén cumpliendo con las normas que prevé la ley. 
Todos sabemos que el orden interno es responsabilidad del 
Ministerio del Interior, por lo que aquí hay responsabilida- 
des concurrentes y deben ser las autoridades que ejercen 
la policía sanitaria y el orden interno las que actúen en 
estos casos. 


Por otro lado, si de vaguedades se trata, el proyecto de 
ley alternativo que se nos presenta establece: «El Minis- 
terio de Salud Pública estará facultado, una vez agotadas 
todas las instancias de persuasión...». ¿Cuáles son las ins- 
tancias de persuasión? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Disculpe, señor senador, 
ha terminado el tiempo de que dispone. 
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Puede continuar el señor senador Manini Ríos. 


SEÑOR MANINI RÍOS.- Simplemente queremos 
confirmar que nuestra bancada va a votar este proyecto 
de ley. Por supuesto que hubiéramos preferido no llegar 
a esta instancia ni tener que limitar ninguna de las liber- 
tades que consagra la Constitución de la república, pero 
es indudable que hoy, por sobre todas las cosas, está el 
interés común y el de preservar la vida de los uruguayos. 
En definitiva, es obligación de todo gobernante saber prio- 
rizar en el momento de decidir. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
SEÑOR CANON- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CANON.- Gracias, señora presidenta. 


La crisis sanitaria y particularmente su evolución ac- 
tual es una causa nacional que preocupa a todo el sistema 
político. 


Coincidimos con la afirmación del señor presidente de 
la república en el sentido de que esta emergencia debe ser 
encarada con Política, pero con mayúscula. 


En diversas oportunidades el Frente Amplio ha ofre- 
cido su concurso al Gobierno, y por su intermedio a la 
sociedad, para disminuir los peores efectos de la pande- 
mia, que afectan desigualmente a los desiguales. Es más, 
hemos aportado ideas, documentos, iniciativas y votos. 
Han sido y son también nuestras las exhortaciones del Go- 
bierno, del GACH y de la comunidad científica a limitar la 
movilidad social, a cuidarse y cuidar a los conciudadanos, 
entre otras. 


No debería haber en este debate grieta alguna; por tra- 
mos, lo logramos. 


No seré yo, con todo respeto, quien vuelva al tema de 
Cartago, a las guerras púnicas y a Catón el Censor, sino 
que lo hago de la mano del señor psiquiatra y psicoanalista 
Ricardo Bernardi, integrante de la Academia Nacional de 
Medicina y del Grupo Asesor Científico Honorario, que 
el 17 de diciembre de 2020, en declaraciones a La Diaria, 
dijo: «Tanto al gobierno como al GACH les preocupa la 
baja percepción de riesgo y por eso asoman, cada vez más, 
las preguntas sobre “los mecanismos psicológicos y com- 
portamientos sociales”». 


Y agrega el doctor Bernardi: «A lo que uno puede as- 
pirar es a bajar probabilidades, no a llegar a cero. Hay que 
bajar el riesgo, porque llegar a cero es imposible, tendría- 
mos que estar en sarcófagos. Hay que vivir, hay que co- 
mer, hay que trabajar”». 
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Es lógico que se consulte a las ciencias naturales acer- 
ca de epidemias, pero no hay que perder de vista que es un 
hecho social total, es decir, un fenómeno que atañe prácti- 
camente a todas las dimensiones de la vida social. 


En Europa, algunos articulistas se preguntan por qué 
llaman guerra a la pandemia cuando se trata de un fenó- 
meno natural, repetidamente anunciado y cuyas conse- 
cuencias eran previsibles. El sábado 11 de abril, el pre- 
sidente alemán, Frank-Walter Steinmeier, dirigiéndose a 
Europa, dijo que esta pandemia no era una guerra, que las 
naciones no se enfrentaban a otras naciones, ni eran solda- 
dos contra otros soldados; que estamos ante una prueba de 
nuestra humanidad en la que sale lo mejor y lo peor de las 
personas y es una ocasión para que mostremos lo mejor de 
nosotros mismos. 


(Ocupa la presidencia la señora Gloria Rodríguez). 


—¿Qué le pasó a la sociedad uruguaya? ¿Por qué nos 
portamos mal?, se pregunta el sociólogo Sergio Reyes, 
secretario de la Asociación Nacional de las ONG en un 
artículo titulado Portarse bien. Allí sostiene: «Parece cla- 
ro que al GACH le ha faltado una visión más social del 
problema, por eso se incorporó al equipo de científicos al 
sociólogo Fernando Filgueira, un profesional cuyas cre- 
denciales sobran para integrar ese colectivo. Se lo convoca 
porque según se expresó, “la idea es armar un grupo de 
trabajo para analizar por qué tanto son acatadas las me- 
didas que se recomiendan, y si no lo son, saber por qué. 
Para eso vamos a analizar muchas cosas, por ejemplo, la 
situación de la vivienda de las distintas personas, y ver si 
esto tiene que ver con que adopten o no lo que se les pide”; 
más especificamente se intenta “entender por qué parte de 
la gente no acata las medidas”». 


Lo que sigue refiere solo a un subconjunto de orienta- 
les, aunque es un gran subconjunto. El asunto es comple- 
jo. El desempleo, a octubre del 2020, trepó a 11,2 %. El 
número de personas en seguro de paro en octubre de este 
año fue de 85.528, después del pico de mayo de 185.000. El 
reintegro es cada vez más difícil. Aumentan los despidos. 
Es lógico, porque hay sectores que siguen sin funcionar: el 
turismo, las artes, la cultura, el deporte, el entretenimien- 
to, pequeñas y medianas empresas del sector comercio 
sufren la disminución del consumo. Se estima que unas 
cuatrocientas mil personas están en situación de pobreza 
y que deben resolver su vida día a día. La economía caería 
este año en un 4,5 %. El economista Aldo Lema dijo que 
el trabajo recuperó la centralidad de los problemas que nos 
afectan; que no hay más que dar una vuelta por los barrios 
populares de Montevideo y conocer las condiciones en que 
se viaja hacia el norte y el oeste de nuestra capital para 
concluir que si esas cuatrocientas mil personas no salen a 
la calle, no comen. Ciudadanos blancos, colorados, fren- 
teamplistas, cabildantes, etcétera, en todo el país salen a 
la calle, no para desafiar ningún mandato; no hay en estas 
conductas un ápice de rebeldía orientada a menoscabar 
la política de salud del Gobierno, sino que simplemente 
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se trata de estrategias de vida. Cuando la desigualdad es 
grande, las lecturas de algunos fenómenos pueden simpli- 
ficarse. Son gente que vive en condiciones habitacionales 
insatisfactorias. 


El otro lugar común de la sanción social es la con- 
ducta de los jóvenes. Los jóvenes que yo conozco hacen 
lo que pueden con lo que les pasa, que es más o menos 
lo que hacemos todos. La muestra a la que accedo puede 
ser sesgada, pero en su mayoría se trata de jóvenes que se 
mantuvieron encerrados durante nueve largos meses, es- 
tudiando como pudieron en esas mismas casas en las que 
viven más personas de las que deben. Han pasado nueve 
meses de pandemia. El encierro ha sido largo. El invierno, 
como siempre, fue duro e injusto. En diciembre, con el 
verano llega la tibieza del encuentro, pero sobre todo lle- 
ga a una sociedad cansada del encierro, con poco trabajo, 
sin dinero y mucha incertidumbre. Descargar el enojo o la 
responsabilidad en las personas no es el camino. ¿Cuál es, 
entonces, el camino? Previamente, déjenme volver sobre 
el proyecto de ley de la coalición, del que solo diré —por- 
que mis compañeros de bancada han fundamentado sufi- 
cientemente en contra— que, si el bien tutelado es la salud, 
no es competencia del Ministerio del Interior. El proyecto 
esgrime razones de salud pública para determinar si hay 
notorio riesgo sanitario; no es el métier de un funcionario 
policial. ¿Cuáles son, entonces, los caminos? Para respon- 
der a ello, me ayuda el politólogo Daniel Chasquetti, quien 
en los últimos días hizo referencia al libro La lógica de 
la acción colectiva: bienes públicos y la teoría de gru- 
pos, del economista y politólogo estadounidense Mancur 
Olson, quien propuso que solo un incentivo individual y 
selectivo estimularía a una persona racional de un grupo 
latente a actuar con espíritu grupal. Es decir que solo un 
beneficio estrictamente reservado a los miembros de ese 
grupo motivaría a alguien a unirse y a contribuir con el 
grupo. Esto significa, en buen romance, que los individuos 
actuarán colectivamente para proporcionar bienes priva- 
dos, no para proporcionar bienes públicos como es la salud 
pública. Para que todos cooperen, deben diseñarse incen- 
tivos de carácter positivo —por ejemplo, la renta básica de 
emergencia, entre otras propuestas del Frente Amplio— o 
negativo, o como los proyectos presentados, tanto el de la 
coalición como el de nuestra bancada. Por otra parte, si los 
incentivos son solo negativos y no hay positivos, no vamos 
a resolver el problema. Sería —esta es casi una moción de 
aspiración— una señal muy potente del sistema político a la 
sociedad votar un proyecto común, que incluyera solucio- 
nes socioeconómicas; una contribución enorme a la salud 
pública y a la tranquilidad de los uruguayos. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
SEÑORA DELLA VENTURA. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Gloria Rodríguez).- Tiene 
la palabra la señora senadora. 
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SEÑORA DELLA VENTURA.- Gracias, señora pre- 
sidenta. 


En realidad, se supone que nosotros, como senadores 
=y los legisladores en general— somos la voz de la pobla- 
ción, pues de alguna forma se nos delegó este poder que 
tenemos de estar resolviendo cosas que inciden en su vida 
cotidiana. Evidentemente, este tema preocupa a la pobla- 
ción, a todos los uruguayos y, por ende, nosotros aquí es- 
tamos por esta preocupación. 


Algunas cosas que se han dicho las compartimos. 
De alguna forma entendemos que había cierta pasividad 
—como se dijo, incluso, por parte de alguna legisladora del 
oficialismo—, que había que tomar medidas concretas, y 
eso lo compartimos. Se habló de cercenar el derecho de 
reunión —no lo dijimos nosotros, sino que se dijo en otro 
momento de esta reunión—, o sea que se entiende que esta- 
mos cercenando y no solo limitando un derecho. También 
compartimos las ganas de salir colectivamente de aquí con 
un proyecto común, e incluso solicité una interrupción al 
senador Botana cuando él habló de dialogar, de que quie- 
ren dialogar. Justamente eso es lo que queremos desde el 
principio; entonces, paremos esto, veamos cómo podemos 
llegar a un proyecto en común. Estamos dispuestos a eso. 


La diferencia entre el artículo 38 y el 44 para nosotros 
es muy importante. Para algunos, aparentemente se dice 
lo mismo, pero no es así. Recién el senador Canon hacía 
referencia a algo que yo también quería mencionar: no es 
lo mismo delegar en la institución policial el tema de lo 
sanitario —como se dijo—, que ponerlo donde debe estar, 
que es en la institución de la salud. Por eso optamos, como 
Frente Amplio, por el artículo 44. Nos parece que es lo 
correcto. Si estamos hablando de riesgo sanitario y no de 
riesgo para la seguridad pública —porque alguien dijo que 
ese riesgo existía—, a quien le corresponde dirimir si en 
una situación determinada existe peligro es a la autoridad 
sanitaria. Evidentemente, se puede llegar a necesitar la se- 
guridad policial y nadie dice que no recurramos a ella, 
pero ante situaciones concretas lo correcto es que decida 
la autoridad sanitaria. Evidentemente eso es lo que nos pa- 
rece a nosotros. 


También se mencionaron las medidas adoptadas, ba- 
sadas en la libertad responsable, y las compartimos. Pero 
esto duró varios meses y omitimos decir lo que mencio- 
namos varias veces, y es que durante todo ese tiempo en 
el que la emergencia sanitaria se manejó bien influyó el 
estado en que se encontraban los centros de salud. Tam- 
bién la conectividad estaba bien resuelta, lo que permitió 
el teletrabajo y continuar con la educación. Creo que es 
bueno poner sobre la mesa estos temas, porque no se trata 
de que hayan encontrado un país que no tenía esas condi- 
ciones y que a pesar de ello se transitó bien, sino que se 
transitó bien, entre otras cosas, porque nuestro país estaba 
preparado por los Gobiernos anteriores. 
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Creemos que está bien tomar medidas. Es evidente que 
lo compartimos por todo lo que decimos, pero pensamos 
que no son suficientes. Y nos preguntamos algo. ¿Realmen- 
te nos preocupa que la pandemia no se siga difundiendo ex- 
ponencialmente? ¿Todos podemos vivir dentro de nuestra 
burbuja? Hay personas que están viviendo hacinadas con 
sus familias y no pueden mantener el distanciamiento nece- 
sario; otros no pueden por el trabajo, que es de los lugares 
donde hay más contagios. Nosotros creemos que estas me- 
didas no apuntan a esos ámbitos. Más allá de exhortar a que 
se tomen los recaudos en los diferentes ámbitos de trabajo, 
cuando admitimos que hay hacinamiento en los ómnibus 
urbanos o suburbanos estamos diciendo que esto va a seguir 
propagándose. Si se dice que no a las cinco propuestas que 
el Frente Amplio hizo hace dos días, en realidad se está de- 
mostrando que la salud importa, pero no tanto, y que no se 
quiere gastar. Nosotros pensamos que hay que gastar, pero 
esa decisión tiene que tomarla el Gobierno. 


Entendemos que los puntos importantes para mantener 
la salud y que no se siga difundiendo la pandemia son: 
establecer una renta básica de emergencia; suspender los 
desalojos; suspender los pagos de DGI y BPS para las pe- 
queñas y medianas empresas y luego se tramite la refinan- 
ciación; suspender el cobro de las tarifas públicas de UTE 
y OSE, así como los cortes de agua y de luz, haciendo 
posible diferir los pagos. ¿Alguien imagina qué va a pasar 
cuando realmente no se puedan pagar las tarifas en esos 
hogares ya carenciados y, por ejemplo, carezcan de agua? 
Es preciso hacer algo. El cuarto punto de nuestro planteo 
es ese, la suspensión del cobro de las tarifas. Creemos que 
hay que tomar decisiones. 


Por otro lado, como el sector turístico está pasando 
una emergencia debería ser tenido en cuenta y crearse 
un fondo. 


(Ocupa la presidencia la señora Beatriz Argimón). 


—Esas fueron las cinco propuestas que hicimos hace 
dos días y tienen total vigencia. No son exactamente las 
cuarenta que pretendíamos presentar al principio, porque 
intentamos concentrarlas —se podrían proponer muchas 
más—, pero esta es la propuesta seria que hace el Frente 
Amplio. No lo hacemos simplemente porque se nos ocu- 
rrió, sino que pensamos en la salud de la gente y en cola- 
borar para que la pandemia no se siga expandiendo de la 
forma que lo está haciendo. Hay que hacer algo y enten- 
demos que no basta con esto que se propone, de limitar el 
derecho de reunión, cosa que nuestra propuesta también 
recoge, pero con la garantía de que sea la autoridad de la 
salud la que resuelva el tema. 


SEÑOR OLESKER.- ¿Me permite una interrupción, 
señora senadora? 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Con mucho gusto. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Olesker. 


SEÑOR OLESKER.- Señora presidenta: en la exposi- 
ción que hice al comienzo de la sesión marqué las diferen- 
cias sustantivas entre los dos proyectos de ley, pero aquí se 
ha planteado que prácticamente son iguales y que la única 
diferencia es el organismo competente. Siguiendo un viejo 
juego que hacíamos cuando éramos chicos, quiero plan- 
tear las siete diferencias entre ambas iniciativas, porque 
me parece que deben quedar claras. 


La primera es el plazo. Podrá ser poco —de treinta a se- 
senta días con posibilidades de llegar a los noventa, luego 
de una evaluación—, pero es una diferencia. 


La segunda —acá se la leyó incluso— aparece cuando se 
habla de «notorio riesgo sanitario en las que no se respeten 
las medidas», y una de las iniciativas termina haciendo 
referencia —y ahí está la diferencia— a «los protocolos dis- 
puestos por la autoridad competente», mientras que en la 
otra establece «que disponga el Ministerio de Salud Pú- 
blica». Destaco que, respecto a protocolos sanitarios, no 
conozco otra autoridad competente. 


La tercera es que según el último informe del GACH, 
el 20 % de los infectados son personas que se contagia- 
ron en su entorno laboral. El artículo 4. del proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo fija reglas sanitarias y de contralor 
sobre la propagación de la covid-19 en espacios laborales. 


La cuarta es que la fiscalización, de la que tanto se ha 
hablado aquí, debe ser realizada por salud pública. 


La quinta está en que se deban remitir las actuaciones 
a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defen- 
soría del Pueblo y a la Fiscalía General de la Nación; no 
está el Poder Judicial en este otro proyecto de ley. 


La sexta está en que el artículo 10 tenía dos puntos, los 
literales b) y c), relativos a los transportistas y a los que ya 
tienen pasaje para viajar, a lo que se agrega a los ciudada- 
nos uruguayos que lleguen a la frontera por sus propios 
medios, lo que tampoco está en el otro proyecto. 


La séptima —en realidad son tres, pero las junto en 
una— tiene que ver con las compensaciones para los tra- 
bajadores que deban faltar a su trabajo, por prescripción 
médica o por ser población de riesgo, financiadas por el 
Fondo Solidario COVID-19. 


Por lo tanto, hay siete diferencias y está claro que son 
dos proyectos sustantivamente distintos desde lo general a 
lo particular, y por eso se van a votar en forma separada. 


SEÑORA PRESIDENTA. Puede continuar la señora 
senadora Della Ventura. 
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SEÑORA DELLA VENTURA.- Señora presidenta: 
creo que ha quedado fundamentado por qué no comparti- 
mos la propuesta del Poder Ejecutivo. 


SENOR GANDINI.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR GANDINI.- Señora presidenta: no quiero en- 
trar en eso de las siete diferencias, pero sí en la principal 
coincidencia, que está en que los dos proyectos de ley limi- 
tan el derecho de reunión: lo hace el artículo 1.* de la inicia- 
tiva que presentó el Poder Ejecutivo, y casi con las mismas 
palabras lo hace el artículo 3.2 de la propuesta del Frente 
Amplio. Todo lo demás es accesorio; aquí lo central es que 
se prohíben las aglomeraciones en determinadas circuns- 
tancias y eso es una limitante legal al derecho de reunión, 
tal como lo establece el artículo 38 de la Constitución. Am- 
bas lo limitan y casi con las mismas características. A mi 
juicio, todo lo demás es accesorio. Aquí lo principal es que 
damos al Poder Ejecutivo —a veces en coordinación con 
los Gobiernos departamentales— la facultad de suspender 
o disolver las aglomeraciones que atenten contra la salud 
pública y puedan generar riesgo de contagio. 


SEÑOR BRENTA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BRENTA.- Señora presidenta: advertimos 
que hay una gran coincidencia en esta sala y tiene que ver 
con la necesidad de encontrar herramientas para preservar 
la salud de los uruguayos en una coyuntura francamente 
peligrosa y riesgosa, donde todos tenemos una gran incer- 
tidumbre respecto al futuro. 


Quiero decir que esa es la coincidencia, pero tenemos una 
importante diferencia respecto a la responsabilidad o a quien 
le compete efectivamente llevar adelante esta medida que se 
ha plasmado claramente en sala cuando se ha hecho referen- 
cia a la actuación de la Policía nacional o al rol fiscalizador 
de la policía sanitaria que es el Ministerio de Salud Pública. 
En este sentido, estamos convencidos de que se está come- 
tiendo un error grave que tiene que ver con exponer al cuer- 
po policial, el que deberá tomar decisiones para las cuales no 
está preparado, porque efectivamente la determinación del 
riesgo sanitario claramente no corresponde al Ministerio del 
Interior ni a la Policía nacional. Esto no quiere decir que no 
confiemos en la Policía; todo lo contrario, significa confiar y 
proteger al cuerpo policial frente a situaciones que va a tener 
que enfrentar —y vimos claramente algunas de ellas en estos 
días— para las cuales no tiene preparación suficiente, como sí 
lo tienen los cuerpos inspectivos de otras áreas. 


Si miramos los niveles de contagio existentes, de los 
186 brotes, 78 son intrafamiliares y 40 del ámbito laboral. 
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El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social cuenta con la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social 
para efectuar los contralores rigurosos que deben llevarse 
adelante en el ámbito laboral y efectivamente detener este 
porcentaje de brotes que es más del 25 % de los existentes. 


Por último, y para ser breve porque se ha dicho mucho, 
también hay que actuar en el ámbito educativo donde hay die- 
ciocho brotes y en el ámbito público, que si bien hay menos 
no significa que no se debe actuar en ellos. En nuestro caso 
hemos planteado el rol del Ministerio de Salud Pública y esto 
nos parece un elemento de diferenciación para nada menor; 
por el contrario, se está sustituyendo el rol de policía sani- 
taria que tiene claramente el Ministerio de Salud Pública. 


Por último, quiero decir que lo referente al ingreso de 
ciudadanos uruguayos del exterior nos parece claramente 
inconstitucional. Esta medida de impedir el ingreso de ciu- 
dadanos uruguayos que llegan por sus propios medios al 
país nos parece francamente inconstitucional. Quiero saber 
qué vamos a hacer con aquel ciudadano uruguayo que llegue 
a la frontera y le digan que no puede ingresar al país donde 
vive y donde probablemente tiene su lugar de residencia. 


Me parece que ese artículo debería ser retirado si es 
que no queremos enfrentar situaciones que claramente 
violan la Constitución. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SENOR BRENTA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Sánchez. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Señora presidenta: pedí una in- 
terrupción que no tardará más de un minuto, porque más 
allá de este juego de las diferencias y las coincidencias, 
probablemente cuando pasemos a la discusión particular 
se mocione para que se voten en bloque los artículos. 


Quiero llamar la atención —ya que se están analizando 
las diferencias— sobre el artículo 2.” presentado por el Po- 
der Ejecutivo, donde se lo faculta, a través de los ministerios 
competentes y los Gobiernos departamentales, a disponer el 
cese de aglomeraciones y de reuniones de personas con no- 
torio riesgo sanitario. En el proyecto presentado por el Frente 
Amplio no hay referencia a las reuniones, y esto hace a los 
marcos de garantía. Aquí se tomó «aglomeración» como si- 
nónimo de «reunión», pero por alguna razón se hace una dis- 
tinción, pues se está facultando al Poder Ejecutivo a disolver 
las aglomeraciones y las reuniones que no cumplan con las 
medidas sanitarias. Naturalmente, con esto no estoy adjudi- 
cando nada, simplemente digo que aquí se avanza, también, 
en términos de reuniones y hacía la referencia que se hizo al 
principio de esta sesión —ya que estamos casi sobre el final, 
¿verdad, señora presidenta?, y no pretendo reabrir el debate— 
en cuanto a que la reunión debía ser rápida porque, si no, es- 
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taríamos en una aglomeración, justamente por la aplicación 
subjetiva de qué es lo que hay que resolver, quién resuelve y 
cuándo, en función de la subjetividad que tenga cada uno. 


Gracias, señor senador Brenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
senador Brenta. 


SEÑOR BRENTA.- Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR VIERA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR BRENTA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Viera. 


SENOR VIERA .- Gracias, señor senador, por su ama- 
bilidad. 


Simplemente quiero dejar en claro que el artículo 2. 
—que acaba de leer el senador Sánchez— faculta al Poder 
Ejecutivo a través de los ministerios competentes y de los 
Gobiernos departamentales. En ningún artículo el pro- 
yecto de ley determina que el Ministerio del Interior —la 
Policía— tenga que ser el que actúe. Es más, en el segundo 
inciso del artículo 2.? se dice: «Dicha facultad deberá ejer- 
cerse en cumplimiento de los principios de igualdad, no 
discriminación y razonabilidad conforme a criterios sani- 
tarios», o sea, no es a criterio policial. 


Creo que está mal que se infiera que estamos otorgan- 
do a la Policía determinado trabajo o potestades; no, es al 
Poder Ejecutivo. 


Gracias, señora presidenta, y gracias señor senador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
senador Brenta. 


SEÑOR BRENTA.- Para culminar, en referencia a las 
precisiones que se acaba de realizar, digo que, a mi enten- 
der, todas las expresiones de los senadores del oficialismo 
han sido extremadamente claras respecto al rol de quién 
va a fiscalizar estas medidas; por tanto, me parece que no 
hay duda respecto al rol del Ministerio del Interior. 


Si no es así, que se explicite lo contrario y se diga quién 
lo va a hacer. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BRENTA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
senador Gandini. 
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SEÑOR GANDINTL.- Gracias, señor senador. 


Brevemente, voy a empezar por el final de algunas de 
las cosas que se dijeron. 


Esta no es una aglomeración de las que refiere el 
artículo 1. del proyecto de ley, primero, porque no está 
realizándose en un espacio de uso público y, segundo, 
porque si así fuera interpretado, estamos todos usando 
tapaboca y cumpliendo con las normas; por lo tanto, la 
situación no encaja en eso. 


Si se quisiera entender que esto es una reunión, enton- 
ces podría disolverse si no estuviéramos cumpliendo los 
protocolos, pero acá hay protocolos y todos están siendo 
cumplidos, por lo tanto, tampoco encaja. 


Cuando el artículo 2.” habla de reuniones, se está refi- 
riendo a «las reuniones que se realicen en contravención 
de las medidas sanitarias y protocolos dispuestos por la 
autoridad competente». Es lo que ha hecho la intendenta 
Carolina Cosse en estos días con algunas fiestas: ha inter- 
venido porque violan los protocolos. 


Entonces, lo que aquí se establece es la facultad del 
Poder Ejecutivo, a través de los ministerios competentes 
—uno puede ser el de Salud Pública, perfectamente— o de 
los Gobiernos departamentales, a intervenir, también, en 
lo que ya está vigente y se está haciendo, que son las re- 
uniones que se realicen en contravención de las medidas 
sanitarias y de los protocolos dispuestos. No se trata de 
cualquier reunión sino de las que se realicen en contraven- 
ción de eso. Esta es una reunión y se está realizando de 
acuerdo con los protocolos, por lo tanto, se puede hacer. 


Gracias, presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
senador Brenta. 


SEÑOR BRENTA.- He terminado, señora presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa quiere aclarar que 
aquí vinieron de la Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social y se constató que este Parlamento cum- 
ple fidedignamente con los protocolos. Lo digo porque es- 


tamos en el tema. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 


(Se vota). 
—18 en 31. Afirmativa. 
En discusión particular. 


Si se me permite, aclaro que tenemos el texto que vino 
del Poder Ejecutivo y, además, sustitutivos; propongo que 
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en los casos en que existan diferencias se voten en for- 
ma negativa los artículos del proyecto original, para luego 
considerar los sustitutivos. 


En consideración el artículo 1. tal como viene en el 
proyecto de ley original. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—0 en 31. Negativa. 

SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ASIAÍN.- Señora presidenta: voy a propo- 
ner el texto sustitutivo in voce porque es breve. 


El inciso primero del artículo 1. quedaría redactado 
de la siguiente manera: «Limítase transitoriamente, y por 
razones de salud pública,» —en lugar de «por razones de 
interés general»— «el derecho de reunión consagrado por 
el artículo 38 de la Constitución». 

En el inciso segundo, por su parte, se elimina el térmi- 
no «etc.» que figura en la penúltima frase y se lo sustituye 


por «y otros elementos de similar naturaleza». 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el sustitutivo propuesto. 


(Se vota). 
—18 en 31. Afirmativa. 


En consideración el artículo 2. del proyecto de ley ori- 
ginal. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
-18 en 31. Afirmativa. 


En consideración el artículo 3. del proyecto de ley ori- 
ginal. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—0 en 31. Negativa. 


SEÑORA ASIAÍN.- Propongo que se vote la hoja n.? 3 
en sustitución del artículo 3.*. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el texto sustitutivo del artículo 3.?. 


(Se vota). 

-18 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 4.? en su texto original. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

-18 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 5.” en su texto original. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

-18 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6.? en su texto original. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

-18 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 7.” en su texto original. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—0 en 31. Negativa. 

SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ASIAÍN.- Propongo la votación de la hoja 
n.? 2, que contiene el texto sustitutivo del artículo 7.?. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el texto sustitutivo del artículo 7.? que 
figura en la hoja n.” 2 del repartido. 


(Se vota). 
—18 en 31. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 
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(Texto del proyecto de ley aprobado). 


CAPÍTULO | 


REGLAMENTACIÓN DEL ARTÍCULO 38 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


Artículo 1*.- Limitase transitoriamente, y por razones de salud pública, el derecho de 
reunión consagrado por el artículo 38 de la Constitución. 


Suspéndense las aglomeraciones de personas que generen un notorio riesgo 
sanitario por el plazo de sesenta días desde la publicación de la presente ley, 
entendiéndose como tales, la concentración, permanencia o circulación de personas en 
espacios públicos o privados de uso público en las que no se respeten las medidas de 
distanciamiento social sanitario, ni se utilicen los elementos de protección personal 
adecuados, tales como tapabocas, mascarillas, protectores faciales y otros elementos de 
similar naturaleza, según el caso, destinados a reducir la propagación de enfermedades 
contagiosas 
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Artículo 2? - Facúltase al Poder Ejecutivo, a través de los Ministerios competentes y 
a los Gobiemos Departamentales en sus respectivas jurisdicciones, a disponer el cese de 
aglomeraciones de personas que generen un notorio riesgo sanitario y de las reuniones 
que se realicen en contravención de las medidas sanitarias y protocolos dispuestos por la 
autoridad competente. 


Dicha facultad deberá ejercerse en cumplimiento de los principios de igualdad, no 
discriminación y razonabilidad conforme a criterios sanitarios. 


Artículo 3* - Quien infrinja las disposiciones de la presente ley, será advertido por la 
autoridad competente e instado a desistir de su actitud. 


El Poder Ejecutivo podrá aplicar sanciones por los incumplimientos a la presente ley 
las que podrán consistir en: apercibimiento, observación y multa de 30 a 1000 Unidades 
Reajustables, sin perjuicio de las acciones penales que pudieren corresponder. 


El monto recaudado por concepto de las multas eventualmente aplicadas será 
destinado al "Fondo Solidario Covid-19” creado por la Ley N* 19.874, de 8 de abril de 
2020. 


Artículo 4”.- El Poder Ejecutivo podrá prorrogar por única vez y por el término de 
treinta días el plazo previsto en el artículo 1* de la presente ley. 


CAPÍTULO Il 


REGLAMENTACIÓN DEL ARTÍCULO 37 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
REPÚBLICA 


Artículo 5”.- Prohibese el ingreso de personas al país por las fronteras terrestres, 
marítimas, fluviales y aéreas -cualquiera sea su modalidad- desde la fecha de 
promulgación de la presente ley y hasta el 10 de enero de 2021 inclusive. 


Artículo 6* - Exceptúanse de la prohibición dispuesta en el artículo anterior a las 
personas que cumplan algunas de las siguientes condiciones: 
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A) Los transportistas internacionales de bienes, mercadería, 
correspondencia y ayuda humanitaria y sanitaria. 


B) Los pasajeros que acrediten haber adquirido su pasaje para el ingreso al 
país hasta el 16 de diciembre de 2020 inclusive, siempre que a esa fecha 
contaran con las autorizaciones necesarias en su caso. 


Artículo 7? - Facúltase al Poder Ejecutivo a prorrogar por única vez y por hasta 
sesenta días el plazo de la medida adoptada en el artículo 5* de la presente ley, así como 
a disponer otras excepciones además de las previstas en el artículo 6*, en aquellos casos 
en los cuales se justifique y acredite la necesidad de las mismas. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 18 de diciembre de 
2020. 


BEATRIZ ARGIMÓN 
Presidenta 
GUSTAVO SÁNCHEZ PIÑEIRO 
Secretario 
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SEÑORA BIANCHI.- Pido la palabra para fundamen- 
tar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SENORA BIANCHI.- Estoica y respetuosamente he 
permanecido en silencio, pero no quiero que pase esta se- 
sión sin que quede constancia de que quien está hablando 
apoya en un cien por ciento el proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. 


Somos tan garantistas que, además, modificamos el 
proyecto de ley justamente sacando la expresión «de in- 
terés general» para que quede específicamente estableci- 
do —por si alguien tenía alguna duda, que es lo que suele 
predominar; cuando uno no está seguro, pasan esas cosas— 
que es por razones de salud pública. 


En mi fundamento de voto señalo que sí estamos 
restringiendo un derecho que, como todos los derechos, 
puede ser limitado. El derecho que está más limitado en 
nuestro ordenamiento jurídico es el derecho a la libertad; 
el derecho a la vida también está limitado porque tenemos 
cantidad de normas en ese sentido, algunas de ellas noto- 
riamente conocidas por todos. Y quiero dejar constancia 
de que lo hacemos a conciencia, porque estamos todavía 
parados en la Revolución francesa y «mis derechos termi- 
nan donde comienzan los de los demás». 


En consecuencia, no hay ninguna duda de que lo po- 
demos hacer. Lo hacemos por la vía legal, que es lo que 
establece la Constitución. 


Y quiero dejar constancia de que no es posible confun- 
dir, señora presidente, el artículo 38 de la Constitución con 
el artículo 44. El artículo 44 es una de las tantas normas 
programáticas que tiene la Constitución, que se refiere, en 
este caso, a la salud pública. Todas las medidas que se han 
adoptado con respecto a la salud, yo diría desde que na- 
ció el Estado republicano y democrático en el Uruguay, 
y especificamente las que se tomaron en esta pandemia, 
están encartadas en el artículo 44. En cambio, el artículo 
38 se refiere al derecho de reunión, específicamente, que 
es lo que vamos a limitar. No hay que confundir. Ya está 
claramente dicho. 


Lo último, señora presidente, es que ahora me explico 
por qué hay dudas. Cuando se dice «ministerios compe- 
tentes» hay que ir a la Constitución y a la ley. Las compe- 
tencias de los ministerios están reguladas por la Constitu- 
ción, así que nadie las puede burlar. 


Gracias, señora presidente. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Pido la palabra para funda- 
mentar el voto. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Gracias, señora presidenta. 


Voto este proyecto del Ejecutivo convencida, por la si- 
tuación crítica a nivel nacional. Nuestro Gobierno, con el 
esfuerzo de toda la ciudadanía, ha logrado retrasar ocho 
meses la primera ola de esta pandemia que afecta a todo 
el mundo. 


Señora presidenta: nosotros sabemos de nuestros per- 
filismos y entendemos que siempre es importante estar 
presentes en todos los temas del país, pero hoy la situación 
es de emergencia; es una situación de vida o muerte, y 
estos perfilismos no corren. Es un tema de Estado, no de 
partidos políticos y menos de perfilismo, porque estamos 
restringiendo derechos a la ciudadanía. 


Hemos permanecido nueve horas encerrados acá, o 
más de nueve horas en discusiones bizantinas. Esto es una 
locura. Señora presidenta: no predicamos con el ejemplo. 
La ciudadanía espera otra respuesta de nosotros en mo- 
mentos de tanto dolor e incertidumbre. 


Muchísimas gracias. 


SEÑOR STRANEO.- Pido la palabra para fundamen- 
tar el voto. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR STRANEO.- Gracias, señora presidenta. 


Votamos afirmativamente con la convicción de que 
esto es un respaldo necesario para el presidente de la repú- 
blica, actuando en Consejo de Ministros y, para el GACH. 


Yo creo que este es un mensaje claro y contundente 
que ha dado la bancada de senadores de la coalición al 
Poder Ejecutivo íntegro, en la necesidad de seguir en el 
combate a la pandemia de la covid-19. 


Sencillamente, tenemos la convicción de haber votado 
con el convencimiento puro de que era necesaria esta re- 
gulación. Sabemos que va a ser utilizada en el marco de 
la ley, de las garantías constitucionales y de la libertad es- 
pecialmente identificada como un principio constitucional 
insoslayable. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Pido la palabra para 
fundamentar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 
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SEÑORA DELLA VENTURA.- Gracias, señora pre- 
sidenta. 


En realidad, dado que se fundamenta, entendemos que 
también tenemos que manifestar por qué no acompaña- 
mos la votación. 


Cuando se dice «todos tienen competencia», evidente- 
mente es sí; nadie cuestiona que tengan competencia. El 
tema, para nosotros, es que tiene que quedar claro que la 
competencia es del Ministerio de Salud Pública y no del 
Ministerio del Interior. Y voy a reafirmar esto con lo vivi- 
do en mi departamento en la noche de ayer; en Chamizo, 
concretamente. Decimos que la policía no actuó correcta- 
mente. Hubo suerte de que el tiro que se disparó no hirió 
a nadie, pero prueba, de alguna forma, que no es el orga- 
nismo competente para dirimir si hay un riesgo sanitario. 


Entonces, nuestra propuesta basada en el artículo 44... 
(Murmullos). 


—Pido que me ampare en el uso de la palabra, señora 
presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA. ¡Silencio, por favor! 


SEÑORA DELLA VENTURA.- Reafirmamos la pro- 
puesta del Frente Amplio; incluso, dado que abarcaba más 
puntos, hubiera sido bueno que esos otros puntos se pusie- 
ran en consideración. 


(Intervención de un señor senador que no se escucha). 


—Me aclaran que se van a poner en consideración; me 
parece bárbaro que así sea. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ASIAÍN.- Señora presidenta: solicité la pa- 
labra no para fundamentar el voto, sino para mocionar 
que el Cuerpo exprese un agradecimiento especial a los 
integrantes del Grupo Asesor Científico Honorario que de 
forma gratuita han prestado todo este tiempo sus energías, 
su tiempo y sus capacidades en beneficio de toda la co- 
munidad. 


SEÑOR MANINI RÍOS.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MANINI RÍOS.- Señora presidenta: compar- 
to totalmente lo propuesto por la senadora Aslaín, pero 
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también quisiera incluir en esa moción de agradecimiento 
a las autoridades y a todos los trabajadores de la salud. 


SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.-- Solicito que se agregue «a los 
funcionarios policiales, a los funcionarios militares y a 
otros funcionarios públicos de los Gobiernos departamen- 
tales que están desarrollando una ardua tarea». 


(Dialogados). 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Quiero hacer una consulta a la 
señora senadora mocionante. Me gustaría saber cuál es la 
moción; no entiendo qué moción vamos a votar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Primero vamos a terminar 
con los fundamentos de voto y después procederemos a 
actualizar la moción de la señora senadora Asiaín. 

SEÑOR COUTINHO.- Pido la palabra para funda- 
mentar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR COUTINHO.- Señora presidenta: me sentí 
más que representado por las palabras del señor sena- 
dor Viera en todos sus aspectos. Hoy somos parte de una 
coalición y claramente con sus palabras nos representaba 
al resto de los senadores. Estamos convencidos de que 
estamos trabajando, respaldando y apoyando un proyecto 
de ley que da una herramienta más al Poder Ejecutivo 
para poder seguir avanzando en el combate a esta pan- 
demia. 


En esta fundamentación quería trasmitir que votamos 
con tranquilidad. Este es un Gobierno sólido, que hoy 
vuelve a mostrar su apertura porque, al igual que durante 
el tratamiento de la ley con declaratoria de urgente con- 
sideración y del presupuesto, también hoy hubo trabajo 
de los legisladores de la coalición, aportes e intercambios 
para aprobar el mejor proyecto de ley a los efectos de que 
sea la mejor herramienta. Pero principalmente, señora pre- 
sidenta, quería decir que estamos viviendo un momento 
muy duro, tanto que es muy difícil ponerle costo a una sola 
vida o a una sola acción o circunstancia. 


Sin embargo, en esta fundamentación de voto, no me 
gustaría pasar por alto que Uruguay le viene ganando a 
la pandemia hace nueve meses, y eso no se dijo. Le veni- 
mos ganando a uno de los enemigos más importantes de 
la historia de este país. Por lo tanto, no quería dejar de 
mencionar los aportes que hacen el grupo de científicos, 
las autoridades de la salud y los uruguayos todos. Por 
encima de los costos que hemos tenido, de lo duro que 
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ha sido y que seguirá siendo todo, hace nueve meses que 
venimos ganando tiempo por la eficiencia, la capacidad 
y la ejecutividad de quienes están al mando, que lo están 
haciendo bien y cuentan con todo el respaldo de nuestro 
partido y de esta coalición, respaldo con el que también 
contaron para las otras herramientas a efectos de poder 
gobernar. 


La otra cuestión, señora presidenta, es la siguiente. 
A no ser pequeños chispazos, creo que esto es lo que 
quiere ver el Uruguay: blancos, colorados, cabildantes y 
frenteamplistas juntos cuando hay un enemigo común, y 
que sean muchas más las coincidencias que las diferen- 
cias. Por eso yo vuelvo a quedarme —más allá de que en 
forma consistente y reiterada algún senador de la opo- 
sición quiso marcar diferencias— con las coincidencias, 
porque son muchas más las cosas que nos unen que las 
que nos separan. El enfrentamiento a este enemigo tiene 
que encontrarnos en este tono, como lo están esperando 
los uruguayos. 


Entonces, votamos a favor y estamos convencidos de 
que esta es una herramienta más para que, a pesar de los 
costos —de los dolorosos costos—, se le siga ganando a esta 
pandemia. 


SEÑOR LOZANO.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LOZANO.- Señora presidenta: quiero seña- 
lar que hemos votado afirmativamente este proyecto de 
ley con total convicción. Entendemos que, si bien atañe 
fundamentalmente a la salud, tiene que ver con distintas 
disciplinas. 


Nosotros somos pragmáticos y a una emergencia hay 
que enfrentarla con la rapidez que esta requiere. Quizá sea 
muy interesante decir que se necesitaba más tiempo de 
debate o para preparar gente a fin de enfrentarla, pero la 
emergencia hay que afrontarla como tal. Por eso entende- 
mos que el proyecto de ley que hemos votado es el adecua- 
do para enfrentar la emergencia que hoy tenemos. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑOR CARRERA. Pido la palabra para fundamen- 
tar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: nosotros vo- 
tamos en contra de este proyecto de ley porque presenta- 
mos uno alternativo en el que se establece claramente cuál 
es la autoridad competente para actuar ante estas situacio- 
nes. Nosotros consideramos que la autoridad competente 
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es el Ministerio de Salud Pública, ya que es la policía sani- 
taria. Aquí no está dispuesto en forma clara cómo se inter- 
viene ante el riesgo sanitario y tampoco hay medidas que 
atiendan uno de los principales focos de infección, que es 
lo que tiene que ver con el mundo del trabajo. No podemos 
compartir de ninguna manera que se cierren las fronteras 
a los nacionales ni que no haya normas de protección de la 
salud de los trabajadores infectados. 


Por todas las consideraciones que hicimos al argumen- 
tar al principio de la discusión y las exposiciones que rea- 
lizaron los diferentes legisladores del Frente Amplio, no 
acompañamos este proyecto de ley. Tenemos una mirada 
diferente en torno a cómo se debe intervenir. 


Asimismo, queremos manifestar, una vez más, que el 
diagnóstico que hizo el GACH no está en concordancia 
con las medidas que se han dispuesto por el Gobierno 
nacional. Cuando tengamos conocimiento de la moción 
propuesta por la señora senadora Asiaín, vamos a acom- 
pañarla porque hay que reconocer a los científicos que es- 
tán trabajando en forma honoraria, a los trabajadores de la 
salud, a los funcionarios policiales y a otros funcionarios 
públicos que están trabajando y haciendo frente a esta ba- 
talla que tenemos que enfrentar entre todos. 


Muchas gracias. 


23) GRUPO ASESOR CIENTÍFICO HONORARIO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una moción llegada 
a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Mocionamos para que esta cámara exprese su agrade- 
cimiento al Grupo Asesor Científico Honorario por su 
entrega en energías, tiempo y conocimiento a toda la co- 
munidad. 


Asimismo, a las autoridades sanitarias, a todos quienes 
trabajan en la salud, a los funcionarios policiales y milita- 
res, y a otros funcionarios de los Gobiernos departamen- 
tales y municipales, que están desarrollando una ardua ta- 
rea». (Firman los señores senadores Asiaín, Manini Ríos, 
Lanz y Carrera). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota). 


30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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24) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos, 
se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 18:30, presidiendo la señora 
Argimón y estando presentes los señores senadores 
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Andrade, Asiaín, Bianchi, Botana, Brenta, Caggiani, 
Camy, Canon, Carrera, Coutinho, Da Silva, Della 
Ventura, Domenech, Gandini, Lanz, Lazo, Lozano, 
Manini Ríos, Meléndez, Nane, Niffouri, Olesker, 
Penadés, Ponte, Rodríguez, Sánchez, Sanguinetti, 
Straneo y Viera). 
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